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OBRAS DEL AUTOR 



ECONOMÍA POLÍTICA Ó PRINCIPIOS DE LA CIENCIA DE LAS 
RIQUEZAS, por J. Drox : un tomo en 8.** mayor, 

MEMORIA SOBRE EL MODO. DE REMEDIAR LOS MALES INHE- 
RENTES Á LA EXTREMADA DIVISIÓN DE LA PROPIEDAD TER- 
RITORIAL EN GALICIA : un folleto en 4.'» 

TRATADO ELEMENTAL DE ECONOMÍA POLÍTICA : dos tomos en 
8.* mayor. 

DE LA CONSTITUCIÓN Y DEL GOBIERNO DE LOS REINOS DE 
LEÓN Y CASTILLA : dos tomos en 8.* mayor. 

DERECHO CONSTITUCIONAL DE LAS REPÚBLICAS HISPANO- 
AMERICANAS : un tomo en 8.* 

ELEMENTOS DEL DERECHO PQLfTICO Y ADMINISTRATIVO DE 
ESPAÑA : un tomo en 8." 

PRINCIPIOS DE ECONOMÍA POLÍTICA : un tomo en 8.* 

DE LOS PQIiÍTÍCQS |¥ MlBmiSTAS EBPAÑPLES DE LOS SI- 
GLOS XVl V XVn, 1r su INFLÜfeÑCIÁ EN ¿A GOBERNACIÓN 
DEL ESTADO : un folleto en folio menor. 

BIBLIOTECA DE LOS ECONOMISTAS ESPAÑOLES DE LOS SI- 
GLOS XVI, XVII Y XVIII ; un tomo en 4.** mayor. 

HISTORIA DE LA ECONOMÍA POLÍTICA EN ESPAÑA : dos tomos 
eñ 4.*» 

CURSO DE DERECHO POLÍTICO SEGÚN LA HISTORIA DE LOS 
REINOS DE LEÓN Y CASTILLA : un tomo en 4.** 



Esta obrm eetá b«jo la protección de la ley de 
propiedad intelectual dé 10 de Bnero de 1979. 
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ADVERTENCIA, 



Habíamos ofrecido al publicar la cuarta edición del Dere- 
cho administrativo español^ manteneplo al nivel de la le- 
gislación vigente por medio de apéndices, dando al lector 
cumplida noticia de las reformas sustanciales que las vici- 
situdes d,e los tiempos introdujesen en el derecho conslí- 
tuido. 

Los sucesos ocurridos desde 1876 hasta el dia fueron tan 
graves, que cambiaron la faz de la política en España, y no 
podían menos de trascender á la administración, como se 
trastorna un edificio cuando se remueven sus cimientos. 

La nueva ley fundamental del Estado contiene principios 
que era forzoso desarrollar y completar en las orgánicas; y 
de aquí la necesidad de exponer la materia de Elecciones^ 
Libertad de imprenta y enseñanza^ Derechos de reunión 
y asociación^ Administración provincial y municipal^ Ser- 
vicio militar y otras no menos importantes según el crite- 
rio relativamente moderno. 

Aunque no tan ligadas con la Constitución de 1876, no 
dejaron de sentir su inñujo las leyes de Afficas^ Carreteras, 
Ferro-carriles, Obras públicas. Caza y pesca, Propiedad 
intelectual é indtcstrial, Servidumbres públicas y Enajena- 
ción forzosa. Todas las enumeradas, así como las reformas 
de carácter puramente reglamentario que de algún modo 
alteran el Derecho administrativo eárpa^oí, tienen cabida en 

778855 ^ 
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VI ABYERTSMCU. 

el Apéndice I; con lo cual queda el público advertido de que 
habrá segundo y más, si la continua movilidad de nuestra 
administración lo demanda. 

Los números que van al final de los párrafos se refieren 
al texto de la cuarta edición de la obra principal, salvo al- 
gunos pocos en caracteres distintos que son remisiones al 
Apéndice mismo. 
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«Grá» ABHIMSTMTIVO ESPAÜOL. 

t 

^ LIBRO PRIMERO. 

DE LA CIENCIA ADMINISTRATIVA.. 



CAPITPLOJ. 
' "'.>.. ' : ' Iftél: Estado* 

;l»r-¡Lepgu^je 4o la cienpia. . 5.— Estado. 

2.— Sociedad. ' ' 6.— Su fiff. M 

3.— Pueblo. ' 7.— Soberanía. 

'4.— Nación-.' ■• "' ' ■" ' '' ^' '^- - • ■ 

i.-— La. primera condición para cultivar con fruto uua, ciencia 
es fijar siilengioaje. Cuando una yo^de uso oomun se convierte 
en técáicay suele pi^estarse á. la. ambigüedad ; de donde nacen loa 
términos e(}aívocos,.así comode estos las ideas inexactas que 
extravian d discurso é inducen; á ecror ya en las cu^tiones de 
principios, ya en la fitiaoion rigorosa de la doctrina* 

La noción del Estado es fundamental en la ciencia del derecho 
públiitío;- y sin €mbargO'na;todas Job autores lo definen de- igual 
modo, povíque no hapLÜegado. áietitenderse acerca: de su natu- 
raleiá'y de áus;líiiiítQ&. Aulnáenta la oscuridad ei idioma: vulgar 
confundiéndola idea ^dfel. JEstodo con ilas de socied€i4.y puepiay 
wa<?íonque.san distinteis. » . , . . , • . ; v ; : ,.. 

'■ 2. *^E1 ¿hombre, dijo Aristóteles,, es el aüimál sociable por e?r 
eelesoia (i) s La sociedad supone una reunión de individuos jaiii 
organi5J2fóioü^iy'portaato:BÍn medios de expresar su voltMitad, 
tó de ejercer poder algimo. La. sociedad 4i5S una. simple npLanir 



Tty nutwá;^i'^ii, cap: Ví: - 

AP. I. 
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, .feslacipu- de Ja seciabilidad humana: un hecho que tpdavía no 
•'éoñfetituyé déreoho! 

3. — Pueblo es multitud que posee cierto grado de unidad en 
virtud &e laráE^, delidioma, religión, car¿fcte¿ eóstümbítss etc.; 
pero que no está organizada para regirse por su voluntad y me- 
diante una acción común. Hay vida colectiva; pero felta el 
vínculo de la unidad política que imprime al pueblo el carácter 
de persona. f 

4. — Nación es la comunidad revestida de las formas propias 
del Estado. La Nación posee upterritqrip, se compone de uno ó 
más pueblos, tiene voluntad y ejerce una acción común. Es la 
Nación un verdadero cuerpo político que 'se cjistingue de otras 
naciones por su personalidad. 

5. — ^Estado es la forma corporal de la Nación, ó la persona , 
moral y jurídica» en quien se concentran los derechos de la co- 
munidad, superior al individuo, como el todo es mayor que la 
parte. A la idea del Estado va unida la de soberanía, ó sea el 
poder supremo en lo interior, y en lo exterior la independencia 
ó plena posesión de, su libertad y autoridad. '^ 

6.— El fin del Estado es el bien publico, á cuya sombra se. des- 
arrollan los intereses particulares. ' 

Algunos autores pretenden que el fin único y. verdadero del 
Estado es la conservación de lo8«derechos de todos, ó la segurir 
dad interior y exterior de los miembros de la comunidad. Otros 
expresan la misma idea diciendo que ól. Estado deibe ceñirse i 
proteger la libertad y la propiedad. Otros que sus. ftmcióaes se 
reducen á mantener el órden> administrar la justicia y defender 
el 'territorio. .••..>• .j < , ; ,í. (_ '• ,^ : 

• Ningún estado ha existido- hasta ahora, ni podria existir enr 
xjerrado en tan angostos coAflnes. El bieíi público r©cdaii[ia la sa^ 
tísfacción de una multitud de Debesidades^ propias de la vida co?* 
mun que ño'hallan cabida en la' esfera del derecho» No basta la 
iniciativa individual, por fecunda que sea^ para alcanzar los be- 
líeflcios de una civilización' superior; y así como seria vano el 
intento de extenderla acción dal Ejstado á las cosas ; íntimas de 
la vida privada, así resultarla estéril la acción del individuo apli- 
cada al desarrollo de los intereses^ colectivos que representan 
un fin general. V. nüms. 4 y 5. 

7. — Soberanía quiere decir poder supremo {suprema potes^ 
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LIBBO 1. ME . LA ' Cn^Cf A^ AUMINWTBXTIT A . 3 

tas) ó plenitud del poder publicó, en el cijal se refleja la unidad 
del Estado. La 'soberanía no es omnipotencia, porque todo po^ 
der legítimo tiene límites que moderan su ejercicio. El poder 
absoluto desconoce los derechos del individuo, y equivale á la 
negación de la justicis^ y de la libertad. ; ¥• núms, 6 y 7. 

CAPITULO II. 
Peí GobierM. ^ 

8.— División de los poderes públí- íl.— Poder judicial. 

COS. ' 12.— Separación de los poderes.' 

9.— Poder legislativo. 13.— Doctrina constitucional. 
tO.— Poder ejecutivo. 

8.— La teorífi de la división de los poderes públicos en legisr 
lativo, ejecutivo y judicial es hoy un, principio reconocido*y 
aceptado por todas las constituciones modernas. Esta general 
aplicación aumenta su importancia, y, por lo mismo conviene 
desvanecer algunos errores ,coinunes que pasan por buena doc- 
trina. 

La .unidad del Estado Supone la unidad de la soberanía. Hay, 
pues, un poder úi;iico é indivisible en su^ origen y su esencia, 
como hay un solo cuerpo, social. 

Si por división de los poderes se entiende una separación ab- 
soluta ó verdadero aislamiento, el principio es falso, porque 
conduce á la desmembración y á la muerte necesa,ria del Estado. 
Si por el contrario la división se refiere á las múltiples funcio- 
nes del poder, salva su unidad,, el principio está fuera de toda 
controversia. En tal caso es cuestión de organismo, porque ver- 
sa sobre la clasificación de, jas funciones propias* del Gobierno y 
su ejercicio por medio, de órganos espaciales. . 

Aun así np se regaliza nunca, una separación completa, ni debe 
realizarle para editarla discordia entre poderes: que se reputa- 
rían independientes, admitida la igualdad, 

9. — La^s asambleas llamadas á ejercer la potestad legislativa, 
hacen las leyes ó establecen las reglas generales del derecho; 
pero también organizan los demás poderes del Estado y determi- 
nan su competencia; votan las contribuciones y pxaminan y cen- 
suran las cuentas de la recaudación é inversión de los caudales 
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públicos; exigen la responsabilidad á los nlinistrósi y én fin-apro- 
bando ó desaprobando sus actos, deciden Jas másgraves- cues- 
tiones políticas, económicas y administrativas. M ¡ ' 

1^.-^ El poder ejecutivo ño se limita á ejecutar la iéy ó; la vo- 
luntad del cuerpo ó cuerpos legisladores, puéá manda ó prohibe, 
decide, resuelve, precave, protege, en suma ejerce una autori- 
dad directa y positiva con. la solari^sí acción de ajustarse á las 
reglas establecidas, ó de no traspasar los límites señalados á su 
acción por el poder legisláfito.'*Disp6Íríer de las fuerzas de mar y 
tierra, negociar con las potencias, .ajustar,trataíJos, declarar la 
guerra y hacer, la paz nada tienen de ieoniun con la mera ..ejecu- 
ción, de las. leyes, : . : i -.. í ' >• : 

11. — Aunque según la Constitución de 187-6 4 lo^tribikñlades y 
juzgados pertenece exclusivamente la potesfeid de aplicar las le- 
yes en los juicios civiles y crimirláles, sin qi\é 'púedaft -ejercer 
óíías ftiilciones qUé las de juzgar y liácer q'ué se éjétíaté lo jáz^ 
^ado (1), es lo cierto que el poder judicial reforma algiihoá ac- 
tos del ejecutivo, por ejemplo, en materia dé elecciones^ y casi 
se confunde con el legislativo estableciendo Júriisprncleíñcia, tíié- 
diante una interpretación por vía de regla general y de obfeér- 
Váricia' tan obligatoria como lá ley' misma. Verdadéraííriéíti te las 
funcionen propias dé la magistratura no tanto consisteii en jüz* 
gar, cuanto en proteger el derecho y defenderlo cpiítra toda Yío- 
lencia ó pretensión ilegítima. ' '' 

12.-^En suma, la fjfSise separacióh 'de íós poderes públicos 
debe condenarse pot* inexacta bn la teoría, y en la práctica peli- 
grosa.. Tampoco es feliz la expiresion consagrada por el" uso' de 
división de los podeí^es, pórqi^e' Sólamerité cuadra á utí áiátem'a 
opuesto á la unidad del Estado.' . ! ^^ 

' iS.— -El princi|iio constitucional ¿jue en aíribbs casos se pró- 
claipa estrilja en distinguir las míií tiples funciones del iinicó po- 
der existente, y eücerrai* á' cádá autoridad en ' el cír'culo de su 
competencia,' para qué unaé á otras ^é limiten, y ninguna sea 
tan fuerte y^ robusta qué cói^'rapeli^Hó la íiberi^^^^ . ' 

' Otra '.razón aconseja este tempéraníénto, á áabér,' q;tié Jas di- 
versas funciones del (jobierrio eiigen' órganos di veráps que en- 
tré sí se coiiiunican y recíprocamente ise cotíipíetaii,' ¿Jiieá todos 
parten de úncentro.'T. ]^úk. 10: - ' •'' - "' • ' - ' 

(1) Art. 76. 
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DEL DERECfíO 'ADMÍNISTRÁTIVO. 



CAPITULO L 
De la naturaleza y faentes del derecho adm(nistra.tl¥o« 

14.— La ciencia y el derecha admi- Í5.— Polémica. 

., .>;;nistratf,^fp». .. • ! . 16.— Respuesta del, autor. . 

14.— ^Repugnan algunos autores distinguir y separar, la cien- 
cia de la administración del derecho administrativo, y esfor- 
zando sus argumentos, diceií: Los mismos escritores cuyas 
obras llevan 'al frente el título de Derecho administraUvo^ 9l 
propio 'tiempo, tratan de la autoridad administrativa !y de sti 
aécion respecto á los ciudadanos (1). ■.'■'. 

Esta observación, va deredhamente al autor del Derecho ad-' 
minísírativo éspdiñol^ áquien pertenece recogerla y contestarla. 
• IB.^-i-Télesid^ anotador y comentador del libro de Manna, 
afirma: que 0l derecho administrativo «debe considerarse como 
ley y como ciencia j* esto es/ como norman de las instituciones 
positivas de los Estados, y como sistema de doctrina» (2):' por 
tnanera que el mismo Telesio acepta y proclama la distinción 
que en otra parte critica. 

'Hay más : Tfelesio alaba al profesor GarfeUi/porque . sabe en- 
lazarlos principios científicos éon las regias positivas, y al pro- 
fesor Scolári, porque reuíie el elemento histórico con él positi* 
vó y filosófico (3).' - 

16, — En efecto, no hay razón para condenar el método ísegui^ 
do^^or varios- autof'es de tratados teórico^prácticos del derecho 
administrativo, ni para renunciar al auxilio que prestan la fllo- 

(1) Manna, Principii di dritto amtninistrativo, tom. I, páff. 101. 

(2) Ibld.^tom. I,pág.61. ' ^ ' _ 

(3) Ibid., tom. I, págs. 95 y 97. . . í 
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soffa y la historia al estudio de esta rama de la ciencia del go- 
bierno. Si la censura de Telesio alcanza al profesor de la Uni- 
versidad de Madrid, debe en rigor de justicia extenderse á los 
profesores de las de Turin y Pisa. V. núm. 65. 

. , -CAPITULO n. , 

• . ■ ■ ' • ' ' ^ ■ • v' , 

De la independeneia reciproca y mátiías relaciones 
de los poderes públicos. 

17.— Potestad legislativa, según la 21,— Administración de la justi- 

Constitución. cia. 

18.— Potestad de hacer ejecutap 22.— Inamovili(}ad de la magistra- 

las leyes. ^ tura. 

19.— Doctrina constitucional. ' 23.— ¿Deben los tribunales aplicar 

20.— Responsabilidad de los mi- . los reglamentos contrarios á 

íiistróis. lasleyés? • ' - ' 

17^— 'La potestad de hacer las leyeis reside en las Cortes con 
el Rey. El Rey y cada una de los Cuerpos colegisiadores tienen 
la iniciativa de las ;leyes.¡ Las relativas á oontribuciones y cré- 
dito público deben presentarse primero al Cohgreso tle los di- 
putados. El Rey sanciona y promulga las leyes (1). 

Según el principio de la limitaeion ¡dé los poderes públicos, 
para hacer las leyes se requiere el concurso de dos voluntades: 
la de las Cortes y la del Rey. Esté participa de la potestad le- 
gislativa por medio de la iniciativa y de la sanción libre ó el 
veto absoluto. Además lleva la voz y expresa la voluntad del 
Estado revistiendo con su autoridad la ley que promulga en su 
nombre. V. núm. 75. 

18.— *-La potestad de hacerejecutar las leyes reside én el Roy, 
y su autoridad se extiende á todo cuanto :eondüce á la conser^ 
vacien del orden público en lo interior, y á la seguridad del 
Estado en lo exterior, conforme á la Constitución y á las le- 
yes '(2), 

Así pues, en la monarquía constitucional pertenee^e al Rey 
el poder ejecutivo; que ejerce con el concurso necesario de sus 
ministros, de tal suerte que ningún mandato real puede llevar- 

(1) Con8t.de 1876, arta. 18, 41, 42 y 51. • 

(2) Ibtd., art. 50. 
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se áefecto sínxí está refrendado por un míntótro, elcual por sólo 
éste hecho sé hace responsable (1). 

19. — De aquí se sigue que no es bueifta doctrina decir que e^ 
poder ejecutivo reside de hecho en los ministros, como si la 
Constitución pusiese al Rey bajo su tutela. El Rey tiene y debe 
tener autoridad propia, porque sin esta condición no exi¿té la 
monarquía. Los ministros son los órganos indispensables de^Ia 
Voluntad del Rey, y ejercen una autoridad delegada. . ' 

20. — Los ministros son responsables. La responsatólidad mi- 
nisteriaí es el escudo de la persona sagrada é inviolable deí Rey, 
al mismo tiempo que precave ó reprime los excesos del poder 
ejecutivo, púés todo poder irresponsable propende á lo arbitra- 
rio, y todo régimen arbitrario es enemigo de la libertad (2). 
V.núm: 81'. 

21. — La justicia se administra en nombre del Rey, á quietí 
corresponde cuidar de que se administre pronta y cumplida- 
mente en todo el reino (3). A los tribunales y juzgados perte- 
nece exclusivamente la potestad de aplicar las leyes en los jui- 
cios civiles y criminales, sin que puedan ejercer otras funciones 
que las de juz^^ar y hacer que se ejecute lo juzgado (4). 

22.— Los magistrados y jueces son inamovibles, y rió pueden 
ser depuestos, suspendidos ni trasladados sino en los casos y 
en la forma que prescribe ó prescriba la ley orgániba de los tri- 
bunales (5). 

La administración dé lá justicia es un atributo de la isobéra- 
nía, y no una función del Gobierno. Para proteger y defender 
el derecho hay jueces que deben ser fieles intérpretes y órga- 
nos impasibles de la ley' ó la ley viva. Todos los estados moder- 
nos cuya constitución política respeta el principio' de libei*tád, 
reconocen la independencia del poder judicial, y establecen 
como una garantía necesaria íde íá recta administración de la 
justicia la inamovilidad de te. magistratupá. Es un verdadero 
progreso de la ciencia del derecho que ha penetrado y2^ en las 
costumbres. V. nóms. 85 y 86. 



(1) Const. de 18^6, art. 49. 

(2) Ibid.,art8.48y49. 
(8) Ibid., arte. 54 y 74. 

(4) Ibid., art. 76 

(5) n)idMart.80. 
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23.^61 iairt Q2 .(Jíi.teílonstijIjucjiojpL.de. 18§9 que, te:5tualm€ínte 
decía: «Los tribunales no apUí^ráft los regiamantosgen^ral!^, 
provanc-ialesyjocales, sino en cuanto e^tén coAfarínes con; las 
leye3,)^ no tiene, equivalente' en ja ConistitiiciQp de, 187^. ■, . ., . 
. Al artíeuio referido responde Qtiro. de la J,ey ,x)rgáni(^4el.í)p? 
der judiciai- que prohi)3e á I03 juecps, magistrado? y tribu^^l^s 
aplicar Iq^ regljamentqs generales >. provinciales, ¡ó Jqoales,, ji 
otras disposiciones de cualquiera clase que sean^- que estén: en 
d^aiCjajerdo con ías. leyes (1). , , , ; .| . . ._ 

íjí; Código penal reformado, al enunierav los delitos q^ue pue? 
dep. (Cometer. los empíeados, públicos en el ejercicio de sus.car- 
g9Éi i. declara que iii,Gurren en pena los ftuLciqnarios judiciales ó 
administrativpp que abi,ertamente se niegan á dar el debido cum- 
plimiento á sentencias, decisiones ú órdenes de la autoridad su- 
periof dictadas dentro de I03 límites 4e su respectivs^ competen- 
cia y revestidas. 4© las formalidade^s legales. ; . . 
. Sii¿ embargo (añade) «no incurrirán en, responsabilidad Qfi- 
minal iQS funcionarios publi90s por no dar punipUmi^nto á u» 
majiíjaíto admoxistratiyo que constit|i|ya una ipffaccioix manifies- 
ta, clara y. terminante de un,prepepto,constiiupiqnal;> ni tampq- 
co jlos qu^, revestidos ^e autoridad, «reh^^en Qui^plir un n\an- 
data.de igual clase, en fil que se infriiig[a manifiesta,. cl^^ y 
terminanten^ente cualquiera otra l^y> (2). . , , ^ 

Resulta que el art. 92 de la Constitución dé 1869 en cjjaiíjto 
prphibia á los trií)unales,aplicar;los:r^lamentos (Í9. la admi^ 
tracionipúblipa que i)lo estuviesen confornjes con^ las. l^y^s, ^,? 
halla derogado; pero subsisten svi letra en la orgánica del pod^^r 
j.^djpia} y su lespíritu en el Código penal, y subsistirán ^^i.éntras 
g^ar^e sili^ncip e¡] l^gisladp,jf, . , . t ^ ; , . ; . ^ , -, . . , ; 

Oe la iAivNianj|errit0r|a|i.i .. .. ,í i i1 ; 

24.— Notl6ias estadísticas. ' • '25:— ObservaeiohiBá.' - •'■ i 



•••> 



24. — La provincia inglesa ó sea, el condado, tiene una exten- 
sión media de 13.727 kil. cuadrados, y por término medio una 
población de 2.064,751 habitantes. 7 ; /i' ., .. ,. 

(1 } Ley provisional de 15 de Setiembre de 1810, art. 1. * ,, . • x ) 

(2) Cód. penal, art. 880. .- . . . í . < 



Digitized by VjOOQIC 



LIBRO II. DEL DERECHO ADMINISTRATITO. 9 

La provincia francesa ó el departamento, 6.148 kil. cuadra- 
dos, y 419.794 habitantes. 

La provincia italiana 4.290 kil. cuadrados, y 38S.422 habi- 
tantes (1). . ., ; r . . 

La provincia española 10.348 kil. c^draáeB, y 339.303 habi- 
tantes, partiendo del último censo de 1877, cuyos resultados 
generales son ya conooidos. ' 

25. — ^De los datos anteriores se infiere que la provincia espa- 
ñola ocupa el segundo lugar por razón de la superficie, y el 
cuarto por el número de habitantes. 

Si el de Ayuntamientoá qtie exístian en 1866 no ha variado ó 
variado poco desde entónoes; hasta hoy, cada término municipal 
tiene aproximadamente una extensión media de 54 kil. cuadra- 
dos, con una población, también media, de 1.641 habitantes. 

(1) Manna, Prlncipll di dritto amministratiyo, tum. I, p6ff. 154. 
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LIBRO TERCERO, 

DÉ LA ORGANIZACIÓN T ATRIBUCIONES 

DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. 



TÍTUlLiO I. 

DE LAS AUTORIDADES ACTIVAS. 

SECCIÓN I. 

AUTORIDADES CENTRALES. 

CAPITULO L 
De la organisacioii administrativa en i^eneral. 

26.— Régimen de las provincias 28.— Obediencia debida. 

Vascongadas. 29.— Autorización para procesar 
27.— Abolición de los fueros de á los funcionarios públicos. 

Vizcaya. 30.— Examen de la cuestión. 

26. — Partiendo del principio de la igualdad de derechos y de- 
beres que la Constitución por respeto á la justicia y con la mira 
de consolidar la unidad del Estado, ha querido hacer extensivo 
á todos los españoles, ha sido modificado de poco tiempo á esta 
parte el régimen foral de las provincias Vascongadas. 

En virtud de la nueva ley que modifica los fueros particula- 
res de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, las tres provincias herma 
ñas están hoy obligadas: 

I. Al servicio militar de que se hallaban exentos sus natura- 
les, y pot tanto á presentar en los casos de quintas ó reempla- 
zos ordinarios y extraordinarios del ejército el cupo de hombres 
que á cada una le corresponda con arreglo á las leyes. ' . 

El Gobierno se halla autorizado para dejar al arbitrio de las 
Diputaciones los medios de presentar sus respectivos cupos en 
los casos de quintas ordinarias y extraordinarias; así como para 
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incluir en los de exención del servicio militar á los que acredi- 
ten que ellos ó sus padres han defendido con las armas en la 
mano durante la última guerra civü los derechos del Rey legí- 
timo y de la Nación, sin que estas exenciones disminuyan el 
cupo de la provincia. 

11; A pagar en la proporción que les correspondan y con des- 
tino á los gastos públicos, las contribuciones, rentas é impues- 
tos ordinarios y extraordinarios que se consignen en los presu- 
puestos generales del Estado. 

También está autorizado el Gobierno para hacer en este punto 
las modificaciones de forma que reclamen las circunstancias lo- 
cales y la experiencia aconseje, y para otorgar dispensas de pago 
de los nuevos impuestos y por los plazos que juzgue equitativos, 
con tal que no pasen de diez años, á laB poblaciones vai^onga- 
das que hubiesen hecho grandes sacrificios en defensa de la 
causa legítima, y á los particulares que hubiesen tenido que 
abandonar sus hogares por la misma causa, ó padecido por ella 
persecuciones. 

Además de las dos autorizaciones legislativas que van ex- 
puestas, el Gobierno quedó investido de todas las facultades ex- 
traordinarias y discreccionales precisas para la exacta y cumpli- 
da ejecución de la ley (1). V. nóm. 154.' 

27.— La resistencia pasiva de Vizcaya al cumplimiento de esta 
ley fué causa de que el Gobierno, haciendo uso de la autoriza- 
ción concedida por las Cortes, hubiese declarado que el gobier- 
no y administración de los intereses peculiares de. dicha pro- 
vincia se ajustasen á las leyes y. disposiciones vigentes para las 
demás de la nación. Subsiste sin embargo la opción á las exen- 
ciones de hombres y tributos eú favor de los pueblos ó particu- 
lares que prestaron señalados servicios á la causa legítima (2). 

28. — ^Nuestro derecho constituido acerca de la obediencia de- 
bida á la autoridad superior ha variado en un punto esencial. 
El principio que el mandato del superior no exime de responsa- 
bilidad en los casos de infracción manifiesta, clara y terminante 
de la 'Constitución, ha desaparecido con la de 1868; mas todavía 
subsiste en toda su fuerza y vigor el Código penal según el que, 
para ser debida la obediencia, se requiere: 

( 1 ) Ley de 21 de Julio de 1876. 

(2) Real decreto de 5 de Mayo de 1877. 
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I. Que el mandato esté revestido de las formalidades legaleí?, 

n. Que la autoridad de quien procede, no haya traspasado los 
límites de su competencia. 

ni. Que de cumplir lo mandado no se siga una infracción ma- 
nifiesta, clara y terminante de la Constitución ó de las leyes (1). 

En buena doctrina hubiera debido establecerse diferencia en- 
tre las autoridades y los agentes administrativos; pero el Códi- 
go penal no autoriza semejante distinción, toda vez que reputa 
funcionario público á quien quiera que por disposición inmedia- 
ta de la ley, por elección popular ó por nombramiento de auto- 
ridad competente participa del ejercicio de funciones públi- 
cas (2). 

Confirma nuestra opinión el profesor Manna distinguiendo 
dentro de la gerarquía administrativa la subordinación absoluta 
y la que implica delegación de poderes. La primera (dice) existe 
cuando el agente inferior se limita á transmitir la voluntad del 
superior, sin añadir ni quitar nada, en cuyo caso el subordinado 
carece de personalidad propia. El acto administrativo pasa por 
sus manos, y no da origen á responsabilidad alguna, salvo la 
que nace de no transmitir fielmente las órdenes que le fueron 
comunicadas. La segunda supone un agente con personalidad 
propia que cumple la voluntad superior, eligiendo con entera 
libertad los medios, cooperando con su inteligencia y resolución, 
y por lo mismo contrayendo una verdadera responsabilidad per- 
sonal (3). V. NÚM. 158. 

29. — La Constitución vigente restableció el principio de la 
autorización administrativa para procesar ante los tribunales 
ordinarios á las autoridades y sus agentes, por delitos cometidos 
en el ejercicio de sus funciones. Una ley especial (añade) deter- 
minará los casos en que haya de exigirse (4). 

30. — El previo requisito de la autorización para procesar á los 
funcionarios públicos debilita el principio de la responsabilidad, 
porque en suma es la administración quien se censura á sí mis- 
ma. La garantía que la ley otorga á las autoridades y agentes 
administrativos con facilidad se «convierte* en privilegio de una 



(1) C6d. penal, art. 380. 

(2) Ibid., art. 416. 

(3) Principii di dritto amministrativo, lib. II. sec. IV, § 5. 

(4) CoQst. de 1876, art« 77. , 
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clase con peligro de caer en el abuso. La libertad de imprenta 
no suple la acción de la justicia, y la responsabilidad que de gra- 
do en grado ascie^^de hasta los ministros, se estrella contra la 
disciplina de las mayorías parlamentarias, ó llega tarde al re- 
medio, ó en fin no llega nunca, salvo si los hechos que se impu- 
tan á la administración fueren escandalosos. 

Ya que prevalezca el sistema de la autorización para procesar 
á los funcionarios públicos, debería limitarse á pocos casos, apli- 
carse á pocas autoridades, por ejemplo, gobernadores de pro- 
vincia y alcaldes, y de ningún modo extenderse á los agentes 
que carecen de voluntad propia. V. núms. 165 y 466. 

CAPITULO IIL ' ; 

Del Rey, 

31. --Facultades del Rey según la 33.— El Rey es la personificación 
Constitución vigente. viva del Estado. 

32.— Casos en que necesita auto- 34— ¿El Rey reina y no gobierna? 
rizacion de las Cortes. 

31. — Según la Constitución vigente, además de sancionar y 
promulgar las leyes, corresponde al Rey: 

I. Expedir los decretos, reglamentos é instrucciones que sean 
conducentes para la ejecución de las leyes. 

II. Cuidar de que en todo el reino se administre pronta y cum- 
plidamente la justicia. 

ni. Indultar á los delincuentes con arreglo á las leyes. 

IV. Declarar la guerra y hacer y ratificar la paz, dando des- 
pués cuenta documentada á las Cortes. 

V. Dirigir las relaciones diplomáticas y comerciales con las 
demás potencias. * 

VI. Cuidar de la acuñación de la moneda, en la que se pon- 
drá su busto y nombre. 

Vn. Decretar la inversión de los fondos destinados á cada uno 
de los ramos de la administración, dentro de la ley de presu- 
puestos. . 

Vin. Conferir los empíleos-civiles, y conceder honores y dis- 
tinciones de todas clases con arreglo á las leyes. 

El Rey tiene el mando supremo del Ejército y Armada, dis- 
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pone de las fuerzas de mar y tierra, y concede los grados, as- 
censos y recompensas militares con arreglo á las leyes. 

32. — Necesita estar autorizado por una ley especial: 

I. Para enajenar, ceder ó permutar cualquiera parte del ter* 
ritorio español. 

n. Para incorporar cualquiera otro territorio ál territorio es- 
pañol. 

in. Para ratificar los tratados de alianza ofensiva, los espe- 
ciales de comercio, los que estipulen dar subsidios á alguna po- 
tencia extranjera, y todos aquellos que puedan obligar indivi- 
dualmente á los españoles. 

En ningún caso los artículos secretos de un tratado podrán 
derogar los públicos. \ 

IV. Para abdicar la corona en su inmediato sucesor (1). 

33. — Algunos escritores políticos, aceptando la forma de go- 
bierno llamada monarquía constitucional, quisieran reducir las 
facultades del Rey á límites más angostos. Olvidan que monar- 
: : quía es gobierno de uno sólo, y que la constitucional no difiere 
,/ en esto de la absoluta, sino en que la una atribuye la plenitud 
i de la soberanía al monarca, y la otra al monarca con él concur- 
:i so de la representación nacional. 

En el Rey se refleja la unidad del Estado. El Rey es el poder 
activo por excelencia; y hacer de .él un mero ejecutor de la vo- 
luntad de la nación tanto vale como abolir la monarquía y reem- 
plazarla con la república, porque manda el pueblo y el Rey 
obedece. 

34. — Tampoco es conforme al espíritu dé la monarquía cons- 
titucional la máxima vulgar el ^ey reina y no gobierna^ por- 
que reinar significa ejercer el poder supremo ó regir el Estado, 
lo cual á más se extiende que á convocar ó disolver las Cortes, 
nombrar ó separar los ministros. Un Rey con tan limitadas pre- 
rogativas llevaría un título vano, pues dejarla de serlo en la 
realidad careciendo de toda iniciativa en la dirección de los ne- 
gocios públicos. No se concibe una monarquía en la que esté el 
Rey bajo la tutela de sus ministros, porque si los ministros lo 
son todo, el Rey es nada, y un Rey ocioso es una inútil carga. 

La pura doctrina constitucional se resume en pocas palabras. 



(1) CooBt. de 1976, arts. 52, 58, 54 y 55. 
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Así como el Rey no puede legislar sin el concurso de las Cortes, 
así no puede gobernar sin el concurso de sus ministros respon- 
sables. V. núm. 210 (1). 

CAPITULO m (21 
De los miaistros. « 

35.— El Banco Nacional de Espa- ciedades de crédito dependen 

ña, los de emisión y las so- del Ministerio de Hacienda. 

35. — Los bancos de emisión y las sociedades de crédito facul- 
tadas para emitir obligaciones dependieron df 1 Ministerio de 
Hacienda, hasta que en época reciente pasaron al dé Fo- 
mento (3). 

No prevaleció esta reforma, pues á poco de introducida, por 
razones fóciles de alcanzar, el E¿mco Nacional de España volvió 
á depender del Ministerio de Hacienda (4); y considerando (dijo 
el. Gobierno) la relación que existe entre los bancos que emiten 
billetes al portador y las sociedades de crédito. que emiten obli- 
gaciones, así aquellos como estos volvieron á su antiguo cen- 
tro (5).' V. NÚMS. 235 Y 238. 

CAPITULO IV. , 
De los snbseeretarios. 

36. — Condiciones para obtener 37.— Crítica. - 

'* este cargo. 

36.— Para obtener el cargo de subsecretario se requiere ser ó 
haber sido senador ó diputado á Cortes (6). 

37.-^Esta condición introducida por la primera vez en la ley 
de presupuestos generales del Estado para el año económico de 
1876-77, está en abierta contradicción con los principios de lá 
ciencia administrativa y con la práctica de 'otras naciones en 
donde m^or se comprende el arte del gobierno. V. números 
252 y sia. . 

(1) BluntschU, Théorte grénéralo de VEtat, liv. VI, cbap. XV. 

(2) Este capitulo deberla ser el IV, y no el III como dice el texto. Advertimos la errata, 
sin correg'irla en este apéndice, para que sea más (&cil la remisión & la obra principal. 

(8) Decreto de 5 de Junio de 1870. 

(4) Decreto de U de Junio de 1874. 

(5) Real decreto de 8 de Abril de 1875. 

(6) Ley de 21 de Julio de 1816, art. 27. 
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CAPITULO V. 
De las dfreedkMnea. 

38.— Direcciones ííBl Ministerio de 40, —Condiciones para obtener el 
Fomento. cargo de director. 

39.— Instituto Geográfico y Esta- 
dístico. 

38, — Las direcciones del Ministerio de Fomento son hoy do8> 
á saber: 1.* de Instrucción pública, Agricultura é Industria; 
2.* de Obras públicas, Comercio y Minas (1). 

39.— Además, depende de este Ministerio el Instituto Geográ- 
fico y Estadístico. que, si bien tiene una organización distinta de 
la común á las dos nombradas, en realidad es una dirección un 
poco desligada, pero al fin sometida á la autoridad del Ministro 
de Fomento (2). 

La distribución de los negocios entre las primeras adolece 
de un vicio capital que consiste en la acumulación de servicios 
inconexos, con los cuales no' se puede constituir un verdadero 
centro por falta de analogía. De aquí resultan la dificultad de en- 
contrar un director competente en todos los ramos de la admi- 
nistración puestos á su cuidado, y la imposibilidad absoluta d^ 
utilizar, según conviene, la ciencia ó experiencia de los hom- 
bres especiales. V. núm. 271. 

40.— Para obtener el cargo de director y demás que suponen 
categoría de jefes superiores de Administración, se necesita ser 
ó haber sido senador ó diputado á Cortes en dos elecciones ge- 
nerales, contar diez años de servicio en la administración cir 
vil, ó haber disfrutado un sueldo igual ó superior á 8.750 pe- 
setas (3). 

Ser ó haber sido senador ó diputado no supone aptitud para 
administrar los intereses públicos; y por otra parte no está bien 
visto que los hombre? que hacen las leyes, las hagan tan clara- 
mente en su favor. 

(1) Real decreto de 11 de Jallo de 1877. 

(2) Decreto de 5 de Enero de 1975. 

(3) Ley de 21 de Julio de 1816, art. 27. 
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CAPITULO VL 
De los gobernadores de provlneia* 

41.— Condiciones necesarias para 45.— Obligaciones como medio de 
ser nombrado gobernador. instrucción. 

42.— Incompatibilidades. 46.— Preside con voto las Diputa- 

43.— Categoría. clones provinciales. 

44.— Obligaciones del gobernador 47.— Sustitución de los goberna- 
como órgano de comunica- dores, 

cion. 48.— Su responsabilidad. 

41.— Para s^jBiombrado gobernador se requiere teaer treinta 
y cinco años de edad, y ser ó haber sido cenador ó diputado á 
Cortea, jefe de I^Ldministracion, secretario de Gobierno de pri- 
mera clase, ó haber desempeñado un destino de igual categoría 
durante dos años, ó bien haber servido al Estado durante ocho 
'por lo menos, ó sido elegido dos veces diputado provincial ó 
concejal en capital de provincia ó población de más de 30.000 ha- 
bitantes, ó consejero provincial por espacio de cuatro años (1). 

La edad de treinta y cinco años podria y aun debería reducir- 
se á treinta. La razón madura y el vigor necesario en el mando 
se concilian perfectamente en este período de la vida. La expe- 
riencia que se adquiere con los años, lleva ó suele llevar consi- 
go flaquezas y debilidades que no sientan bien en wa autoridad. 
V. NüM, 286. 

42*— El cargt) de gobernador (dice Ja ley) es incompatible con 
el ejercicio de mando militar, ó con cualquiera otro cargo pro- 
vincial ó municipal, y añade, sin peijuicio de lo dispuesto en 
el art. 13. 

En el artículo citado se establece que el Gobierno designará la 
persona que haya de sustituir al gobernador en sus enfermeda- ' 
des y ausencias; de suerte que la frase sin perjuicio significa 
una excepción de la regla general de las incompatibilidades en 
provecho de estos gobernadores interinos. En efecto, es bas- 
tante frecuente el caso de sustituir al gobernador el presidente 
de la Diputación provincial (2). V. núm. 29b. 

(1) Ley de 21 de JuUo de^l876, art. 27. 

(2) Ley provincial de 2 de Octubre de 1877» arta.. 13 y 15. 

AP. I. 3 



Digitized byVjOOQlC 



18 IWREGHO ADMINISTRATIVO EBPASOL/ 

43. — El cargo de gobernador de provincia no produce efecto 
alguno á favor del que lo obtenga para su ingreso ó ascenso en 
las carreras del Estado, sino después de haber cumplido dos años 
en su ejercicio (1). 

44. — En cuanto órganos de comunicación, los gobernadores 
transmiten los presupuestos provinciales que las Diputaciones 
forman y votan, y tienen obligación de elevar al Gobierno para 
los efectos que determina la ley (2). Así mismo por conducto del 
gobernador deben los Ayuntamientos remitir al Gobierno los re- 
súmenes de los presupuestos de gastos é ingresos definitiva- 
mente aprobados (3). V. núm* 293. 

45. — Como medios de instrucción deben los gobernadores, al 
concluir el año natural, remitir al Ministerio dwa Gobernación 
una memoria que permita formar la idea más completa posible 
del estado verdadero de cada servicio adminisífativo y de cada 
elemento de actividad ó riqueza. La suma de datos y noticiad 
que deben contener las memorias es inmensa, y la dificultad de. 
recogerlas con exactitud y reunirías con precisión y claridad 
punto menos que insuperable. 

El Gobierno autorizó á los gobernadores para reclamar la coo- 
peración de todos los centros, corporaciones y funcionarios que 
dependen de su autoridad, é invitar á que le auxilien en su ar- 
dua empresa aquellos que por su índole no estén sujetos á su ac- 
ción oficial (4). V. NüM. 295. 

Consideró el Gobierno que no debia ser obstáculo al cumpli- 
miento de este precepto que muchos de los datos comprendidos 
en las memorias se hallasen ya publicados en documentos ofi- 
ciales. Sin embargo el inconveniente no deja de ser grave, por- 
que la verdad es una sola; y ¿qué fé, por ejemplo, merecerá al 
esta4ista el censo formado por el Instituto Geográfico y Estadís- 
tico, si resulta en*contradiccit)n con los datos relativos á la po- 
blación que suministren los gobernadores de provincia? ¿Qué 
confianza podrá inspirar la verdad oficial? 

46. — Los gobernadores presiden con voto la Diputación y la Co- 
misión provincial, cuando asisten á sus sesiones (5). V. núm. 299. 

(1) Real decreto de 12 de Abril de 1879. 

(2) Ley provincial de 2 de Octubre de 1977, art. 78. 

(3) Ley municipal de 2 de Octubre de 1877, art. 150. 

(4) Real orden de 21 de AgJsto de 1879. 

(5) Ley proyincial de 2 de Octubre de 1877, art. 9. 
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47. — Queda arriba dicho quién debe sustituir al gobernador en 
sus ausencias ó enfermedades, y conviene advertir para mayor 
claridad que el interino ejerce todas las funciones que según la 
ley corresponden al propietario, inclusa la presidencia de la Di- 
putación y Comisión provincial (1). V. núm. 307. 

48- — Los gobernadores de provincia que incurren en respon- 
sabilidad criminal por delitos cometidos en el ejercicio de sus 
funciones, no pueden ser procesados sin autorización del Go- 
bierho; pero falta que una ley especial determine los casos en 
que la previa autorización es necesaria. . El tribunal competente 
para juzgarlos en primera instancia es la Audiencia del distrito, 
y en último grado el Supremo (2). V. núms. 320 y 321. 

CAPITULO VIL 
De los sub^bemadores. 

49.— Creación de subgobiernos. 50. — ^Facultades de los subgober- 

nadores. 

49.T-Restablecido el real decreto de 31 de Agosto de 1875 
acerca del nombramiento de subgobemadores, y habiendo ad- 
quirido fuerza de ley, resta añadir que el Gobierno está obligado 
á dar cuenta á las Cortes de la creación de los subgobiernos en 
el término de ocho dias, si se hallasen abiertas, y si estuviesen 
cerradas, en los och^rimeros de cada legislatijpa. 

50.-^Los subgobSladores no participan de facultad alguna 
que limite las que pertenecen á los alcaldes y Ayuntamientos 
como administradores de los pueblos. 

Los de Menorca y la Gran Canaria tienen el carácter de de- 
legados (fe los gobernadores respectivos en lo tocante á la admi- 
nistración municipal y á las elecciones de Senadores y Diputa- 
dos á Cortes. En todo lo demás ejercen las mismas atribuciones 
que la ley concede á los gobernadores, y se entienden directa- 
mente con el Gobierno, aunque con la obligación de ponerlo en 
conocimiento del gobernador de quien dependen (3). V* nú- 
meros 323 Y 324. 

(1) Ley provincial de 2 de aetu1»re de 1877, ari. ld« 

(2) Ibid., art. 94. 
Cd) Ibid., art. 14. 
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"^ . . . 

CAPITULO VIIL 
De los alealdes, tenientes de alealde y alealdes de barrio. 

51 .—Doble carácter de los alcal- 54.— Nombramiento de los alcal- 
des, des. 

52.— Sus facultades. 55.— Suspensión y separación. 

53.— Alcaldes de barrio. 56.— Responsabilidad. 

51. — ^El doble carácter de los alcaldes, en cuanto son á la vez 
delegados del Gobierno y administradores del pueblo, ofrece no 
pocas dificultades en la práctica, porque es muy verosímil que 
la persona en quien el uno deposita su confianza, no merezca la 
del otro. Revestido el alcalde de un doble carácter, surge la 
cuestión del título con que legitima su autoridad, pues el nom- 
bramiento le habilita sólo para representar al Gobierno, y la 
elección le confiere sólo el mandato popular. 

Una compensacian hay de estas desventajas, y es que el al- 
calde, revestido con este doble carácter, significa el vínculo que 
liga estrechamente el Estado con el municipio, y el municipio 
con el Estado. V. núm. 338. 

52. — La ley municipal vigente, cuya reforma fué inspirada 
por el deseo de robustecer la autoridad, acercándose á la máxi- 
ma que deliberar es propio de varios y jtecutar de uno sólo, 
contiene una larga enumeración de lasWcultades de los al- 
caldes. 

J. Corresponde al alcalde único (dice), ó al primero en donde 
haya más de uno: 

I. Presidirlas sesiones y dirigir las discusiones deP Ayunta- 
miento. 

II. Cuidar bajo su responsabilidad de que se cumplan por el 
Ayuntamiento las leyes y disposiciones de sus superiores ge- 
rárquicos. 

III. Corresponderse á nombre del Ayuntamiento con las au- 
toridades y los particulares. 

Estas facultades, aunque la ley no lo expresa, se derivan del 
carácter que reviste el alcalde como representante del poder 
central. 
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II. Corresponde también al alcalde único, ó primero en su 
caso, como jefe de la administración municipal: 

I. Publicar, ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Ayun- 
tamiento cuando sean ejecutivos, y no mediare causa legal 
para su suspensión, procediendo, si fuere necesario, por la vía 
de apremio y pago, é imponiendo multas y decretando el arres- 
to en caso de insolvencia. 

II. Suspender la ejecución de los acuerdos del Ayuntamiento, 
siempre que proceda con arreglo á la ley. 

iij. Transmitir á la Diputación provincial y al gobernador los 
acuerdos del Ayuntamiento que requieran, para ser ejecutivos, 
la aprobación superior, publicarlos, ejecutarlos y hacerlos cum- 
plir una vez aprobados. 

IV. Transmitir á quien corresponda las exposiciones que los 
Ayuntamientos, en uso de su derecho, hicieren á la Diputación 
provincial, al gobernador, al Gobierno ó á Bis Cortes. 

V. Dirigir todo lo relativo. á policía urbana y rural, dic- 
tando s^l efecto los bandos y disposiciones que juzgare con- 
venientes, conforme á las ordenanzas y acuerdos del Ayunta- 
miento^ 

VI. Dirigir y Tigilar la conducta de todos los dependientes del 
ramo de policía urbana y rural, castigándolos con suspensión de 
empleo y sueldo hasta treinta dias, y proponer al Ayuntamiento 
su destitución. 

VII. Ejercer' las funciones propias de ordenador y jefe de la 
inversión de fq^idos municipales y su contabilidad. 

VIH. Inspeccionar, activar y dirigir en lo económico y gu- 
bernativo las obras y los establecimientos de Beneficencia y de 
Instrucción pública costeados con fondos municipales, ajustán- 
dose á las leyes y disposiciones para su ejecución. 

IX. Cuidar de que se presten con exactitud los servicios de 
bagajes, alojamientos y demás cargas públicas. 

X. Presidir los remates y subastas para ventas, arrendamien- 
tos y servicios municipales, salvas las disposiciones de las 
leyes. • 

XI. Corresponderse en los asuntos de su com{)etencia admi- 
nistrativa con las autoridades y corporaciones de la provincia, 
haciéndolo por conducto del gobernador de la misma, cuando 
hubiere de entenderse con los de otras ó con el Gobierno, y 
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desempeñar cuantas funciones especíales le confieran las leyes 
y los reglamentos (1). 

Bien claro dice la ley que estas facultades pertenecen á los 
alcaldes como administradores de los pueblos. 

53. — Cada término municipal se divide en distritos, cada dis- 
trito en barrios, y en cada barrio hay un alcalde nombrado por 
el del pueblo, y escogido entre los electores que tengan su re- 
sidencia fija en la, demarcación. 

El alcalde puede multar, suspender y separar libremente á 
los alcaldes de barrio. Las multas que les imponga deben ser 
menores que las señaladas en la ley para los concejales (2). 

Nótese que hoy los alcaldes de barrio dependen más de los 
alcaldes que de los Ayuntamientos, al contrario de. lo estableci- 
do en la ley municipal antes de su reforma. V. núm. 360. 

54. — Aunque subsiste la regla general que los Ayuntamientos 
eligende su seno los alcaldes y tenientes de alcalde, son nume- 
rosas é importantes las excepciones, á saber: 

I. El alcalde de Madrid es de libre nombramiento del Rey. 

II. También puede pl Rey nombrar en Madrid los tenientes de 
alcalde, pero del seno de la corporación municipal. 

ni. Así mismo puede el Rey nombrar, tomándolos def nume- 
ro de los concejales, los alcaldes: 
I. De las capitales de provincia, 
ir. De las cabezas de partido judicial. 

III. Y de los pueblos que tengan un vecindario igual ó mayor 
que las cabezas de partido dentro del mismo, ^empre que no 
baje de 6.000 el número de habitantes (3). 

Resulta que es pbligatorio para el Gobierno nombrar el alcal- 
de de Madrid, y potestativo en los casos restantes. 

El alcalde de Madrid, libremente nombrado por el Gobierno, 
ha dejado de pertenecer á la clase de los magistrados populares. 
Aunque tiene voz y voto en las sesiones y acuerdos del Ayunta- 
miento (4), y por tanto participando la administración munici- 
pal como el goberiíador cuando preside la Diputación, débese al 
respeto que merece toda autoridad superior, y no á un derecho 



(1) Ley municipal de 2 de Octubre de 1877, arts. 113 y 114. 

(2) Ibid., art8. 34, 36, 118 y 196. 
(8) Ibid., art. 49. 

(4) Ibid., art. 99. 
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propio que sólo puede nacer de la elección, esto es, del manda- 
to. V. NüM. 364. 

55.— Los gobernadores de provincia pueden gjispender á los 
alcaldes y tenientes por causa graye, dando cuenta al Gobierno 
en el plazo de ocho dias. El Ministro de la Gobernación, en el de 
sesenta, alza la suspensión ó instruye expediente para la sepa- 
ración oyendo al interesado, y lo resuelve el Consejo de Minis- 
tros. 

Exceptúanse de esta regla los alcaldes y tenientes que el Rey 
nombra, pues la facultad de nombrar un funcionario implica la 
de separarle, salvo si la ley dispone otra cosa; y como en este 
punto guarda silencio, debe interpretarse en sentido afirmativo. 

56.— La responsabilidad administrativa ó judicial de los alcal- 
des y sus tenientes se confunde con la de los concejales, de la 
cual se hablará en el capítulo de los Ayuntamientos. Por ahora 
basta advertir en cuanto á la segunda, que el tribunal compe- 
tente para conocer de las faltas graves ó delitos que los alcaldes 
y tenientes cometieren en el ejercicio de sus funciones, es la 
Audiencia del territorio en primera instancia (1). No dice más 
la ley municipal; pero como toda primera instancia supone ul- 
terior recurso, debe completarse este artículo con el análogo de 
la ley provincial, y de consiguiente añadir las palabras «y el 
Tribunal Supremo en último grado, con sujeción á lo dispuesto 
en el art. 77 de la Constitución;» es decir, á lo que se establez- 
ca respecto á la autorización para procesar á las autoridades y 
agentes administrativos (2). V. num. 365. 

CAPITULO IX. 
De los agentes auxiliares de la admiiitstraeioii. 

57.—- Administraciones económi- 59,— Ingenieros de Montes. 

cas . 60. —Ayudantes. 

58.--Ingenieros de Caminos, Ca- 61. — Inspectores. 

nales y Puertos. 

57. — Cada administración económica tiene una sola sección 
administrativa dividida en cuatro negociados, á saber: Contri- 

(l) ¿«y municipal de 2 de Octubre de 1877, arta. 187 y 203. 
(S) Ley provincial dé 2 de Octubre de 1877, art 94. 
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buciones, Rentas Estancadas, Propiedades y Derechos del Esta- 
do é Impuestos. Fueron suprimidos los jefes de las secciones 
que antes habí|L, y de la única hoy existente es jefe inmediato 
el de la administración económica de la provincia (1). V. nú- 
mero 368. 

58. — El cuerpo facultativo de Ingenieros de Caminos, Canales 
y Puertos se compone de 5 inspectores generales de primera 
clase y 15 de segunda, vocales de la Junta consultiva de Obras 
públicas, y cierto número de ingenieros jefes de primera y se- 
gunda clase, ingenieros primeros y segundos, ayudantes decua- 
, tro clases, y por último sobrestantes (2). V. núm. 371. 

59. — Revocados el decreto de 11 de Junio de 1874 y el regla- 
mento de 18 de Setiembre del mismo año, y restablecidos los 
que antes reglan, quedaron suprimidas las inspecciones fijas 
para el servicio forestal. Desde entonces consta el cuerpo facul- 
tativo de ingenieros de Montes, de inspectores generales de pri- 
mera y segunda clase, ingenieros y ayudantes. Las plazas de 
guardas y sobreguardas que completaban el personal de esté 
cuerpo fueron también suprimidas, desde que el servicio de 
custodia y vigilancia de los montes púl)licos corre á cargo de la 
Guardia Civil. 

60. — Corresponde al ministro de Fomento nombrar y separar 
á los ayudantes de Montes con ciertas limitaciones. El nombra- 
miento no puede recaer en persona que no tenga título de pe- 
rito agrimensor, y la separación debe fundarse en justa causa, 
por lo cual es necesario que preceda expediente gubernativo en 
el que se acredite la incapacidad, falta de celo ó de moralidad 
del subalterno de quien se trata (3). V. núm. 372. 

61. — Además de los inspectores generales de Caminos, Cana- 
les y Puertos y de Montes, hay otros de Minas, de primera y 
segunda clase, ingenieros y auxiliares facultativos (4) ; de Ha- 
cienda, que son jefes de Administración de primera clase y for- 
man parte de la Secretaría de dicho Minfsterió (5); de Instruc- 



(1) Real decreto de 90 de Junio de 1877. 

(2) Real decreto de l.^ de Agosto de 1976. 

(8) Real decreto de 19 de Febrero de 1875, ley de 1 de Julio de 18^6 y reales órdenes de 
9 de Agosto y 23 de Setiembre del mismo año.^ 

(4) Real decreto de 1.^ de Febrero de 1865 y decreto de IP de Setiembre de 18^1. 

(5) Decreto de 21 de Enero de 1971 y reglamento de 1.® de Febrero del mismo afio, y de- 
cretos de 9 de Marzo de 1812, 24 de Abril de 197B, 2f7 de Enero y 24 de Agosto de 1814. 
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cíen pública, vocales natos del Consejo especial del ramo (1); de 
las casas de Moneda (2), de Telégrafos (3) y de FerroK^arriles (4). 
V. NÚM.^76. 

Queda advertido que las inspecciones fljas dé Montes ftierón 
suprimidas. V. núm. 379. 

TITULiO II. , 

DE LAS AUTORIDADES CONSULTIVAS Y DELIBERANTES. 

SKCCI^i)!! I. 

' J^UTORIDAD^a Cp[TRA](.SS. 

CAPITULO I. 
De la adminiatracioii e^'nsidtiva y deliberante. 

62.— Deliberación administrativa. 63.— Acción administrativa. 

62. — Del principio que deliberar es propio de varios y ejecu- 
tar de uno sólo, se deriva la organización administrativa que 
encomienda la acción á una serie de autoridades unipersonales. 
Sustituirlas con juntas ó corporaciones más ó menos numerosas, 
ofrecería graves inconvenientes para la buena gestión de los ne- 
gocios públicos. 

^ Las corporaciones son lentas en resolver y flojas en llevar al 
cabo sus acuerdos, porque ni la prontitud ni el vigor se compa- 
decen con la falta de unidad. Aprovechar el momento oportuno 
para hacer el bien, precaver ó remediar el mal, corregir- con 
mano flierte los abusos, acudir con rapidez á todas partea son 
cosas que demandan una sola voluntad y un solo impulso. 

Por otra parte, si la administración ha de ser responsable de 
sus actos, es preciso q)tar por la responsabilidad individual de 
mayor eficacia que la colectiva. La responsabilidad que eíitre 
muchos se divide, se hace ilusoria, y aun siendo efectiva, ófre- 

( 1) Ley de 9 de Setiembre de 1857, art. 306 , decreto. d.e 19 de Jnoio de IjSfJi y real decMto 
do 21 de Diciembre de 18T5. 

(2) Decreto de 7 de Enero de 1875. 

(3) Decreto de 25 de Bnero de 1875. 

(4) Real decreto de 19 de Febrero de 1875. 

AP. I. 4 
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ce dificultades determinar el grado que corresponde ó debe cor- 
responder á cada uno. - 

63. — Las corporaciones sirven para deliberar y consultar, re- 
SjBrvando la acción á la autoridad única. Auxilian poderosamente 
á la administración activa, porque la ilustran y á veces preser-. 
van del error, y hay errores de tal naturaleza que no admiten 
enmienda, por lo mismo que hay males irreparables. Pídaseles 
consejo y sea respetado él vot6 dé los' cuerpos consultivos; mas 
quedando siempre á salvo la libertad de acción bajo la responsa- 
bilidad personal del agente. V. núm. 382. 

CAPITULO n. 
Del CUmseJo de Estado. 

64.— Reformas en la organización. 66.— Cuándo debe ser oido el Con- 

del Consejo de Estado. sejo según la ley munici- 

65. —Amovilidad de los conseje-^ • pal. 
ros. 

64. — Según recientes disposiciones pueden ser nombrados 
consejeros de Estado los jefes superiores de Administración que 
cuenten dos años de plaza efectiva de dicha categoría ú otra 
mayor. 

La cuarta parte de las plazas del Consejo de Estado que la ley 
orgánica de este cuerpo reservó á,la libre provisión del Gobier- 
no, quedaron reducidas al número fijo de cuatro; es decir, que 
de treinta y dos consejeros veinte y ocho entran por la puerta 
de las categorías, y cuatro solamente por la de la capacidad y 
los servicios (1)» . 

No aplaudimos la reforma, pues bien conocida es nuestra opi- 
nión poco favorable al sistema de las categorías. «Llamado el 
Consejo de Estado (dice un moderno escritor italiano) á ilustrar 
al Gobierno en negocios de suma importancia, debería compo- 
nerse de los hombres eminentes en la liagistratura, en la ad- 
mini3traci¡on civil y militar, y en el cultiyo de las ciencias; de 
suerte, que el mérito insigne de cada uno de sus individuos die- 
se al Consejo una autoridad tan grande, que sus decisiones ins- 
pirasen profundo respeto (2).» 

(1) Decretoir^e \.^ de Jnnio de 1874 y 29 de Diciembre de 1975. 

(2) T0le8io: V. Manna, Priacipii di dritto amniiiiistratiyo, tom. I, p&g, 202. 
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En resolución, son los consejeros quiénes deben enaltecer al 
Consejo, y no el Consejo á los consejeros. V. NtJk. 407. 

65. — ^El principio constitucional que los ministros son respon- 
sables, no se compadece con la existencia dé una autoridad en 
cierto modo superior, que se apodere de la' accioá administrati- 
va. Si los consejeros de Estado fuesen inamovibles, el- Consejó 
seria el verdadero Gobierno, y meros instrumentos de su vo- 
luntad los ministros. V. núm. 409. ' . ■ 

66. — Debe ser oido el Consejo de Estado según ía ley muni- 
cipal: ■ 

I. Para hacer pasar un término municipal de un partido judi- 
cial á otro partido. 

II. Para aprobar las ordenanzas de policía urbana y rural en 
caso de discordia entre el Ayuntamiento y el gobernador de 
acuerdo con la Diputación provincial. 

III. Cuando el Gobierno crea qué procede la suspeni&ion del 
acuerdo de un Ayuntamiento dictada por el gobernador. 

IV. Si el Gobierno juzga procedente confirmar la suspensión 
de los regidores decretada por el gobernado'r (1). V. kúm. 423. 

CAPITULO ni. i 

De los €on§eJos espeéiate» de la aiiiiiiiiÍ5traoÍeii eentral. 

67.— Consejo de Sanidad, 7Q.--Del Instituto Geográfico y 

68.— Sus atribuciones. Estadístico. 

69.— Junta consultiva de Mon- 71.— De Aranceles y Valoracio- 

tes. nes. 

67. — Fué restablecido el Consejo de Sanidad conforme á lo 
dispuesto en la ley de 28 de Noviembre de 1855. Consta este 
cuerpo de varios vocales natos y otros nombrados por el Go- 
bierno y escogidos entre las clases de reconocida competencia 
en la materia, como agentes diplomáticos y consulares, profe- 
sores de Medicina, Farmacia y Veterinaria, un ingeniero civil, 
otro de Minas, un arquitecto, dos jefes superiores de Adminis- 
tración, un jurisconsulto, etc. 

68. — Las atribuciones del Consejo de Sanidad son puramente 

(1) Ley de 2 de Octubre de 18T7, art«. 9, Id, 116 y 191. 
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consultivas. Sin embargo puede proponei* al Gobierno la revo- 
cación ó reforma de los reglamentos para la egecucion de la ley 
sanitaria. , 

Corresponde á este Consejo informar: 

I. Sobfe los proyectos de ley y reglamentos que jtengan rela- 
ción con la salud pública, 

n. Sobre la reforma de tarifas de derechos exigibles á los bu- , 
.ques en cuarentena ó lazareto. 

m. Sobre la reforma en la organización y servicios de la Sani- 
dad marítima, 

IV. Sobre las pensiones', premios y castigos que corresponda 
declarar ó imponer por el desempeño de los deberes profesio- 
nales. 

V. Sobre las reclamaciones^que hicieren los Gobiernos extran- 
jeros ó sus representantes con motivo de cuarentenas ó del trato 
sanitario impuesto á buques de sus respectivas naciones. 

VI. Sobre las asociaciones y colegios facultativos. 

VII. Sobre los establecimientos 'de aguas minerales, sus inci- 
dencias y calificación de los iibros, memorias y escritos que pre- 
senten los profesores de las ciencias médicas ó de las auxiliares. 

Vin. Sobre los remedios* nuevos, en el caso que lo determine 
la ley de sanidad (1). V, núm. 443. 

69.~í'ué restablecida la Juiita consultiva de Montes en la for- 
ma que tenia antes del decreto de 11 de Junio de 1874, así como 
la organización del cuerpo de Ingenieros del ramo según los re- 
glamentos vigentes en 1865 (3). V. núm. 447. 

70.— La Junta consultiva de Estadística y del Instituto Geo- 
gráfico se denomina hoy Junta consultiva del Instituto Geográ- 
fico y Estadístico (3t). V. nüm, 447. . 

71 .-^Suprimidas la Junta consultiva de Aranceles y la Comi- 
sión de Valoración, fjaeron reemplazadas por una Junta consul- 
tiva de Aranceles y Valoraciones llamada á informar sobre to- 
dos los asuntos relativos á la modificación general ó parcial de 
los Aranceles y de las leyes y disposiciones fundamentales por 
las que se rige la renta de Aduanas;. sobre los valores oficiales 
que anualmente deben asignarse á las mercaderías, tanto á la 

(l) Real.d9cr<^to'y regríamento do 231 de Febrero de 18^5. 

(3) Reglamentos de H de Mayo y 23 de Junio de 1865, y real decreto de 19 de Febrero 
de 18f75. V 

(3) Real decreto de 27 de Abril de 1877. 
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importación como á la exportación, y sobre cualquier otro asun- 
to que el Gobierno determine (1). V. nüm. 451. 

CAPITULO ly. 
De las Dipataetones provinciales* 

72.— Número de diputados. 85.— Organización de las Comisio- 

73.— Constitución de la Diputa- nes provinciales, 

cion. 86.— Atribuciones. 

74.— Presidenóift. 87.— Suspetísioñ de los acuerdos 

75.— Sesiones. de la Diputación provincial. 

76.— Suspensión. 88.— Recursos contra estas provi- 

77.— Ausencias de los diputados. dencias. 

78. — Sus votos. 89.— Suspensión de los acuerdos 

79.— Atribuciones de estos cuer- de las Comisiones provincia- 
pos. . les. 

80.— Nombramiento y separación 90.— Imposición de multas, 

de sus empleados. 91.— Reclamaciones. 

81.— Demandas ordinarias. 92.— Disolución délas Diputacio- 

82.— Establecimientos de ense- nes y destitución de los dipu- 

ñanza. tados provinciales. 

83.— Obras públicas. 93.— Responsabilidad. 

84.— Consultas. 

72. — El número de los diputados provinciales se encierra en 
los límites de veinte á treinta. Cada partido judicial elige ordi- 
nariamente tres ; pero si guardada esta proporción, no llegasen 
al mínimum, se completa eligiendo uno más el partido 6 parti- 
dos de mayor población; y si por el contrarió excediesen del 
máximum, se reduce el número de los que deben elegir, empe- 
zando y siguiendo por los de menor población (2). V. nüm. 463. 

73. — La Diputación se constituye por sí misma; y sin embar- 
go, en el caso de anulación de un acta, puede el interesado in- 
terponer recurso de alzada ante la Audiencia del territorio den- 
tro de los ocho dias siguientes á la publicación del acuerdo (3). 

74. — El gobernador preside la Diputación y la Comisión pro- 
vincial cuando asiste á sus sesiones, y como queda advertido 
en otra parte, con voto (4). V. nüm. 465. 

(1) Real decreto de 19 de Diciembre de 1876, ragrlamento de 15 do Enero do 1877 y real 
decreto de 28 de Enero de 1878. 

(2) Ley provincial de 2 de Octubre de 1877, art. 7. 

(3) Ibid., art. 27. 

(4) Ibid., art. 9. 
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75. — Además de las ordinarias, celebran las Diputaciones se- 
siones extraordinarias, cuando lo exigen asuntos determinados 
ajuicio del Gobierno ó del gobernador (1). V. num. 470. 

76. — Si por fundados motivos suspende el gobernador la reu- 
nión de la Diputación provincial convocada á sesión extraor- 
dinaria, debe ponerlo en noticia del Gobierno (2). V. núme- 
ro 472. 

77. — ^El diputado que tenga necesidad de ausentarse, no estan- 
do la Diputación reunida, debe participarlo al gobernador para 
eximirse de toda responsabilidad por la falta de no concurrir á 
las sesiones (3). V. núm. 474. 

78.— Los diputados que concurran á una sesión, no pueden 
abstenerse de votar, ni declinar la responsabilidad de su voto. 
En caso de empate, se repite la votación al siguiente dia, y si 
hubiere segundo empate, dirime la cuestión el presidente (4). 
V. NÚM. 475. 

79.— Las Diputaciones provinciales ejercen unas veces atri- 
buciones propias que la ley les confiere, y por tanto son de su 
exclusiva competencia, y otras obran por delegación. 

En el primer caso deben sujetarse á las leyes especiales y re- 
glamentos de los diversos ramos^de la administración pública. 
Sus atribuciones en materia de beneficencia se entienden siem- 
pre sin perjuicio de la alta inspección que al Gobierno re- 
serva la legislación vigente. Á decir verdad parece innecesario 
dictar respecto á la beneficencia una regla particular, siendo la 
general el régimen de la tutela administrativa. 

En el segundo caso deben con más razoii las Diputaciones 
provinciales observar las leyes, reglamentos y órdenes superio- 
res, porque están bajo la dependencia del Gobierno y tienen 
obligación de obedecerle, so pena de incurrir los individuos que 
las componen en responsabilidad (5). 

Esta doctrina se resume en pocas palabras. Cuando las Dipu- 
taciones hacen uso de las facultades que les pertenecen en virtud 
de un derecho propio, están bajo la vigilancia del Gobierno, y 
bajo su autoridad, cuando obran por delegación. V. núm. 480. 

(1) Ley provincial de 2 de Octubre de 18T7, ait. 34. 
12) Ibid., art. 36. 

(3) Ibid., art. 3«' * 

(4) Ibid., arta. 40 y 41. 

(5) Ibid., aru. 44 y 85. 
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80.— Es atribución exclusiva de las Diputaciones nombrar y 
separar por sí á los empleados y dependientes retribuidos con 
fondos provinciales. 

Exceptúanse : 

I. El secretario cuyo nombramiento deben hacer previo con- 
curso del modo siguiente : 

Los aspirantes acuden con sus instancias al Ministerio de la 
Gobernación, y se someten á un examen ante la Sección corres- 
pondiente del Consejo de Estado. La Sección forma una lista nu- 
merada de los examinados según el grado de aptitud de cada 
uno, y la eleva al Gobierno. Este propone en t^rna los candida- 
tos que resulten más recomendables por su capacidad, méritos 
y servicios, la remite al gobernador de la provincia respectiva, 
y la Diputación provincial elige á uno de los tres propuestos (!)• 

Los secretarios así nombrados no pueden ser removidos ni 
suspensos de sus cargos sin previo expediente en que se acredite 
haber justa causa para ello. 

También tiene el Gobierno la facultad de suspenderlos y se- 
pararlos por causa grave justificada por medio de expediente en 
el cual deberá ser oido el interesado, y previa consulta del Con- 
sejo de Estado. ^ t, 

IL El contador. Los que hubieren obtenido estos cargos con 
arreglo á las disposiciones que regian cuando existia el cuerpo 
de contadores de fondos provinciales, son respetados en razón 
de sus derechos adquiridos. 

ni. Así mismo deben las Diputaciones respetar los derechos 
adquiridos en los demás empleados de la administración provin- 
cial nombrados en virtud de oposición (2). V. núm. 486. 

81. — ^Para entablar demandas ordinarias de mayor cuantía se 
requiere ej acuerdo de la Diputación, bastando en los demás ca- 
sos el del gobernador, oida la Comisión provincial (3). V. nú- 
mero 488. % 

82.— Pueden las Diputaciones crear, sostener, reformar ó su- 
primir con entera libertad los establecimientos de enseñanza de 
carácter privado ; mas para que los estudios que en ellos se hi- 



(1) Decreto-ley de 21 de Octubre de 186S, orden de 24 de Noyiembro del mismo al&o, de- 
creto de 4 de Enero de 1869 y ley ¿e 2 de Octubre de 1877, arta. 72 y 18. 

(2) Ley provincial de 2 de Octubre de 1877, arta. 73 y 76. 
(8) IWd., art. 70. 
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cieren tengan valor académico y habiliten para el ejercicio de 
una profesión que requiera título oficial, es preciso que en todo 
se rijan por la ley de Instrucción pública (1). 

83. — Las Diputaciones forman los planes de las obras públicas, 
y particularmente de las carreteras que deben ser costeadas con 
fondos provinciales. Estos planes se someten á la aprobación del 
ministro de Fomento, así como el orden de preferencia según 
el cual hayan de ejecutarse (2). V. núm. 492. 

84. — Las Diputaciones sustituyeron á los antiguos Consejos 
provinciales en el cargo de consultar á la administración activa 
siempre que lo exigían las leyes y reglamentos, ó la autoridad 
superior les pedia su dictamen (3). Hoy son las Comisiones pro- 
vinciales únicos cuerpos consultivos dentro de las Diputaciones; 
de suerte que aquellas y no estas, reemplazan á los Consejos 
provinciales (4). Sin embargo, algunas veces exigen las leyes y 
reglamentos que sean oídas las Diputaciones antes de resolver 
un asunto la autoridad competente, y otras pueden ser consulta- 
das por el Gobierno y el gobernador, y en ambos casos están obli- 
gadas á ilustrar á la autoridad cx)n sus informes. V. números 495 
Y 496. 

85. — La Comisión provincial se compone de cinco vocaleis, 
esto es, cinco individuos de la Diputación nombrados por el Rey, 
á propuesta en terna de la misma. También pertenece al Rey 
designar entre ellos el vice-presídente (5). 

86. — Las atribuciones de las Comisiones provinciales son muy 
diversas. 

L Como cuerpos consultivos dan su dictamen siempre qtie las 
leyes y reglamentos lo determinan, y cuando él gobernador por 
sí ó de orden del Gobierno juzga conveniente oir su parecer. 

II. Como instituciones permanentes suplen la falta de la Di- 
putacion, resolviendo interinamente los negocios de que esta ha- 
bría de conocer, si estuviese reunida, cuando lá naturaleza ó ur- 
gencia del asunto no consienten demora. 



(1) Ley de 9 Setiembre de 185^, decreto-ley de 29 de JnUo de 1874, ley de 29 de Diciembre 
de 1876 y ley provincial ¿e 2 de Octubre de 18T7, art. 45. ♦ 

(2) Ley de obras públicas de 13 de Abril de 1877, art. 34, ley de carreteras de 4 de Mayo 
de 18T7, art 26, y ley provincial de 2 de Octubre de 1877, art. 44. 

(8) Decreto de 13 de Octubre y Orden de 11 de Noviembre de 1838. 

(4) Ley provincial de 2 de Ootubre de 1^77, art. 66. 

(5) Ibid.,art8.8yS7. 
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A estas sesiones deben ser convocados los diputados provin- 
ciales que se hallen en la capital. Los acuerdos que en semejan- 
tes casos toma la Comisión, deben ser confirmados por la Di- 
putación la primera vez que se reúna, para adquirir el carácter 
y la fuerza ámvm. resolución definitiva. 

ni. Como tribunales de excepción fallan los recursos que se 
promuevan con siyécion á la ley de reemplazo del ejército, y las 
reclamaciones y protestas á que dieren lugar las elecciones de 
concejales, sus excusas ó incapacidades en los casos y formas 
que la ley municipal y la electoral establecen. 

IV. Como tribunales administrativos conocen de los asuntos 
contenciosos de la administración dentro de los límites de su 
competencia, según se explica en otro lugar (1). Y. núms. 503 
Y sia. 

La calificación de asunto urgente para el efecto de reducir á 
la cuarta parte los plazos ordinarios establecidos por la ley en 
la instrucción de los expedientes relativos á la* suspensión de los 
acuerdos de las Diputaciones provinciales, es hoy atribución 
propia y exclusiva del gobernador (2). V. núm. 51 6, 

87.— Debe el gobernador hacer saber á la piputacion provin- 
cial la providencia de suspensión dentro de los ocho dias si- 
guientes á la notificación del acuerdo que la motiva, pasado cuyo 
plazo es ejecutivo (3); V. núm. 48. 

La suspensión de los acuerdos que lastiman los derechos ci- 
viles de tercero, debe ser notificada administrativamente por 
ü gobernador al interesado (4). V. nüm. 521, 

88. — ^El recurso por la vía contenciosa contra las resoluciones 
del Gobierno confirmándola suspensión de un acuerdo de la 
Diputación provincial acordada por el gobernador, siempre que 
no haya lesión de los derechos civiles de tercero, no tiene á la , 
luz de los principios defensa posible. 

Si las Diputaciones y los Ayuntamientos fues^segun la ley 
verdaderas personas morales, y no corporaciones que forman 
parte integrante del Estado; si gozasen de plena y absoluta ixt^ 
depeíideacia como al individuo, y no estuviesen sometidas al 

(1) Ley provincial de 2 de Octubro de 197% art. 66. 

(2) Ibid.,art.58. . 
(8) Ibid., art. 48. 
(4) Ibid.,art.49. 

AP. I. » 
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régimen de la tutela administrativa; si, en fin, entre la admi- 
nistración loca] y el poder central no mediasen relaciones de 
inferiora superior, cabria litigio; mas siendo otro muy diferen- 
te el espíritu de nuestras leyes provincial y municipal, el recur- 
so de que se trata pugna con toda buena doctrina^l). V. núme- 
ro 525. 

89. — La suspensión de los acuerdos de las Comisiones pro- 
vinciales procedía en los mismos casos y seguia los mismos 
trámites establecidos para los d? las Diputaciones, según el de- 
recho constituido en 1870. Hoy no es así, porque si antes eran 
las Comisiones provinciales la representación viva y permanen- 
te de las Diputaciones, y en cierto modo el centro de su activi* 
dad con atribuciones que menguaban la autoridad y prestigio de 
los gobernadores, en el dia son cuerpos consultivos y á la vez 
tribunales que fallan los negocios contenciosos de la adminis- 
tración. 

Si por excepción entienden en las incidencias de quintas ú 
otros asuntos, las leyes que les conceden estas facultades, de- 
terminan á quién corresponde suspender, corregir ó revocar sus 
acuerdos; y solamegite los que tomaren las Comisiones en nom- 
bre de las Diputaciones y supliendo su falta, podrán dar motivo 
á suspensión en los términos ordinarios, V. núm. 527. 

90. — ^La reclamación gubernativa contra la imposición de 
multas á las Diputaciones según la ley de administración pro- 
vincial tal como regia antes de la reforma, debia hacerse al Go- 
bierno á quien tocaba resolver lo conveniente, oido el Consejo 
de Estado. «La judicial (prosigue) tendrá lugar ante el Tribunal 
Supremo de Justicia en la vía contencioso-administrativa » (2). 

Este pasaje fué sustituido en la ley reformada con el siguiente: 
«La judicial tendrá lugar, ante el Consejo de Estado por la vía 
contencioso-administrativa» (3). 

91.— El Consejo de Estado no es tribunal, porque carece de 
jurisdicción ppopia, y por tanto carece de la necesaria compe- 
tencia para decidir cuestión alguna del orden judicial. La letra 
y el espíritu de la Constitución fundada en el principio de la se- 
paración de los poderes públicos, lo prohiben en absoluto. 

t 

(1) Ley provincial de 2 de Octubre de 1877, art. 54. 

(2) Ley de 20 de A.firo8to de 1810, art. 92. 
(8) Ley de 2 de Octubre de lg77, art. 89. 
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Toda reclamación judicial debe intentarse y seguirse ante los 
tribunales ordinarios. En el caso presente la mal llamada recla- 
mación judicial es un verdadero recurso de alzada contra una 
resolución gubernativa por la vía contenciosa. 

Borrar el nombre de Tribunal Supremo y escribir en su lugar 
Consejo de Estado, es fácil; pero al hacer esta enmienda no se 
tomó en cuenta qué en 1870 estaban reunidos, y en 1877 sepa- 
rados lo contencioso-administrativo y lo contencioso-ordinario. 
V. NÚM. 536. 

Puede el Gobierno, en los casos de urgencia, resolver por sí 
y bajo su responsabilidad, esto es, sin consulta del Consejo de 
Estado, si procede la suspensión de los diputados provincia- 
les (1). V. NÚM. 538. 

92. — Las Diputaciones no pueden ser disueltas, ni sus voca- 
les destituidos sino en virtud de sentencia ejecutoriada de los 
tribunales (2). Nada dice la ley vigente de los diputados que 
componen la Comisión provincial; pero es llano que ahora no 
pueden las Diputaciones removerlos de sus cargos, porque no 
los nombran como antes los nombraban. Tampoco debe recono- 
cerse en el Gobierno la facultad de separarlos sin justa causa, me- 
diando la propuesta de la Diputación; y aunque los separe, siem- 
pre conservan el carácter de diputadoi^ provinciales. V. núm. 539. 

93.— Los diputados provinciales que cometan delitos en el 
ejercicio de sus funciones, deberán ser juzgados como los go- 
bernadores, es decir, por la Audiencia del territorio en primera 
instancia, y por el Tribunal Supremo en último grado, previa 
la autorización para procesarles con arreglo á la Constitución y 
á las leyes que determinen los casos en que sea necesaria (3). 
V. NÚM. 540. 

CAPITULO vn. 

De los Ayuntamientos. 

94.— Uniformidad del régimen 97.— Número de concejales, 

municipal. 98.— Cargos concejiles. 

95.— Municipios urbanos y rura- 99.— Alcaldes de real nómbra- 
les. . miento. 

96.— Término municipal. 100.— Alcaldes de barrio. 

(1) Ley provincial de 2 de Octubre de 1877, art. 90. 

(2) Ibid., art. 91. 
(S) CoMt., art. T7. 
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101.— Junta municipal. ^s. 

102.— Sesiones extraordinaríks. 113.— Recursos contra su imposi- 

103.— Deliberaciones y acuerdos. cion. 

104.— Atribuciones de los Ayun- 114.--Suspension de los alcaldes, 

tamientos respecto á los tenientes y regidores. 

caminos vecinales. 115,— De los Ayuntamientos. 

105.— En materia de beneficencia. 116.— Critica. 

106.— Ordenanzas municipales. 117,— Destitución de los conceja- 
107.— Correcciones gubernativas. les. 

108.— Suspensión de los acuerdos. 118.— Juez competente para pro- 
109.— Recursos de alzada. cesarlos. 

110.— Interdictos contra las pro- 119.— Dependencia de los AlcaK 

videncias gubernativas de des de barrio. 

los alcaldes y Ayuntamien- 120.— Su responsabilidad. 

tos. 121. — Secretarios de Ayunta- 
111.— Crítica. miento, 

112.— Multas á los Ayuntamien- 

94. — ^Ninguna de nuestras leyes modernas se aparta del prin- 
cipio que el régimen municipal debe ser uniforme. En este 
punto España sigue el impulsó de la nación vecina. 

Hoy no es uno sólo, sino que son varios los autores inclinados 
á establecer una diferencia esencial entre el municipio rural y 
el urbano, diferencia que debe resaltar en su organización y atri- 
buciones. Los hechos acreditan la teoría, pues en Inglaterra, 
Alemania, Rusia y la América del Norte son distintos el régi- 
men municipal de las ciudades y el de los campos. 

95. — El municipio rural (dice) está en íntimo contacto con la 
naturaleza extema del territorio. Su centro verdadero es la igle- 
sia (feligresía, parroquia). Las familias que forman parte de la 
comunidad, pertenecen tods^s ó casi todas á la misma clase; de 
suerte que apenas se conocen intereses rivales. Proteger los 
ganados, los frutos y las cosect^as; ordenar el aprovechamien- 
to de los montes, los pastos y las aguas; conservar las servi- 
dumbres rústicas; construir y reparar los caminos, puentes y 
ftientes vecinales etc., son cuidados casi domésticos que fócil- 
mente se acomodan á la vida sencilla y escasa cultura del la- 
brador. 

El municipio urbano, por el contrario, tiene vínculos menos 
estrechos con el territorio, porque en las ciudades predominan 
la ciencias, las artes liberales y mecánicas, el comercio, y en 
general las ocupaciones ajenas á. la agricultura. Las necesida- 
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des de todo numeroso vecindario son múltiples y de orden su- 
perior. Un grado más alto de civilización exige velar por la se»- 
guridad y comodidad de los habitantes^ y atender á la salubridad^ 
aseo y ornato de las poblaciones. La vía pública, la alineación 
de las calles y las plazas, las fuentes, paseos y arbolados, los 
mercados y bolsas de comercio, las fábricas y talleres, las escue- 
las, bibliotecas y museos, los edificios que requieren la multitud 
y diversidad de los servicios municipales, todo forma un óon- 
junto de reglas tan distintas y pide un criterio tan elevado, que 
establece una gran diferencia entre la policía urbana y la rural. 

Nuestro derecho constituido no admite esta dualidad: todos 
los municipios son de igual naturaleza y tienen las mismas atri- 
buciones. 

Sin ánimo de ventilar una cuestión que nos llevarla al ter- 
reno de la ciencia administrativa, será bien advertir la analogía 
que existe entre la distinción del municipio en urbano y rural, 
y la doctrina expuesta en otro lugar acerca de los municipios 
grandes y pequeños. V. núms. 568 y 576. 

QQ.—rTodo término municipal (dice la ley) forma parte te un 
partido judicial y de una provincia de la Nación, y no podrá per- 
tenecer bsgo ningují concepto á distintas jurisdicciones de un 
mismo orden (1). Es sensible la confusión que aquí se establece, 
haciendo penetrar la división del territorio judicial en la admi- 
nistración. Cada una responde á un fin distinto; y si alguna debe 
ceder á la otra, es aquella á esta, porque esta es la general y^el 
fundamento de todas. V. nüms. 138 y 570. 

97. El número de concejales según la ley reformada, varia 
entre el mínimum de 6 y el máximum de 44. V. núm. 580. 

98. — ^No todo» los cargos concejiles son electivos en el dia, 
pues si bien esta es la regla, se exceptúan ciertos alcaldes. Véa- 
se NÚM. 581 y núm. 54. 

99.— Los alcaldes de real nombramiento deben presentarse á 
tomar posesión de sus cargos el mismo dia en que haya de cons- 
tituirse la corporación municipal, previo aviso del alcalde salien- 
te. El entrante, tomada la posesión, la da á los tenientes y demás 
concejales electos (2). V. núm. 584. 

100. — En el propio dia el alcalde nombra los alcaldes de barrio, 

(1) Ley BiuBicipal de 2 de Octubre de 1877, art. 8. 

(2) Ibid., íirt. 51. 
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que deben ser electores y tener su domicilio en el mismo en 
donde hayan de ejercer las funciones administrativas que les 
fueren delegadas. El alcalde comunica los nombramientos que 
hubiere hecho al Ayuntamiento en la sesión inmediata (i). 
V. NüM. 586. 

101. — La Junta municipal se compone del Ayuntamiento y un 
número de vocales asociados igual al de concejales, designados 
aquellos por la suerte entre los contribuyentes del distrito (2). 
V. NÚM.'588. 

La Diputación provincial decide sin ulterior recurso las recla- 
maciones que intenten los interesados contra la formación de 
secciones de contribuyentes según determina la ley, en el plazo 
de quince dias, y los acuerdos que tomare serán ejecutivos du- 
rante los dos años siguientes (3). V. núm. 591. 

102. — A las sesiones extraordinarias que haya de celebrar^^el 
Ayuntamiento, convoca el alcalde cuando lo juzga oportuno, ó 
siempre que se lo ordena el gobernador, ó si lo pide la tercera 
parte de los concejales (4). V. núm. 593. 

10J>. — Los alcaldes y tenientes de alcalde que el Rey nombra 
y escoge entre los concejales, son verdaderos mandatarios del 
pueblo, porque su derecho á participar de la administración mu- 
nicipal, en cuanto individuos del Ayuntamiento, nace del sufra- 
gio. Así pues, con justo título tienen voz y voto en las delibera- 
r cienes y acuerdos del cuerpo electivo de que forman parte. 

ppn razón podría dudarse si el alcalde de Madrid,* no siendo 
concejal, debería tener voz y voto, porque en realidad no es ma- 
gistrado popular, á no declarar la ley de un modo expreso que 
todos los alcaldes, tenientes y regidores gozan de este derecho (5) . 
V. NÚM. 598. 

104. — Es obligación de los Ayuntamientos la conservación y 
reparación de los caminos vecinales, así como imponer á los in- 
teresados la de conservar y reparar los rurales, acordando en 
junta de asociados los medios oportunos en cuanto á los prime- 
ros, y respecto á los segundos en junta de interesados. 

Los gobernadores deben velar sobre el cumplimiento de este 

(1) Ley municipal de 2 de Octubre de ISl'?, arts. 58, 59, 116 y 118. 

(2) Ibid., art. 64. 

(3) Ibid., art. «7. 

(4) Ibid., art. 101. 

(5) TWd., art. W. 
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precepto en virtud de las facultades que les concede la ley orgá- 
nica de la administración provincial (1). V. núm. 615. 

105. — Las atribuciones de los Ayuntamientos en orden á la 
beneficencia se entienden sin perjuicio de la alta inspección que 
al Gobierno pertenece según la legislación vigente sobre los es- 
tablecimientos piadosos, así públicos como particulares (2). 
V. NüM. 629. 

106. — Las ordenanzas municipales de policía urbana y rurat* 
que formen los Ayuntamientos en uso de sus atribuciones, no 
son ejecutivas sino mediante la aprobación del gobernador de 
acuerdo con la Diputación provincial. En q|iso de discordia: si el 
Ayuntamiento insiste en lo resuelto, decide el Gobierno los pun- 
tos que dan origen á la controversia, previa consulta del Conse- 
jo de Estado. 

Ni las ordenanzas municipales, ni los reglamentos 6 .disposi- 
ciones para su ejecución tienen validez en cuanto se opongan á 
las leyes del reino (3). 

En orden al régimen, aprovechamiento y conservación de los 
montes municipales están los Ayuntamientos obligados á obser- 
var y cumplir las leyes y reglamentos del ramo (4). V. núme- 
ro 634. 

107. — Las correcciones gubernativas que los Ayuntamientos 
imponen i los infractores de las ordenanzas municipales, regla- 
mentos para su ejecución y bandos de buen gobierno, no pueden 
nunca exceder del límite que el Código penal señala á las faltas 
contra el régimen de las poblaciones. La corrección gubernati- 
va nunca debe ser más severa que la pena, siquiera sea esta 
leve (5). V. NÚM. 639. 

La aprobación de los presupuestos y cuentas de las comunida- 
des de Ayuntamientos que autoriza la ley, corresponde al gober- 
nador, oyendo siempre á la Comisión provincial (6). V. núme- 
ro 640. 

108. — Hemos dicho tratando de los alcaldes que les pertenece 



(1) Ley municipal de 2 de Octubre de 1877, art. 72. 

(2) IWd., art. T3. 
(8) Ibid., art.16. 

(4) Ley de 24 de Mayo de 1863, refirlamento de 17 de Mayo de 1865 y ley de 2 de Octu- 
bre de 1877, art. 75. 

(5) Ley de 2 de octubre de 1877, art. 77^ y Código penal, arts. 592 y ñig. 

(6) Ley manlcipal de 2 de Octubre de 1877, art. 80. 
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suspender los acuerdos de los Ayuntamientos, cuandp procede. 
Esta facultad, más que un ,derecho, es un deber. Sin embargo, 
por precaver abusos peligrosos á la justa libertad de la adminis- 
tración municipal, encierra la ley dentro de ciertos límites la 
autoridad de los al<^ldes, par^ que no se deslicen por la pendien- 
te de lo arbitrario. 

Há lugar á la suspensión unas veces de oficio y otras á peti- 
don de parte. De oficio, si dan motivo á la suspensión la incom- 
petencia ó la delincuencia, en cuyos casos debe ser razonada, 
con expresión concreta y precisa de las disposiciones legales en 
que se funda. A peti(fon de parte, si de la ejecución del acuerdo 
resultare perjuicio en los derechos civiles de tercera persona, 
pues entonces solamente procede á instancia del agravisido (1). 
V. NÚMS. 644 Y 645. 

Aunque por regla general no procede la suspensión de los 
acuerdos de los Ayuntamientos, cuando recaen en asuntos de 
su competencia, se exceptúan loa casos de causar su ejecución 
perjuicio á los intereses generales ó poner en peligro el orden 
público. "Entonces puede suspenderlos el alcalde dando cuenta 
ai gobernador que confirma ó alea la suspensión, ó propone al 
Gobierno la revocación, si la cree justa, y estima que esta pro- 
videncia traspasa los límites de su autoridad (2). V. núm. 646. 

109. — Los recursos de alzada contra la suspensión de los 
acuerdos de los Ayuntamientos en asuntos de su competencia, 
se interponen en el plazo dé treinta días contados desde la no- 
tificación administrativa, ó en su defecto desde la publicación 
del acuerdo, ante el alcalde, que está obligado bsijo su responsa- 
bilidad personal á remitir la instancia dentro de ocho dias al 
gobernador á quien toca resolver, oyendo á la Comisión pro- 
vincial (3). 

GuandGf el acuerdo suspendido versa sobre materia que según 
la ley municipal, la provincial ú otras especiales son ajenas á 
la competencia de las autoridades ó oorporadones locales, el 
gobernador, oida la Comisión provincial, manteniendo la sus- 
pensión, remite el expediente al Gobierno para su resolución; y 
si el acuerdo hubiese sido apelado por pertenecer el asunto al 

(1) Ley municipal de 2 de Octubre de 1877, arta. 109 y 1*70. 

(2) Ibid.,art8. 108 y lU 
(3} Ibid., art. 1*71. 
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Ayuntamiento, el gobernador, oyendo á la Comisión proviadal, 
resuelve la cuestión en el fondo, confirmándolo^ si hay lugar á 
ello, ó revocándolo en la parte que exceda de las atribuciones 
de la corporación municipal. En ambos casos la resolución debe, 
ser fundada, con expresión de los textos legales tn que se apo- 
ya (1). 

Los acuerdos así aprobados por el gobernador son ejecutivos^ 
sin perjuicio de los recurso» que procedan, esto es^ del de alzía- 
da ante el Gobierno por la vía gubernativa-, y en su caso de la 
vía contefitciosa ante el Consejo de Estado; y así mismo sin per- 
juicio de la responsabilidad que proceda con arreglo á las le* 
yes (2). 

Toda suspensión de ún acuerdo á causa dé delincuencia > si 
el interesado, haciendo uso de su derecho, presenta la deman- 
da oportuna al juez ó tribunal competente, obliga al goberna- 
dor á pasar los antecedentes éentro de ocho dia$ al juez ó tri- 
bunal que conoce del asunto (3). V- núm. 646. 

no. — Siempre que los jueces ó tribunales admitan interdictos 
contra las providencias administrativas de los alcaldes y Ayun- 
tamientos en a^ntos de su propia competencia) pueden los in- 
teresadlas acudir al gobernador á quien pertenece defender los 
fueros de la administración, y en último término intentar la vía 
contenciosa (4). V. nüm. 647. 

IH. — En suma, por tres causan procede la suspensión de los 
acuerdos de los Ayuntamiento»,, á saber: 

I. Por incompetencia. 

n. Por delincuencia. 

ni. Por lesioffl^ de los derechos civiles de tercera persona. 

En el primer caso puede y debe el alcalde suspender el acuer- 
da, si considera que de su ejecución resultará perjuicio para los 
intereses generales ó peligro de turbar el orden público. El go- 
bernador aprueba ó desaprueba la suspensión. Si la desaprueba, 
queda sin efecto la providencia del alcalde, y subsiste d acuer- 
do del Ayuntamiento. Si la aprueba, da cuenta al Gpbi^rno^ á 
quien propone la revocación dei acuerdo; y entonces nace un 



(1) Ley municipal de 2 do Octíubre <|e 1877, árt. 1*74. 

(2) Ibid ., arts. 175, 176 y 177. 

(3) Ibid., arts. ^ y 1*73. 

(I) n)4d.,¿aiít8.89,niyl77i ' 

AP. 1. 
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conflicto de atribuciones entre dos autoridades administrativas 
que dirime la superior común. 

En el segundo caso hay una cuestión prejudicial de la que co- 
noce el juez ó tribunal competente. Si la sentencia fuere abso^ 
lutoria, se alzará la suspensión: si condenatoria, se revocará el 
acuerdo, y estará en suspenso mientras no se pronuncie ó no sea 
firme. 

La suspensión que se funda en lesión de los derechos civiles 
también da origen á una cuestión del orden judicial, porque es- 
tos derechos se hallan bajo el amparo de la justicia. Sea el al- 
calde quien á petición de parte haya decretado la suspensión, 
sea el juez en virtud de la demanda del verdadero ó presunto 
agraviado quien dicte la providencia, siempre recaerá un fallo 
del cual dependa la ejecución ó no ejecución del acuerdo. 

La prohibición de suspender los acuerdos de los Ayuntamien- 
tos, aunque sean contrarios á las leyes, con tal que recaigan en 
materia de su competencia, tiene menos alcance del que á pri- 
mera vista parece. 

Antes de la última reforma cabia el recurso de alzada á la 
Comisión provincial: hoy procede ante el gobernador á quien 
pertenece anular el acuerdo y encerrar al Ayuntamiento *en los 
límites de su verdadera y legítima competencia, oida la Comi- 
sión provincial. 

El recurso de alzada es puramente gubernativo, y de ningún 
modo excluye el derecho de impugnar el acuerdo por la vía 
contenciosa, porque sin duda un acuerdo en el fondo ó en la for- 
ma contrario á las leyes, puede suscitar diversas cuestiones de 
esta naturaleza; mas para interponer la demanda,- debe recaer 
antes en el asunto que se ventile providencia del gobernador. 

Fúndase nuestra opinión en que restablecidos los arts. 90 
al 98 de la ley de 25 de Setiembre de 1863 y el reglamento apro- 
bado por Real decreto de 1.** de Octubre de 1845, fijando el pro- 
cedimiento en los negocios contencioso-administrativos á que 
deben ajustarse las Comisiones provinciales, no es admisible 
ante ellos demanda alguna mientras no se apuren los trámites 
de la vía gubernativa, y por tanto hasta que el gobernador dic- 
te una providencia que cause estado. La regla es general, y así 
comprende todos los acuerdos de los Ayuntamientos, aunque 
versen sobre materias de su exclusiva competencia. La única 
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excepción se contiene en las siguientes palabras: «salvo cuando 
otra cosa determine una ley especial» (1). 

112. — Los gobernadores pueden multar á los alcaldes, tenien- 
tes y regidores. Contra la imposición gubernativa de la multa 
concede la ley á los concejales dos recursos, uno por la vía ad- 
ministrativa y otro por la judicial. 

113.— La primera se entabla ante el Gobierno, á quien cor- 
responde dictar la resolución que estime justa por sí ó previa 
consulta del Consejo de Estado, y sin perjuicio de hacer los in- 
teresados uso de su derecho por la vía contenciosa. 

La segunda procede ante la Audiencia en primera instancia, 
después de intentar la reclamación gubernativa á la autoridad 
que impuso la multa. En el caso de ser declarada improcedente, 
todas las costas y daños cansados por su exacción son á cargo 
de la autoridad hallada en culpa, sin que le sirva de excusa la 
obediencia, si hubo infracción clara y terminante de ley (2). 
V. NÚMS. 536 y 652. 

Verdaderamente sobra el recurso por la vía judicial admitida 
la contenciosa, ó sobra esta admitida aquella; pero en fin, acudir 
á la Audiencia en primera instancia, previa reclamación gu- 
bernatíva, como decia la ley de 20 de Agosto de 1870, no es 
más ni menos que interponer el recurso contencioso-admínis- 
tivo ante el tribunal de primera instancia, único competente para 
conocer del asunto con apelación al Supremo, según el derecho 
constituido á la sazón, procedimiento incompatible con las mu- 
danzas que hicieron necesaria la reforma. 

Confirma nuestro juicio la cláusula que la autoridad que im- 
pone Is^ multa no salva su responsabilidad con la disculpa de 
obediencia debida al superior en los casos de infracción ciara 
y terminante de una ley; lo cual es conforme á la letra y espí- 
ritu de la Constitución de 1869 (3); pero ¿dónde se halla el ar- 
tículo equivalente de la promulgada en 1876? 
*^14. — Los gobernadores pueden suspender á los alcaldes y 
tenientes por causa grave, dando cuenta al Gobierno en el pla- 
zo de ocho diap. El ministro de la Gobernación, en el de sesen- 



(1) Ley de 25 de Setiembre de 1863, art. 91, ley provincial de 2 de Octubre dé 1877, ar- 
ticulo 67, y ley municipáfde la misma fecha, art. 171. 

(2) Ley municipal de 2 de Octubre 4c 1877, art . 187. 

(3) Art. 30, 
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ta, alza la suspensión, ó instruye con audiencia del interesado 
expediente de separación que debe resolver el Consejo de Mi- 
nistros. También pueden suspender de su cargo á losYegidores 
cuando incurren en desobediencia grave, después de apercibi- 
dos y multados. 

115. — Así mismo están autorizados para suspender á los Ayun- 
tamientos en los casos determinados por la ley antes de la refor- 
ma, sin necesidad de oir á la Comisión provincial (1).V. nóm.654. 

Los regidores suspensos (dice la ley) que requeridos por los 
concejales propietarios para que cesen en el desempeño de las 
funciones municipales, continúen ejerciéndolas ocho dias des- 
pués de espirar el plazo de los cincuenta, máximum que puede 
durar la suspensión gubernativa, se hacen reos de usurpación 
de atribuciones ^2). V. núm, 654. * 

116.— La ley en esta parte dejs\ algo que desear, pues no hay 
razón ^para imponer á los regidores suspensos y desobedientes 
una pena que según la letra no alcanza á los alcaldes y tenien- 
tes de alcalde. La interpretación según el espíritu se hará ex- 
tensiva á unos y otros. 

Tampoco merece alabanzas la califleacion del delito que co- 
meten los concejales suspensos, resistiéndose á cesar en el ejer- 
cicio de su cargo. Calificar un acto de delito y darle el nombre 
que le cuadra es asunto propio y de la exclusiva compe-tencia de 
los tribunales ordinarios; y la observación tiene mayor fuerza 
considerando que tal vez en el caso presente no hay usurpación 
de atribuciones sino de funcjiones, cosas muy distintas según el 
Código penal (3), 

117.— Ni el gobernador ni el Gobierno pueden destitijiir á los 
regidores. Si e§te considerase que hay motivos fundados para la 
destitución, manda pasar el tanto de culpa ai juez ó tribunal 
competente. Ábsueltos los procesados en virtud de sentencia 
firme, son reintegrados en el ejercicio de sus cargos: condena- 
dos, son destituidos, sin perjuicio de las demás penas á que hu- 
biere lugar (4), V. NüMS. 655 y 656. 

118.— El juez competente es el que ejerce lafurisdiccion or^ 



(1) Lsy l]au^icjpal de 2 d« Octubre de 1877, ert. 189. 

(2) Ibld., art. 190. 

(8) Art8.842,888ysiflr. 

(4) Ley manicipal de 2 de Octubre de 1877, art 191. 
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diaaria de primera instaucia en el partido á que corresponda el 
distrito municipal. 

También es competente para juzgar á los concejales, cuando 
aparezcan motivos racionales para creer que cometieron algún 
delito que el Código penal castiga con suspensión de cargos 
públicos ó derechos políticos, debiendo en tales casos decretar 
la de los procesados y ponerlo en conocimiento del gobernador 
de la provincia (1). V. núms. 657 y 658. 

119.— Los alcaldes de barrio están bajo la dependencia gerár- 
quica de los alcaldes y Ayuntamientos, ó más bien de los alcal- 
des y sus tenientes después de la última reforma. 

120. — En cuanto á la responsabilidad de los alcaldes de barrio 
conviene saber: 

I. Que el máximum de las multas que se les impongan debe 
ser menor que el señalado para los concejales. 

n. Que basta la orden del alcalde para suspenderlos ó sepa- 
rarlos. La suspensión no puede exceder del plazo de dos sesio- 
nes ordinarias del Ayuntamiento. • 

in. La absolución no les da derecho, pero sí los rehabilita 
para ser repuestos en el cargo (2). 

121. — Todo Ayuntamiento debe tener un secretario pagado 
de los fondos municipales. 

Al Ayuntamiento corresponde exclusivamente nombrar el se- 
cretario, previo concurso, con la obligación de comunicar el 
nombramiento al gobernador. • 

El alcalde puede suspender al secretario, pero no destituirle, 
facultad que la ley atribuye al Ayuntamiento, si lo acuerdan así 
las dos terceras partes de los concejales, en cuyo caso debe po- 
nerlo en noticia del gobernador, remitiéndole copia del acta. 

Por excepción pueden también los gobernadores suspender y 
destituir á los secretarios de Ayuntamiento mediando causa gra- 
ve .y dando parte al Gobierno, quien, á instancia ó con audiencia 
del interesado y consulta del Consejo de Estado, adoptará la re- 
solución que estime.justa. 

El cargo de secretario de Ayuntamiento es incompatible con 
otro cualquiera municipal (3). 

(1) Ley municipal de 2 de Octubre de 1877, art. 192. 

(2) Ibid., arta. 58, 116, 196 y 202. 
{8)lbid.,arts.l82yB|g. 
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LIBRO CUARTO. 

DE LA MATERIA ADMINISTRATIVA. 



. TITULO I. 

DE LOS DEBERES DE LA ADMINISTRACIÓN EN CUANTO 

k LAS PERSONAS. 



CAPITULO I. 
Objetos del derecho administrativo. 

*122. — Cuestión de método. 123. — ^Respuesta á un autor ex- 

tranjero. 

122. — Aunque parezca inmodestia, juzgamos necesario recti- 
ficar la opinión que acerca del autor de este libro emite un dis- 
tinguido escritor extranjero. 

4cEn cuanto al derecho administrativo español (dice) es digna 
de suma consideracio* la obra de D. Manuel Colmeiro, profesor 
de esta ciencia en la Universidad de Madrid. Ha seguido en el 
orden. de las materias, como lo indica en la introducción, un mé- 
todo enteramente nuevo y distinto de los sistemas hasta enton- 
ces expuestos.» 

«El autor, después de diversas consideraciones generales res- 
pecto al fin y límites de la administración, así como á los orí- 
genes y fuentes del derecho administrativo, siguiendo en esto 
el ejemplo de Batbie, divide su tratado en dos partes: 1.* Admi- 
nistración sujetiva: 2.* Administración objetiva» (1). 

123.— Hasta aquí el Sr. Telesio, á quien conviene advertir que 
habiendo salido á luz la primera edición del Derecho adminis- 
trativo español en 1850 y la obra de Mr. Batbie en 1861, mal 

(1) Manna, Priocipii. di dritto amministratJTo/vQl. I, terza ed., pág. 88, 
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pudo aquel seguir el ejemplo de este. Al contrario, Mr. Batbie 
con una nobleza que le honra, escribió: «No conozco libro de 
administración escrito con más amplitud y mejor razonado que 
el de M. Golmeiro; y así he procurado inspirarme en su meto- 
dOy y las noticias que me ha suministrado acerca de España, no 
son lo único que he tomado de este excelente libro» (1). 

Quede, pues, corregida la distracción del Sr. Telesio; y si tie- 
ne algún mérito la originalidad del sistema, valga la opinión 
del escritor italiano contenida en la primera parte de la cita, y 
no la manifestada en la segunda que la contradice. 

CAPITULO m. 

De la poblaeÍ«ii« 

124.— La población base de la ad- 125.— Población de España según 
ministracion pública. el último censo. 

126.— Emigraciones. 

124.— La población es la base de la administración pública, 
más que el espacio, apnque el espacio debe tomarse en cuenta. 
El hombre civilizado contrae vínculos muy estrechos con la tier- 
ra que habita; pero al fin los derechos, los intereses, las necesi-^ 
dades y los deseos de todo un pueblo á las personas se refieren. 
El número y la distribución de los habitantes de una comarca 
modifican sus relaciones y cambian los medios de proveer al bien 
general. V. num. 679. 

125. — Publicados ya los resultados generales del censo de 1877, 
formado por la Dirección del Instituto Geográfico y Estadístico, 
se sabe que la población de hecho de la Península y sus islas ad- 
yacentes asciende á un total de 16.625,860 habitantes. 

Estos resultados fueron declarados oficiales, sin perjuicio de 
las rectificaciones y revisiones de sus cifras hasta que se publi- 
quen todas las clasificaciones que faltan (2). V. núm. 680. 

126. — La libertad de expatriarse, cuándo el ciudadano ha cum- 
plido todas las obligaciones que la ley le impone y satisfecho sus 
deudas á la patria, es un derecho natural. El hombre no echa 
raíces en la tierra, ni pertenece al suelo en que vive, ni puede 

(1) Introduction gfénérale aa droit pablié et adminisiratif, ayert. pag. 8. 

(2) Baal decreto de 18 de Abril de 1879. 
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considerarse una propiedad. Por otra parte las leyes más duras 
contra la emigración son ineficaces ó producen un efecto con- 
trario. Nada, absolutamente nada equivale al vínculo del amor 
á sret país natal. V. núm. 688^ 



CAPITULO IV. 
lie las subsistencias públIcaÉ. 

127.— Reforma de los pósitos. 129.— Su organización. 

128.— -Comisiones permanentes. 130.— Sus atribuciones. 

127. — El loable deseo de levantar los pósitos de la postración 
en que se hallan, defraudando las esperanzas de los confiados 
en la fecunda iniciativa de los Ayuntamientos, inspiró la refor- 
ma legislativa en virtud de la cual existe en cada provincia una 
Comisión permanente con importantes atribuciones tocantes á 
este ramo de la administración pública. 

128. — La ley no se limita á crear las Comisiones permanentes 
de pósitos, sino que en algo modifica las ligias de antiguo es- 
tablecidas para conservarlos y fomentarlos, y en mucha parte 
las confirma. De esta suerte desvanece las dudas no infundadas 
de aquellos que sospechaban si la exclusiva competencia de los 
Ayuntamientos en la gestión, gobierno y dirección de los inte- 
reses peculiares de los pueblos en su relación con las institucio- 
nes municipales de beneficencia, contenia una tácita derogación 
de las leyes y reglamentos anteriores que á los pósitos se re- 
fieren. . .. 

Resuelta ya la duda en sentido negativo, como habíamos opi- 
nado, es lo primero dar á conocer la organización de las Comi- 
siones permanentes, y en seguida el nuevo derecho constituido 
al exponer sus atribuciones, á la vez que las de los Ayunta- 
mientos y aun del Gobierno en materia de pósitos. 

129.— Forman la Comi&ion permanente: 

I. El gobernador de la provincia, presidente. 

n. El comisario de Agricuitura más antiguo, vice-presidente. 

in. Dos diputados provinciales. 

IV. Dos individuos de la Junta provincial de Agricultura, In-r 
dustria y Comercio. 
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V. Dos coutribuy entes nombrados de los 50 que paguen mayor 
cuota de contribución de inmuebles, cultivo y ganadería, y re- 
sidan habitualmente en la provincia. 

El ministro de la Gobernación nombra los vocales de la Co- 
misión, de la cual es secretario sin voto el de la Junta provin- 
cial de Agricultura, Industria y Comercio. 

130. — Corresponde á las Comisiones permanentes: 

I. Investigar si cada pósito de la provincia está en posesión 
del caudal que le pertenece, tomando por punto de partida las 
existencias ciertas y averiguadas del año 1863, y el aumento 
probable por creces pupilares, intereses ó cobranza de créditos, 
así como la relación de estos, y los expedientes de morato- 
rias y condonaciones que en aquel año se hallaban en trami- 
tación. 

El plazo para practicar dichas diligencian es vario según lo ^ 
exijan las circunstancias de cada provincia, ajuicio del Ministro 
de la Gobernación. 

n. Inquirir quién ó quiénes fueron los causantes y percepto- 
res del caudal malversado ó distraído, si lo hubiere, y exigir el 
reintegro con las creces ó intereses correspondientes, á cuyo 
efecto las reviste la ley de las mismas atribuciones y facultade,s 
que tiene la administración para la exacción y cobranza de Jias 
contribuciones, y «nlos casos de alcances por resultado de cuen-^ 
tas ó fuera de ementas. • 

El ministro de la Gobernación facilita estos trabsgos remitien-- 
do á las provincias los datos relativos á las existencias en gra- 
nos, dinero ú otros valores que constituían el caudal de cada 
pósito en 1863, y además una relación nominal de los expedien- 
tes de moratorias, condonaciones y anulaciones de créditos, se- 
gún los índices, registros y cualesquiera antecedentes que obren 
en su poder. 

rn. Instruir expediente en el caso de haber sido reformado. ó 
suprimido algún pósito, y con su informe pasarlo al gobernador 
de la provincia, acompañando todos los datos y noticias condu- 
centes á ilustrar, el asunto. 

El gobernador debe remitir al -Ministerio de la Gobernación 
el expediente documentado en el término de quince días, y el 
ministro, oyendo al Consejo de Estado, dictará la resoluciou 
oportuna. - 

AP. I. 7 
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IV. Informar en los expedientes de concesión de moratorias, 
cuando deba resolverlos el gobernador de la provincia. 

I. Pueden los Ayuntamientos conceder moratorias ó esperas 
por un plazo que no exceda de cuatro años. 

II. Corresponde al gobernador otorgarlas par seis, previo in- 
forme favorable de la Comisión permanente. 

V. Acordar la conversión en dinero de los granos pertene- 
cientes á un pósito y vice-versa, previa instrucción de expe- 
diente en el cual se acredite la necesidad ó utilidad del acuerdo, 
y se propongan los medios convenientes para llevarlo á efecto. 

Si el caudal del pósito excede de 2.500 pesetas, se requiere la 
aprobación del Gobierno. 

VI^ Aprobar los expedientes de subasta de los bienes inmue- 
bles de propiedad de los pósitos, y adoptar los medios más se- 
guros y eficaces á fin de que el producto de la venta ingrese en 
la caja respectiva, sea en dinero, si el pósito tiene su caudal 
constituido en, numerario, sea comprando granos, si consiste 
en frutos. 

I. Toda enajenación debe hacerse en pública subasta, y con 
la intervención del alcalde, del síndico y del depositario de los 
fondos municipales. 

II. El pago se distribuye en nueve años y diez plazos, abonan- 
do el rematante el interés de 6 por 100 anual de los que adeude. 

III. Compete al ministro de la Gobernación fijar las reglas á 
que deben someterse los compradores de las fincas de pósitos 
respecto á su transformación y desaparición, mientras no se sa- 
tisfaga el importe de todos los plazos, entendiéndose que estas 
ventas se rigen por las leyes tocantes á las de los bienes del 
Estado. * 

IV. Quedan exceptuados de la venta las paneras, almacenes y 
otros cualesquiera edificios necesarios á la conservación de los 
granos en los pósitos que hayan de subsistir en esta forma. 

Vn. Proponer al gobernador el nombramiento de subdelega- 
dos especiales que giren visitas á los pósitos con arreglo á la 
instrucción de 24 de Julio de 1864 y demás disposiciones *vi- 
gentes. 

Vni. Examinar y censurar las cuentas de los pósitos, cuya 
aprobación pertenece al gobernador de la provincia ó al minis^ 
tro de la Gobernación conforme á los reglamentos. 
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I. Los Ayuntamientos administran el caudal de los pósitos, 
abonándoseles la sexta parte del interés que rindan los présta- 
mos como gastos de administración. 

II. El caudal de los pósitos debe ajustarse á una contabilidad 
especial, y refundirse en una sola cuenta las particulares de 
cada establecimiento en donde hubiere dos ó más. 

III. Los individuos de los Ayuntamientos son personal y sul)- 
sidiariamente responsables de los préstamos que se hagan del 
caudal de los pósitos. 

Finalmente: 

L Toda declaración de deuda fallida debe hacerse con la cláu- 
sula de «por ahora, y sin perjuicio de la mejor fortuna del 
deudor». 

n. El ministro de la Gobernación puede condonar deudas que 
no excedan de 2.500 pesetas ó 250 fanegas de grano. 

in. En los expedientes de condonación de cuantía superior á 
1.000 pesetas ó 100 fanegas debe oir al Consejo de Estado. 

IV. Las deudas que pasen del límite expresado en el pár- 
rafo 11, no pueden ser perdonadas sino en virtud de una ley (1). 
V. NÚM. 716. 

CAPITULO V. 
De la polieia sanitaria. 

131.— Instituto de Vacunación. 133.— Exhumaciones y traslacio- 

132.— Depósito de cadáveres em- nes. 

balsamados. 134. — Hospitales de leprosos. 

131. — ^El Instituto de Vacunación fué reorganizado para res- 
ponder más cumplidamente á las esperanzas y deseos que el 
Gobierno concibió al establecer un servicio tan necesario á la 
conservación de la salud pública (2). V. núm. 730. 

132. El tiempo de depósito ó permanencia de los cadáveres 
embalsamados, ya sea en las casas mortuorias, ya en las igle- 
sias, no puede exceder de tres dias después del embalsamamien- 
to, durante los cuales, por si el estado del cadáver exige acor- 
tar el plazo, -queda bajo la vigilancia del subdelegado que haya 

(1) Leyes de 4 de Mayo de 1856 y 26 de Junio de 18T7, y regrlameato de 11 de Junio de 1878. 

(2) Real orden de 21 de Enero de 1876. 
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intervenido en la operación. Todavía pudiera la autoridad pro- 
hibir en absoluto estos depósitos en los casos de epidemia, pues 
por más digno de respeto que sea el amor á los restos inanima- 
dos de una persona querida, no debe anteponerse al bien, gene- 
ral. La ciencia no tiene aun bastante confianza en el embalsa- 
mamiento, para que la administración considere desvanecido 
todo peligro é infundado todo temor de insalubridad (1). V. nú- 
mero 732i 

133. — ^El director general de Beneficencia y Sanidad se halla 
facultado para autorizar las exhumaciones y traslaciones de ca- 
dáveres en los casos en que según la legislación vigente cor- 
responde al ministro de la Gobernación. Subsiste el principio, y 
solamente se modifica para facilitar este servicio, en cuanto el 
director obra en virtud de una delegación especial (2), V. nú- 
mero 733. 

134. — Algunos casos de lepra ó mal de San Lázaro advertidos 
en ciertas provincias, bastaron á excitar la vigilancia del Go- 
bierno, temeroso de que retoñase esta horrible enfermedad que 
en otro tiempo afligió la Europa. Para extinguirla deben los 
gobernadores cuidar de que se establezcan hospitales especia- 
les para recoger y asistir á los leprosos pobres de solemnidad, 
ó por lo menos habilitar en los provinciales un departamento 
aislado del resto del edificio, de suerte que estos enfermos no 
tengan trato ni comunicación con los que padecen enfermeda- 
des comunes. 

Los pobres recogidos en los hospitales ó departamentos de le- 
prosos no pueden salir de ellos y volver al comercio de las gen- 
tes sanas sin formal declaración del fecultativo que los haya 
asistido, en la cual conste que han recobrado la salud. 

Los leprosos que no sean pobres pueden albergarse en di- 
chos establecimientos abonando las estancias que correspondan 
y salir cuando bien les parezca; mas los gobernadores y alcaldes 
deben procurar que vivan en las afueras de la población ó en ca- 
sas independientes , y en último caso que ocupen habitaciones 
apartadas de las destinadas á las personas sanas de la familia. 

Así mismo es obligación 4e las autoridades velar para que se 
observen con severidad las reglas de la higiene, sobre todo en 

(1) Real orden de 28 de Abril de 1815. 

(2) Real orden de 10 de Enero de 1876. 
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lo tocante á la ventilación, al aseo y al uso exclusivo de las ro- 
pas de los enfermos, sus vasijas y demás utensilios. 

También deben impedir que las mujeres leprosas crien sus 
hijos propios ó los ajenos, y recomendar á los facultativos 
que no empleen vacuna tomada de niños contaminados de la le- 
pra, ó cuyos padres sean leprosos (1). V. NÚM.J57. 

CAPITULO VI. 
Del orden pnUleo. 

135.— Pasaportes. 141.— Personas habilitadas por la 

136.— Uso de armas. ley. ' 

137. — Autoridades competentes 142.— Cuándo pueden los alcaldes 

para conceder licencias. permitir el uso de armas. 

138.— Clases de licencias. 143.— Responsabilidad de los in- 
139.— Quiénes pueden obtenerlas. fractores. 

140.— Funcionarios públicos habi- 144.— Suspensión y revisión de 

litados para el uso de ar- las licencias de armas. 

mas. 145.— Vigilancia. 

135. — Si en tiempos normales ha creido el Gobierno que los 
pasaportes no eran una garantía del orden público, en circuns- 
tancias extraordinarias juzgó necesario exigir este documento 
á cuantos viajeros se propusiesen salir para el extranjero ó re- 
gresar á España, debiendo presentarlo á los agentes dé la auto- 
ridad expedido por el gobernador de la provincia respectiva, ó 
visado por el cónsul español de la última ciudad en donde hu- 
biesen estado (2). 

Esta precaución de carácter transitorio fué suprimida, y res- 
tablecidas las anteriores disposiciones que abolieron los pasa- 
portes. Hoy, para viajar por el extranjero,, no se necesita más 
documento que la cédula personal como un .medio de identificar 
la persona; y si bien se mira la cédula personal no equivale á 
la de vecindad para el efecto que el Gobierno se propone (3). 
V. NüM. 782. . ^ ' 

136. — Nadie puede usar armas, de cualquiera clase que sean, 
sin licencia de la autoridad competente. 

(1) Real orden 4e 1 de Eoero ds 1818. 

(2) Real orden de 1.0 de Julio de 1875. 

(3) Real decreto de n de Diciembre de 18«2 y real orden de 10 de Junio de 18T8. 
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137. — Corresponde á los gobernadores de provincia bajo su 
responsabilidad, previos los informes que juzguen necesarios y 
ateniéndose á lo que sobre el particular establecen las leyes, 
conceder licencias para uso de armas. Todas son personales é 
intransmisibles. 

138. — Hay cuatro clases de licencias, con exclusión délas que 
habilitan para cazar ó pescar, á saber: 

I. Para uso de todo género de armas. 

II. Para uso de armas de fuego con destino á la defensa de la 
propiedad rural. 

ni. Para uso de armas de fuego de bolsillo, pistola ó revolver 
con destino á la defensa personal fuera de poblado. 

IV. Para uso de armas de igual clase con el misino destino 
dentro de poblado. 

139. — Pueden obtener licencia de primera clase los españoles 
mayores de veinticinco años, jefes de familia y contribuyentes 
al Estado por cualquiera cuota directa. Exceptúanse los procesa- 
dos criminalmente y los que hayan sufrido, condena. 

Pueden obtenerla de las clases segunda, tercera y cuarta los 
españoles mayores de veinte años, no comprendidos en las ex- 
cepciones anteriores. 

140, — ^Están autorizados los gobernadores para conceder li- 
cencias de toda clase de armas á todos los funcionarios activos 
de la administración del Estado, de la provincia ó del munici- 
pio, cuando hayan de guardar ó conducir caudales, ú otras ne- 
cesidades del servicio público lo reclamen. 

Dichas licencias no son valederas^fuera de los actos de servi- 
cio, ni duran más que el servicio mismo. 

Se reputan funcionarios del Estado para este efecto los inge- 
nieros de Caminos, Montes y Minas, peones camineros, celado- 
res de telégrafos, guardas de ferro-car riles>. montes y canales, 
alcaldes de barrio y pedáneos, diputados rurales, recaudadores 
del Banco de España, guardas juramentados de propiedad parti- 
cular, y en general los que prestan algún servicio en despo- 
blado. '' 

Los individuos del cuerpo de Orden público, los guardias mu- 
nicipales y los de Resguardos especiales, pueden usar armas 
blancas y de guerra con permiso de los gobernadores. 

141. — La ley autoriza á los colonos agrícolas para usar armas, 
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procurando por este y otros medios el fomento de la agricultura 
y de la población rural (1). 

142. — Pertenece á los alcaldes facultar para el uso de toda 
clase de armas, dando parte á los gobernadores, á las personas 
que concurran en somaten á perseguir malhechores ó condu- 
cir presos, cesando la íiKJultad de usarías cumplidos estos ser- 
vicios. 

143. — ^Incurren en responsabilidad los que hagan uso de ar- 
mas sin licencia, ó sin la que les corresponda. La responsabili- 
dad consiste en una multa equivalente al duplo del valor de la 
licencia necesaria para hallarse el infractor en condiciones le- 



144. — ^En casos extraordinarios por motivos de orden público, 
pueden los gobernadores declarar en suspenso las licencias de 
uso de armas que hayan concedido; y en estado de guerra los 
jefes militares visar, si lo juzgan conveniente, todas las que los 
gobernadores concedan ó hayan concedido. 

145.— Las autoridades, sus delegados, y principalmente la 
Guardia Civil, velan sobre la fiel observancia de estas reglas de 
policía (2). V, NÚM. 784. 



CAPITULO VIH. 
IM gobierno de las prisiones. 

146.— Nombramiento de los em- dos. 

pleados de las cárceles. 152.~Separacion. 

147.— Reformas. 153.— Presos pobres. 

148.— Sistema vigente. 154.— Sostenimiento de las cár- 
149.— Provisión de vacantes. celes de partido. 

150.— Incapacidades. 155,— De las cárceles de Audien- 
151. — Suspensión de los emplea- cía. 

146. — ^Por regla general compete á los directores del Ministe- 
rio de la Gobernación el nombramiento de todos los empleados 
que sirvan á sus; inmediatas órdenes, cuyo sueldo no llegue: á 
1.500 pesetas. Formaban excepción los empleados de las caree- 

(1) Ley de 8 de Junio de 1868, art. 5. 

(2) Real decrete de 10 de Aerosto, y reales, órdenes de 20 de Agrosto y 24 de Noyiembre 
de 181«. 
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les, pues á los gobernadores se dio facultad para proveer los em- 
pleos subalternos en las de sus provincias respectivas (1). 

147. — Revocado el decreto en el cual así se establecía, reco- 
bró el director general de Establecimientos penales la atribución 
de que habia sido desposeido. El Gobierno fundó su resolución 
de volver á la práctica qae antes de dicho decreto regia, en las 
frecuentes fugas de presos, en el aumento ó disminución incon- 
siderada del personal, en la desacertada elepcion de alcaides y 
empleados subalternos y otros abusos que pretende evitar ó cor- 
regir mediante esta reforma (2). 

148, — Posteriores y recientes disposiciones modifican el dere- 
cho hasta aquí constituido. Son empleados del ramo de cárceles 
los que prestan sus servicios en los depósitos municipales en 
las cárceles de partido y en las de Audiencia. 

Corresponde á los gobernadores civiles el nombramiento de 
los empleados de los depósitos municipales á propuesta en terna 
de los alcaldes respectivos. 

Pertenece al ministro de la Gobernación ó al director gene- 
ral de Establecimientos penales el nombramiento de los emplea- 
dos en las cárceles de partido ó de Audiencia, según el sueldo que 
disfruten. 

149. — Los alcaldes están obligados á poner en conocimiento 
de los gobernadores las vacantes que ocurran. Si la vacante es 
de depósito municipal, forman y remiten la propuesta dentro de 
ocho dias. Si la provisión compete al ministro, se hace en vir- 
tud de concurso. 

150.— No pueden obtener destinos en el ramo de cárceles: 

I. Los menores de veinte años y mayores de sesenta. 

n. Los que no sepan leer y escribir correctamente. 

in. Los sentenciados á penas correccionales ó aflictivas. 

IV. Los que, previa instrucción de expediente, tengan mala 
nota en su hoja de servicios. 

V. Los naturales de la provincia ó avecindados en ella con 
dos años, de anterioridad á la fecha de su nombramiento, ó los 
que en la misma. ejerzan alguna industria, comercio ó graiye- 
ría, si el sueldo del destino que pretenden es de 1.500 pesetas ó 
mayor. 

(1) DcMifeto da 25 de Mayo de 1869. 

(2) Real decreto de 28 de Diciembre de 18*75. 
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15i w-^LoB emple94)Q8 da.^oele^ pueden ^r suspensos de em- 
pleo y stteido por faltas ootmetidas en el seryieio, y por un plazo 
que no exceda de dos mábes. Decretan la suspensión sus jefes 
joiaediatofl ó la sup^ioridad» á quien pertenece, on el primer 
4í9m, ¿l^rQharla. Xia segunda suspensiooa lleva consigo la forma- 
mon Áe expediente por los^alcaldes 6 deleg!ados del gobernador 
en los partidos judiciales, y en tos capitales 4e provincia por las 
Juntas respectivas. 

152.— No puede ser decjaf^o Qje^aiate ningún empleado de 
cárceles nonü)rado con arreglo á estas disposiciones, ni trasla- 
dado más de una ves en el piase de dos años á contar desde el 
dia en que tomó posesión de su cargo, sino 4 su instancia, ó en 
virtud de e^pedien);e instruido por el gQbernador, en el p\ial sea 
oido el interesado, y ponste el informe de su jefe inmediato y de 
la Junta de Cárceles, donde la hubiere, y el acuerdo de la supe- 
rior de Reforma penitenciaria (1). V. núm. 868. 

1S3. — Los Ajomtamientos están obligados á costear los gas- 
tos del personal, material y manutención de loif presos pobres 
que ocasionen los depósitos municipales, y por tanto deben in- 
HÜiiir en sus (Mresnpuestos la^ oa^ti^a^ iieceisarias al efecto. 

154. — ^El sostenimiento de las cárceles de partido corre á car- 
go de todos lo^ launioipios 4el mjisnto. El Ayu9ttamjiento de la 
cabeza de partido hace un reparto propor^joal entre todos, y 
lo apruQb^i la Gomii^ioAi provincia, ía que lOjxÁge el pago de la 
cuota respectiva á cada uno, y le aprejnigí .en c^so necesario. 
Sin «embargo, fi AyQntamiento de la cabei^a de partido tiene la 
obligación de anticipar las cantidades precisas para cubrir los 
gastos de la cárcel, ^in perjw^úo de reinjtegí^^ con los fondos 
que vayjS i:eal^ando Xa Qomi^ion proyincial. 

155. — ^El Ayu^ntsmei^to de la capital en 4onde haya Audien- 
cia debe inc^iüir egt stt presupuesto como gasto obligatorio la 
partida ne^^esarjia á su^garj^s correspondientes á depósito mu- 
nicipal y cárcel de partido, y adelsmtar los orelaUyos á cárcel de 
Audi#n«JA. 

4deiqás de «esto, fprmA un presup\i<esto ^e Jl^s gastos que origi- 
ne la cárcel, en cuanto lo es.fie Audiencip^, lo eleva ipor conducto 
del «s^eriviidier ¿la aprqba«iOin 4el ipinistro, y aprobado» la di- 



(1) RMl dMrvto d0 1 «, é tettmeeion de 80 d« e0^ifí^^AfíJ^' 
AP. I. 
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reccion del ramo distribuye ppoporcíonalmente entre todas las 
provincias comprendidas en el territorio de aquel tribunal la 
suma calculada. .♦ . . 

Las Diputaciones proyinciales incluyes^en sus presupuestos 
como gasto obligatorio la cuota que les corresponda, y la entre- 
gan por trimestres anticipados al Ayuntamiento de la capital 
en donde la Audiencia reside (1). V. .núm. 870. 

CAPITULO IX. 
De los estiibleelmleiBtos penales* 

156.— Clasificación de los esta- 160,— Provisión de las plazas. 

blecimientos penales para 161.— Suspensión por faltas del 

hombreé. servicio. 

157.— Cumplimiento de eondenas. 162.-'-Garantías y recurso» de los 
158. — Establecimientos pénale^. ;. agraviados. 

de África. 163.— Profesiones incompatibles 
159 .—Organización de un cuerpo con estos empleos. 

de empleados del ramo. 164. —Cárcel modelo . 

. • ■ • • ■ 

156.— Los establecimientos penales de hombres se distinguen 
en tres clases: 

I. Pertenecen á la primera los de Alcalá de Henares, Carta- 
gena, Ceuta y Valladolid. 

n. Son de segunda los de Burgos, San Agustina San Miguel 
de los Reyes y Zaragoza. 

ni. Y de tercera los de Palma de Mallorca, Granada, Santo- 
ña, Sevilla y Tarragona. ' 

157. — Los sentenciados á cadena, reclusión y relegación per- 
petua deben cumplir su condena en los presidios de Alhucemas, 
Geuta^ Chaferinas, Melilla y Peñón de la Gomera. 

Los sentenciados á cadena, reclusión y relegación temporal, 
son destinados á los de Palma de Mallorcay Cartagena, Santoña, 
Tarragona y Zaragoza. 

Las penas de presidio y prisión mayores se cumplen en los 
de Burgos y Valladolid, y en los de Granada, Sevilla y Valencia 
las de presidio y prisión correccional. 

El presidio de Alcalá está destinado á los delincuentes meno- 

(1) Rmü decreto de 18 de Abril de 1916. ' 



Digitized by VjOOQIC 



LIBRO nr. 0£ LA KATfiRIA ÁDIIINISTftATITA . 59 

res de veinte aaos. Los reos políticos y lo? sentenciados por de- 
litos que no se pueden perseguir sino á instancia de parte,. ex- 
tinguen su condena en el' presidio de Valladolid, en donde se 
les habilita un local independiente del que ocupan la^ demás 
secciones de penados (1). V. núm. 884. 

158. — ^Los esttablecimiantos pen^siles de Alhucemas, Chafari- 
nas, Melilla y Peñón de la Gomera dependen del Ministerio de 
la Guerra en cuanto á. su sostenimiento personal y material, y 
en todo lo demás del de la Gobernación (2). V. núm. 885. 

ISO.»— IiOSproyectos.de reforma que de algún tiempo á esta 
parte preocupan al Gobierno, deberían extenderse á organizar un 
cuerpo de empleados de establecimientos penales. El mejor sii^- 
tema penitenciario será infecundo, si no se encomienda su apli- 
cación á un personal probo, inteligente y celoso en el desempe- 
ño de sus difíciles ñmcáones. . 

Era sin duda de urgente necesidad sustituir la disciplina de 
nuestros presidios. con un régimen civil, el único propio de todo 
establecimiento penal, porque en ellos se cumplen los fines de 
la administración y de la justicia. 

Según este criterio, los comandantes, mayores, ayudantes, 
furrieles y cabos de vara fueron reemplazados por directores de 
penitendarí» de primera, segunda y tercera ciase, inspectores 
de dichos tres grados, y celadores primeros, segundos y ter- 
ceros. . ' 

Los actuales empleados continúan en sus puestos con el ca- 
rácter de interinos hasta que se lleve á cabo la reforma del per- 
sonal dentro del plazo de seis meses contados desde la publica- 
ción del refal decreto que la introduce (3). 

160* — ^La provisión defljiitiva de estas plazas deberá hacei^se 
previo concurso y propuesta de la Junta de Reforma penitencia- 
ria. La Dirección de.establecimientos penales anuncia las vacan- 
tes con la anticipación de quince dias, y una Comisión de la Jun- 
ta examina los expedientes de los aspirantes para asegurarse de 
su aptitud legal, los examina de materias de primera enseñanza, 
elementos de contabilidad, nociones del derecho común y admi- 
nistrativo y demás conocimientos elementales teóricos y prácti- 

' (1) Real decreto de l.^' de Setiembre de 1879. 

(2) Ibld., art. 2. 
' (8) Real decreto de 12 de A«oeto de 1819, pi^bllcado en U Gaceta d* Madrid del 15. 
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eos indispensables para el acertado desempeño de sus cargos^ y 
propone al ministro de la Gobernación á uno sólo, dos 6 tres qne 
juzga más dignos. 

El nombramiento debe recaer en alguno de los propuestos; 
pero puede el ministro, úo conformándose tútk la propuesta, 
convocar á nüéto concurso eft el tértíiino die cfuíAce días, prece- 
diendo acuerdo deí Consiájo de Ministros. 

161.— Los empleados dól cuerpo déflnítivaméttie líbflibMídos 
pueden incurrir por fkltas éíí el sérVicio eíi la Wttpenáóft de 
empleo y sueldo, facultad résertada de ordinario á lá autori- 
dad superior, aunque también concedida á los jefes IttMediatos 
en los casos urgenféit; Lá su9pen^oñ no debe exéedei^ de dos 
meses. . 

Si por segunda té¿ fuese un ém^leadé soi^ñso, prwede for- 
mar expediente que pasa á la Junta dé Refdtmai péniten^iaHa, 
para que propdnga lá separación del senricio 6 la correeoíén 
gubernativa que parezca justa, por ejemplo. Sil postergadon en 
los ascensos de éScálá 6 su reducción á clase^ inferior. 

162.— No pueden estos empleados ser declaWdos césaates, ni 
trasladados más de tíña véz en el término dé dos años si®o á su 
instancia, sin expediente en el cual sea oído el Interesado, y 
consten el informe dé su jefe inmediato y el ácuerdw de la Jun-^ 
ta. El agraviado tiene fttpéldito él récürSo poh la vfá éonteftciosa 
limitado á la infracción del procedimiento, sin que alcance á 
las causas ó razones eñ que el ÍJobiertto hubiere fundado k tras- 
lación ó la cesantía. 

Así mismo procede este recurso por violación de forma, cuan* 
do en la provisión de una plá^a el interesado sé c^siderase 
ofendido eñ sus derechos, si haMendo acudido en queja al mi- 
nistro, este, oida la Junta de keformá peniténciariii!, no de" diese 
por satisfecho con lá resolución gubernativa. 

163.— A todos los empleados de p^itenciaríá íes éí^tá vedado 
ejercer profesión alguna lucrativa, hacer por sí mismos, por sus 
hijos, mujeres, parientes ó amigos ninguna éspwié de comer- 
cio, ni set partícipes en la dirección é adtohtóétracton de socie^ 
dades, empi^esás 6 estáblécimieátóís iiMuíStrialett de cííalQuier 
género que sean (1). V. núms. 887 y 888. 

fl) Rdál áécféto die ÍÜ dé Acostó é insti'dicvídD dé W áé SMIHéitibé <M im, 
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Lá prohibición de ejercer el comercio por medio de los pa- 
rientes sin limitación de grado es una novedad atrevida; pero 
extendida á los amigos es tan vaga, cuanto es vago el sentido 
de una palsrbra que el derecho no define. 

164.— La ley para la construcción en Madrid de una cárcel- 
modelo que debe ser á un tiempo depósito municipal, cárcel de 
partido y de Audiencia y casa de corrección, se limita á sentar 
la base del sfeteiná celular. Lá reserva del legislador en cuanto 
á los demás puntos que compren^Ja reforma de los estableci- 
mientos penales, es digna de alaflRa. Al Gobierno toca hacer 
los estudios necesarios, y dentro del sistema celular, optar por 
el régimen más conforme al carácter y costumbres de nuestro 
pueblo (Ij. V- NÚM. 891. 

CÁPIÍÜLÓ X. 
De lá condneeioii y traslación de los presos. 

165.— Conducción de los penados. miento penal. 

166,— Prohibición de trasladar- 167.— Gastos de traslación de los 
los de uno á otro estableció presos de una cárcel á otra. 

165. "Circunstancias extraordinarias obligaron al Gobierno á 
dar cabiaa á los rematados en los establecimientos penales más 
próximoá á las cárceles en que se hallaban. Habiendo desap«are- 
cido los obstáculos al rigoroso cumplimiento de la ley, todos los 
confinados deben ser conducidos por tránsitos de la Guardia Ci- 
vil á Tos qtké les están señalados para extinguir sus condenas (2). 
V. vúM. 912. 

166. — ^Por regla general, una vez destinado á un estaWeci- 
miento penal, el penado no puede ser trasladado á otro, cual- 
quiera qm sea la causa que alegue. Si faltan las condiciones de 
capacidad 6 sahibridad en algún establecimiento para recibir ma** 
yor Búmero de penados, el ministro puede acordar alguna mo* 
diflcacion provisional en la olasiflcaeion general, debiendo pu* 
blicarlá e» la Qaeeta (3). V. núm. 914. 

167.-^Los gastos qcie se originen á causa de la traslación de 

(1) Ley de 8 de Julio é Instraecion de 29 de A^rosto de 187({. 

(2) Decreto de 16 de Jallo de 1813 y real orden de 18 d« Marzo dé 1916. 
(8) Real decreto de lAde Setiembre de 1979. 
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presos de una cárcel poco segura á otra de mayor seguridad, 
gravan el presupuesto de aquella de donde los presos proceden, 
previa la justificación correspondiente de las autoridades á cuyo 
cargo corre la cárcel á que se les destine (1). V, nüm. 018. 

CAPITULO XI. 
De los estaUecimientos penales para las majeres. 

168.— Cumplimiento de sus c^| denas. 

168. — Las mujeres, cualquiera que sea su condena, son des- 
tinadas á la casa correccional de Alcalá de Henares (2). 

CAPITULO XV. 
De* los pobres Inválidos. 

169.— Clasificación de los estable- 172.— Inspección del Gobierno. 

cimientos de beneficencia. 173.— Atribuciones de las Diputa- 
170c- Establecimientos públicos clones provinciales. 

de carácter general. 174.— Establecimientos privados. 

171 .—Establecimientos provincia- 175.— Patronazgo. 

les. . 

169. — Son. los establecimientos de beneficencia públicos ó 
privados: aquellos los sostenidos por el Estado, las Diputaciones 
ó los Ayuntamientos, de donde nace su clasificación en genera- 
les, provinciales y municipales, y estos que se mantieneil con 
sus rentas propias debidas á la munificencia de los particu- 
lares. 

170. — Los establecimientos públicos de beneficencia de carác- 
ter general tienen su partida consignada en el presupuesto de 
gastos del Estado. El Gobierno los administra, y por tanto ejer- 
ce una autoridad directa y positiva en ellos conforme á las leyes 
y á los reglamentos que ordenan este servicio. Trátase de ins- 
tituciones que costea la nación, porque toda la nación disfruta 
de sus beneficios, y de aquí la exclusiva competencia del poder 
central. ^ 

(1) Real decreto de 18 de Abril de 1875, art. 4. 

(2) Real decreto de IJ* de Setiembre de Í879, art. 4, 
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171. — Los establecimientos provinciales corren á cargo de 
las Diputaciones, como los municipales al de los Ayuntamientos, 
sin perjuicio de la alta inspección que én todos los ramos de la 
administración pertenece al Gobierno, y principalmente en ma- 
teria de beneficencia general y particular (1). 

172, — Esta alta inspección significa ^ue las corporaciones po- 
pulares se hallan sujetas al régimen de la tutela administrativa; 
de suerte que no gozan de plena libertad de acción en cuanto á 
suprimir ó reformar los establecimientos de beneficencia, sino 
que en estos actos deben sgustarse á las, leyes, y someterse á la 
autoridad del Gobierno encargado de velar por sfu observancia, 
y ejecución. 

Por eso dice la ley que necesitan la aprobaóion del goberna- 
dor, oida la Comisión provincial, los acuerdos de los Ayunta- 
mientos tocantes á la reforma y supresión de los establecimien- 
tos de beneficencia é instrucción, para que sean ejecutivos (2). 

173. — ^No es tan explícita al determinar las atribuciones de 
as Diputaciones provinciales. Pueden, sin duda, crear estable- 
cimientos de beneficencia y mejorarlos; mas no se hallan auto- 
rizadas para suprimirlos ni reformarlos, si la reforma de algún 
modo perjudicase á su conservación. La ley no lo declara ex- 
pre^mente; pero nois parece que en este sentido debe interpre- 
tarse. Vana seria la alta inspección del Gobierno en la benefi- 
cencia general y particular, si los gobernadores careciesen de 
la facultad de suspender los acuerdos de las Diputaciones por 
razón de incompetencia, cuando fuesen relativos á la supresión 
de un establecimiento ó introdfjjesen una reforma de tal natura- 
leza que peligrase sü existencia ó ño pudiese en adelante llenar 
los fines de su instituto. Vender un edificio destinado á hospital 
ó un huerto ó jardin reservado para el recreo de los enfermos, 
seria un acto que traspasaría los límites de la competencia pro- 
pia de las Diputaciones provinciales (3). 

174. — ^Los establecimientos privados de beneficencia, es de- 
cir, los fimdados y dotados por particulares que tienen el carác- 
ter de obras pías ó flmdaciones piadosas, son y deben ser ad- 

(1) Ley mnnicipal de 2 de Octubre de 1877, art. *78; ley provincial de la misma fecha, ar* 
ttcTilo 44. 

(2) L^ municipal de 2 de Octubre de 1977, art. 84. 

(8) Real orden de 20 de Bnero de 1877, y ley provincial de 2 de Octubre del mismo afio, 
art.44. 
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ministrados por sus legítimos patronos b^o el proteoiorad^ del 
Gobierno. 

En nuestro derecho vigente se han confundido dos acosas que 
en realidad sooei distintas, á saber^ la alta inspección y él jpatro- 
nato ó patronazgo, como ahora se usa. 

17d.*^Aita inspección denota intervención superior en los 
estahlecimi^tos i)tí62ico« de beneficencia c^ercíendQ autoridad 
para impedir que las corporaciones populares abusen de las atri- 
buciones que según las lej^ les correspondeDu {patronazgo si^g- 
nifica vigildnciu sobre los estaUedmientos privados para que 
la voluntad de los fundadores se cumpla, y sean socorridas las 
personas ó clases que excitaron su caridad. Amparar y proteger 
al desvalido á ñn de que sea respetado su derecho á percibir los 
fruAos de la (rf^ra pía, es el límite que la justitía y ia convenien- 
cia poioen en este caso á la acción del Gobierno e;n sus relaciones 
oon la beneficencia particular. Y. kúm. 1013. 



CAPITULO XVI. 
la lottnweioB pübliM. 



# 



176.— -Libertad de enseüaiusa ae- 177.-^EstablecimÍ6ntf>S{tib]if0S. 
gun la €onstituQÍ09. 

17%.^*^ principio de k libertad de enseñanza fué reconocido 
por Ja Constitución vigente. 4;Todo ^español ,(dice) podará fuadar 
y sortener estadilecímientos de instrucción y 4e educación tCOJíi 
arnegio á ks leyes. Al Batado pertenece expedir Ips ,tí;t,ul<^ pro- 
fesionsdea, y Mtablecer las condiciones de ios que prelieiidan o> 
t^ierles, y^la forma «n querían de probar su aptit^d>'(i). Yiu- 
SE NÚlfS. ití40. 

177. — ^No es lícito aplacar las denominaciones efioiales A^ 
Univ^aiáad ó Instituto á los .establecimientos Jibres de efise- 
ñanza oreados y sostenidos por los particulares (2). V. núm. 1045- 



(1) Const. de 18^76, art. 12. 

(2) Real orden de 16 de Agosto de Ur76. 
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CAPITULO xvn. 

De la^liislnieelpn.priiiiaria. 

178.— Auxilios del Gobierno, . sioni^fes. 

179.— Edificios destinados á es- 181.— Protección al magisterio de 

' cáelas públicas. prii^arafensenjaAza. 

180.— Títulos académicos: y profe- , 

178.-^El ÜObierño; auxilia áJo&puebtos.Qvie.por la escasez de 
sus recursos no pueden atender á la construcción ó reparación 
desús esouelas, coítt tal.que.lj.ayan dado ?nue3tí^as de. interés. y 
celo por el desarrollo déla primera enseñanza (1). . 

También líjistiribuye entre las escuelas ruínales más pobres li- 
bros, mapasy encerados, papel pautado y otros objeí(;^s que con- 
sidere de mayor utilidad, para q1 fomento doi lainstruccijon de los 
niños que las frecuentan (2). ,V. núm.i 1059. 

179.-r-Está formalmente prohibido que loSnAyjiiLntamientos dis- 
pongan de los edificios destinados I á escuelas, publícaos, y, trasla- 
darlas á otro lugar mientras no esté habilitado según corres- 
ponde. 

Los edificios á que fueren trasladadas las escuelas deben reu- 
nir las condiciones hlgiónicas y pedagógicas ^que su destino re- 
quiere, y ser reconocidos por el arquitecto oficial y el inspector 
de primera enseñanza antes de llevar la traslación á cabo. Cor- 
responde á las Juntas provinciales de Instrucción pública conce- 
der ó negar la autorización para trasladarlas. En caso negativo 
puede el Ayuntamiento acudir al Gobierno (3). V. núm. 1059. 

180. — ^No son hoy los jefes de los establecimientos de ense- 
ñanza qiúeneSi espiden loa 1;Ltulqs académicos y . profesion£|les. 
Únicamente Iqs rectores de los distritos universiíarios. están fa- 
cultados para expedií: los de bachiller en Artes (4). V. núm. 10^2. 

181.-r-Los maestros y maestras. de. escuela. pública ^n propier 
dad gozan de igual protección que toflas las clases del profeso- 
rado oficial; es decir, qjie ][^o. pueden ser. privados de su cai;go 

(1) Reales órdenes de 24 de Julio de 1856 y 15 de Enero de 1870, y orden de 22 de Julio 
,4e 1814. 

(2) Real decreto de l.o de Marzo do 18». 
(d) Real orden de 11 de Noviembre de 1918. 

(4) Real decreto de 11 de Febrero de 1876, y real orden de 19 djB Mayo del mii^mo.año. 
AP. 1. 9 
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sino mediante justa causa, y en la forma que determinan las le- 
yes. V. NÚMS. 1064 Y llOp. 

' CAPITULO XÍX. ' 
He la enseñansa saperfor. 

182.— Expedición de títulos rasar- 183.— Principio constitucional an 
vada al Gobierno. que se funda* ' 

182. — Corresponde al Gobierno expedir los títulos de licen- 
ciado y doctor, así como los que habilitan para el ejercicio de 
una profesión que exige, según la ley, aptitud especial (1). Véa- 
se núm. 1113. 

183. — Es una consecuencia lógica del principia que al. Estado 
"corresponde expeclir los títulos profesionales, y establecerlas 
condiciones de los que pretendan obtenerlos, y la forma en que 
han de probar su aptitud (2). No puede' menos de ser así> mien- 
tras la ley no declare libre el ejercicio de todas las profesiones 
liberales, igualándolas en esto con las artes mecánicas. . g^ 

CAPITULO XX. 
De lo8 Juegos y esfieetáeolos pnUIflos. 

184.— Influencia del teatro en las 188«— Medios preventivos. 

costumbres. 189.— Deberes de las autoridades. 

185.— Vigilancia de la autoridad. 190.— Deberes de los agentes con- 

186.— Ejercicios gimnásticos. • sulares. 

187.— Protección á los niños. 191.— Imposición de penas. 

184. — La opinión que el teatro considerado en sus relaciones 
con la moral pública, puede hacer poco bien y mucho mal, se 
halla confirmada con una autoridad que nadie reputará sospe- 
chosa. Escribiendo J. J. Rousseau á D*Alembert, le decia: «El 
teatro, que nada puede para corregir las costumbres, puede mu- 
cho para corromperlas» (3). V. «úm. 1124. 



(1) *L0y de 9 de Setiembre de 1857, art. 243, real decreto de U de Febrero do 1876 y real 
érden de 19 de Mayo del mismo aüo. 
(í) Conat., art. la. 
(8) CBuvreá eoupl., t. Zll. 
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185. — HaA pFopueSrto algunos sustituir la censura previa de 
las obras dramáticas con la vigilancia de la autoridad. «Nadie 
extrañaría (dicen) el decreto suspendiendo la representación de 
una obra por inmoral ó irreligiosa, después de haber sido tres 
veces puesta en escena para que el público se llegase á persua- 
dir de que sus vicios la hacen merecedora del ostracismo». Por 
desgracia el público absuelve con facilidad á quien le divierte, 
aunque le corrompa. Si es verdad que las emociones de una no- 
che de eápectápulo no se extinguen al fin del drama, sino que 
cada especta^dor las lleva consigo sin darse cuenta de ello y le 
acompañan en la vida privada, el mal ya está hecho, y más val- 
dría precaverlo que remediarlo.. 

Sin duda así lo llegó á entender el Gobierno, pues en una 
reciente circular á los gobernadores de provincia les previene 
que las empresas de teatros y espectáculos públicos, diez dias, 
por lo menos, antes de presentar en escena una obra ó pieza 
dramática nueva, entreguen dos ejemplares á dicha autoridad, 
la cual debe remitirlos inmediatamente al Ministerio de la Go- 
bernación para los efectos oportunos (1), 

Cuáles hayan de ser I03 efectos oportunos la circular no lo ex- 
presa; mas no parece inverosímil que el Gobierno mande sus- 
pender la representación, si fuere peligrosa para el orden pú- 
blico ó nociva á las costumbres. V. núm. H31. 

186. — ^Repugna á los sentimientos de humanidad el espec- 
táculo que ofrecen al público ciertos niños desvalidos que ganan 
miserablemente la vida luciendo sus habilidades como gimnas- 
tas en ejercicios violentos y peligrosos. El abandono de los pa- 
dres, la orfandad y la miseria suelen ser las causaá más frecuen- 
tes de que estos pobres niños entreguen su cuerpo á la tortura,, 
víctimas de una especulación inhumana en la cual compiten lo 
cruel y lo codicioso. El triste y doloroso aprendizsge del arte 
gimnástico consiste principalmente en la dislocación que facili- 
ta los ejercicios corporales de fuerza ó destreza extraordinarias. 

187. — Según el texto de la moderna ley llamada de protec- 
ción á los niños, incurren en pena: 

I. Los que hacen ejecutar á niños ó niñas menores de diez y 
seis años cualquier ejercicio peligroso de equilibrio, fuerza ó 
dislocación. 



(1) Heal ^rde^ de 27 4e Feltrero de \8l9. 
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n. Los que ejerciendo las profesiones de acróbatas, gimnas- 
tas, funámbulos, buzos, domadores de fieras, toreros, directores 
de circos ú otras análogas, emplean en sus representaciones 
niños ó niñas de dicha edad, que no sean sus hijos ó descen- 
dientes. 

in.' Los ascendientes que ejerciendo las ¡profesiones expre- 
sadas emplean en sus representaciones descendientes menores 
de doce años, 

IV. Los ascendienteis, tutores, maestros ó encargados de la 
guarda de un menor de diez y seis años que le enti*eguen gra- 
tuitamente ó mediante precio convenido á personas que ejerzan 
las profesiones referidas, ó sean habitualmente vagos ó men- 
digos. 

V. Los que inducen á un menor de diez y seis años á aban- 
donar el domicilio de sus ascendientes, tutores, curadores ó 
maestros para seguir á las personas que ejercen las misrnas pro- 
fesiones, ó tienen por oficio la vagancia ó la mendiguez. 

Í88. — Los acróbatas, gimnastas, funámbulos, etc., deben ir 
siempre provistos de documentos que acrediten en forma íégal 
la edad, patria^ filiación é identidad de los menores de veinti- 
cinco años que empleen en sus espectáculos; y es obligación de 
las autoridades locales exigirles la presentación de dichos docu- 
mentos antes de concederles la licencia necesaria para dar fun- 
ciones en público. 

189. — Los gobernadores de provincia en las capitales y en los 
demás pueblos los alcaldes están obligados á poner en conoci- 
miento de los tribunales de justicia las infracciones de esta ley, 
siendo de advertir que por su tolerancia incurren én responsa- 
bilidad criminal (1). 

190,— Los agentes consulares en el extranjero deben denun- 
ciar en el más breve plazo posible á las autoridades españolas 
toda infracción cometida en perjuicio de sus compatriotas, ó á 
las propias del país en que ejerzan sus funciones, si en él estu- 
viesen previstos y fuesen castigados los hechos de que se trata. 

(1) «El funcionario' púbUco qué requorido pcir autoridad competenió no prestare la de- 
bida cooperación para la administración de justicia ú otro servicio pUbÜco, incurrirá en 
la pena de suspensión en sus grados mínimo y medio, y multa de 125 & 1.250 pesetas. 

»Si de su omisión resultare grave daño para la causa pública ó A un tercef ¿, las fiónas S6. 
rán de inhabilitación perpetua especial, y multa de 150 á 1.500 pe3etas>. Cód. penal, articu- 
lo 382. 
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Eü ambos casos deben así. mismo adoptar, las medidas nece- 
sarias para que regresen á España en el plazo más breve posi- 
ble, y sean entregados á sus padres, tutores ó curadores, y á 
fidta dé estos, á las autoridades del pueblo de sti naturaleza, los 
niños ó ninas de origen español menores de diez y seié años á 
cfue esta ley se refiere. 

« 191.— La imposición de las penas que en la misma se estable- 
cen, se entiende sin perjuicio dé las demás qiie correspondan 
por delitos ó faltas* previstas en el Código penal (1). 

CAPITULO xxn. 

De.lM dereehos individuales. 

192,— Derechos individuales abso- cjacion y petición. 

lutoá. ' 198.— Reuniones públicas. 

193.— Detención.- 199.— Asociaciones lícitas. 

194, — Prisión. ! , 200. — Garaiitías de la propiedad. 

195.— Domicilio. 201. rr Libertad de conciencia. 

196.T-Correspondencia. 202. — ^Ejercicio de los derechos in- 
197. — Derechos de reunión , aso- di viduales. 

192,— La teoría ¿ó los derechos individuales absolutos impli- 
ca la negación de la sociedad como ley necesaria del hombre. 
Admitirla sin reserva equivale á reconocer, que el individuo es 
el principio y el fin del orden social. Toda ley que proclama un 
derecho está limitada por la ley del deber correlativo. La moral 
y la justicia mantienen en su fiel la balanza en que se pesan los 
derechos del individuo y del Estado. V. núm. 1156. 

193. — Ningún español ni extranjero puede ser detenido sino 
en los casos y eh la forma que las leyes prescriben. Toda perso- 
na detenida debe ser puesta en libertad ó entregada á lá autori- 
dad judicial dentro de las veinticuatro horas siguientes al atto 
de la detención. Toda detención se deja sin efecto ó eleva á pri- 
sión dentro de las setenta y dos horas de haber sido entregado 
el detenido ál juez compétente. La providencia que se dicte debe 
notificarse al interesado en el mismo plazo (2). 

194. — Ningún español puede ser preso sino en virtud de 
mandamiento de juez competente. El auto en que se haya dicta- 

(1) Ley de 26 de Julio de 1878. 

(2) Const. de 1876, art. 4. 
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do el mandamiento debe ratificarse ó reponerse, oido al pre- 
sunto reo, dentro de las setenta y dos horas siguientes al acto 
de la prisión. 

Toda persona detenida ó presa sin las formalidades legales, ó 
fuera de los casos previstos en la Constitución y las leyes, debe 
ser puesta en libertad á petición suya ó de cualquier e3pañQl (1). 
V. NÚM. 1157. 

195. — Nadie puede entrar en el domicilio de un español ó ex- 
tranjero residente en España sin su consentimiento, excepto en 
los casos y en la forma expresamente previstos en las leyes. 

El registro de papeles y efectos se debe verificar siempre en 
presencia del interesado ó de un individuo de su familia, y en 
su defecto de dos testigos del misino pueblo. 

Ningún español puede ser compelido á mudar de domicilio ó 
residencia sino en virtud de mandato de autoridad competente, 
y en I09 casos previstos por las leyes (2), V. ñúm. 1158. 

196. — La autoridad gubernativa no puede detener ni abrir la 
correspondencia confiada al correo. 

Todo auto de prisión, de registro de morada ó de detención 
de la correspondencia debe ser motivado (3). V. núm. 1159. 

197. — Todos los españoles tienen derecho de reunirse pacífi- 
camente, de asociarse para los fines de la vida humana y de di- 
rigir peticiones individual ó colectivamente al Rey, á las Cortes 
y á las autoridades (4) . 

198. — Según la legislación vigente son reuniones ]públicas 
las que exceden de veinte personas, ya se celebren al aire libre, 
ya en edificio en donde no tengan su domicilio habitual todas 
las personas que las convoquen. 

I. No se puede convocar ni celebrar ninguna reunión púÍ3lica 
en calles, plazas ó paseos ú otro lugar de uso común sin el per- 
mi^p previo y por escrito del gobernador de la provincia en 
las capitales, y de la autoridad local en los demás pueblos. Al 
solicitarlo debe expresarse claramente el objeto de la reunión. 

n. Las que se celebren sin estos requisitos se consideran ilí- 
citas, y es obligación de la autoridad disolverlas sin dem,ora. 



(1) CoDSt. de 1876, art. §. 

(2) Ibid.,arts.6y9. 

(3) n>idMai^*'7y8. 

(4) Ibid., «n. 18. 
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ni. Contra la resolución negando el permiso pueden los in- 
teresados acudir al superior inmediato. 
ÍV. Exceptúanse: ; 

I. Las procesiones religiosas. 

II. Las reuniones que con el mismo carácter se celebren en 
los templos. ' 

ni. Las qtie se reaíicéií en' establecimientos autorizados al 
efecto por disposición especial. 

IV. Lasftmbionesde los teatros y demás espectáculos públi- 
cos (1). V; númsíH62 y 1163. 

199. — El ejercicio del derecho de asociación continúa en sus- 
penso, no obstante haber variado las circunstancias qué obliga- 
ron al Gobierno á usar de facultades discrecciónales. Esta si- 
tuación perdió el carácter de pasajera, desde que una mera or- 
den' circular del Ministerio-Regencia fué convertida en decreto- 
ley para que rigiese pót tiempo indefinido. 

1. Estáii prbKibidas por 'ahora las asociaciones que tengan 
un objeto político. 

n. Las autoridades deben pi^ohibir que continúen las antiguas 
y qué se formen otras nuevas. * 

in. Están permitidas las sociedades cuyo objeto es conocida- 
mente benéfico, científico ó literario, y los círculos ó casinos 
de puro íécreo. 

IV. Las autoridades deben suspender estas asociaciones desde 
el momento que les conste ser su verdadero carácter una asocia- 
ción poKtica, y dar cuenta al Gobierno para resolver si pueden 
continuar ó han de disolverse. 

De los actos punibles á que dieren origen las reuniones ó aso- 
ciaciones políticas son responsables en primer término sus au- 
. tores, y subsidiariamente los que hayan convocado lá reunión, 
los dueños ó inquilinos de los edificios eñ que se celebren, y los 
gestores ó ios individiios de las juntas directivas de las respec- 
tivas asociaciones (2). V. ñúm. 1164. 

200. — ^Nadie' puede ser privado de su propiedad sino por au- 
toridad competente y por causa justificada de utilidad pública, 
previa siempre la correspondiente indemnización. No prece- 

(1) Circular de 1 de Febrero de 1875, real decreto de 18 de Mayo del mismo año, y ley de 

de Bnero de 1877. 

(2)Ibid. 



Digitized by VjOOQIC 



72 . .DiiREgno iM>MiNi9TMTiVo jsspax^oi,. 

diendo este requisito, los jueqes amparaa, y ea su caso reinte- 
gran en la posesión al expropiado j(l). V. núm. ld!8^7. 

De la aplicación de este principio constitucipnal se trabará 
con la extensión debida al exponer ^el derecho vigente acerca 
de la enagenacion forapsa, ; 

201. — La religión católica, apostólica, romana es Is^ 4pl Esta- 
do. La Nación se obliga á mantener el culto y.§us ministros. 
Nadie puede ser molestado en el territorio espanol[por. sus opi- 
niones religiosas ni por el ejercicio: de su respepíiyo culto,, sal- 
vo el respeto áebido á la moral cristiana.,. Sin embargo, no ge 
permiten otras ceremonias ni manifestaciojies públicas que las 
de la religión del JBstado (2). V. núm. 1168. : ; , 

En materia de reUgion k; ley reconoce la libertad jde concien- 
cia, pero no la de cultos, como. algunos pr^tendqn. La absojluta 
libertad religiosa supone la separación, también absoluta, de la 
Iglesia y del Estado. En donde quiera que hay. un cu^to privile- 
giado ó protegido, existe i;in pacto de. aliají??^ entre los poderes 
espiritual y temporal. ,' ::..•. 

El culto puede ser. público ó, privado • Este .e§ libre, ipal- 
vo el respeto debido á la moral, cristiai;!^; de. dpnde se si- 
gue que en España no seria tolerada una religípíiMÓ 9€jptatque 
admitiese, por ejemplo, la poligamia. El único* culto público 
autorizado por la ley es el católico. Las dificijlltadi^ qne en 
la práctica podrán suscit8p:*sp, eatribíirán . en la. interpreta- 
ción de las. palabras manifestación^ púpUcay en^rínucbos casos 
dudosa. 

202 J— Las leyes (dice la Constitución) dicts^rán las reglas 
oportunas para asegurar á Ips españoles en el respeto recíproco 
de los derechos que el título I les reconoce, sin pienospabode 
los derechos de la Nación, ni de los atributo^ esenciales del po- 
der público (3). V. núm. 1170. 

La Constitución de 1869, partiendo del principio, que los derer 
chos individuales son absolutos, prohibía limitar su ejercipip por 
medio de leyes preventivas. La actual no acepta ¡aqu^l principio, 
y por tanto admite que pueden diptárse reglas oportunas que 
pongan en armonía los dprechos 4el individuo y los del Estado, 

(1) ConBt. de 18Tf6, art, 10. 

(2) Ibid., art. 11. 

(3) Ibid., art. 14. 
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ya sean de carácter preventivo, ya represivo, sin establecer di- 
ferencia alguna. 

CAPITULO XXIII. 
He la libertad de imprenta. 

203.— Pasaje de Chateaubriand. 222.—- Caducidad. 

204.— Principio constitucional. 223.— Crítica. 

205.— Legislación vigente. 224. — Obligaciones del que publi- 

206.— Impresos. ca un periódico. 

207.— Requisitos comunes á todoé. 225.— Medios represivos. 

208.— Clasificación de los impre- 226.— Infracción de las reglas de 

sos. ' policía. 

209.— Libro. 227. — Autoridades competentes 
210.— Folleto. ' para corregirlas. 

211.— Crítica. 228.— Delitos de imprenta. 

212.— Folleto político. 229.— La publicación constituye el 
213.— Crítica. delito. 

214.— Hojas sueltas. 930.— Cuándo hay publicación. 

215.— Periódicos. 231.— Abusos .que la ley considera 
216.— Publicación de un periódico delitos. 

no político. 232.— Otros semejantes. 

217.— De un periódico político. 233.— Actos que no se reputan de- 
218. — Solicitud del interesado. utos especiales de imprenta. 

219.- Resolución de la autoridad. 234.— Publicaciones que no se r¡- 
22d.r— Recurso contra la negativa. gen por la ley de imprenta. 

221. -Transmisión del derecho de 235.— Fiscales de imprenta. 

publicar un periódico. 

203. — ^Hé aquí el passge de Chateaubriand copiado á la letra, 
porque merece ser bien conocido. «La prensa es un elemento en 
otro tiempo ignorado, una fuerza antes desconocida: introducida 
ahora en el mundo, es la palabra en estado de rstyx), la electrici- 
dad social. ¿Podréis hacer qte no exista? Cuanto más pretendáis 
comprimirla, tanto más violenta será la explosión. Preciso es 
que os resolváis á vivir con ella, como vivis entre las máquinas 
de vapor; es preciso que aprendáis á serviros de ella despoján- 
dola de sus peligros, ya sea que se debilite poco á poco por me- 
dio de un uso comuñ y doméstico, ya que gradualmente asimi- 
léis vuestras costumbres y vuestras leyes á los principios que en 
lo sucesivo han de regir el linaje humano (1).» V. núm« 1179. 



(1) Memorias de altra^tumba, tora. IV, pág. S15. Valencia, 1850. 

AP. I. 10 
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204. — Todo español tiene derecho de emitir libremente sus 
ideas y opiniones, ya de palabra, ya por escrito, valiéndose de 
la imprenta ó de otro procedimiento semejante, sin sujeción á la 
censura previa (1). V. núm. 1183. 

205. — No basta que la Gonstitucio^ reconozca el principio de 
la libertad de imprenta: es necesario regularizar el ejercicio de 
este derecho medíante una ley orgánica en armonía con la flin- 
damental del Estado. El uso no autoriza el abuso, ni la libertad 
debe convertirse en licencia con peligro del orden social. 

206.— Según la legislación vigente, «es impreso toda mani- 
festación del pensamiento con palabras fijadas en papel, tela ó 
cualquier otra materia por medio de letras de imprenta, litogra- 
fía, fotografía ú otro procedimiento de los empleados hasta el 
dia, ó que en adelante se emplearen »• 

207. — Es requisito común á todos los impresos que lleven pié 
de imprenta. Los que carecen de él ó lo llevan supuesto se repu- 
tan clandestinos, y sus autores, editores ó impresores quedan 
siyetos á la responsabilidad establecida en el Código penal (2). 

Aunque en rigor las palabras jwá de imprenta se refieren á 
los impresos propiamente dichos, dado el sentido de la ley, d^be 
entenderse que los litógrafos, fotógrafos y demás artistas á es- 
tos semejantes, tienen la obligación de marcar sus obras con 
un sello que acredite el nombre del autor y el paraje en donde 
se halla su taller ú oficina. 

208. — Los impresos se distinguen en libros, folletos, hojas 
sueltas, carteles y periódicos. 

209. — ^I. Es libro todo impreso que sin ser periódico, consta 
de doscientas ó más páginas en un solo volumen. 

La publicación del libro no está siyeta á ninguna regla de ca-» 
rácter preventivo, fuera de la comují á todos los impresos. Los 
delitos que por medio del libro se cometan , deberán ser per- 
seguidos por los trámites del procedimiento ordinario, y casti- 
gados conforme al Código penal (3). 

210.— n. Es folleto todo impreso que sin ser periódico, exce- 
de de ocho páginas y no llega á doscientas. 

Los folletos pueden ser políticos ó no políticos. 

(1) Const. de 18^76, art. 13. 

(2) Art. aoB. 
(8) Art. 584. 
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Para publicar ün folleto no político d^be darse conocimien- 
to de su publicación al gobernador de la provincia en la capital, 
y a la autoridad local en las demás poblaciones. 

211.— Los términos de la ley son oscuros, y su oscuridad dará 
motivo á diversas interpretaciones. Para publicar significa un 
mero propósito del autor : dar conocimiento de la publicación 
denota un hecho consumado. De esia véMadera antinomia nace 
la duda si el conocimiento que se diere á la autoridad, deberá 
ser anterior ó posterior á la publicación del folleto'. 

A nuestro juicio posterior, porque la anterior equivaldría á 
solicitar la licencia de la autofidad, que no podría negarla én 
ningún caso, sopeña de infringir la Constitución que condena la 
previa censura. El conociíniento posterior tiene por objeto ha- 
cer efectiva la responsabilidad criminal en caso de haber delito. 

Siendo esto así, como parece, estaría la ley más clara, y hu- 
biera sido medio taaás expedito obligar á los autores ,á remitir al 
gobernador 6 alcalde un ejemplar del folleto al tiempo de su pu- 
blicación. 

213.— Nadie puede publicar un folleto político sin justificar 
ante las autoridades sobredichas su personalidad como ciuda- 
dano español mayor de edad. Esta justificación debe hacerse 
en el plazo de diez dias, y en el de cinco resuelve la autoridad si 
aquellas circunstancias sé hallan acreditadas. 

De la resolución negativa del alcalde hay recurso de aleada 
ante el gobernador, interponiéndolo dentro de cinco dias; y de 
la que dicte el gobernador, nuevo recurso, dentro de igual tér- 
mino, al ministro de la Gobernación, á quien corresponde la de- 
cisión final que deberá recaer antes que venzan los ocho. 

213. — La condición de ciudadano español está en armonía con 
la ley fundamental y con la buena doctrina. La de ser el autor 
del folleto anunciado mayor de edad no se explica de un modo 
tan satisfactorio; y en el caso de extender á esta clase de impre- 
sos el régimen preventivo, hubiera sido preferible ^ar los quin- 
ce años, en cuyo período de la vida empiezan las personas á 
ser criminalmente responsables con todo él rigor de las le- 
yes (1). 

Los plazos para entablar los recursos á que da origen el 



(1) Cód. penal, art. 8. 
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expediente de justificación, deben contarse desde el dia de la no- 
tificación administrativa. 

214. — No está permitida la publicación de hojas sueltas y 
carteles sin el permiso de la autoridad. De su negativa hay 
recurso al superior inmediato por los trámites explicados al tra- 
tar de los folletos. 

El suplemento de un periódico, cuando se publica por separara 
do, se considera hoja suelta. 

. 215. — Los periódicos, ó sean las publicaciones que salen á 
luz en períodos determinados ó indeterminados, se distinguen 
como los folletos en políticos y no políticos. 

216. — ^Para publicar un periódico no político, basta ponerlo 
en noticia del gobernador en la capital de provincia, y del al- 
calde en los demás pueblos. 

217. — Para publicar un periódico politico.se requiere auto- 
rización del gobernador ó del alcalde, según arriba se expresa, 
la cual no se concede sino concurren las circustancias siguientes: 

I. Solicitud del interesado, exponiendo el título que ha de lle- 
var el periódico, el establecimiento tipográfico en que haya de 
imprimirse y el nombre del fundador propietario. 

Si fuere una sociedad legalmente constituida la fundadora, el 
nombre de su gerente. 

II. El fundador propietario ó el gerente de la sociedad deben 
acreditar: 

I. La calidad de españoles, mayores de edad y que están en 
el pleno goce de sus derechos políticos y civiles. 

n. Su vecindad, durante dos años por lo menos, del pueblo en 
donde se proponga publicar el periódico. 

m. Que paga 250 pesetas de contribución territorial, ó con dos 
años de antelación 500 pesetas por subsidio industrial. 

in. Nadie puede pretender ni realizar la publicación de más de 
un periódico diario. 

218. — Dentro de cuarenta dias contados desde la presentación 
de la solicitud j debe el interesado probar los referidos extremos 
con los documentos oportunos. Si deja correr el plazo sin justi- 
ficar su aptitud, se entiende que renuncia á la publicación del 
periódico. 

En el caá) contrario la autoridad examina los documentos y 
resuelve en el término de veinte dias. 
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219. — La resolución favorable habilita para publiear- desde 
luego el periódico. La desfavorable impide la publicación mien- 
tras no se subsanen los defectos que se observen en el expe- 
diente. 

Si al cabo de sesenta dias contados desde el de la presenta- 
do», de la solicitud, la autoridad nada hubiere resuelto, se pre- 
sume, justificada la aptitud legal del flindador propietario del pe- 
riódico, y puede publicarse. 

220.— Contra la resolución negativa de la autoridad, tiene el 
interesado el recurso de alzada ante la Audiencia del territorio, 
debiendo interponerlo en el término de cinco dias. El Tribunal 
Ma dentro de veinte, y su sentencia causa ejecutoria. 

La ley no distingue cuando la resolución negativa procede de 
un gobernador ó de un alcalde; y sin embargo parece que en el 
segundo caso, antes de hacer uso del recurso extraordinario á 
un tribunal de justicia contra una providencia gubernativa, de- 
berla el interesado solicitar su reforma del superior en el orden 
gerárquico de la administración. Sea ó no sea descuido, el inte- 
resado obrará cuerdamente al utilizar el plazo fetal de los cinco 
dias en ambos supuestos. 

221.— No se puede transmitir, ceder ni enajenar el derecho 
de publicar un periódico, sin que el adquirente ó cesionario acre- 
dite las circunstancias ó condiciones que la ley exige al funda- 
dor ó gerente de la sociedad fundadora. 

En el caso de falieoer ó incapacitarse uno ú otro, sus suceso- 
res deben Ueoarlos mismos requisitos, sin que entretanto se 
suspenda la publicación del periódico; mas si transcurrido un 
mes no hiJiiesen presentado la solicitud correspondiente, ó pre- 
sentada n^credítasen su aptí|pid legal dentro de los cuarenta 
dias señalados para justificarla, cesará la publicación. 

222.— El derecho á publicar un periódico (dice la ley) se 
pierde: 

I. Si su fundador deja paSar ocho dias sin publicarlo, con- 
tando el plazo desde la fecha en que la autoridad le habiütó para 
ello. ' 

n. Si deja voluntariamente de publicarlo durante más de diez 
dias en el espacio de un mes, siendo diario, ó no lo siendo, si 
omite la publicación de cinco números después de haber empe- 
zado á salir á. luz. 
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III. Si no continua publicándolo dentro de los ocho dias si- 
guientes al en que hubiere cumplido la pena de suspensión im- 
puesta por los tribunales. 

223. — No en vano hemos llamado la atención del lector hacia 
las palabras de la ley el derecho á publicar un periódico se 
pierdcy lo cual en buena lógica significa que se adquiere me- 
diante la justificación de la aptitud legal del fundador propieta- 
rio, ó más claro, en virtud de una autorización administrativa. 

El lenguaje poco exacto de la ley favorece esta interpreta- 
ción; y una vez admitida, ocurre pfeguntar: ¿qué se hizo del 
derecho de emitir libremente sus ideas y opiniones, ya de pala- 
bra, ya por escrito, valiéndose de la imprenta ó de otro proce- 
dimiento semejante que la Constitución reconoce á todo espa- 
ñol? Si el derecho de publicar un periódico se adquiere y se pier- 
de del modo que expresa la ley orgánica, es letra muerta el tex- 
to citado. 

Pongamos la verdad en su punto. La Constitución proclama 
la libertad de imprenta: la ley orgánica establece reglas para 
su ejercicio. De aquella nace el derecho: en esta se determina 
la forma de usarlo. 

224. — Autorizada la publicación de un periódico, impone la 
ley al fundador propietario ó á la persona que debidam^^ttte au- 
torizada hiciere sus veces, la obligación: 

I. De presentar dos horas antes de repartir el periódico, dos 
ejemplares en la Fiscalía de imprenta, uno en la Presidencia 
del Consejo de Ministros, otro en el Ministerio áe la Goberna- 
ción y otro en el Gobierno de provincia, si se publica en Madrid. 

I. En las poblaciones en donde haya Audiencia del^ presen- 
tar dos ejemplares en la Fiscalía^te imprenta, y otrdFdos en el 
Gobierno de la provincia. 

II. En los demás pueblos entregará los cuatro ejemplares en 
la alcaldía. 

ni. Todos estos ejemplares irán firmados por el fundador pro- 
pietario, director gerente ó editor del periódico. 

IV. La Fiscalía de imprenta, ó la Alcaldía en su caso, devuel- 
ve al encargado del periódico uno de los ejemplares sellado, 
para que en cualquier tiempo se pueda acreditar la presen- 
tación. 

II. De insertar en uno de los tres primeros números del pe^ 
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riódico, á contar desde el dia en que le fuere entregada, la co- 
municación que la persona, tribunal, corporación ó sociedad au- 
torizada por la ley que se consideren ofendidas, ó á las cuales 
se hayan imputado hechos falsos ó desfigurados, dirijan al pro- 
pietario, gerente ó editor á fin de vindicairse, ó de negar, rec- 
tificar, aclarar ó explicar los hechos* 

I. La inserción es gratuita siempre que no exceda del duplo 
del artículo á que se contesta; y si excede, debe el comunicante 
pagar por el exceso el precio ordinario establecido por la em- 
presa del periódico, 

n. La comunicación se inserta íntegra y sin intercalación en 
su texto. 

iii. Del contenido de la comunicación responde quien la sus- 
cribe, 

iv. En caso de ausencia ó muerte de la persona agraviada, 
tienen derecho á defenderla su cónyuge, hijos, Tpadres, herma- 
nos y herederos. . 

Si el director, gerente ó encargado del periódico se negare á 
insertar la comunicación, puede el agraviado pedir enjuicio ver- 
bal conforme al derecho común, que se le obligue á ello. Si el 
fallo ejecutorio fuese favorable al querellante, debe insertarse 
el comunicado en uno de los tres primeros números que se pu- 
bliquen después *de la notificación, é ir encabezado con la sen- 
tencia, sin permitirse observación alguna. 

225.T-LOS medios represivos que la ley autoriza para mode- 
rar el ejercicio de la libertad de imprenta, consisten en corregir 
gubernativamente las infracciones de policía, y, en castigar los 
delitos especiales que pueda cometer la persona responsable de 
la publicación de un iníipreso. 

226.— L Son infracciones de policía: 

I. Publicar un impreso antes de llenar los requisitos que para 
cada clase exige la ley. - . 

II. Seguir publicando un periódico político, después de haber 
dejado de salir á luz ocho dias, si es diario, y durante cinco nú- 
meros, si no lo fuese. 

m. Insertar 2|rtículQ$ ó noticias políticas en periódicos ó fi> 
lletosque no tengw este carácrteir. 

227.— Los gobernadores ó los alcaldes, según el lugar en don- 
de se publique el impreso, corrigen á los contraventores con el 
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secuestro de la tirada y la multa de 50 á 1.000 pesetas al dueño 
de la imprenta ó del establecimiento tipográfico en que se 'hu- 
biere hecho la impresión. 

En caso ffe insolvencia del multado, há lugar á la prisión sub- 
' sidiaria á razón de un dia por cada 10 pesetas de multa. 

n. Así mismo son infracciones de policía: 

I. Dejar de eaviar dos horas antes de repartir un periódico, 
los ejemplares que la ley determina. 

II. No insertar la sentencia y comunicación, cuando el fun- 
dador propietario ó el gerente fueren condenados en juicio 
verbal. 

En ambos casos incurren los contraventores en la multa de 25 
á 500 pesetas que imponen las autoridades arriba dichas, ó la 
prisión subsidiaria, en los términos expresados, si resultan in- 
solventes. 

ni. También son infracciones de policía: 

I. Vender en las calles, plazas, estaciones de los caminos de 
hierro ó establecimientos públicos impresos de cualquiera espe- 
cie sin licencia de la autoridad gubernativa, sopeña de arresto 
de uno á diez dias, y multa de 5 á 50 pesetas. 

II. Servir las suscriciones á domicilio sin llevar consigo un 
documento firmado por el director del periódico que acredite es- 
tar autorizados para repartirlo. Estos documentos deben reno- 
varse todos los meses. 

La contravención se corrige coü multa de 5 á 50 pesetas y 
reprensión. * 

m. Pregonar en lugares públicos ó en la vía pública impresos 
cuya venta no esté especialmente permitida, ó alterat* de cual- 
quier modo el título de aquellos cuya venta Se halla autorizada, 
bajo la responsabilidad en que incurren los que turban levemen- 
te el orden público (1). 

En los tres caaos referidos, si los culpados son insolventes, 
quedan siyetos á la responsabilidad personal subsidiaria que es- 
tablece el Código penal (2). - 

' I. En los Gobiernos de provincia 6 en las Alcaldías se abre 
un registro, en el cual deben constar las licencias concedidas 
para repartir impresos, 'y el líombí'e, profesión y domicilio de 



(1) Cód. peaal, art. 589, § 4.^ 

(2) Art. 50, 
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las personas de cualquier edad y sexo á quienes se otorguen. 

II. A los menores irresponsables, según el Código penal, no 
se les expide sino mediante solicitud de persona mayor de edad, 
que será responsable de toda infracción dé las reglas de po- 
licía. * 

in. Toda contravención feículta á la autoridad para retirar las 
licencisfs por tiempo limitado ó de un modo definitivo. 

IV. La acción de la autoridad contra las infracciones de poli- 
cía se extingue á los ocho dias de haberlas cometido, sin haber- 
la intentado. 

V. La imposición y exacción de las multas no obstan para in- 
coar el procedimiento á que haya lugar por los delitos que con- 
tengan los impresos^ 

228. — ^El medio represivo más rigoroso que la ley autoriza 
para contener y refrenar los abusos de la imprenta, consiste en 
castigar los delitos de esta especie. La ley los distingue de los 
comunes, organiza tribunales diferentes de los ordinarios, esta- 
blece la forma del enjuiciamiento y determina las penas que se- 
gún los casos deben aplicarse. 

En rigor, al llegar á este punto^ la administración confina 
con la justicia, y bien pudiéramos dispensarnos de traspasar el 
límite de nuestra propia y verdadera competencia; mas conside- 
rando que acaso el lector hallaría incompleta la doctrina, si por 
lo menos no diésemos noticia de los delitos de imprenta, venci- 
do aquel escrúpulo, entramos en materia. 

229. — La publicación es circunstancia necesaria para que haya 
delito de imprenta. La ley no reconoce más delitos de imprenta 
que los consumados mediante la publicidaij, y por tanto se apar- 
ta en esto del derecho común, según el cual son punibles el de- 
lito ftnstrado y la tentativa. 

230.— Existe la publicación: 

I. Cuando ha empezado á repartirse un impreso. 

II. Si se ha puesto en venta. 

in. Si se ha fijado, distribuido ó dejado en un paraje ó esta- 
blecimiento público. 

IV. Si se ha enviado al correo. 

231. — Constituyen delito de imprenta: 

I. Atacar directamente los dogmas de la religión del Estado, 
el culto, sus ministros ó la moral cristiana. • 

AP. I. 11 
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n. Escarnecer ó ridiculizar cualquiera otra creencia que tenga 
prosélitos en España. 

ni. Ofender, fuera de los casos previstos en el Código penal, 
la persona inviolable del Rey, aludiendo irrespetuosamente de 
un modo directo ó indirecto á sus actos ú opiniones; propalar 
máximas y doctrinas gue induzcan á suponerle siyeto á respon- 
sabilidad, ó á desconocer su dignidad, sus derechos y preroga- 
tivas; insertar noticias respecto á su persona, y dar cuenta de 
hechos que tengan relación con ella ó con la de cualquier indivi- 
duo de la Real Familia, si al hacerlo puede racionalmente con- 
siderarse que la publicación redunda en su desprestigio. 

IV. Combatir directa ó indirectamente la forma de gobierno 
ó las instituciones fundamentales; proclamar máximas ó doctri- 
nas contrarias al sistema monárquico-constitucional; conspirar 
directa ó indirectamente contra el orden legal, suponiendo im- 
posible su continuación ó ejercicio , y alentando de cualquier 
modo las esperanzas de los enemigos de la paz pública. 

V. Injuriar ó ridiculizar á los Cuerpos Colegisladores ó algu- 
na de sus Comisiones, y negar ó poner en duda la legitimidad 
de unas elecciones generales de senadores ó diputados á Cortes. 

Los delitos expresados en los párrafos ni, IV y V son perse- 
guidos y castigados, aunque al cometerlos se disfrace la inten- 
ción con alegorías de personajes 6 países supuestos, ó con re- 
cuerdos históricos, ó ficciones ó de otra cualquier manera. 

VI. Desfigurar maliciosamente las sesiones ó los discursos de 
los senadores ó diputados en^ los casos no previstos en el Código 
penal, ofendiéndoles ó denigrándoles por las opiniones ó doctri- 
nas que sustenten, ó por los votos que emitan en el desempeño 
de sus cargos. 

Vn. Atribuir á un senador ó diputado, después de publicado 
el Diario de sesiones^ palabras ó conceptos que no consten en 
el mismo. 

Vin. Publicar noticias que puedam favorecer las operaciones 
del enemigo en tiempo de guerra civil ó extranjera, ó descubrir 
las que hayan de ejecutar las fueráks de tierra ó de mar, ú otras 
que promuevan discordia ó antagonismo entre los distintos cuer- 
pos ó institutos del Ejército ó la Armada, ó que de algún modo 
tiendan á la religación de la disciplina militar. 

IX. Exponir ó sustentar doctrinas contrarias á la organiza- 
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cíon de la familia y de la propiedad, 6 que se encaminen á con- 
citar unas clases contra otras, ó provocar coaliciones con el mis- 
mo objeto. 

X. Publicar noticias falsas que puedan alarmar á las familias, 
poner en peligro el orden público, ó causar daño grave y ma- 
nifiesto á los intereses y al crédito del Estado,, así como inser- 
tar documentos oficiales desfigurando su dlpatido. 

XI. Excitar á la desobediencia á las leyes y á las autoridades 
constituidas, ó hacer la apología de acciones calificadas de deli- 
tos ó faltas. 

xn. Ofender ó ridiculizar á los monarcas ó jefes de Estados 
amigos 6 á los poderes en ellos constituidos, así como á los re- 
presentantes diplomáticos acreditados en la corte de España, 
siempre que la misma ofensa ó burla estén penadas en la nación 
respectiva. 

xni. Combatir la inviolabilidad de la cosa juzgada, ó coartar, 
valiéndose de amenazas y dicterios, la. libertad de los jueces, 
magistrados y funcionarios públicos encargados de perseguir y 
castigar á los delincuentes. 

232. — También se comete delito de imprenta: 

L Cuando por medio del grabado ó la litografía se incurre en 
alguno de los casos anteriores. 

n. Cuando, teniendo noticia de haber sido denunciado un pe- 
riódico, se inserta en otro el artículo ó suelto objeto de la de- 
nuncia. 

233. — ^No se reputan delitos especiales de imprenta: 

I. Los que teniendo relación con el ejercicio de esta libertad, 
se hallan previstos en el Código penal (1). 

Son delitos comunes, y por tanto ajenos á nuestra compe- 
tencia. Sin embargo conviene advertir que la pena que imponga 
el tribunal ordinario competente debe llevar siempre consigo, 
como a^ccesoria á la principal, la suspensión del periódico por el 
tiempo que aquel estime justo. 

n. Los de injuria y calumnia que se cometan contra los mi- 
nistros y demás personas rev^tidas de autoridad, con ocasión 
dpi examen y crítica de los actos propios del cargo que ejerzan, 
así como los cargos que por otros conceptos se les dirijan. 



(1) Llb. II, tit. I y tlt. U, aec. 1.*, 2.» y 3 .• 
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Estos delitos son también comunes como los anteriores, se 
persiguen de oficio ó á instancia de parte, y castigan con ar- 
reglo al Código penal (1). 

No así los insultos á los ministros y personas constituidas 
en autoridad con ocasión del ejercicio de sus funciones, que se 
reputan delitos de imprenta. 

234. — ^No rige la 1^ especial de imprenta para las publica- 
ciones que emanan de las autoridades ó de las dependencias del 
Estado, mientras se limiten á insertar documentos ó anuncios 
oficiales, ni tampoco comprende los impresos en que los dioce- 
sanos se limitan á publicar decisiones ó documentos eclesiásti- 
cos, ni los escritos pastorales. 

Si por estos medios se comete algún delito, conoce la juris- 
dicción ordinaria con arreglo á las leyes vigentes acerca de la 
responsabilidad criminal de los funcionarios públicos, sin per- 
juicio de la acción penal que proceda contra los particulares, y 
de la facultad del Gobierno para suspender ó suprimir las publi- 
caciones de esta clase. 

235.— Los fiscales especiales de imprenta ejercitan todas las 
acciones que de los delitos de imprenta se derivan. El tribunal 
se compone de un presidente de Sala y dos magistrados de la 
Audiencia en cuyo territorio se publique el periódico, nombra- 
dos por el Gobierno; y las penas consisten en la suspensión por 
más ó menos tiempo, según la gravedad del delito, y la supre- 
sión definitiva del periódico, encaso de reincidencia (2). V. nú- 
meros 1201 Y SIG. 

CAPITULO XXIV. 
De las elecciones en general. 

236. —Límites al derecho electoral. 237.— Ejemplo de Hungría. 

236. — La universalidad del voto ha dejado de ser el funda- 
mento de nuestro derecho electoral. La ley exige para ser elec- 
tor pagar alguna cuota de contribución ó tener un título de ca- 
pacidad; de forma que el sufragio es amplio, pero no universal. 

237. — ^Para gozar de este derecho en Hungría se requiere ser 

(1) Llb. II, tu. X. 

(2) Ley de 7 de Enero de 1879. 
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noble, ó pagar á lo menos 26 francos de contribución, ó poseer 
un título intelectual cualquiera, es decir, figurar en la lista de 
las capacidades. V. nüm. 1208. 

CAPITULO XXV. 
De las eleeeiones mimicipales* 

238.— Reformas. 244.— Excusas legales. 

239.~-Electores. 245.— Elecciones parciales. 

240.— Elegibles. 246.— Renovación de los Ayunta- 
241.— Estimación de las cuotas de mientes. 

cada elector contribuyente. 247.— Acuerdos de las Comisiones 
242.— Colegios electorales. provinciales. 

243.— Incompatibilidades. 

238.— Las elecciones de Ayuntamientos se ajustan ala ley 
electoral de 20 de Agosto de 1870 con las reformas que á con- 
tinuación se expresan: 

L Las atribuciones antes reservadas á la Comisión provincial 
respecto á la división del término municipal en distritos, bar- 
rios, colegios y secciones, así como la facultad de reformar los 
acuerdos que con este motivo tomaren los Ayuntamientos, per- 
tenecen hoy á la Diputación. V. núm. 1226. 

n. una vez hecha la división, no se puede variar hasta pasa- 
dos dos años, y sólo en el caso de que por el transcurso del tiem- 
po no corresponda á las condiciones y circunstancias que la ley 
determina. 

ni. El expediente de variación se abre á instancia del Ayun- 
tamiento, y sigue los trámites arriba dichos; pero nunca se le da 
curso si no precede tres meses, cuando menos, á toda elección 
ordinaria. V. nüm. 1227. 

239. — Son electores: 

I. Los vecinos cabezas de familia con casa abierta que lleven 
dos años por lo menos de residencia fija en el término munici- 
pal, y vengan pagando por bienes propios alguna cuota de con- 
tribución de inmuebles, cultivo y ganadería, ó de subsidio in- 
dustrial y de comercio con un año de anterioridad á la forma- 
ción de las listas electorales. 

n. Los empleados civiles del Estado, de la provincia ó del 
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municipio en servicio activo, ó cesantes con haber por clasifi- 
cación, ó jubilados, 
ni. Los retirados del Ejército ó de la Armada. 

IV, Los mayores de edad que llevando dos años por lo menos 
de residencia en el término del municipio, justifiquen su capa- 
cidad profesional ó académica por medio de algún título oficial. 

V. En los pueblos menores de 100 vecinos, todos son elec- 
tores sin más excepciones que las generales contenidas en el 
núm. 1214. 

240.— Son elegibles: 

I. En las poblaciones mayores de 1.000 vecinos, los electores 
que además de llevar cuatro años por lo menos de residencia 
fija en el término municipal, paguen una cuota directa de las 
que comprendan en la localidad los dos primeros tercios de las 
listas de contribuyentes por el impuesto territorial y por el de 
subsidio industrial y de comercio. 

n. En los pueblos menores de 1.000 y mayores de 400 veci- 
nos, los que satisfagan cuotas comprendidas en los primeros 
cuatro quintos de dichas listas. 

ni. En los demás pueblos que no excedan de 400 vecinos, to- 
dos los electores. 

IV. Todos los que contribuyan con una cuota igual á la más 
baja que en cada término municipal corresponda pagar para 
gozar del derecho de sufragio. 

V. Los que, siendo vecinos, paguen alguna cuota (^e contri- 
bución, y acrediten con un título oficial su capacidad profesio- 
nal ó académica. 

VI. Los que justifiquen que sufren descuento en los haberes 
que perciban de fondos generales, provinciales ó municipales, 
siempre que el importe del descuento se halle comprendido en 
la proporción fijada para los elegibles en las poblaciones de 1.000 
y de 400 vecinos. 

241. — Las cuotas se estiman acumulando las que pague cada 
contribuyente dentro y fuera del pueblo por impuesto directo al 
Estado y por recargos municipales. 

Para computar la contribución á los electores y elegibles se 
consideran bienes propios: 

I. Respecto de los maridos, los de sus mujeres, mientras sub- 
sista la sociedad conyugal. 



Google 



Digitized by VjOOQ 



LIBnO lY. DE LA MATERIA ADMINISTRATIVA. 87 

II. Respecto de los padres, los de sus hijos que legítimamen- 
te administren. 

in. Respecto de los hijos, los suyos propios, cuyo usufructo 
no gocen por cualquiera causa. V. núm. 1228. 

242.— Cada colegio electoral elige cuatro concejales, ó el nú- 
mero que más á este se aproxime. Cada elector vota dos conce- 
jales, si el colegio debe elegir tres: tres, cuando cuatro: cuatro, 
cuando seis, y cinco, cuando siete. 

243. — Por razón de incompatibilidad de cargos no pueden ser 
concejales: 

1. Los diputados provinciales, los diputados á Cortes y los 
senadores, excepto en la capital de la monarquía. 

n. Los jueces municipales, notarios y demás personas que 
desempeñan cargos públicos declarados incoinpatibles con el de 
concejal por leyes especiales. 

ni. Los que ejercen funciones públicas retribuidas, aunque 
hayan renunciado el sueldo. 

Exceptúanse los catedráticos de Universidad ó de Instituto 
que pueden ser concejales en los pueblos en donde desempeñen 
sus destinos. 

IV. Los que directa ó indirectamente tienen parte en ser- 
vicios, contratas ó suministros dentro del término munici- 
pal por cuenta de su Ayuntamiento, de la provincia ó del 
Estado. 

V. Los deudores como segundos con,tribuyentes á Ws fondos 
generales, provinciales ó municipales, contra quienes se haya 
expedido apremio. 

VI. Los que tienen contienda administrativa ó judicial pen- 
diente con el Ayuntamiento ó con los establecimientos que se 
hallan bsgo su dependencia ó administración. 

Habiéndose suscitado algunas dudas acerca de si podian ó no 
ser concejales los fiscales municipales y los secretarios de Ayun- 
tamiento, el Gobierno declaró, previa consulta ^el Consto de 
Estado: * 

I. Que la elección de un fiscal municipal es válida; pero que 
siendo este cargo incompatible con el de concejal, debe el ele- 
gido optar por uno ú otro (1). 

(I) Ley orgránica del poder judicial de 15 de Setiembre de 1870, art. 111, ley maDicipal 
de 2 de Octabre de 1877. art. 48, y real orden de 18 de Octubre do 1879. 
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II. Que la elección de un secretario de Ayuntamiento es nula 
por razón de incapacidad legal del elegido (1). 

Para ser alcalde ó síndico es condición precisa saber leer y 
escribir. 
244. — Pueden excusarse de ser concejales: 
I. Los mayores de sesenta años y los físicamente impedidos, 
n. Los que hayan sido senadores, diputados á Cortes, diputa- 
dos provinciales ó concejales hasta dos años después de haber 
cesado en sus cargos. 

Los concejales dejan de serlo en perdiendo las condicio- 
nes que exige la ley. V. núms. 1207, 1213, 1214, 1228, 1229 
Y 1230. 

245. — Se procede á la elección parcial de Ayuntamiento, 
cuando medio año antes por lo menos de las elecciones ordina- 
rias, ocurren vacantes que ascienden á la tercera parte del nú- 
mero total de concejales. 

Si las vacantes ocurren después de aquella época y ascienden 
al número referido, el gobernador las cubre interinamente hasta 
la primera elección ordinaria, designando concejales entre los 
que en épocas anteriores hayan pertenecido por elección al 
Ayuntamiento. * 

Estos deben dar cuenta de las vacantes al gobernador, quien 
en el preciso término de diez dias manda proceder á la elec- 
ción, ^ando un plazo que no baje de quince ni exceda de vein- 
te, contados desde la fecha en que el acuerdo sea comunicado 
al Ayuntamiento respectivo. 

246. — Para el efecto de la renovación, en cuanto al turno de 
salida, los electos en los casos de vacante, son considerados como 
los concejales á quienes sustituyen (2). V. núm. 1231. 

247.— ¿Son ejecutivos los acuerdos de las Comisiones pro- 
vinciales en materia de elecciones municipales? La jurispruden- 
cia establecida por el Consejo de Estado filé varia y aun contra- 
dictoria. Últimamente prevaleció la opinión que es legal y ne- 
cesaria la intervención directa del Gobierno supremo, para 
reformar y corregir las infracciones de ley que cometan las Co- 
misiones provinciales en semejantes casos, siempre que íuereu 
manifiestas, haciendo uso de las facultades cpie les concede el ar- 

( 1 ) Ley municipal de 2 de Octubre de 1877, art. 48, y real orden de 18 de Octubre de \ST9. 

(2) Leyes de 16 de Diciembre de 18^16, art. L<> y 2 de Octulnre de 1877, arta. 40 y ñ\g. 
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tículo 85 de la ley de 2 de Octubre de 1877 (1). V. núms. 1241 
Y 1242. 

CAPITULO ¿XVL- 
^ , . De las elecciones provinciales. 

248.— Electores. 252.— Colegios y secciones. 

249.— Elegibles. ' 253.— Examen de las actas. 

250.— Incompatibilidades. 254.— Recursos de alzada. 
.251.— Distritos electorales. 

248. — Son electores de diputados proviüciales los mismos que 
tienen derecho de elegir concejales, siempre que no se hallen 
legalmente intópacitados (2). V. núms. 1214 y 1243. 

249; — Son elegibles todos los que teniendo aptitud para ser 
diputados á GorteSj tengan así mismo su vecindad deritto de la 
provincia. V. núm. 1244. 

250. — ^Exceptúanse por razón de incompatibilidad absoluta: 

I. Los diputados á Cortes. ' 

¿Y por qué no los senadores, comonestablecian las leyes elec- 
toral y provincial de 20 de Agosto de 1870? 

n. Los alcaldes, tenientes de alcalde y regidores. 

ni. Los empleados activos del Estado, de la provincia 6 de al- 
guno de sus municipios. 

No alcanza esta excepción á los catedráticos de Universidad 
ó Instituto con residencia en la capital. 

IV. Los que directa ó indirectamente tengan parte en servi- 
cios, contratas ó suministros dentro de la provincia por cuenta 
de esta, del Estado ó dé los Ayuntamientos. 

V. Los que desempeñen cjirgos públicos que leyes especiales 
declaren incompatibles con el de diputado provincial. 

VI. Los que sostengan contienda administrativa ó judicial 
con la Diputación, ó con los establecimientos sigetos á su de- 
pendencia ó administración. V. núm. 1245. 

251. — La división 4e l^s provincias en distritos electorales y 
la proporción entre el número de partidos judiciales y ^de di- 

(1) Real orden de 16 de Octubre de 1879. 

(2) Ley electoral de 20 de A^rosto de leno, art. 2, y ley manicipalde 2de Octubre de 1877, 
art. 40. 

AP, I. . 12 
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{mtados (¡fue cada una de aqueilas debe ele^r, fué modiñcada á 
consecuencia de las reformas introducidas en la ley de adminis- 
tración provincial (1). V. nóm. 1247. 

252. — Los colegios y saccioues electorales son los mismos 
que sirven para las elecciones municipales. V. nóm. 1250. 

253. — Para reud«r«etos ^pcrtoid^B Rectos á fln de examinar 
las actas y constituir la Diputación interina^ no hay necesidad 
de previa convocatoria. La ley fija el dia en que debe precederse 
al acto. V. NÚM. 1252. 

254. — Contra las resoluciones de la Diputación provincial en 
materia de actas^ há lugar á recurso de alzada ante la Audiencia 
del territorio. El iateresado deba hacer uso de au derecho den- 
tro de los ocho dias mguienies A ia puUicacioii del acuerdo. 

Ha querida el legislador ofrecer mayores ganmtías ala liber^ 
tad y verdad del sufragio, sometiendo estas cuestiones al fallo 
imparcial de los tribunales de j.tts;Uci« (2). V. núm. 1254. 



CAPITULO xxyn. 

Be lag elMetoMU» de álMÚMlM á CorteSé 



255.— Critica de la ley vigente. e72»-TForínacion ^ las listas elec- 

256.— Número de diputados. torales. 

257.— Duración del cargo. 273.-— Publicación y rectificacio- 

258.--Reunion de las Cortes. nes. 

259.— Distritos electorales. 274.— Recursos ^ontía las decisio- 

260.— Subdivisión en secciones- nes de la Comisión inspec- 

261.— Alteraciones. tora. 

262.— Electores. 275.— Publicación de las listas rec- 

263.— Estimación de la cuota de tincadas. 

contribución directa. '276.— Derecho electoral., 

264.— Capacidades. 2T7.-^eclamacione« de inclusión 

265.— Quiénes no pueden ejercer ó exclusión de los electores. 

el derecho electoral. 278.— Colaos electorales. 

266.— Elegibles. 279.— Votación. 

267.— Incapacidades absolutas. 280.— Escrutinio general. 

268.— Relativas. 281.— Adtnisión del diputado en él 

269.— (^go de diputado á Cortes. tíotigresó. 

»».^-Censo electoral. 282.'-r.Presentacion de las creden- 

271.— Comisión inspectora. ciales. 

(1) RmI daerato do 10 de Pabroro de 19TI, 

(2) Ley proTineial de 2 de Octabre de 1877, arte. 16 y siff. 
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283.--Opcion e^itre. dos ó más dií|' 286.-^Fal8edad. 

tritos. . . 2a7.—<:(W?c¡on. 

284.— Sanción, penal. 288.— Aclaraciones. 

285.— Delitos en materia electoral . 289.— Elecciones parciales. 

255.— Nuestro dereeiio vigente respecto á las elecciones de 
diputados á Coimes poco ó nada se parece al conocido y practi^ 
cado hasta ahora dentro j fuera de España. Pacto de alianza 
entre los representantes de escuelas 6 partidos político» que vi- 
ven en perpetua díscoraia, no obedece á ningún principio,, ni 
responde á ningún sistema: es el producto híbrido d>e ideas con- 
servadoras y radicalea, y UAa mezcla de prácticas antiguas y 
atrevidas reformas. 

IMseulpen las circuniStancias á los hombres oonstjtuidos en au- 
toridad que tuvieron parte en ta obra, pues la ciencia po puede 
absolverlos porque su criterio siempre es y debe, ser rigoroso. 
La falta de unidad en la nueva ley pone de manifiesto un deplo- 
rable eaee|>ticísmo; y el escepticismo en la política hiere de 
muerte las más robustas inatituciones» ^ 

Hay elecciones unipersonales y por distritos; las hay por gru- 
pos ó circunscripciones, y para mayor variedad y confusión del 
sistema electoral (si tal nombre merece), habrá diputados ele- 
gidos por el voto acumulado de las minorías, es decir, sudl^»- 
do los que el candidato obtenga en los diversos colegios ex- 
parcidos por toda la extensión de nuestro territorio; y filé B(>r 
table descuido, no dar cabida en la ley al método de la insacula- 
ción. Todavía es mayoir la variedad considerando que el modo 
de votar los interventores de las mesas hace que la elección sea 
en parte pública y en parte secreta. 

Si todos estos modos de elegir son iguahnente buenos ¿por 
qué no se adoptó cualquiera, pero uno só^o? Si alguno aveataja 
á los otros ¿por qué no preferir el mejor? 

256. — £1 Congreso m compone de un diputado á lo menos por 
cada 50.000 almas de población, así la de la Península y sus is- 
las adyacentes^ como la de las provincias ultramarinas de Cuba 
y Puerto-Rico. 

257.— Los diputados son elegidos por cinco años (1)*. V. wú- 
MERO 1256. 

(l) Consi. de 1816, arta. 21 y 30. 
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258. — Las Cortes se reúnen todos los años. Al Rey corres- 
ponde convocarlas, suspender, cerrar sus sesiones y disolver si- 
multánea ó separadamente la pacte electiva del Senado y el 
Congreso de los Diputados, con la obligación en este caso de 
convocar y reunir el cuerpo ó cuerpos dísueltos dentro de tres 
meses (1). V. NÚM. 1257. ^ 

259. — Distritos electorales. — Rige provisionalmente la ac- 
tual división de distritos, y continuará rigiendo hasta que se pu- 
blique una nueva ley con el carácter de definitiva, en cuanto 
sean conocidos los resultados del último censo de población. 

Sin embargo alteran la división establecida las siguientes ex- 
cepciones. 

I. La villa de Madrid y su término municipal forman un solo 
distrito que nombra ocho diputados. 

n. Barcelona y su término otro distrito que elige cinco dipu- 
tados. 

in. Sevilla, con todo el territorio comprendido en su actual 
i^strito electoral, elige cuatro diputados. 

IV. Los distritos electorales de Cádiz y San Fernando se re- 
funden en uno sólo, que elige tres diputados. 

V. Los de Cartagena y Totana también forman uno soto que 
representan tres diputados. 

VI. Toda la isla dé Mallorca constituye ün distrito tijue elige 
cinco. . ' . 

vn. Jerez de la Frontera, Sanlúcar déBarraniedá y ArcQS de 
la Frontera componen un distrito para tres diputados. 

vm. Los tres distritos de Valencia, Málaga y Murcia, con' sus 
actuales demarcaciones, eligen tres diputados cada uno. 

IX. Los tres de Tenerife forman uno con tres diputados. 

X. Al distrito de Zaragoza Se agrega el dé Bórja y elige tres 
diputados. ' 

XI. Al de Granada se agrega el de Santafé y elige otros tres. 
Xn. También eligen tres diputados los nuevos distritos de 

Pamplona, Oviedo, Tarragona, Valladolíd, Burgos, Santander, 
Coruña, Lugo, Córdoba, Jaén, Alicante, Almería y Badajoz, en 
los cuales se refunden treinta y nueve de los* antiguos, cuyos 
nombres se expresan en la ley electoral. 



(1) Const. de 1876, art. 83. 
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Todos los demás distritos eligen un solo diputado; y cada dis- 
trito antiguo ó moderno toma la denominación de su capital. 

260- — La ley que ha de fijar la división definitiva de los dis- 
tritos electorales, establecerá la subdivisión en secciones á fin 
de facilitar ei ejercicio del derecho de sufragio, procurando que 
cada sección no comprenda menos de 100 electores, ni más 
de 500 en los distritos rurales, ó 1.000 en los urbanos. Entre 
tanto rige la subdivisión actual. 

261.-^Sólo en virtud de una ley se puede aumentar el núme- 
ro de diputados que á cada distrito electoral corresponde, ó va- 
riar la demarcación y capitalidad de los distritos y sus seccio- 
nes (1). V. NÚM8. 1259, 1260 Y 1261. 

262.— Electores.'-^L Goza del derecho de sufiragio todo espa- 
ñol de edad de 25 años cumplidos, que sea contribuyente dentro 
ó fuera de su distrito electoral por la cuota mínima para el Te- 
soro de 25 pesetas anuales por contribución territorial, ó 50 por 
subsidio industrial y de comercio. 

Es requisito necesario para ejercer este derecho haber pagado 
la contribución con un año de antelación en el primer caso, y 
dos en él segundo. 

263.— La cuota se computa al tenor de las reglas siguientes: 

I. Se consideran bienes propios los qué para el mismo efec- 
to se expresan al tratar de las elecciones de Ayuntamientos. 
V. núm. 2Í1. 

II. A los socios de compañías que no sean anónimas, distri- 
buyendo la contribución que pague la sociedad en proporción 
del interés que cada uno tenga en ella; y no siendo esto posible, 
por partes iguales. 

ni. En todo arrendamiento ó aparcería se imputan los dos 
tercios de la contribución al propietario, y el tercio restante al 
colono ó aparcero. 

264.— n. También son electores á título de capacidades: 

I. Los individuos de número de las Reales Academia Españo- 
la, de la Historia, de San Fernando, de Ciencias exactas, físicas 
y naturales, de Ciencias morales y políticas y de Medicina. 

II. Los individuos de los cabildos eclesiásticos, los curas pár- 
rocos y sus tenientes ó coadjutores. 



(1) Ley electoral de 28 de Diciembre de 18^, arta. l.<>-6. 
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III. Los empleados activos de todos los ramogí de la Admims- 
tracion pública, de las Cortes, de la Casa Real, de las Diputacio- 
nes y de los Aymitamientos, que gocen por lo menos 2.000 pe- 
setas anuales de sueldo, los cesantes y jubilados, sea cualquiera 
su haber por este coBcepto, y los jefes dé Administración cesan- 
tes, aunque no disfruten haber alguno. 

IV. Los oficiales generales del Ejército 6 la Armada exen* 
tos del servicio, y los jefes y oficiales de mar y tierra retira- 
dos con goce de pensión por retiro, y los pensionados por la 
cruz de San Fernando, aunque pertenezcan á la clase de sol* 
dados. 

V. Los que justifiquen su capacidad profesioaal ó académic* 
con un título oficial, sí llevan dos años por lo menos de resi- 
dencia en el ténoaino del municipio. 

■ VI. Los relatores ó secretarios de Sala y escribanos de Cáma- 
ra del Tribunal Supremo y superiores, los notarios, procurador 
res, escribanos de juzgados y los agentes colegiados de negó-* 
cios> con la condición do la residencia en los téí-minos expresa- 
dos en el párrafo anterior. ^ . ■ 

VII. Los pintores y escultores que hayan obtenido premio de 
primera ó segunda dase en las 'exposiciones nacionales ó inter- 
nacionales. 

VIII. Los profesores y maestros de cualquier establecimiento 
de enseñanza sostenido con fondos públicos. 

IX. Los maestros de primera enseñanza que tengan tjtuJo.. 
265. — Están legalmente incapacitados para ejercer el derecho 

electoral: 

I. Los que por sentencia firme de tribunal competente hayan 
sido condenados á las penas, como principales ó accesorias^ de 
inhabilitación perpetua absoluta ó especial para derechos políti- 
cos ó cargos públicos, aunque hayan sido indultados, á no ha- 
ber obtenido antes de la elección rehabilitación per&onal por 
medio de una ley. 

II. Los que por igual sentencia hayan sido condenados á cual- 
quiera de las penas que el Código penal clasifica entre las aflicp- 
tivas, si no hubiesen obtenido legalmente rehabilitación, por lo 
menos, dos años antes de la elección. 

ni. Los que habiendo sido condenados por sentencia firme á 
cualquiera de las otras penas establecidas en el Código penal, 
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na acrediten habeír cumplido la condena antes de coercer el de- 
recho de sufragio. 

IV. Los que por incapacidad física ó moral ó por sentencia 
penal se hallen en estado de interdicción civil. 

V. Los 0(H4Cursad6s ó quebrados no rehabilitados conforme á 
la ley^ mientras no acrediten haber cumplido todas sos obliga- 
ciones. 

Vi. Los deudores á fondos públicos como segundos contribu- 
yentes (1). V. NÚM. 1258. 

2)36. — Elegibles. — Para ejercer el cargo de diputado á Cortes 
se requiere ser español, del estado seglar, mayor de edad y go- 
zar de todos los derechos civiles (2). 

£1 elegido debe reunir estas circunstancias el dia en que se 
verifique la elección. 

267. — La regla general padece algunas excepciones, porque 
hay ciertas incapacidades de las cuales unas son absoluitasi.y 
ptras relativas: aquellas inhabilitan para ser admitido como di- 
putado en el Congreso, y estas solamente para ser elegido por 
determinados distritos. 

L Son incapacidades absolutas: 

I. Todas las anteriormente expresadas á propósito de los elec- 
tores. V. wám. 265. 

II. Ser contratista de obras ó servicios públicos de cualquiera 
clase que se costeen con fondos del Estado, ó cuyo objeto sea la 
recaudación de rentas públicas, ó tener redamaciones pendien- 
tes de resolución del Gobierno á consecuencia de tales con- 
tratos. 

Esta incapacidad se extiende á los fiadores y consortes de los 
contratistas. .^ 

268. — ^n. Están incapacitados para ser admitidos en el Con- 
greso por los votos que hayan obtenido en los respectivos dis- 
tritos: 

I. Los empleados de real nombramiento con relación á los 
distritos ó provincias en donde ejercen su empleo. . 

Esta incapacidad no alcanza á los empleados de la Adjnínis- 
tracion Central. 

II. Los funcionarios de provincia ú oirás dem^rcai^iones, aun* 

(1) Ley electoral de Á de Diciembre de 1878, arte. 8, 14 y fli?. 

(2) Const. de'l876, art. 29. 
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que seaa de elección popular, que individual ó colectivamente 
ejerzan autoridad, mando civil ó militar ó jurisdicción de ciial- 
quierá clase, con relación á los distritos sometidos en todo ó en 
parte á su autoridad, mando ó jurisdicción. 

Esta incapacidad se limita, en cuanto á las Diputaciones, á 
sus presidentes y á los individuos de la Comisión provincial, 
respecto de los votos que tengan en toda la provincia; y en or- 
den á los Ayuntamientos, á los alcaldes y tenientes de alcalde 
respecto á los de todo el municipio. 

ni. Los ingenieros de Caminos, Montes y Minas con relación 
á los distritos ó provincias en donde ejercen su cargo por comi- 
sión del Gobierno. ' 

IV. Los que hayan presidido la mesa electoral con relación á 
la sección de su presidencia. 

V. Los contratistas de obras ó servicios públicos de cualquie- 
ra clase de interés provincial ó municipal, sus fiadores y con- 
sortes, con relación á las provincias ó distritos interesados en 
dichas obras ó servicios. 

Todas las incapacidades relativas que aquí se expresan, sub- 
sisten en sus efectos hasta un año después de haber dfesado la 
causa que los produce, á no ser que el motivo recaiga en perso- 
na que durante este plazo haya ejercido el cargo de diputado á 
Cortes por el mismo distrito. 

Sobreviniendo la incapacidad después de admitido el diputa- 
do en el Congreso, se inhabilita para ejercerlo, y queda su pues- 
to vacante. 

Los diputados á Cortes en posesión de su cargo, no pueden 
ser admitidos en el mismo Congreso eñ virtud de una elección 
parcial, á no haberlo renunciado antes de la convocatoria para 
dicha elección. 

269.— El cargo de diputado es voluntario y gratuito. Puede 
renunciarse antes y después de haberlo jurado; mas para que la 
renuncia sea admitida debe preceder la aprobación del acta de 
la elección por el Congreso (1). V. núm. 1258. 

270.— Cew50 electoral. — En la secretaría del Ayuntamiento 
cabeza de cada distrito electoral se abre un libro titulado Í2eyi5- 
tro del censo electoral dividido en tantas partes cuantas son las 
secciones del distrito. 

(l) Ley electoral de 28 de Diciembre de 1978, arts. 1 y sig. 
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En el Registro se aaotan por el orden alfabético de apellidos 
y nombres todos los. electores en Uos listas separadas, una de 
contribuyentes y otra de capacidades. 

271.'— Estas listas constituyen el censo electoral*. Una Comi- 
sioú compuesta del alcalde, presidente, y de cuatro electoras 
nombrados por.^l Ayuntamiento, la cual .se renueva cada dos 
añoá por mitad, ejerce la inspección, y todos lo^ individuos ique 
la forman, así como el secretario municipal, son personalmente 
responsables dala e:2c§ctitud de los asientos. 

272.-^Leis listes se depuran añadiendo los nuevos electores y 
eliminando los fallecidos, los que hubiesen trasladado á otro dis- 
trito su domicilió y. los incapacitados ó mandados excluir por 
sentencia ejecutoria de juez 6 tribunal competente. 

273*— ^Elf diail*** de Diciembre de cada año se publican por 
edictos y se inserta^ en el Boletín ^Ofitñal de la provincia las 
anotaciones de alta y baija del censo durante aquel período, gas- 
ta el dia 10 de dicho mes la Comisión inspectora admite las^ rer 
claraaci'ones de inclusión ó exclusión que pueden hj^oer los elec- 
tores inscritos en las listas vigentes y jIqs interesados en .1^8 
anotaciones, y las resuelve de plano. , / ;. ./ 

274.— Contra las decisiones de la Comisipu inspectora otorga 
la ley recurso ante lo» tribunales de justicia, debiendo los ver- 
daderos ó presuntos agraviados interponerlo el dia 20 del pro- 
pio mes de Dicieníbre, lo más tarde* , 

Para conocer de estos recursos es competente en primer tér^ 
mino el juzgado de donde procede la ejecutoria que da motiva á 
^ la anotación: á falta de este, el del pueblo cabeza del distrito 
electoral y si hay más de uno, el juez decano. • 

275.— Rectificadas las iiístas' se publican impresas dentro. dé 
los ocho primóos dias del mes de Eiiero, se insertan así ulti- 
madas por suplemento en el Boletin Oficial, y se comunican á 
las seccionas respectivas certificadas por el secretario de la Gor 
misión inspectora y visadas por su t)residente; 

Las listas electorales rectificadas y publicadas en esta forma 
son definitivas y rigen hasta la nueva, re visión amuaL (1) 

276. — ^El censo electoral es permanente. Una vez publicad^p 
las listas y resucítala inscripción en el censo, elderecho electo- 



(1) Ley electoral de 28 dé Diciembre dé 1818^'«fUk 49 y al^". 
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ral no puede adquirirse ni perderse^ sina en virtud dé declara- 
cian judicial á instancia dé parte legítimay y por los trámites 
que la ley establece. . • 

Para hacer esta declaración son competeiltes con exdusit)n 
de todo fuero los jueces de primera instancia de loa partidos 
t^omprendidos en eldistrito de cuyas listas'se trate. : .. -. 

277. — La acción para reclamar la incfusion ó exclusión, de los 
electores en las listas de cada distrito, es popular éntrelos ins- 
criptos y puede ejercitarse en cualquier t|pmpo. • 

I. Presenta él interesado su demanda acompañada de los do- 
cumentos que justifican sü pretetnsion. ' . i 

n. Manda el juez qué se haga saber al público por edictos ly 
por medio del Boletín Oficial de la provincia. ; 

in. Admite las oposiciones que se aleguen . dentro de los 
20 dias siguientes á la fecha del Boletín Oficio/h \ 

IV; Al cabo de este plazo manda que pase el ^expediente al 
ministerio fiscal, para que emita dictamen deiitró de tres dias. 

V. Si nadie se opone á la demanda, ni tampoco el fiscal, el 
juez dicta sentencia razonada dentro de veinticuatro horas der 
clarando el derecho electoral, ó negando la declaración solici- 
tada, según proceda, i • 

VI. Si hay oposición de parte ó deL ministerio fiscal, provee 
el juez que se dé copia »del escrito al actor ó actores, y convoca 
á los interesados á juicio verbal que se celebra. Jo: njás tarde, 
dentro de cinco diás. A este juicio pueden asistir las partes 
acompañadas de un hombre bueno ó defensor para/isostener.sus 
derechos. ^ : : . 

Vn. Celebrado el juicio verbal, y oido el ministerio fiscal, si 
hay oposición á la demanda, el juez dicta la sentencia que causa 
ejecutoria, si no se apela á la Audiencia en el plazo de tres dias* 

Vin. La Audiencia sustancia la apelación en la forma y por 
los trámites prescritos para la de los interdictos posesorios en 
los arts. 760 y sig. de la ley de enjuiciamiento civil,: oyendo 
ante todo al ministerio fiscal, á quien pasan los autosv luego que 
se apersone el apelante, para que emita su.dictámjen, dentro de 
tyes dias. 

IX. Contra el fallo de la Audiencia no se da ulterior recurso. 

X. Todos los términos ^ados para la breve sustanciacion de 
estos expedientes judiciales, son improrogables» 
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XI. Ejeeutoriada la sentencia definitiva, se libra testimonia, 
literal de ella á las personas interesadas que lo pidan, sin per-: 
jíucio de pasar oficialmeíite otro igual al gobernador de la pro- 
vincia, para que el fallo tenga efecto en el Registro del censo 
electoral como procede y es debido. j • 

278.— %)Iegios electorales. — El acta de constituir el colegio | 
electoral equivale á lo que, según las. leyes anteriores, se entea- 
dia por votatíion de la mesa interina. El orden de proceder es 
el siguiente: ; *' . 

I. El Ayuntamiento del pueblo cabeza de cada sección, con 
diez dias de antelación por lo menos, convoca á los electores 
por medio de edictos, y designa el edificio en donde deben reu- 
nirse para constituir el colegio. 

n. La Comisión inspectora del censo, bajo la presidencia sin 
voto del juez á quien corresponda, se reúne el domingo inme- 
diato anterior al dia de la elección, celebrando ,sesion pública 
en el local designado por el Ayuntamiento. 

ni. A lasulóce en punto del mismo dia empieza el recuento 
délos Yotos. 

IV. Cada elector emite el suyo en cédula que firma splo ó ea 
unión <5on otíos que quieran suscribirlas. También pueden con- 
signarlo por medio de actas notariales extendidas en papel de 
oficio y autorizadas por notario del Colegio del mismo ter- 
ritorio. ! 

V. No se puede proponer para interventores de la mesa elec- 
toral (secretarios escrutadores como antes se decia) más de dos 
personas. Si resulta mayor número, solamente se reputan pro- 
pueistos los dos primeros. : ^ 

VL Sin em))argo pijede el elector designar en la cédula ó ac-- 
tai notarial hasta dos ^suplentes, para el caso de q^ue por cual^ 
quier motivo fuere necesario reemplazar á los interventores. 

vil. Para desempeñar estos cargos es condición precisa saber 
leer ^ escribir. 

VID. Así las cédulas como las actas deben presentarse á- la 
Comisión inspectora en pliegos cerrados, firmando en la cubier- 
ta dos electores que responden de la autenticidad de las firmas 
que contiene la propuesta, sin cuya garantía ^1 pliego no es ad- 
misible. 

IX. El presidente de la Comisión inspectora abre y lee los 
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pliegos presentados, y el secretario inscribe en el acta el resul- 
tado. . 

X. Confrontados los nombres de los firmantes de Ja$ cédulas 
y acatas hotariates con los de los electores inscritos en las lis- 
tas, son proclamados interventores los cuatro ó seis que tengan 
la aptitud requerida. Sí el número fuere níayor, se imputarán 
nombrados solamente los seis que hayan obtenido má3 votoá; y 
si no llegasen á cuatro, la Comisión inspectora, asociada á los. ya 
designados, completa el número con los suplentes, y 'si no ios 
hay, nombra libremente el elector Ó electores de la miáma sec- 
ción que sean necesarios, y reúnan las condiciones expresadas 
en los párrafos anteriores. ' ' ' '' ' \^ 

XI. De igual modo se procede en los casos de no aceptación, 
falta de aptitud ó imposibilidad por cualquier accidente iinpre- 
visto. 

xn. El cargo de interventor de la mesa electoral, una vez 
aceptado, es obligatorio. El interventor que no justifique causa 
legítima d^ su ausencia, incurre en responsabilidad (i). 

Xni. Terminadas estas operaciones se extiendeel'acJta que 
suscriben todos los individuos de la Gomüsión inspectora con el 
secretario, insertando las reclamaciones y protestas de los eleo^ 
tores concurrenteís, si las hubiere, y los acuerdos que sobre ellas 
debe dictar de plano dicha Comisión. > 

XIV. El presidente declara constituidos los colegios electora- 
les de todas las secfíioíies del distrito, y cita á los interventores 
para la hora en que ha de empezar la votación. 

'XV. El alcalde del pueblo cabeza de la sección, con el nú- 
mero de interventores que corresponda, componen la mesa etec^ 
toral. El alcalde la preside; y cuándo tin distrito muni<iipal 
comprenda más de uiía sección, los tenientes de alcalde y con- 
cejales por su orden le sustituyen en la presidencia (2). Véa- 
s!bnúm. 1262. « 

279.— Votación. — Las elecciones generales ó parciales de di- 
putados á Cortes feé verifican en un solo dia> desde las ochó de 
láe mañana hasta tes cuatro de la tarde, siempre; en domingo, 
y sirliültáneamente éií todas las secciones del distrito. Sólo en 
el caso de alteración material y grave del orden público en aK 

(1) C6d. penal, art. 883. . . 

(2) Ley electoral de 28 dé Dlcíem^bre da 1878, arts. «2 y nig. 
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guna fieocíoB., se pueden diferiü y hacerse el tercer dia después 
dei señalado, previa anuncio en todos los pueblos: cpi^- la com---. :: 
ponen, ooú la antelación de veinticuatro horas. •-' ■ "'' ' ' ' ' • 
• Él orden de la votación es el siguiente: : •/;. : "- y/:^". •;: f.f I 

I. La mesa electoral se instala con la añtioipa¿ion necesaria. 
' >Si á Ifi hora prefijada felta alguno de los interventores, se le 
reemplaza con un suplente; y la mesa, aunque incompleta, da 
principio á la votación. Si todos ó la mayor parte de los inter¿ 
ventores dejan de concurrir al acto, el presidente designa entre 
los electores presentes I01& que deben sustituirlo». 

II;' La votación es secreta. Gada elector se acerca á la mesa, 
da su nombre y entrega al presidente la papeleta que contiene 
su voto. Este, después de certificarse en caso de duda, mediante 
el exáüíenque hacen los interventores de las listas del censo 
electoral) deposita á> la vista del público la papeleta en la urna. 

HI. Si algún elector reclamacoñtra la identidad personal del 
ind'^iduo que se presenta á votar^ se suspende la admisión del 
voto, hasta que al fin de la votación decida la mesa lo que cor- 
responda. 

IV. Concluida la votación la mesa decide por mayoría las 
reclamaciones pendientes, siendo condición precisa para recha- 
zar el voto en suspenso, que se presente en el acto prueba su- 
ficiente de la reclamación. En todo caso se manda pasar al juez 
ordinario el tanto de culpa para exigir la responsabilidad crimi- 
nal al usurpador del estado y nombre sgenos, ó al que resulte^ 
culpado de esta felsa imputación (1). 

V. A las cuatro de la tarde el presidente anuncia en alta voz 
la próiima claustra de la votación, é invita una y otra vez á 
que voten los electores que todavía no ló* hicieron. 

VI: Cerrada la vota;cionse léén en voz alta las papeletas y se 
anotan los votos. Son nulas y no se confutan las papeletas eri 
blanco, las ininteligibles y las que no contengan nombres pro- 
pios de perfionasi 

VII. Cada elebtor debe escribir un solo nombre en los distri- 
tos que eligen un solo diputado. En los que eligen tres, escribe 
doig; si cuatro 6 cinCo^ tres á lo más; si seis, cuatro; cinco, si 
ftieren siete, y seis si ocho. Los nombres que excedan de esta 
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proporción se tienen por no escritos, valienido los primeiros 

":: abasta -completen? el numero permitido; y si nó es posible deter- 

• minarr el ótóehde precedencia, seianulisi el voto en su totalidad. 

y.; : yYM^^oíp:]i^\ector tiene derecho. á reclamar del presidente 

cualquiera papeleta leida y examinarla por sí mismo. . ' 

IX. Terminado el escrutinio/ el prei^dentq anuncia al público 
su resultado, expresando el número de papeletas leidas, el de 
electores que votaron y el de votos que ha obtenido cada candi-* 
dato.' ' ■' ■'( ■ •• ■ ■'■" '■ ■ ■' '• . • • 

X. En seguida se queman las papd:etas á presencia de los 
concurrentes, exceptuando las anuladas á que se ireflere el pár- 
rafo VI, y las que dieron motivo á reclamación. 

XI. En el acta que firman el presidente y los interventores,-, 
además de consignar el número de electores que tiene la sec- 
ción 'isegun las listas del censo eleótoral, el de vetantes y el de 
votos obtenidos por cada candidato^ se expresan sumariamente 
las reíclaniáciones y protestas presentadas, las resoluciones mo*- 
tivadas de la mesa ó de su mayoría y los votos particulares. 

Xn. El acta se archiva en la secretaría de la Comisión^ ins-. 
pectora del distrito. Una copia literal autorizada por todos los 
individuos de la mesa, en pliego cerrado y sellado, se entrega 
bajo recibo en el correo, para que el administrador lo remita 
certificado á la secretaría del Congreso. i 

xm. Antes de disolverse la mesa, designa por iñaybría de 
sus individuos uno de los interventores á quien se le da cre- 
dencial en forma, para que en nombré de la .sección concurra á 
lajunta de escrutinio general. , ; . . 

XIV. El dia siguiente al de la votación, antes rde las diez de 
la mañana, se fijan fuera de las puertas del colegio y áe exponen 
al público copias firmadas por el presidente 7 los ititerventores 
de las listas numeradas; de los electoi*es que han votado, y'del 
resumen de los votos obtenidos por cada candidato. 

XV. Los candidatos que han tenido votos, ó cualquier eletj- 
tor eñ su nombre, pueden pedir certificaclion dé las lidtas y Resú- 
menes, y la mesa debe dársela sin demora.' ; . : 

XVI. Sólo tienen entrada en el colegio loel electores del disr 
trito, las í autoridades locales del ^rden civil y los auxiliares que 
el presidente requiera. 

XVn. Nadie puede penetrar en el colegio con armas, palo, 
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bastón ai paraguas, excepto los electores que por impedimento 
notorio necesiteúrapoyo para acercarse á la mesa, y para el solo 
efecto de emitir su voto, y las autoridades en cuanto á las insig- 
nias de suiiáando^: ^ .. ■ >i >.. 

El elector: que infrinja este precepto debe ser expulsado del 
local, y por aquella vez pierdeeLderecho de votar,, sin perjuicio 
de Ja responsabilidad qué proceda; i 

XVni. No piíédé establecerse, y inénos penetrar en el cole- 
gio, fuerza alguna de cualquier institoto miKtar^ sino en eLcaso 
de perturbación del óváen público, reqtierida por el presidente. 

XIX, Dentro idel local en donden se hace la elección, es el pre- 
sideiite déla mesa autoridad exclusiva para c(Mservar el orden, 
proteger la libertad de los electores y^ velar por la observancia 
de la ley. Las autoridades locales están obligadas 4, prestarle 
dentro y fuera del colegio lob auxilios que les pida,;yno otros (1). 

' • ^SQ.-^Escrutmia gimeraL-^Bl domingo-siguiente al de la vo- 
tación á las diez de lá mañana; ó en casode obstáculo insupera- 
ble> el dia más inmediato que sea posible, celebrando: sesión pú- 
blica,! se ínstala en lauabeza dfel distrito electoral la jnnta de es- 
crutinio general para verificar el recuento de los votos dados en 
todas sus secciones. 

I; La júntase compone: > ? : * ; ! . 

I. De todos los individuos de la Gómisión inspectora del cen- 
so eledioral. del distritoí . ^ 

- 11. De los interventores nombrados por cada una de las mesas 
electorales de las secciones respectivas. ; 

Todos son secretarios escrutadores con voz y voto. 

m. Del juez de primwa instancia del pueblo cabeza del distri- 
to electoral, y si hubiese más de imo, del decano. > - ' 

' ]&i los distritos idectorales en donde no haya pueblo cabeza 
de partido ^jiMiciál, ó habiéndolo^ sf el cargo estuviese vacante, 
ó el juez ausente ó enfermo, el presidente de la Audiencia de- 
signa uno del territoño para presidir la junta,; y en úllimó caso 
un Tproiñotor •fiscal. i ^ i • .. i . 

Los jueces municipalesy aunque accidentalmente ejerzan la ju-* 
risdiccion de primera instancia, no prei^den- la junta dé 'escru- 
tinio. 

(1) Lej electoral de 28 de Diciembre de 1878, arta. 16 y siflr. 
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n. Cualquiera que sea el número dQ los concurrentes se i ins- 
tala la junta, y en el acto nombra el presidente cuatro escruta- 
dores. •:.•:'.•,••''•. :m.. 

ni. Presentadas las actas originales de las secciones^ y dada 
cuenta de, los resúmenes de la votación, se hace el cómputo: to- 
tal y la adjudicación de los votos. - ' 

IV. En el acta de escrutinio deben inserfeirse las reclam:acio- 
nfes y protestas que los individuos de la junta hicieren contra la 
legalidad de las votaciones. 

V. La junta de escrutinio no puede! anular . ningún acta- ni 
voto. Sus atribuciones se limitan á verificar sin diacuaion el re- 
cuento de los votos emitidos en las diversas seccioaesdel distri- 
to; y si sobré este punto.se suscita alguna duda ó cuestión/ la 
resuelve por mayoría. . * .. 

VI. Terminado el recuento uno de los secriafiarios lee el re- 
sumen general, y el presidente proclama en el acto diputadcyis 
electos á los candidatos qne hayan obtenido mayor número de 
votos, hasta completar el de los que al distrito corresponden. 
En caso de empate, el presidente proclama .diputados presun- 
tos á los empatados, reservando lia resolución definitiva al Cotí^ 
greso.- ^ ^ . •,. . '.' ■ '•. " r.. '. • , .-.- ,: • 

Vn. El acta original con los documentos ^nejóSíSe^conserva 
en la secretaría de la Comisión inspectora del censo electoral, y 
otro ejemplar sjB remite álá del Congreso. . . : • 

Vin. A los diputados electos ó presuntos se lefeexpidea certi- 
ficaciones parciales del acta del escrutinio' general, -á quienes sir- 
ven de credenciales de suidecoion >{i).!V. nüUs, 1264>. 1266 
Y1266. • . ■ •.•..-. =.-. • • -.•. .• .. .. .. ^■.l 

[ 28i. -^Admisiorí de los, diputaos ^en^ éí (7owgfr6tía.-rH-«Oada 
uno de los Cuerpos colégisladoíes forma; el respectivo réglate 
mentó para su gobierno interior* y examináis así las4álidade$ de 
los individuos que le ©ompdhen^ como la legalidad ■ de $u ejech 
eion» (3);' ■ / ; .^i . /. ., . ^; \. ' ■ :-. ."; 

El Congreso, enuso4e su!preragativa,>admite como diputados 
á los elegidos y proclamados en los distritos, ^i tienen ademóla 
capacidad personaLí>ara ejercer ^1 cargo. i •:(/ 

TambiiBn proclama diputados á los candidaitos qiíe sia haiiedo 

• ; • f 

(1) Ley elecUral de 28 de Diciembre de 1878, arte. 97 y aifir. 

(2) Centt. du 1876, art, 34. . : .; ' 
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sido comoelecto9 por niagwp /JfUsfrito elect^raji, recX^m^n Sii^ ad- 
misión, fundados en haber oj^tenido en diferentes distritos y en 
elección general, votos en íninoría ó empate que acumulados 
asciendan á 10^000 por lo naé^Qs; pero coiji l?is QOf)uiiciop,es si- 
guientes: 

I. No puede, reclamar este derecho el candid?^to .que ejerza 6 
haya ejercido en propiedad ó comisión cpalfluier pajrgo público 
de re^ ao^^bramiento, incluso 9I (Je míflislro 4® la Goro4a, des- 
de el dia de la.conyocaíoria hasta el de la iajtecqion inclu^ivje. 
. II. No SQíi sicum,ivla^les los yotQS .obtenidos en los distritos 
que eligen tf^» 6 más ^iput^os, jji los ^ue prpcedan de ^^.lec- 
ciones parciales. 

m. ElíCíHMJi4%to d^be i^isicer uso de sn (jQjreqho .en el térjn.ino 
perentorio 4e ivemt^L días i^tur^jles .^ coatar dQsde la (jpn^titu- 
cio^ definitiva dpi Congreso^ 

IV. A la ladmi^.on dtí .^ipivía^Q Jh^i 4e rpreced^ Siieiíipre Ja 
aprobación de todas las actas de elección de que re^i^l,tei;i yptqs 
acumulables^ y así nús^io la lespeciaji de ^a ppW)íii4gq¡pn de los 
acumulados sqgun el rebultado de di(^^ ,^ctas- 

V. No pueden ser admitiíjos por .^^te coi;^epto en cadji. Con- 
greso .más. de diez 4ip|utados, es decir, los diez que cuenten ma- 
yor nürmero de votps entre los que lo soliciten dentro del plazo 
prefijado, 

282. — Lq9 diputadps jelectp? y pr9(jlamíLdQ3 en los distritos 
deben presentar su cyed^ncial en íla;5ecretaría,dQl Qongr^so an- 
tes que termine el ;prim0r. qaes de sesiones de, la segunda lejgis- 
latura de las Cortes para ,que/}X€)rpp elegidos, si Ija el^pc^on.es 
general; y si paricial, durante J)al€igi^atiira inmediatamente pp3- 
terior á su eleccipn. , 

Si así no Jo hacen.,: pe .pr^suflíje^^ueíepiipcian el cargo, j se 
declara ite vacante. 

Guando. ocurre .eíiftpa^,, si uftp.siplQ delo3<?iEp3i(ii4ato:^.tiei;ie s^p- 
titud legal pafa ser elegido djjpwtadp, esl¡e e^ eí.que,íid|nitej8l 
Congreso. • 

Si el acta contiene pirotestaP'j.u3tificada3¡cpntra )a votación 4.q1 
candidato adverso, el empate se diriniie. en. fa^vord^liegalmente 
elegido. 

En igualdad de circunstancia decide la suerte. 

283. — El diputado. ele9to por dos ó más distritos á la vez, debe 

' AP. I. 14 
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optar por uno de ellos dentro de los ocho días siguientes á la 
aprobación de la última de sus acfas, si ya estuviere admitido 
diputado, y en otro caso en el plazo dé treinta. 

A falta de opción expresa, decide la suerte ante el Congreso 
el distrito que le corresponde, y se declaran vacantes los de- 
más (1). V. núm. 1266. 

284,-^Sancioñ penal. — Exponer los delitos que pueden come- 
terse con motivo ú ocasión de las elecciones, el procedimiento 
que debe seguirse para perseguirlos y castigaHos, las personas 
á quienes alcanza la responsabilidad criminal y las penas en que 
incurren, és asunto propio de la justicia, y por tanto extraño á 
nuestra competencia. 

Süi embargó, cómo esta materia guarda relación con la con- 
ducta de los ftinciónartos públicos que intervienen en los actos 
que más ó ménoS influyen en el ejercicio del derecho de sufra- 
gio, haremos algunas breves advertencias sin perder de vista la 
administración. ' 

285. — Los delitos en materia electoral se clasifican en falseda- 
des y coacciones : aquellas alteran ó corrompen la verdad del 
sufragio, y estas oprimen la libertad del elector. 

286.— Hay falsedad en dar ó quitar arbitrariamente el dere- 
cho electoral, por ejemplo, alterando las listas ó los asientos del 
censo, certificando inexactamente sobre bienes, títulos ó cuali- 
dades en que se ftmdari la capacidad ó la incapacidad electoral, 
alterando las firmas ó sellos de los documentos, cambiando los 
dias y horas para inducir en error á los electores, aplicando in- 
debidamente votos á un candidato ó privando de los suyos al 
opuesto, sustituyendo üria papeleta con otra, violando el secreto 
de la elección para influir en su resultado etc. 

287. — Hay coacción por parte^tíe las autoridades civiles, mi- 
litares ó eclesiásticas al imponer ó recomendar un candidato á 
los electores que de ellas dependan personal ó directamente, ó 
bien al aprevenirles que le nieguen su voto; al promover expe- 
dientes gubernativos de denuncias, multas, atrasos de cuentas, 
propios, montes, pósitos ú otra clase desde el dia de la convoca- 
toria hasta que haya terminado la elección; al nombrar, sepa- 
rar, trasladar ó suspender empleados, dependientes ó agentes 

(X) Ley electoral de 28 de Diciembre de 1819* ^rU, 1 14 y 9ig, 
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de cualquier ramo de la administración en dicho período, siem- 
pre que tales actos no se funden en causa legítima, y no afecten 
en modo alguno al resultado de la elección; al compeler aun 
elector á salir de su domicilio ó permanecer fuera de él contra 
su voluntad el dia de la elección, aunque sea con motivo del 
servicio público; al detenerle y privarle de su libertad en el 
mismo dia etc. 

288. — Para concluir añadiremos las reglas siguientes: 

I. Se reputan funcionarios públicos, no tan sólo los de nombra- 
miento del Gobierno, sino también los alcaldes, tenientes de al- 
calde, concejales, presidentes de mesa, interventores, indivi- 
duos de la Comisión inspectora del censo electoral, y otro cual- 
quiera que desempeñe un cargo público ó comisión oficial rela- 
cionada con las elecciones. 

n. La acción para acusar por estos cielitos y faltas es popu- 
lar, y puede ejercitarse hasta dos meses después de disueltas las 
Cortes á que corresponde la elección en que se hayan cometido. 

ni. No se necesita autorización para procesar á los funciona- 
rios públicos por delitos ó faltas electorales. 

IV. No se da curso* á ninguna solicitud de indulto en causa 
por delitos electorales, sin que el solicitante haya c.umplido por 
lo menos Ja tercera parte del tiempo dé su condena en las pe- 
nas personales, y satisfecho la totalidad de las pecuniarias y las 
costas. 

V. Lqp delitos no especificados en la ley electoral se persi^en 
con arreglo á lo establecido en 1^ de Enjuiciamiento criminal, y 
castigan al tenor de lo dispuesto en el Código penal (1). 

289. — Elecciones parciales. — Solamente por acuerdo del Con- 
greso se puede proceder á la elección parcial de un diputado, 
por haber quedado su distrito vacante. Cuando el distrito debe 
elegir tres ó más diputados, para considerarlo vacante, es preci- 
so que falten por lo menos dos de sus diputados. En tal caso, 
siendo dos los diputados que se han de elegir, cada elector vota 
uno solo; y si son más, se obseryan las regla?? prescritas en la 
ley acerca de la votación en los distritos que eligen tres ó más. 

El real decreto convocando á los colegios á una elección par- 
cial, se publica en la. Gaceta de Ma^d dentro de ocho dias 



(1) Ley de 28 de Diciembre de 1878, ártó. 123 y sig^. 
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contados desde la fecha de la comunicación del acuerdo del Con- 
greso. El (Jia de la elección no puede ser anterior á los veinte ni 
posterior á los treinta desde la fedha de la convocatoria. 

Las elecciones parciales se hacen en la misma forma que las 
genérale^ (1). V. ííúms. 1267 Y 1268. 

CAPITULO xxvm. 

ile las eleécloneÉ de seÁadói'es. 

290.— ^Composición del Senado. 295:— Casos de opclótí. 

291. —Corporaciones del Estado 296.— Elección por lai; córporacio- 

t|ue eligen 8enado^es^ nes del Estado. 

292. — Electores. 297.— Elección por las provincias. 

293.— Elegibles. 298.— Senadores electivos. 
294.— Incompatibilidades . 

290.— Él Senado se compone: 

L be senadores por derecho propio. 

n. De senadores vitalicios nombrados por la Corona. 

ni. be settádoreá elegidos por las corporaciones del Estado y 
mayores contribuyentes. 

Él número dé senadores por derecho t)rópio y vitalicios no 
puede exceder de ciento ochenta. 

Este mismo número es el de los senadores electivos (2). Véa- 
Í5B Núií. Iá69. • 

291. — Las coí^poraétones (Jüe tienen derecho á elegir senado- 
res son: 

í. Los árzóbiiípos, obispos y cabildos eclesiásticos de cada una 
dé las t)rovincias (Jué fbrmah los nueve arzobispados dé España. 

it. Las seis tleales Academias (¡ne reconoce la ley. 

ílt. Las diez Universidades del t'eiño. 

ly. Las Sociedades económinas de Amigos del país, distri- 
buidas en cinco regiones.. 

V. Las Diputaciones provinciales asociada^s con los compro- 
misarios que nombran los Ayuntaúdíehtos y mayores contribu- 
yentes de los f)úeblos. 

29S.— Para ser électoi* de séttadóres se requiere ^er español, 

(1) Ley electoral de 28 de Diciembre de 1978, arte. 110 y Blg. 

(2) Ck)nst. de 18r76, art. 20. 
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mayor de edad con arreglo á la legislación de Castilla, cabeza 
de familia, hallarse avecindado y con casa abierta en un pue- 
blo de la monarquía y gozar de todos los derechos políticos y 
civiles. 

293.-^Son elegibles los españoles que pertenezcan 6 hayan 
pertenecido á alguna de las clases enumeradas en la Constitu- 
ción, sí además cuentan 35 años cuiüplidos, y no están procesa- 
dos criminalmente, ni inhabilitados en el ejercicio de sus dere- 
chos políticos, ni tienen sus bienes intervenidos (1). 

No pueden ser olvidos senadores por las Diputaciones pro- 
vinciales y compromisarios: 

I. Los que desempeñen ó hayan desempeñado tres meses an- 
tes de la elección cargo 6 comisión d^ombramiento del Gobier- 
no con ejercicio de autoridad en las provincias donde estas se 
verifiquen. 

n. Los cpntratistas de obras y servicios públicos que se pa- 
guen con fondos del Estado, provinciales ó municipales, ni sus 
fiadores, ni los administradores de dichas obras ó servicios. 

IIL Los recaudadores de contribuciones y sus fiadores. 

En ningún caso pueden ser elegidos senadores los deudores 
al Estado por cualquiera clase de contratos, ó en concepto de 
segundos contribuyentes. 

294. — Él cargo de senador es incompatible: 

L Con todo empleo activo retribuido con fondos del Estado, 
provinciales 6 municipales no comprendido en las categorías 
que designa la Constitución. 

n. Con el de diputado á Cortes y concejal de cualquier Ayun- 
tamiento, excepto el de Madrid. 

Los diputados provinciales no pueden ser elegidos senadores 
por su respectiva provincia. , 

295. — El senador elegido por dos 6 más corporaciones 6 pro- 
vincias debe optar en el término de ocho dias á contalr desde la 
constitución del Senado, ó desde el de su admisión en dicho 
cuerpo, por la corporación Ó proYincia que acepte; y si no lo 
hace, decide la suerte (2). V. núm. 1270. 

296. — Elección de senadores por las corporaciones del Esta- 
do, — El día !.• de Enero de todos los años los directores ó pre- 

( 1 ) GonQt. de 1876, ftrts. 22 7 28w 

(2) Ley de 8 de Febrero de Idll, arta. 1 y slg. 
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sidentes de las Academias y Sociedades económicas forman y 
publican las listas de los académicos de número y socios que las 
componen. 

I. Los individuos de las Sociedades económicas no tienen de- 
recho á votar sino después de tres años á contar desde su ingre- 
so en la corporación. 

II. Los rectores de las Universidades incluyen en la lista á to- 
dos los individuos del claustro, así catedráticos como doctores y 
directores de los Institutos de segunda enseñanza y de las Es- 
cuelas especiales. 

in. Hasta el 20 de Enero se admiten las reclamaciones contra 
las inclusiones indebidas, y las respectivas corporaciones deci- 
den antes del 1.° de Febr^ sin ulterior recurso. 

IV. Los cabildos eclesiásticos, conforme á las reglas estable- 
cidas para sus elecciones, nombran al que debe acudir ala ca- 
beza metropolitana el dia señalado para la de senador. 

V. Las Sociedades económicas, observando las formalidades 
que acostumbran en otros casos, nombran los compromisarios 
que han de trasladarse á Madrid, Barcelona, León, Sevilla ó Va- 
lencia con el mismo objeto. 

VI. El dia señalado, constituida la corporación bajo la presi- 
dencia de su jefe, asistido de dos escrutadores, el más anciano y 
el más joven de los individuos presentes, y haciendo de secreta- 
rio el del cuerpo, si tiene voto, y si no lo tiene, otro de los in- 
dividuos presentes que lo tenga, se procede á la elección. 

Vn. La votación es secreta. Cada elector entrega al presiden- 
te una papeleta que contiene el nombre del candidato, y el pre- 
sidente la deposita en la urna. 

vm. Cuando todos los presentes han votado, se cierra la vo- 
tación y empieza el escrutinio. 

IX. El candidato que ha reunido mayoría absoluta de votos 
es proclamado senador. Si no resulta mayoría absoluta en favor 
de ninguno, se procede á nueva elección entre los dos que ob- 
tuvieron mayor número, proclamando senador al que tenga ma- 
yoría, sea la que quiera. En caso de empate, lo dirime la suerte. 

X. Los cabildos eclesiásticos se reúnen en la metrópoli res- 
pectiva, y en junta pública presidida por el metropolitano ó 
por el prelado que le sustituya, proceden á la elección, haciendo 
de secretario y escrutadores el más moderno y los dos más ca- 
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racterizados de los concurrentes, y observando las foriúalidades 
establecidas para las demás corporaciones. 

La elección debe recaer necesariamente en prelados ó indivi- 
duos del orden eclesiástico que con arreglo á la Constitución 
tengan capacidad para ejercer el cargo de senador. 

XI. El acta original queda en el archivo de la corporación. 
Una copia autorizada se entrega al elegido para que le sirva de 
credencial: otra se remite al Ministerio de la Gobernación, y 
otra, en fin, con toda la documentación, á la secretaría del Sena- 
do en el término de ocho dias (1). 

297. — Elección de senadores por las Diputaciones provin- 
ciales y compromisarios, 

I. Todos los años, el día 1."* de Enero, los Ayuntamientos for- 
man y publican las listas de sus individuos y de tin número cua- 
druplo de vecinos del mistoó pueblo con casa abierta que pa- 
guen mayor cuota de contribución directa, sin acumular las que 
satisfagan en otros. 

Si para completar este número se hallaren dos ó más vecinos 
que paguen igual cuota, decide la suerte quién ó quiénes deben 
ser comprendidos en el de los electores. 

II. Fonnadas las listas se exponen al público hasta el 20 de 
Enero, y antes del 1.** de Febrero se admiten las reclamaciones 
que se hacen al Ayuntamiento. 

III. De las resoluciones del Ayuntamiento se puede acudir á 
la Comisión provincial^ que decide lo que estima justo en los 
quince dias siguientes. 

IV. Todavía cabe el recurso de alzada á la Audiencia del ter- 
ritorio contra las decisiones de la Comisión provincial, hasta el 
dia 20 de Febrero ; La Audiencia falla lo que proceda hasta el 1 .'^ 
de Marzo, sin causar costas. 

V. Antes del 8 de Marzo los Ayuntamientos deben publicar 
las listas definitivas. 

VI. Ocho dias antes del señalado para la elección de senado- 
res, se reúnen en cada distrito municipal los individuos del 
Ayuntamiento y mayores contribuyentes inscritos en la lista 
para hacer la de compromisarios que deben acudir á la capital 
de provincia con aquel objeto. 

(1) Ley de 8 de Febrero de 1877, arta. 11 y sig. 
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VIL El núroero de compromisarios es igual á la sexta parte de 
los concejales. Sin embargo, los distritos en que los concejales 
no lleguen á seis, nombran un compromisario. 

Sólo son el^ibles los individuos del Ayuntamiento y mayorets 
contribuyentes que concurran al acto y sepan leer y escri]^ir^ 

Vin. A las diez de la mañana del dia designado se constituye 
la mesa interina, adociándose al alcalde, presidenite, en calidad 
de escrutadores, los dos más ancianos de los concurrentes, y el 
más joven como secretario. 

IX. En el acto se procede á la elección de los dos escrutado- 
res y. el secretario, que con el presidente debea formar la mesa 
definitiva. La votación es por papeletas nCocl los aomtoes de tres 
electores presentes escritos 6 im,preso8t, á saber, dos escrutado- 
res y un secretario, lo mismo que en íla mesa interina. 

X. Verificado el esicrutinio, quedan elegidos por mayoría de 
votos, 

XI. Constituida la mesa definitiva, se procede á la ejleccion 
de los compromisarios en igual iorn^a, el presidente j^iroclama 
á los elegidos y se extiende el acta qijie original se guarda en el 
archivo del Ayuntamiento. 

Del acta se sacan copias au^torizadas por el preisidente, escru- 
tadores y secretario, una para cada compromis^iáo que le sirve 
de credencial, otra que se remite al gobernador, y oti^a á la Di- 
putación provincial. 

XII. Dos dias antes del .^do pa^a la eleccioii de senadores, 
los compromisarios deben presentante en Ja ' capital d$ la.pro- 
vincia'Con las.oertiflcaoiones de su nombramiento. 

XHL La juQta general quevelige los «senadoire^, se.cpmpo»e de 
los diputados provinciales y icom^pnomisgrrips de les Ayuntamien- 
tos bajo la presidencia del presidente de Ja Oíputacion. 

XIV. Reunidos ilos voicales^ las diezide la ananana,'€¿ pi>Bsi- 
dente designa cuatro secretarios escrutadores, los idos más an- 
cianos y los dos más. jóvenes de los eoncuriFentes para formar 
con él la mesa interina. 

XV. Corresponde á la mesa i interina el. examen y revisión 
de las certificaciones que acreditan el nombramiento ,de .los 
compromisarios, así como dar dictamen sobre ellas. . . 

El dictamen se vota sin discusión y el acuerdo se toma por ma- 
yoría, sin perjuicio de lo que á su tiempo resuelva el Senado. 
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XVI. Acto continuo se praeede á la constitución de la deflni-. 
tiva, que deben componer el mismo presidente y cuatro secreta- 
rios escrutadores elegidos por papeletas en votación secreta. 

XVn. Para elegir la mesa definitiva es preciso que se hallen 
presentes ¡a mitad mas uno dé Ips tjue tiénein derecho de votar 
en esta elección. 

Si falta el número necesario, la mesa dirige por rwedio del Bo-^ 
letin Oftóialel oportuno aviso- á todos los Ayuntamientos de los 
pueblos cuyos compromisarios no se han presentado, y.Jes íya. 
el plazo de diez dias para que se presenten, apercibiéndoles quo, 
en caso contrario se entenderá que aprueban todo lo que hicie- 
re la junta, la cual se celebrará cualquiera que sea el número de 
los vocales presentes. 

XVin. A las díea de la mañana del siguiente dia empiézala 
votación de senadores por papeletas y en la forma ordinaria. 

Verificar el escrutinio, dirimir los empates, proclamar los ele- 
gidos, extender el acta etc. son trámites sabidos y comunes en 
el procedimiento electoral. 

298.-^ Los senadores electivos se renuevan, ordinariamente 
cada cinco años por mitad (1). Las vacantes naturales por mu^-; 
te, renuncia, opción úotra causa^ se cubren por la corporación., 
ó provincia á que correspondea por medio de elecciones par- 
ciales. • • r- 

Los senadores así elegidos ocupan el lugar de aquellos á quie- 
nes reemplazan, y pbr tanto ejercen el cargo durante el tiempo 
que faltaba á los que dieronorígein ála.vacante (2) . V. núms. 1271 
Y siaJ ■ ■} < ....... ••.••.•■■•. 

V;. ' ' [ ■ CArtTüLO XXIX. ' 

« . .. Denlas lueompiitlbiKdades parlanieiilm*ias. 

299.— Derecho constituido. ' ' 302:— Necesidad de la* especial de 
300.— Criterio legal. "' incompatibilidades. 

301 .—-Inobservancia de la ley. 

299.— La ley electoral de 28 de Diciembre de 1878 guarda es- 
tudiado silencio acerca de las incompatibilidades parlamenta- 

(1) Const. de 1976, art. 2^. 

(2) Ley de 8 de Febrero de 1877, arta. 25 y sigr* 

AP. I. 15 
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rias, no obstante ser el momento oportuno de resolver la cues- 
tión pendiente desde que la fundamental del Estado anunció que 
una especial determinaría con qué clase de funciones i seria in-» 
conipatible el cargo de diputado á Cortes (1). . , 

Prevaleció' el criterio de ila política de circunstancias sobre 
los principios de buen gobierno; y por tanto rige el dei'echo 
constituido átttes de las últimas reformas. 

800. — Robustece esta doctrina una resolución tomada por el 
Gobierno para que todos los funcionarios públicos no compren- 
didos en los casos (de excepción contenidos eñ,el art. 1/ de la 
ley de 30 de Diciembre de 1870, hiciesen dejación de sus desti- 
nos en el plazo improrogable de ocho dias después de su procla-» 
macion como diputados. 

Dijo más: para evitar dudas infundadas sobre el sentido y al- 
cance de las referidas excepciones, se declaran' compatibles to- 
dos los funcionarios residentes en Madrid, cualquiera que. sea la 
carrera á que pertenezcan, si tienen consignado en el presupues- 
to un sueldo de 12.500 pesetas ó mayor; y añadió que el pre- 
cepto de hacer dejación de sus destinos se entendiese . aplicable 
á todos los funcionarios que gozasen de un sueldo menor, ya de 
los fondos del Estado, ya de la Casa Real, de las provincias, de 
los municipio^ ú otro origen cualquiera (2). 

301. — A pesar de este rigor, tal vez se podrán aplicar con jus- 
ticia ai Gobierno de quién se trata, las palabras que él aplica á 
otros más blandos : « reglas tan bien meditadas y eficaces no han 
sido jamas cumplidas por 'sus autores, figurando sóló.Qúmo letra 
muerta ó pura teoría en nuestro abundante derecho político». 
V. NüM. 1281. 

302.— No negaremos que todavía, fiudan algunos si está ó no 
vigente la ley de incompatibilidades parlamentarias; y aunque 
sea la opinión más segura la afirmativa por las raizónos expues-» 
tas, convendría que se aclarase y decidiese el punto, dictando 
la ley especial ofrecida y hasta ahora en varío esperada. 

(1) Const. de 1876, art. 29. % 

(2^ Real decreto de U de Enero de 1816. 

- j j. ' 
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TITULO II. 

CAPITULO 11. 
Del servleio militar. 



303.--Servicio militar obligatorio. 

304.— Fuerza militar. 

305.— Ejército activo. 

306.~Reserva. 

307 .—Reclutas disponibles. 

308.— Llamamiento de la reserva 
á las armas. 

309.— Reemplazo del ejército. 

310.— Obligación del Gobierno. - 

311.— Deberes de los gobernado- 
res. 

312.— Repartimiento del cupo. 

313.— Publicación. 

314.— Inscripcioja de los obligados 
al servicio militar. 

315.-^Medios de compelerlos. 

316.— División délos términos mu- 
nicipales. 

317.— Alistamiento. 

318.— Reglas para determinar la 
residencia. 

319.— ¿Quiénes deben ser exclui- 
das? 

320. — Competencias entre los ' 
Ayuntamientos. 

321. — Rectificación del alist§- 



322.- 
323.- 
324.- 

325.. 
326.- 

327.- 
328.- 
329.- 
330.- 



331. 
332.— 



333.- 
334?" 
335.- 
336. 

337. 
338. 



miento. 
-Reclamaciopes. 
■Sorteo. 

Llamamiento y declaración 
de soldado. 
Talla. 

Personas exentas del servi- 
cio militar por tierra. 
•Personas exceptuadas. 
•Aclaración esi 
■Personas excluidas. 
•Revisión de los fallos de los 
Ayuntamientos por las Co- 
misiones provinciales. 
•Recursos de queja. 
•Entrega de los soldados eñ 
caja. 

-Servicio por sustitución. 
-Varios modos de sustitución. 
-Deserción del sustituto. 
-Redención del servicio por 
dinero. 
-Prófugos. 

-Fallo de los Ayuntamientos 
y recurso á las Comisiones 
„ provinciales. 



303. — El servicio militar es obligatorio para todos los españo- 
les que sin llegar á veintiún años, hayan cumplido ó cumplan 
veinte desde el dia i .** de Enero hasta el 31 de Diciembre, es 
decir, dentro del año en que se verifique el sorteo. 

304. La fuerza militar de la Península se divide en ejército 
activo y reserva. 

305. — Forman el ejército activo los jóvenes de la edad arriba 
expresada, que hayan sido declarados soldados y destinados á 
.cuerpo, 
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Está sobre las armas la fuerza de^ ejército activo que las Cor- 
tes fijan cada año, pasando los excedentes del cupo con licencia 
ilimitada á sus casas. 

Ingresan en el servicio activo por su orden, según el número 
que les haya cabido en suerte, los'qtie son necesarios para com- 
pletar la fuerza que debe estar sobre las armas. Los restantes, 
osean los reclutas disponibles, permanecen en sus hogares, 
mientras no los llam^el Gobierno alas filas en casos imprevi^r 
tos para aumentar la fuerza efectiva del ejército; 

306. — Constituyen la reserva todos los individuos que hayan 
servido cuatro años ^n el ejército activo, los cuajes deben ser- 
vir en ella otros cuatro; de modo que dura ocho el servicia 
militar. 

Los soldados y clase de tropa á quienes corresponda pasar á 
la reserva, pueden continuar prestando el servicio activo, si lo 
desean, y s\ reúnen las circunstancias que determinan los re- 
glamentos. 

Solamente en tiempo de guerra, en el caso de no .haber fuer- 
za alguna con licencia ilimitada, se puede suspender el pase del 
ejército á la reserva. 

307.— Así los individuos de esta, como los reclutas disponi- 
bles, están autorizados para viajar por la Península sin más limi- 
tación que obtener pase del jefe local respectivo, expresando al 
pedirlo el punto de su nueva residencia. 

Los reclutas dispotiibles pueden además contraer matrimonio 
á los- dos años cumplidos en esta situación, y los individuos de 
la reserva desde el dia en que pasen á ella, dando umos V otros 
conocimiento á sus jefes. 

308. — Para poner la reserva sohte las armas debe preceder un 
real decreto acordado en Consejo de Ministros, del cual debe 
darse cuenta á las Cortés. V. núms. 1294 y 1295. 

309.— La fuerza del ejército se reemplaza: 

L Con los mozos comprendidos en el alistamiento anual con 
arreglo á la ley. 

n. Con voluntarios que reúnan las circunstancias que las le; 
yes y los reglamentos determinan. 

Solamente' los españoles soií admitidos al servicio militar. 
Defender la patria con las armas es un derecho y un deber que 
no se comunican á los extranjeros, salvo si han perdido esta 
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calidad mediante la carta de naturaleza (1). V. nüm. 1296. 

31Ó. — Al Real decreto llamando anualmente al servicio de las 
armas el número de hombres necesario para el reemplazo del 
ejército, debe acompañar siempre un estado general en que se 
fije el contingente de cada provincia. El cupo se determina poir 
el número de mozos sorteados en todos sus pueblos, según el 
sorteo verificado para el reemplaza respectivo. 

311.— -Los gobernadores remiten antes del 15 de Febrero el 
estado al Ministerio de la Gobernación, después de haberlo re- 
visado y comprobado la Comisión provincial. 

Si faltan hombres para completar el contingente general, por- 
que al repartirlo entre las provincias resulten enteros y quebra- 
dos, se saca á razón' de Uno por cada provincia de las que repre- 
senten mfayor fracción. 

312. — Las Comisiones provinciales hacen el repartimiento del 
cupo señalado á la provincia entre los pueblos, también con re- 
lación ai número de mozos sorteados. El cupo de dada pueblo 
puede «er de enteros, de enteros y décimas, 6 décimas solamente. 

Si faltan algunos soldados y décimas para completar el cupo 
de la provincia, se exige á razón de una décima por cada p\ie- 
blo á los que hayan quedado con mayor fracción decimal, des- 
contado el cupo que les haya correspondido. 

Designadas las décimas, la Comisión provincial procede al 
sorteo de los quebrados entre los pueblos entre los cuales se han 
repartido. Cada 10 décimas da ún soldado; y si todavía resultan 
fracciones que no puedan reducirse á 10, se hacen nuevas com- 
binaciones de 20, 30 etc. prefiriendo las de menor número. 

Los sorteos de las décimas se celebran á puerta abierta. Un 
individuo de la Comisión provincial extrae de un globo las pa- 
peletas que contienen los nombres de los pueblos, y otro, de 
otro globo, los números desde el 1 hasta el 10 inclusive. El 
pueblo que saca el número 1 da un soldado; y si no tiene nin- 
gún mozo útil, le sigue él 2 y los demás por su orden. 

313.— ^Terminado el repartimiento entriB los pueblos de la pro- 
vincia sé imprime y publica en los primeros dias de Marzo, cui- 
dando los gobernadores de reiíiiíir dos ejetíiplares al Ministerio 
de la Gobéí^nacion (2). V. núm. 1297 y sro. 

(1) Leyes de 10 de Eneró de ISTl y 28 de Agosto de 1878, 

(2) Ley de 28 de Agosto de IS'S, art». 28 y sig. 



Digitized by VjOOQIC 



118 BERPCHO ADMINISTRATIVO ESPAÑOL. 

314. — La obligación de prestar el servicio de las armas exige 
ciertas c?iutelas con el objeto de que nadie eluda el precepto de 
la ley. 

I. Es la primera que todos los españoles^ al cumplir la edad 
de 18 años, se inscriban en las listas del Ayuntamiento en cuya 
jurisdicción residan ellos ó sus padres. 

Los residentes en el extranjero^deben inscribirse en las listas 
de los pueblos en donde ellos ó sus familias tenian su domicilio 
cuando salieron de España. 

n. Los padres y curadores de los mozos sujetos al llamamien- 
to deben pedir la inscripción á nombre de estos, y son respon- 
sables de su presentación. 

in. Los directores ó administradores de los establecimientos 
de beneficencia están obligados á inscribir á los mozos huéffe- 
nos y expósitos que se criaron ó se, hallan en aquel asilo. 

IV. Los jefes de los cuerpos é institutos militares en que sir- 
van soldados voluntarios de la referida edad, deben Temitir cer- 
tificados de existencia á los alcaldes de los pueblos en qjne han 
nacido, 6 en donde residan los padres de dichos mozos, á fin de 
que los inscriban, 

315. — Varios son los medios que autoriza la ley para compe- 
ler á la inscripción en las listas del Ayuntamiento. 

L Los no inscriptos, debiendo estarlo, no pueden obtener cé- 
dula personal (aunque no se hallan dispensados de satisfacer su 
importe), ni desempeñar cargo alguno honorífico ó retribuido 
coja fondos generales, provinciales ó municipales, bsijo la res- 
ponsabilidad del que expida aquel documento, dé posesión del 
cargo, ó autorice el pago del sueldo ó gratificación que per- 
ciban. < 

n. Tampoco pueden ser ordenados in sacris los que no acre- 
diten hallarse libres de toda responsabilidad en cuanto al servi- 
cio de las armas. 

in. Así mismo deben justificar esta circunstancia los españo- 
les de 15 á 35 años cumplidos, si pretenden salir del reino, ó 
consignar por vía de depósito la cantidad de 2.000 pesetas en me- 
tálico, á fin de asegurar las resultas del llamamiento; por cuya 
razón no se les expide cédula personal para el extranjero. 

IV. A los mozos que pasen á las provincias de Ultramar, si 
no están exentos de toda responsabilidad, se les exige autoriza- 
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cion de áiis padres 6 curadores, quienes deben constituirse en 
la obligación de presentarlos, sí fueren llamados. * 

El Gobierno cuida de agregarlos á los cuerpos del ejército que 
haya én el punto en donde residen, á cuenta del cupo del pue- 
blo en que' sean sorteados, si les corresponde ingresar en las 
filas (1). 

316. — Es una operación preliminar del alistamiento dividir 
los términos municipales de crecido vecindario en secciones de 
10.000 almas, por lo menos, cuando el gobernador lo crea con- 
veniente, oída la Comisión provincial. Esta división, una vez 
establecida, rige para todas las demás opíeraciones del reempla- 
zo, que corren en cada una de las secciones á ¿argo de una co- 
misión compuesta, á lo menos, de tres individuos del Ayunta- 
miento á quienes corresponda por turno de rigorosa antigüedad. 

Los términos municipales que forman una ó m^ poblaciones 
reunidas ó dispersas con el nombre de lugares, feligresías ú 
otros cualesquiera, se reputan un solo pueblo. 

Sin embargo, pueden haóerse separadamente, aisí el alistamien- 
to como todos los actos relativos al reemplazo en los grupos de 
población que excedan de 500 habitantes, cuando lo solicite la 
mayoría de los vecinos y lo acuerde el gobernador, oida la Co- 
misión provincial. 

Para los efectos de la ley de reclutamiento y reemplazo del 
ejército, se entienden por pueblo, ya los términos municipales 
considerados en su conjunto, y ya las secciones en que se di- 
viden. » 

317. — ^En los primeros dias del mes de Diciembre de cada año 
se forma el alistamiento para el servicio militar con los datos 
que suministran la inscripción^ el padrón de habitantes y el re- 
gistró civil. 

El alistamiento debe comprender: 

I. Todos los mozos que sin Uegaír á 21 años, hayan cumplido 
20 en el del sorteo. 

n. Los que excediendo de dicha edad, sin haber cumplido 35 
en el día 81 de Diciembre del año del sorteo, no hubiesen sido 
incluidos por cualquiera causa en los alistamientos y sorteos 
anteriores. ^ . 



(1) Ley de 28 de Agosto de 1878, arts. 21 y ^\g, 
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III. No se hace diferencia entre solteros, casados ó viudos con 
hijos. El»estado de las personas no saltera ni modifica la obliga- 
ción del servicio njtilitar. , ^ 

IV. : Deben «er^ alistados los. mozos de la edad reguerida, aun- 
que se hs^Uen sirviendo en él Ejército ó la Aroaada en cualquiera 
clase ó categoría, excepto si les ha cabido la suerte dg sóida* 
do.(4)i V-NüM. 1301. 

viSlS.—^Cada Ayuntamiento alista los residentes, isn su término' 
municipal, es decir, los que hqibitualm^nte residen», ^^a. en eali-r 
dad de vecinos^ ^a en la de domiciliados* Como la. residencia 
accidental y la habitual suelen confundirse, lar ley. ha cuidado de 
fijar reglas que, determinan quiénes deben ó no deben ser com- 
prendidos en el alistamiento de uno ú otro pueblo, cuando.se 
ofrecen casos dudosos. 

La vigente de reemplazp confirma en este^ punto la anterior 
con la diferencia de referir al 31 de Diciembre del .año en que 
se verifica el sorteo, los plazos que se referían al 1/ d^ Enero 
delmi^mo año (2). V. jíúms- 1302 y 1303. , 

319..7-Deben ser excluidos del alistamiento por razón de la 
edad: 

I. ho^ mozos que en 31 de Diciembre del ano en qu)^ se hace, 
no hayan cumplido 19 años. 

II. Los que pasen de 35 cumplidos en el mismo, dia. y. nú- 
mero 1301. , r ; 

'320.— Las cuestiones de competencia entre los Ayuntapaien-. 
tos, cuando dos ó más pretenden aUstar á ua mozo cuya resi-. 
dencia es dudoqa, se resuelven poniéndose de acuerdo las cor- 
poraoioaies interesadas, ^ ; . 

I. ,Enca30 /de discordia,, se remite eíe?:pedie^te áilaCqinision 
provincial que las decide, si los pueblos pertenecen á;ía misma 
provincia. . . • 

IL 'Si corresponden á'disti^s provincias,. procuran poderse 

de acuerdo las respectivas Comisiones provinciales. ; . 

. III;ySi no se avienen, se eleva el expediente al Ministerio de 

la Gobernacipnen el plazo menor posible, que. en ningún ca$p: 

debe^excedeirde ocho dias. ,.; 

IV. No habiéndose resuelto la cuestión antes del sorteo, el. 

(1 ) Ley de 28 de Agrosto de 1818, arta. 46 y 47. 

(2) Ibld., arta. 4« y aigr. ,. 
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mozo es sorteado en los diferentes pueblos que le disputan, y 
queda sujeto á responder de su número en aquel que sea en de- 
finitiva declarado con mejor derecho á reclamarle. V. núm. 1307. 

321.— La rectificación del alistamiento empieza el primer do- 
mingo del mes de Enero, y continúa en los días festivos in- 
mediatos, y aun en los no festivos, si es necesario, hasta su con- 
clusión. El dia 31 se cierran las listas rectificadas, oyendo el 
Ayuntamiento y fallando en el acto todas las reclaúiaciones pen- 
dientes acerca de inclusión ó exclusión. Y. núms. 1304 Y 1305. 

322. — Los interesados que pretendan alzarse contra los acuer- 
dos del Ayuntamiento, deben : 

L Manifestarlo así por escrito en el término perentorio de 
tres dias contados desde la publicación de las listas rectificadas, 
y pedir certificación del acuerdo que motiva su queja. * 

Esta certificación le será entregada dentro de los tres dias si- 
guientes á la presentación de la solicitud al Ayuntamiento. 

IL Acudir á la Comisión provincial en el plazo de quince dias 
á contar desde la fecha de la certificación. 

Vencido dicho plazo no se admite su instancia, salvo en que- 
ja de que se le niega ó retarda la expedición del referido docu-^ 
mentó. 

EL La resolución que dicte la Comisión provincial es ejecuti- 
va, sin perjuicio del recurso de alzada ante el Gobierno en el 
plazo y forma que la ley establece en semejantes casos, seguii 
expondremos en su lugar (1). V. ntjm. 1306. 

323.— El sorteo general se celebra anualmente en todos los 
pueblos el primer dia festivo del mes de Febrero^ (2). V. núme-í 
RO 1308. , 

En el preciso término de los tres dias siguientes al de su cele- 
bración, debe el alcalde remitir al gobernador tres copias litera- 
les del acta. El gobernador conserva una en su poder, pasa otra 
á la Comisión provincial, y remite la tercera al Ministerio de la^ 
Gobernación (3). V. núm. 1314. 

324. — El acto del llamamiento y declaración de soldado sigue' 
al sorteo, y por tanto se verifica el segundo dia festivo del mes 
de Febrero. V. núm. 1315. 

(1) Ley de 28 de Agosto de 1978, arts. 58 y siir* 

(2) Ibid., arts. 70 y aig, 

(3) Ibid., art. 83. 

AP. L 16 
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325.— La estatura mínima para ingresar en el ejército activo 
es un metro y 540 milímetros. Los mozos que sin tener esta 
talla lleguen á un metro y 500 milímetros, son de alta en la re- 
serva, y quedan obligados á presentarse durante los tres anos si- 
guientes al sorteo. Si en este tiempo alcanzan la estatura nece- 
saria, pasan al ejército activo, y si no, al cuarto año obtienen la 
licencia absoluta. V. núm. 1317. 

326. — Están exentos del servicio militar por tierra: 

L Los inscritos en las industrias de pesca y navegación que 
ahora reemplazan á las antiguas matrículas de los hombres 
de mar. 

IL Los voluntarios del cuerpo de Marinería. 

Unos y otros sirven en los buques de la Armada (1). 

in. Los religiosos profesos de las Escuelas Pías, de las con- 
gregaciones destinadas exclusivamente, y con autorización del 
Gobierno, ala primera enseñanza, y de las misiones dependien- 
tes de los Ministerios de Estado y Ultramar. 

ly. Los novicios de las mismas ordenes que lleven seis me- 
ses de noviciado, cumplidos antes del dia de la entrega de los 
quintos en caga. 

Los mozos exentos por esta causa á quienes haya cabido la 
suerte de soldado, quedan sujetos á servir sus plazas, si dejan 
de pertenecer á las referidas órdenes religiosas, antes de cum- 
plir los 30 años de su edad. 

V. Los operarios de las minas de Almadén ingresan en el 
ejército activo, si antes de cumplir la edad de 30 años abando- 
nan los trabajos de las minas ó de las fundiciones. 

VL La misma regla es aplicable á los oficiales del Ejército y 
la Armada y sus institutos, á los alumnos de las Academias y Co- 
legios militares etc. si antes de los 30 años obtienen licencia ab- 
soluta, ó por cualquiera causa dejan de pertenecer á las clases 
que la ley expresa, pues deben servir el tiempo que les falta has- 
ta completar los ocho que dura el servicio militar (2). V. núme- 
ros 1319 y 1320. 

327. — ^Están exceptuados del servicio activo y son destinados 
á la reserva, siempre que aleguen su excepción en el tiempo y 
forma que la ley vigente determina, los mismos que ya lo esta- 

(1) Leyes de 29 de Marzo de 18^73 y 7 de Enero de 18T7. 

(2) Ley de 28 de Affosto de 18^78, arts. 89 y 90. 
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ban por la anterior, con algunas variantes que á continuación se 
expresan»! 

I. La excepción en favor del nieto único que mantiene á su 
abuelo ó abuela, siendo aquel sexagenario ó impedido y esta viu- 
da, solamente es admisible con tal que el nieto sea huérfano de 
padre y madre, y haya sido criado y educado por su abuelo ó 
abuela. 

n. El hermano único de uno 6 más huérfanos dé padre y ma- 
dre, puede alegar está excepción, si los mantiene desde un año 
antes del llamamiento' y declaración de soldado, ó desdé que sus 
hermanos quedaron en la orfandad , siendo pobres y menores 
de 17 años, ó impedidos para trabajar, cualquiera que sea su 
edad. 

m. Gozan también de esta excepción los hijos de los propie- 
tarios y administradores ó mayordomos que viven en una finca 
rústica ó caserío, así como los de los arrendatarios ó colonos y 
de los mayorales y capataces á quienes haya cabido la suerte de 
soldado, después de dos años de residencia en la misma finca, 
y los demás mozos sorteables, después de habitar en ella por 
espacio de cuatro años consecutivos, si la nueva casa de labor 
en que habitan reúne l^s condiciones requeridas por la ley para 
el fomento de la población rural (1). V. núM. 1322. 

328. — A las reglas establecidas para la justa y uniforme apli- 
cación de las excepciones del servicio militar, deben añadirse 
las declaraciones siguientes: 

I. El expósito se considera hijo único respecto do la persona 
que le crió y educó, si le tuvo en su compañía desde la edad de 
tres años sin retribución alguna. 

n. Se reputa muerto el hijo, nieto ó hermano ausente por 
más de diez años consecutivos y cuyo paradero se ignore desde 
entonces á juicio del Ayuntamiento, y en su caso de la Comisión 
provincial, acreditando los interesados en debida forma que han 
practicado las diligencias posibles en averiguación de la verdad. 

ni. Se entiende por huérfano el hijo de padre pobre y sexa- 
genario ó impedido para el trabajo, ó que se halla sufriendo una 
condena que no debe cumplir antes de seis meses, ó ausente 
por espacio de diez años, ignorándose su paradero á juicio del 
Ayuntamiento ó de la Comisión provincial. 

( 1 ) Ley de 3 de Junio de 1866. 
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La misma regla es aplicable á los hijos de viuda pobre. Véa- 
se NÚM. 1322-ix. 

IV. El impedimento d^l. padre ó abuelo ha de ser. taf^ que pro- 
cediendo de enfermedad habitual ó defecto físico, le incapacite 
para adquirir los medios de subsistencia con su trabajo. , 

V. La pobreza existe aunque la persona posea algunos; bienes, 
si privada del auxilio del hijo, nieto ó hermanó no puede pro- 
porcionarse los medios. necesarios para su subsistencia y la de 
los hijos y nietos menores de 17 años que de ella dependen, to- 
mando en cuenta el número de individuos de su familia y las 
circunstancias de la localidad. 

, VI. Mantiene un mozo á 3u padre ó madre, abuelo ó abuela, 
hermano ó hermana, cuando estos no pueden absolutamente 
subsistir sin el auxilio de aquel, ya viva en su compañía ó se- 
parado de ellos, ya los mantenga con todo ó con una parte del 
producto de su trabajo. 

329.-^Son excluidos del servicio de las armas, aupique no so- 
liciten su exclusión, los inútiles por defecto físico, que sin previo 
reconocimiento facultativo, puedan con evidencia declararse 
incurables. 

En caso de duds^ ó mediando sospecha de fraude,. se remite la 
decisión á la Comisión provincial. 

Los declarados inútiles por cualquiera otra causa, quedan 
temporalmente excluidos del servicio, pero con la obligación de 
presentarse á la Comisión provincial para nuevo reconocimien- 
to en cafla uno de los tres llamamientos inmediatos (1). V. nú- 
meros 1321, 1322, 1323 Y 1324. 

330. — Las Comisiones provinciales revisan los fallos de los 
Ayuntamientos, cuando por ellos se admita alguna excepción 
del servicio, y cuando no habiendo sido admitida, reclame la 
parte interesada al tiempo de ingresar en caja. V. nóm. 1329. 

331. — De las resoluciones de las Comisiones provinciales se 
puede acudir en queja al Ministerio de la Gobernación. Sin em- 
bargo no propede este recurso: 

I. Cuando las Comisiones provinciales confirman los fallos de 
los Ayuntamientos; bien que podrá alegarse la nulidad de los 
acuerdos por infracción de la ley. 

(1) Ley de 28 de Agrosto de 1818, arts. 86 y siff. y reglamento de igual fecha. 
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IL Guando Ja reclamación versa sobre la talla ó la aptitud fí- 
sica del mozo destinado al servicio ó excluido por una ú otra de 
dichas causas. 

La reclamación se presenta al gobernador, y si es admisible, 
instruye expediente á la mayor brevedad,, pidiendo dentro de 
Ips tres dias siguientes informes al Ayuntamiento y ala Comisión 
provincial, acompañando copias de los acuerdos de ambas cor^- 
poraciones, y así mismo los documentos y las pruebas en que 
los flmdaron. 

El Gobierno, en vista de los antecedentes, dicta la resolución 
final, oido el Consejo de Estado. 

Que se halle pendiente este recurso, no es motivo para sus- 
pender la ejecución de lo acordado por la Comisión provin- 
cial (1). V. NÚM. 1330. 

332. — La entrega de los soldados en la caga de la provincia 
empieza el dia 12 de Marzo, ó cuando el Gobierno disponga (2). 
V. NÚM. 1331. 

333. —Autoriza la ley de reemplazo vigente, como la anterior, 
la sustitución en el servicio militar, aunque varia algún tanto su 
forma. 

Lo primero que en esta materia importa advertir, es que todo 
sustituto debe ser tallado y reconocido ante la Comisión provin- 
cial, como si se tratase de un mozo sorteable. La aptitud física 
del sustituto es condición natural de la sustitución misma. 

334. — ^En segundo lugar conviene saber que la sustitución 
puede ser de tres modos distintos. 

L Por pariente del mozo hasta el cuarto grado civil inclusive. 

El sustituto necesita acreditar: 

I. Su grado de parentesco y la edad de 18 á 35 años. 
• II. La identidad de su persona á juicio de la Concisión pro- 
vincial. 

ni. Su estado de soltero ó viudo sin hijos. 

IV. No hallarse procesado criminalmente, ni haber sufrido 
pena que obligue á destinarle á los cuerpos de guarnición fija en 
las posesiones de África. 

V. Haber jugado suerte en algún reemplazo anterior, si tiene 
edad para ello, y no pertenecer al ejército activo ni á la reserva. 

(1) Ley de 28 de Agrosto de 18T8, arts. 162 y sig., 174 y sig. 

(2) Ibid.,art8.180yaifir. 
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VI. Si es menor de edad, tener licencia de su padre, y á falta 
de este, de sü madre, concedida mediante escritura pública, 6 
compareciendo los interesados ante el Ayuntamiento. 

IL El sustituto por cambio de situación debe acreditar los ex- 
tremos contenidos en los núms. li, in, iv y vi, y además: 

I. Que pertenece á la reserva ó á la clase de reclutas dispo- 
nibles. 

n. Si presentó ó no excepción legal, y en caso afirmativo qué 
resolución recayó en su instancia. 

iii. La sustitución por ^cambio de número se permite á los que 
por suerte deben servir en Ultramar, si cambian con un indivi- 
duo del ejército permanente de la misma caja ó guarnición que 
no esté alistado como voluntario, ó si ponen en su lugar un li- 
cenciado con buena nota que haya cumplido 23 años y no pase 
de 35, y se obligue á servir, por lo menos, cuatro. 

335. — La deserción de todo sustituto dentro del primer año 
contado desde el dia en que fué admitido definitivamente al ser- 
vicio activo, obliga al sustituido á ingresar en las filas previa 
reclamación de las autoridades militares dentro de los seis me- 
ses siguientes á la fecha en que aparece desertor. 

El sustituido puede sin embargo poner otro sustituto, ó redi- 
mir á metálico la obligación del servicio. V. núms. 1333 y sia. 

336. — La redención del servicio de las armas medíante la en- 
trega de 2.000 pesetas, solamente es admisible cuando el mozo 
^ acredita que sigue ó ha terminado una carrera, ó ejerce una pro- 
fesión ú ofició. 

La certificación expedida por la Comisión provincial^ justifi- 
cando la entrega de aquella cantidad en vista de la carta de pago 
ó documento de recibo á favor del interesado, produce todos los 
efectos de una licencia absoluta (1). V. nüm. 1337. 

337.— Son prófugos los mozos declarados soldados que no se 
presenten personalmente á la entrega en la caja de la provincia 
el dia señalado para este acto, si se encuentran en el pueblo, ó 
á la distancia de 60 kilómetros del mismo, ya sea al tiempo de 
la declaración de soldado, 'ya cuando se les cite para su trasla- 
ción á la capital. V. núm. 1339. 

No se consideran prófugos: 



(l) Ley da 28 de Agroito de 1878, arts. 179 y ñig. 
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I. Los que se hallan á mayor distancia del pueblo en que se 
les declaró soldados, si se presentan en la caja dentro del tér- 
mino prudencial que el Ayuntamiento les hubiere fijado. 

n. Tampoco si los declarados soldados ó sus representantes 
acreditan ante la Comisión pro'vincial causa justa que les impi- 
da presentarse, y obtienen en su virtud próroga del plazo. Véa- 
SB NÚM. 1340. 

Los próftigos son precisamente destinados á los ejércitos de 
Ultramar por el tiempo ordinario con el recargo de cuatro años 
que impone la Comisión provincial. V. núm. 1346. 

338. — La resolución condenatoria del Ayuntamiento se lleva 
á efecto. Si la Comisión provincial revoca el fallo del Ayunta- 
miento, no procede la imposición del recargo; mas no por eso 
se exime al mozo de servir cuatro años en Ultramar, ni del pago 
de los gastos é indemnización de daños y perjuicios causados al 
suplente (1). 

CAPITULO m. 
Del servieid naval. 

339. —Servicio de los buques de la 346.— Exención pop inutilidad fí- 

Armada. sica. 

340.— Su duración. 347.— Excepciones legales. 

341.— Inscripción marítima. 348.— Observación. 

342.— Licencia absoluta. 349.— Fallos de los Ayuntamien- 
343.— Exención de sorteos. tos. 

344.— Sustitución. 350. — Reclamaciones de los inte- 
345.— Redención á metálico. resados. ' 

339. — ^El servicio en los buques de la Armada es obligatorio 
para todos los e3pañoles comprendidos en la inscripción maríti- 
ma de las industrias de la pesca á flote y navegación dentro de 
las edades de 20 á 28 años. 

340. — La duración de este servicio es de cuatro años en tri- 
pulaciones de buques y otros tantos en las reservas. 

341. — Constituyen la primera reserva los individuos de la ins- 
cripción marítima que vayan cumpliendo 20 de edad desde 
1."* de Enero de 1877. De esta reserva se saca la gente necesaria 

(1) Ley de 28 de Agosto de 1978. arta. 141 y eig., y recrlamento ftprot)ftdo por real decreto 
de 2 de Diciembre del miemo éüo. 
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para completar la dotación de los buques y arsenales, hacién- 
dose los llamamientos por el orden de mayor á menor edad. 

Cumplido el servicio ó campajaa en tripulaciones de buques, 
pasan los marineros á la segunda reserva en la cual permanecen 
otros cuatro anos. 

342. — Los marineros que lo soliciten y tengan buenas notas, 
pueden continuar en el servicio activo dos años más, en cüyó 
caso adquieren derecho á la licencia absoluta ál sexto, quedando 
libres del que debian prestar en la segunda reserva. 

343. — Los individuos de la inscripción marítima están exen- 
tos de sorteos para el reemplazo del Ejército y sus reservas; 
pero cubren plaza en los cupos de los pueblos en donde tienen 
su residencia. 

344. — La ley autoriza la sustitución con individuos de la ins- 
cripción marítima y de la misma provincia que üo pertenezcan 
á las reservas, ni hayan cumplido 35 años de edad. 

345. — También autoriza la redención á metálico que fija en 
2.000 pesetas. Los redimidos quedan libres de responsabilidad, 
así en cuanto al servicio de tripulaciones de buques, como al de 
las reservas (1). V. nüms. 1353 y sia. 

El derecho á la redención á metálico sólo puede ejercitarse: 

L Mientras el marinero permanezca en la primera reserva. 

IL Desde el llamamiento al servicio de los buques hasta seis 
meses después de su ingreso en él, sea en la Península, sea en 
Ultramar. 

Exceptiíanse los individuos procedentes del cuerpo de Volun- 
tarios de Marinería, á quienes se respeta el derecho adquirido á 
redimirse en cualquier período del servicio, en virtud de ante- 
riores disposiciones (2) . V. núm. 1356. 

346. — El Reglamento para la exención del servicio militar en 
el Ejército por causa de inutilidad física, rige en cuanto al ser- 
vicio marítimo ó de la Armada. 

347. — Las exenciones legales, ó por mejor decir, las excep- 
ciones del servicio activo, son las que rigen para lá marinería^ 
destinada á la tripulación de los buques de guerra y dotación de 
los arsenales (3). 

r 

(1 ) Ley de 1 de Enero y real decreto de 18 de Enero de 1877. 

(2) Decreto de 20 d« Mayo de 1874 y real decreto de 15 de Marzo de 1877. 

(3) Instrucción de 18 de Enero de 1877, art. 11, y refriamiento de 28 de AfTOSto de 187B. 
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348. — La legislación camina á la uniformidad en el recluta- 
miento de la fuerza militar de mar y tierra. La base del sistema 
es la ley de reemplazo. La inscripción^ marítima exime del tor- 
teo; pero siempre subsiste la obligación impuesta á todos los es- 
pañoles de servir en el Ejército ó en la Armada. 

349.— Los Ayuntamientos por delegación de las autoridades 
de Marina, admiten y fallan las exenciones del servicio de tri- 
pulaciones de buques que los individuos de la inscripción marí- 
tima aleguen, observando los trámites establecidos en la ley de 
reemplazo. 

350.-^Gontra los acuerdos de los Ayuntamientos pueden los 
interesados reclamar dentro de 30 dias ante el capitán general 
del Departamento respectivo, á quien corresponde fallar, como 
en cuestiones de igual naturaleza, cuando versan sobre el reem- 
plazo del Ejército, fallan las Comisiones provinciales. 

Todavía hay lugar á recurso de alzada al ministro de Marina 
que resuelve en definitiva la reclamación pendiente, oidas las 
Secciones de Guerra y Marina y de Gobernación del Consejo de 
Estado (1). 

• TITULO III. 

DE LOS DEBERES DE LA. ADMINISTRACIÓN EN CUANTO k LAS COSAS. 

CAPITULO m. 
De los bienes públieos. 

351.— -Soberanía territorial. 352.— Diferencia respecto de la 

propiedad privada. 

351. — Conviene distinguir con claridad la soberanía {impe- 
rium) de cada nación en su territorio^ de la propiedad pública ó 
el dominio que según el derecho de las gentes pertenece á la 
nacionren la parte del globo que habita y constituye, por decir- 
lo así, su domicilio. 

La soberanía territorial significa potestad de mando y juyis- 
dicGion, de suerte que al Estado corresponde exclusivamente 



(1) Real decreto de 9 de Mtiyo de 1818. • . 

AP. I. 17 
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dictar leyes, ejecutarlas y administrar justicia. El dominio pú- 
blico es la propiedad colectiva de la Nación como persona jurí- 
dica en las cosas destinadas al uso de todos, ó reservadas para 
aplicarlas á un servicio de utilidad general. v ^ 

Lo primero es una relación que determinan los principios del 
derecho público: lo segundo reconoce por fundamento un tí- 
tulQ de dominio particular. 

352. — La naturaleza de la soberanía en el territorio repugna 
toda enajenación según las formas establecidas por la ley en 
cuanto á la propiedad privada. Rige en estos actos el derecho 
público; y por eso necesita el Rey autorización en virtud de una 
ley especial para enajenar, ceder ó permutar cualquiera parte 
del territorio español, y para incorporar al territorfo español 
cualquier otro territorio (1). V. núms. 1375 y 1376. 

CAPITULO IV. 
Del mar y sos playas. 

358.— Inmunidad de las costas. 356.— Caducidad. 

354.— Bancos y criaderos natura- 357.— Expropiación. 

les de mariscos. 358.— Vigilancia del Gobierno. 
355.— Concesiones. 

353. — Según las leyes de España la inmunidad de las costas 
alcanzaba tanto como el tiro de cañón de sus fortificaciones. 
Luego al dudoso é incierto tiro del cañón sustituyó la distancia 
de dos millas de 950 toesas cada una (2). Así, pues, esta es la 
extensión común de nuestra zona litoral ó de nuestras aguas ju- 
risdiccionales, que podrá variar en alguna parte de los domi- 
nios españoles en virtud de tratados especiales. V. núm. 1387. 

354. — Del principio que son del dominio nacional y uso pú- 
blico todos los bancos y criaderos naturales de mariscos que se 
hallan en las playas, rias, esteros y mares del litoral que no per- 
tenezcan á dominio particular, reservándose el Gobiernoj la de- 
signación de los que exclusivamente hayan de servir para la 
propagación, se deduce: 

I. Que el Gobierno puede ceder á los particulares porciones de 

(1) Const. de 1876, art. 55. 

(2) Leyas 4 y 5, tít. vm, lili. VI, Nüv. Ree«p. 
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costa fuera de los límites de los bancos del Estado, para estable- 
cer otros artificiales, con tal que de la información que se prac- 
tique resultje que no se ofende á los intereses generales, princi- 
palmente los de la pesca y navegación, ni tampoco se impide la 
libre circulación de los peces ocupando fondos en que haya cria- 
deros naturales. 

n. Que así mismo puede conceder sitios adecuados para for- 
mar depósitos de .'mariscos, ó viveros, ó balsas de enverdecer, 
engordar y mejorar la calidad de las ostras. 

in. Que puede también conceder sitios en la costa á propósito 
para establecer criaderos de coral y esponjas de Siria. * 

355. — Estas concesiones se otorgan por el Ministerio de Ma- 
rina con sujeción á las reglas siguientes: 

I. Guando fueren dos ó más las peticiones de un mismo sitio 
para criadero de mariscos, se dará la preferencia al que ofrezca 
mayores ventsyas ajuicio del Gobierno, y en igualdad de cir- 
cunstancias al que alegue el derecho de prioridad. 

n. Por punto general se reputan los establecimientos desti- 
nados á la multiplicación de los mariscos más ventsgosos que 
los viveros de cebo y depósitos para la venta. 

ni. No se conceden más de seis hectáreas de terreno sumer- 
gido á una misma persona en cada localidad para fundar un es- 
tablecimiento de esta clase; pero si pasados cinco años nadie hi- 
ciere otra petición semejante, se podrá ampliar la concesión á 
mayor número de hectáreas. 

IV. La concesión será perpetua, siempre que el concesionario 
se ocupe en la conservación y fomento del criadero. 

V. Hasta que se haya terminado un establecimiento particu- 
lar no puede el concesionario cederlo ni enajenarlo sin autori- 
zación del Gobierno. 

VI. Al descubridor de un nuevo banco ó criadero natural de 
mariscos se le concede en premio su exclusiva explotación por 
espacio de un año con arreglo á las disposiciones que rigen para 
los criaderos particulares, siempre que practicada una infor- 
mación escrupulosa resulte que en efecto el criadero no era 
conocido. 

356. — Caducan estas concesiones: 

I. Si dentro del plazo que se fije al tiempo de otorgarla, no 
termina el-concesionario el establecimiento que la motiva. 
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El plazo empieza á correr desde la fecha en que se traslade el 
decreto á la comandancia ó ayudantía respectiva. 
, n. Si el establecimiento cayese en completo abandono duran- 
te dos años consecutivos. 

El que sin títulos ¡de propiedad y sin la concesión correspon- 
diente tenga en la costa algim establecimiento de mariscos, 
debe ser desposeído del terreno que ócapa, dándole tiempo para 
retirar los objetos de su propiedad, y quedando obligado al re- 
sarcimiento de los daños y perjuicios. 

357. — El Gobierno se reserva la facultad de aplicaii'la ley 
de enajenación forzosa al concesionario, si la subsistencia de la 
concesión llegase á ser incompatible con la utilidad pública. 

358.— Así mismo se reserva al Gobierno el derecho de ins- 
peccionar por medio de sus delegados los establecimientos par- 
ticulares de cria, conservación y mejoramiento de los* maris- 
cos, cuyos dueños están obligados á suministrarle todos los da- 
tos y noticias conducentes á su industria y á los resultados obte- 
nidos á favor de los criaderos artificiales (1). 



CAPITULO V. 
De las agufm terrestres. 



359.— Aguas pluviales. 

360.— Aguas halladas en las zonas 
de las obras públicas. 

361. — Cisternas ó algibes en terre- 
nos públicos. 

362.— ¿Qaíd si las aguas salen del 
predio de su origen? 

363.— Aprovechamientos eventua- 
les. 

364. — Orden de preferencia. 

365.— Aguas minerales. 

366.— Aguas minero-medicinales. 

367. — Álveo ó cauce natural de las 
corrientes discontinuas. 

368.— Álveo de los arroyos y de 
los rios. 

369.— Riberas. 



370.— Márgenes. 

371 .—Servidumbres. 

372.— Crítica. 

373.— Álveo de los lagos y lagu- 
nas. 

374.— Orillas de los lagos navega- 
bles. 

375.— Inundaciones. 

376,— Cambio natural del curso de 
un rio. 

377^— Aluvión. 

378.— Avulsión. 

379.— Islas en los rios. 

380.— Obras de defensa contra los 
rios. 

381.— Competencia de los gober- 
nadores de provincia. 



(1) Ro&l decreto de 18 de Bnero de 1878. 
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382.— Competencia del ministro 
de Fomento. 

383.— Facultades extraordinarias 
de los alcaldes. 

384.— Pozos ordinarios. 

385.— Crítica. 

386. — Pozos ordinarios en terre- 
nos de dominio público. 

387.— Pozos artesianos, socavo- 
nes y galerías. 

388.— Crítica. 

389.— Límites de estas labores. 

390. — ^Aprovechamientos comunes 
de las aguas públicas. 

391.— Uso público de la« aguas. 

392.— Limitaciones. 

393.— Pesca. 

394.— Ríos navegables y flotables. 

395.— Competencia de los gober- 
nadores de provincia. 

396.— Navegación de los rios. 

397.— Flotación. 

398.— Barcas de paso. 

399.— Aguas para el abastecimien- 
to dedas poblaciones. 

400.— Concesiones á empresas ó 
particulares. 

401.— Abastecimiento de ferro- 
carriles. 

402.— Azudes ó presas de riego. 

403.— Pantanos. 

404.— Ramblas ó barrancos! 

405. — Canales de riego. 

406.— Riego forzoso. 

407.— Crítica. 

408.— Comunidades de regantes. 



409.— Sus ordenanzas. 

410.— Gastos comunes. 

411.— Antiguos regadíos. 

412. — Sindicatos de riegos. 

413.— Jurados. 

414.— Su competencia. 

415. — Observaciones. 

416.— Canales de navegación. 

417.— Obligaciones de los conce- 
sionarios. 

418.— Barcas de paso y puentes en 
rios no navegables ni flota- 
bles. 

419.— Barcas de paso y puentes 
flotantes en rios navegables. 

420.— Establecimientos industria- 
les. 

421 . — Concesiones. 

422.— Viveros de peces. . 

423.— Concesiones. 

424. — Cambio de aprovechamien- 
to de las aguas. 

425.— Falta ó disminución del cau- 
dal objeto de una concesión. 

426.— Crítica. 

427.— Concesiones temporales. 

428.— Concesiones perpetuas. 

429.— Observaciones. 

430.— Policía de las aguas. 

431.— Vigilancia de la Guardia Ci- 
vil. ■ 

432.— Competencia de los tribuna- 
les administrativos. 

433.— Competencia de los ordina- 
rios en materia de aguas. 



359, — Según la nueva ley de aguas se repulan pluviales 
las que proceden inmediatamente de las lluvias. V. núme- 
ro 1402. 

360. — ^Pertenecen al Estado las aguas halladas en la zona de 
los trabajos de obras públicas, aunque se ejecuten por concesio- 
nario, á no haberse estipulado otra cosa al hacer la concesión. 
Sin embargo la ley otorga á los concesionarios el disfrute gra- 
tuito de estas aguas, así para el servicio de la construcción. 
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como para el de explotación de las obras (1). V. núm. 1405. 

361. — Guando un Ayuntamiento niega la autorización necesa- 
ria para construir en terrenos públicos de su término y jurisdic- 
ción cisternas ó aljibes en donde se recojan las aguas pluviales, 
puede el interesado recurrir en alzada ai gobernador de la pro- 
vincia, cuya resolución será definitiva. 

La nueva ley no obliga al gobernador á oir á la Diputación 
provincial, ni á un arquitecto, ni al ingeniero de minas del dis- 
trito como la antigua. Si el caso ofrece dificultad, puede sin duda 
pedir consejo á cualquiera corporación dependiente de su auto- 
ridad ó persona perita en la materia; pero la consulta es hoy 
potestativa (2). V. núm. 1402. 

362. — Desde que las aguas no aprovechadas salen del predio 
de su origen, se hacen públicas. Mas si después de haber salido 
del predio en donde nacen, entran naturalmente á discurrir por 
otro de propiedad privada, bien sea antes de llegar á los cauces 
públicos, bien después de haber corrido, por ellos, el dueño de 
dicho predio puede aprovecharlas eventualmeúte, y luego el del 
inferior inmediato, y todos los demás en orden sucesivo. Véa- 
se NÚM. 1405. 

363. — Todo aprovechamiento eventual de las aguas de ma- 
nantiales y arroyos en cauces naturales es libre para los dueños 
de los predios inferiormen te situados, siempre que no empleen 
otro atajadizo que tierra y piedra suelta, y que la cantidad de' 
agua por cada uno de ellos consumida no exceda de diez litros 
por segundo de tiempo. 

364. — El orden de preferencia para los aprovechamientos 
eventuales se ajusta á las reglas siguientes: 

I. En primer lugar los predios por donde discurren l^s aguas 
antes de su incorporación con el rio, según el orden de su pro- 
ximidad al nacimiento, y respetando el derecho del dueño al 
aprovechamiento eventual en toda la longitud de cada predio. 

n. En segundo lugar los predios fronteros ó colindantes al 
cauce por el orden de proximidad al mismo, dando siempre la 
preferencia á los superiores. 

III. El que se hubiere anticipado por un año y un día en el 
aprovechamiento, no puede ser privado de él por otro, aunque 



(1) Ley de 13 de Junio de 1879, art. 12. 

(2) Ibid,, art. 3. 
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SU predio se halle situado más arriba, porque ningún aprove- 
chamiento eventual puede ser interrumpido, cuando existen de- 
rechos anteriormente adquiridos sobre las mismas aguas en re- 
gión inferior. 

IV. Los dueños de los predios inferiores, y en su caso de los 
colindantes, adquieren el derecho de aprovechar las aguas de 
los manantiales y arroyos, siempre que las hayan utilizado sin 
interrupción por espacio de veinte años. 

V. Si transcurridos veinte años á contar desde el dia de la 
promulgación de la primera ley especial de aguas (1), el dueño 
del fundo cabeza del agua no la hubiese aprovechado consumién^ 
dola toda ó en parte de cualquier modo que sea, pierde el dere- 
cho de interrumpir los usos y aprovechamientos inferiores que 
por espacio de un año y un dia se hayan ejercitado. 

VI. Las aguas no aprovechadas por el dueño del predio en 
donde nacen, así como las sobrantes de los aprovechamientos 
establecidos, deben salir por su cauce natural, sin que en modo 
alguno puedan ser desviadas del curso primitivo; y' lo mismo 
se entiende con el predio inmediatamente inferior respecto del 
siguiente, y con todos los demás por este orden (2)., V. núme- 
ros 1406, 1407 Y 1408. 

365. — ^Pertenece á los dueños de los predios en que nacen, el 
dominio de las aguas minerales como el de las aguas comunes; 
y si discurren por cauces públicos son de aprovechamiento even- 
tual y definitivo de los dueños de los predios inferiores y fron- 
teros al cauce según queda advertido. 

Se reputan aguas minerales las que contienen en disolución 
sustancias útiles para la industria en general, cualquiera que sea 
su naturaleza. 

366. — ^Puede el Gobierno,, oyendo á la Junta provincial, al 
Consejo de Sanidad y al de Estado, aplicar la ley de ensgenacion 
forzosa por causa de salud pública, á las aguas minero-medici- 
nales que no se aprovechen para la curación, así como á los ter- 
renos adyacentes que se necesiten para formar establecimien- 
tos balnearios; pero otorga la ley á los dueños la preferencia 
durante dos años (3). V. núm. 1409. 

(1) Ley de 8 de Agosto de 1860. ^ ^ 

(2) Ley de 18 de Jonlo de 1979, art. 6 y ñig, " . . ^ 
(8)Ibid.,art8. ISyie. 
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367. — ^Define la ley el álveo ó cauce natural de las corrientes 
discontinuas formadas con aguas pluviales^ el terreno que aque- 
llas cubren en sus avenidas ordinarias, cuando discurren por 
las ramblas ó barrancos que les sirven de lecho. 

I. Pertenecen al dominio público, los cauces que no. son de 
propiedad privada. 

n. Son de propiedad privada los cauces que atraviesan fincas 
de dominio particular. 

El dominio privado de los álveos no autoriza á sus dueños pa- 
ra hacer obras que alteren el curso natural de las aguas pluvia- 
les en perjuicio de tercero, ó cuya destrucción por la fuerza de 
las avenidas pueda causar daño á predios, fábricas, molinos, 
puentes, caminos 6 poblaciones inferiores. 

368. — Álveo ó cauce natural de un arroyo ó un rio es el ter- 
reno que cubren sus aguas en sus mayores crecidas ordinarias. 

I. Son de propiedad privada los álveos de todos los arroyos 
que atraviesan terrenos de dominio particular; por lo. cual pue- 
den los dueños de dichas heredades hacer de ellos el uso que 
tuvieren por conveniente, salvas las limitaciones expresadas á 
propósito de los cauces de las aguas pluviales. 

II. Son del dominio público: 

I. Lo3 álveos de los arroyos que atraviesan terrenos que no 
pertenecen al dominio particular. 

II. Los cauces naturales de los ríos en la extensión que cubren 
sus aguas en las mayores crecidas ordinarias. 

369. — Riberas son las fajas laterales de los álveos de los rios, 
comprendidas entre el nivel de sus aguas bagas y el que estas 
alcanzan en sus mayores avenidas ordinarias. 

370.— Márgenes, según la nueva ley de aguas, se llaman las 
zonas laterales que lindan con las riberas, ó sean las orillas 
del rio. ' 

371. — Tanto las riberas como las márgenes son del dominio 
privado; bien que están sujetas, las riberas en toda su extensión, 
y las márgenes en una zona de tres metros, á la servidumbre 
de uso público en interés general de la navegación, la flotación^ 
la pesca y el salvamento. 

Sin embargo, cuando los accidentes del terreno ú otras cau- 
sas lo exijan, puede el Gobierno ensanchar ó estrechar la zona 
de esta servidumbre, procurando la conciliación de todos los in- 
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tereses y óhservaudo las formas que determinará el reglamento. 

372. — Nq acertamos á distinguir la necesidad ó utilidad de se- 
parar la mái*geiñ de 1^ ribera contra lo establecido por la ley ro- 
mana jyr la' de Partida, y auií las de la misína naturaleza. Salvan- 
do él ufe publicó dé tó¿ riberas^ salvado estaba el de las márge- 
nes qué áon parte de aquel todo. El ancho dé la zona es varia- 
ble, pbrqué la eiténsion'de las ináf genes no obedece á ningún 
principio: Los tres metros que la ley fija pdr regla general, pue- 
den convenir aun rio navegable ó flotable; pero cuando el rio 
no es caudaloso, la anchura de las márgenes no guarda proí)or- 
cion con iá del cauce, ni hay razón para imponer servidumbres 
que limitan inútilmente la propiedad particular. 

La ley rómíana dijó^ que un rio constaba de tres partes: el 
agua, el álveo y las riberas. La de Partida dice lo mismo; y 
sienipre és bueno respetar los principios del derecho común al 
cónstitm^fcrderecho administrativo. 

373.— Álveo ó fondo de los lagos, lagunas ó charcas es el ter- 
reno que ocupan las aguas en su.mayor altura ordinaria. Su pro- 
piedad pertenece á los dueños de las fincas colindantes, si los 
lagos, lagunas ó chéircas no son del Estado, de las provincias ó 
de los municipios, ó de un particular en virtud de algún título es- 
pecial. 

374.^— Las oHIlás de los lagos navegables que se hallan cul- 
tivadas, están sujetas á la servidumbre de salvamento en caso 
de naufragio- eñ los términos establecidos en la ley de puertos 
respecto á las heredades limítrofes al mar, y á la de embarque 
y desembarque, depósito de barcos y demás servicios propios 
de la navegación en los puntos que la autoridad designe (í). 

V. NÚMS. 1410 Y SIG. 

37b.— La inundación pasajera de un teiTeno no produce alte- 
i'acion eñ el derecho de propiedad. Así que las aguas se reti- 
ran y vuelven á áu lé'cho habitual, el dueño recobra la posesión 
interrumpida por fuerza mayor. 

376.— Si ¿1 cauce de un rio quedase abandonado por variar 
las aguas naturalmente de curso, se distribuye el terreno entre 
los propietarias ribereño^ éh toda la longitud de sus heredades 
respectivas; y si pertenecen á distintos dueños las situadas en 



(i) Ley de 13 de Junio 'de 18T9,' arta. '¿8 y kig. ^ • • 
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una y otra orilla, correrá la línea divisoria equidistante de 
ambas. 

En rigor, siendo los cauces de los rios de dominio público, el 
terreno que el rio dejó en seqo debia pertenecer al dominio pú- 
blico. Una razón de equidad pudiera inclinarnos á la opinión que 
se adjudicase á los dueños de las tierras invadidas por efecto 
del nuevo curso de las aguas á título de indemnización; mas 
prevaleció el criterio de la utilidad, porque nadie sino los anti- 
guos propietarios ribereños puede restituirlos á la agricultura. 

No es lo mismo cuando la variación de cauce sobreviene á 
consecuencia de trabajos autorizados en virtud de concesión es- 
pecial, pues en tal caso el álveo seco pertenece á los concesiona- 
rios como recompensa del servicio que prestan, á no establecer 
otra cosa las cláusulas del contrato. 

377.— El derecho más útil del propietario ribereño es el de 
aluvión ó crecimiento insensible del ñmdo situado ej^las orillas 
del rio. Este aumento paulatino cede en beneficio cm dueño de 
la heredad por derecho de accesión natural. Como es imposible 
distinguir la parte del todo, la ley asimila el aumento al fundo 
primitivo* Es una justa compensación de las pérdidas que nos 
suele ocasionar la vecindad de las corrientes caudalosas. 

378. — No sucede lo mismo en caso de avulsión, esto es^ cuan- 
do el ímpetu de las aguas arrebata una porción conocida de ter- 
reno y la transporta á las heredades fronteras ó inferiores. El 
dueño de la porción segregada conservará su propiedad, por lo 
menos mientras existan señales que permitan distinguir el ter- 
reno desprendido y arrastrado por la fuerza de la cori*íente del 
fundo á que se agregó, pues la incorporación perfecta extingue 
el derecho del antiguo propietario. 

Si la porción conocida de terreno segregado de una ribera 
queda aislada en el cauce, continúa perteneciendo al dueño del 
fundo de que formaba parte, y lo mismo sucede cuando el rio se 
divide en brazos y circunda algunos terrenos. 

379. — Las islas que aparecen en los rios son de los dueños de 
las márgenes ú orillas más cercanas á cada una; y si la isla es- 
tuviere en medio del rio, se dividirá por mitad en toda su lon- 
gitud. 

Según la ley romana las islas pertenecían á los propietarios 
ribereños, porque se suponían formadas á expensas de las here- 
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dades más cercanas. Por eso se dividían en partes iguales ó de- 
les según su mayor ó menor distancia de la orilla. 

La nueva ley de aguas mantiene el principio que las islas son 
de los dueños de las riberas, modificando el derecho común al 
establecer que si una isla dista de una margen más que de otra, 
será únicamente y por completq^el dueño del predio situado, en 
la margen más cercana. 

En rigor, declarado que pertenecen al dominio público los 
álveos ó cauces naturales de los rios, también debían serlo las 
islas, porque son parte del lecho ó madre del rio, y lo accesorio 
sigue la condición de lo principal. A falta de este criterio pudo 
la ley de aguas adoptar la solución romana. Si las islas, como 
dice nuestra ley, se van formando por la sucesiva acumulación 
de los arrastres superiores, en la imposibilidad de averiguar su 
procedencia, hubiera sido más conforme á la equidad repartirlas 
entre los predios inmediatos en razoa de las distancias (1). Véa- 
se KÚM. 1416. 

380.— Así como los dueños de los predios ribereños gozan de 
ciertos derechos .útiles, así también están expuestos á diversos 
accidentes propios de una vecindad tan peligrosa. Consecuencia 
del derecho de propiedad es la facultad de 'fortificar las márge- 
nes con plantaciones, estacadas ó revestimentos, dan(io conoci- 
miento á la autoridad que deberá suspender estos trabagos pre- 
vio expediente, y aun restituir las cosas á su primer estado, si 
hubiese fundado motivo para temer que entorpecerán la nave- 
gación ó flotación del rio, desviarán las aguas de su curso natu- 
ral ó producirán inundaciones. 

381. — Corresponde álos gobernadores de provincia: 

L Autorizar las plantaciones y cualquiera obra de defensa que 
se intente, cuando hayan de invadir el cauce de un rio no na- 
vegable ni flotable. 

II. Conceder autorización general á los dueños de predios li- 
mítrofes para que cada uno en la parte del cauce lindante con 
su respectiva ribera, pueda construir obras poco costosas de 
defensa, sujetándose á las condiciones que se establezcan, á fin 
de que unos propietarios no causen perjuicio á otros. 

382.— Pertenece al ministro de Fomento: 



(1) Ley de 18 de Junio de 1879, arto. 40 y 8ig. 
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I. Autorizar las plantaciones y otras cualesquiera obras de de- 
fensa que hayan de invadir el cauce de los; rios navegables ó flo-» 
tables. 

II. Obligar á los propietarios que resulten beneficiados por 
las obras de defensa, si fueren de alguna consideración, á cos- 
tearlas, siempre que algunos lagipromuevan y soliciten, y la ma- 
yoría de los interesados preste su conformidad. 

En tal caso es preciso justificar la comuii utilidad, y repartir 
el gasto en proporción de las ventajas que reporte cada propie- 
tario, í 

383.— Por excepción pueden los alcaldes, para precaver 6 
contener inundaciones inminentes, acordar la ejecución de obras 
provisionales, ó la díestruccíon de las existentes bsgo su respon- 
sabilidad. Los daños y perjuicios que se irroguen á los particur 
lares deben indemnizarse por el Estado 6 por los Ayuntamientos 
según á quien pertenezcan los objetos amenazados por la inun- 
dación, cuya defensa haya dado origen al gasto. Si la indemni- 
zación no fuere inmediata, se abonará á los perjudicados, además 
del importe de las pérdidas ocasionadas, un cinco por ciento de 
interés anual desde el dia en que se causó el daño hasta el en 
que se hizo el pago. ■ 

Las obras de interés general, provincial ó local para defender 
las poblaciones, territorios, vías ó establecimientos púbíitíos, y 
para conservar encauzados y expeditos los rios navegables y no- 
tables, son de la competencia de la administración con arreglo 
á la Ibj de Obras públicas (1). 

384.— La ley reconoce el pleno dominio de las aguas subter- 
ráneas que cada uno obtenga en su predio por medio de pozos 
ordinario?: es decir que si el alumbramiento se hace de otro 
modo, no serán suyas las aguas. 

Esta doctrina contradice los principios del derecho común. El 
dominio de las aguas superficiales ó subterráneas es una forzo- 
sa consecuencia del derecho de propiedad. El dueño de uíi pre- 
dio es y debe ser también dueño de las venas de agua que lo cru- 
zan ó de los depósitos que esconde; y así corno puede retener 
las que nacen en el fUndo y discurren á la luz del dia, puede 
interceptar y aprovechar las que oculta en su maybr profun- 
didad. 

(1) Ley de 18 de Janio de 1879, arte. 52 y ñig. 
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De aquí se sigue que todo propietario usa de su derecho al 
abrir poíos ordinarios para elevar aguas dentro de su finca, 
aunque resulten amenguadas las de sus vecinos. Sin embargo 
limita la ley esta facultad fijando la distancia de dos metros en- 
tre pozo y pozo en las poblaciones, y de quince en el campo en- 
tre la nueva excavación y los pozos, estanques, fuentes y ace- 
quias permanentes de los vecinos. 

Son pozos ordinarios según la ley, los que se abren con el 
exclusivo objeto de atender al uso doméstico ó necesidades or- 
dinarias de la vida, y en los cuales no se emplea otro motor que 
el hombre. 

385. — El criterio de nuestra ley no es del derecho estricto de 
la ley romana. La excepción que toma en cuenta las distancias 
de pozo á pozo obedece á una razón de equidad ó utilidad tal vez 
dudosa: 

Es una verdadera servidumbre legal constituida en favor de los 
predios que tienen pozos antiguos y en daño de los que pudieran 
tenerlos modernos. Padece el derecho de propiedad como en el 
caso de una enajenación forzosa, limitación ocasionada al abuso. 

La definición del pozo ordinario no es satisfactoria. El pozo 
ordinario se distingue del artesiano por el modo de perforar la 
tierra y extraer el agua, y no por el uso ó aplicación de las obte- 
nidas mediante el alumbramiento. En diversas comarcas de Es- 
paña hay multitud de pozos con cuyas aguas se riegan las huer- 
tas que tal vez ocupan la mayor parte del valle ; y no dejarán de 
ser ordinarios, aunque no se. apliquen á los usos domésticos ó á 
las comunes necesidades de la vida. 

386,— ^Para abrir pozos ordinarios ó construir norifcs en ter- 
renos del dominio público se requiere licencia de la autoridad ad- 
ministrativa á cuyo cargo estén el régimen y policía del terreno 
mismo. Contra la resolución que dicte, pueden los interesados 
recurrir en alzada á la superior inmediata. 

Las aguas así descubiertas pertenecen en pleno dominio á 
quien las halla. 

387. — El principio que las aguas subterráneas constituyen 
una propiedad inherente al predio desde que su dueño las obtie- 
ne por medio de pozos ordinarios, anuncia otra solución cuando 
el alumbramiento se hace por medio de socavones, galerías ó 
pozos artesianos. 
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I. El dueño de un terreno puede alumbrar y apropiarse ple- 
namente, empleando estos procedimientos, las aguas que exis- . 
ten debajo de la superficie de su finca, con tal que no distraiga 
ó aparte de su corriente natural cualesquiera aguas públicas ó 
privadas. 

I. Si amenaza este peligro, el alcalde de oficio á excitación 
del Ayuntamiento en el primer caso, ó mediante denuncia de los 
interesados en el segundo, puede acordar la suspensión de las 
obras. 

D. La providencia del alcalde causa estado sino se reclama 
contra ella en el término legal ante el gobernador de la provin- 
cia, á quien procede resolver lo que proceda, previa audiencia 
de los interesados, reconocimiento del terreno y dictamen pe- 
ricial. 

III. El plazo para intentar la reclamación es de quince dias. 

U. Autoriza la ley las concesiones de terrenos de dominio pú- 
blico para alumbrar aguas subterráneas por medio de galerías, 
socavones ó pozos artesianos, quedando todo lo relativo» al do- 
minio, limitaciones-de la propiedad y aprovechamiento de las 
aguas alumbradas sujeto á las reglas para semejantes casos es- 
tablecidas. 

Completan la doctrina anterior las advertencias siguientes: 

I. Que perteneceá la administración otorgar estas concesiones. 

II. Que no pueden recaer en terrenos de dominio público cuya 
superficie haya sido concedida para otro objeto, á no ser que 
ambos sean compatibles. 

III. Que siempre deben dejar á salvo los aprovechamientos 
preexisteitóes, bien de pública utilidad, bien privados que re- 
presenten derechos legítimamente adquiridos. 

III. El que halla y hace surgir á la superficie del terreno aguas 
subterráneas por medio de socavones, galerías ó pozos artesia- 
nos será dueño de ellas á perpetuidad, sin perder su derecho 
aunque salgan de la finca donde vieron la luz, cualquiera que 
sea la dirección que el alumbrador quiera darles mientras con- 
serve su dominio. 

388. — ^El texto es literal, la oscuridad evidente y la interpre- 
tación dudosa. 

j^Quién es alumbrador? El dueño del predio no, porque ya está 
dicho que puede alumbrar y apropiarse plenamente por los me^ 



Digitized by VjOOQIC 



LIBRO IV. DE LA MiTfiRU ADMIÜflSTEATlYA. 143 

dios expresados las agiias que existen debajo de la superficie de 
su finca con ciertas limitaciones. 

No siendo el dueño, será forzosamente un extraño. 

Si el extraño emprende estas labores con licencia del dueño, 
la cuestión no ofrece dificultad; pero en tal caso no adquiere el 
dominio de las aguas á título de invención, sino en virtud de 
una concesión del propietario. 

Si las emprende contra la voluntad del dueño, es forzoso su- 
plir su consentimiento con una autorización administrativa. El 
principio no seria nuevo, porque según la ley de aguas anterior 
á la vigente, cuando la negativa del dueño del terreno contra- 
riase fundadas esperanzas de hallazgo de aguas subterráneas, 
previo criterio pericial, podia el gobernador, oidas las razones 
en que se apoyase la negativa, conceder el permiso limitado á 
tierras incultas y de secano (1). 

La ley vigente no impone este gravamen, no admite de un 
modo explícito esta limitación del derecho de propiedad; pero 
¿quién es (volvemos á preguntar), esa tercera persona que halla 
ías aguas, las hace surgir á la superficie, y en recompensa del 
servicio que presta con el alumbramiento, obtiene por ministerio 
de la ley su pleno dominio á perpetuidad? 

No acertamos con la solución. Sin duda la ley vigente pro- 
pende á separar el agua del fundo, constituyendo dos propieda- 
des distintas en donde el derecho común ve una sola; mas no 
declarando que cualquiera puede hacer labores de investigación 
y alumbramiento de aguas subterráneas en predio ajeno contra 
la voluntad de su dueño, no procede á nuestro juicio la imposi- 
ción de esta servidumbre legal. 

Fúndase nuestra opinión en tres razones poderosas, á saber: 

I. Mientras no proclame la ley franca y resueltamente el prin- 
cipio que todas las aguas subterráneas son del dominio del Es- 
tado como las minas, el dueño del suelo será también dueño del 
subsuelo; por lo cual no cabe suplir su consentimiento con una 
autorización administrativa para hacer labores de exploración, 
y menos todavía conceder las aguas halladas sin ofensa del de- 
recho de propiedad. 

Semejantes concesiones equivaldrían hoy á una expropiación 



{1 ) Ley de 3 de Asroato de 1866, art. 51. 
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parcial del terreno sin causa justificada de utilidad pública y sin 
previa indemnización, contra lo que establecen la Constitución 
y las leyes; y aunque por este medio se facilitase el aprovecha- 
miento de las aguas subterráneas, el criterio de lo útil no debe- 
ría prevalecer sobre el criterio de lo justo. 

n. Toda propiedad se presume libre y exenta de gravamen, y 
dm^a esta presunción hasta que se prueba lo contrario; de don- 
de se sigue que la oscuridad del texto favorece la interpretación 
contraria á la imposición de la servidumbre legal. 

in. El derecho común es supletorio del administrativo, y por 
lo mismo> á falta de un precepto claro, expreso y terminante que 
autorice la apropiación de las aguas subterráneas alumbradas en 
fundo ageno, debe interpretarse la ley según la letra y el espíritu 
de la de Partida que hace dueño del agua al dueño del predio (1). 

389. — Las labores que tienen por objeto el alumbramiento de 
aguas por medio de socavones, galerías ó pozo^artesianos no 
pasan de ciertos límites que la ley establece consultando la utili- 
dad pública ó protegiendo el derecho de los particulares. 

I. Por razones de pública utilidad no se pueden e^nprender á 
menor distancia de 40 metros de un ferro-carril ó carretera, ni 
de 100 de otro alumbramiento, fuente, rio, canal, acequia ó 
abrevadero público sin la licencia del Ayuntamiento previa for- 
mación de expediente, ni dentro de la zona de los puntos forti- 
ficados sin el permiso de la autoridad militar. > 

n. Por respeto á la propiedad particular tampoco se pueden 
emprender á menor distancia de 40 metros de edificios ajenos 
sin licencia de sus dueños, ni dentro de una pertenencia minera 
sin previa estipulación de resarcimiento de perjuicios. 

En el caso de no avenencia de los interesados, la autoridad 
administrativa fija las condiciones de la indemnización según 
informe pericial (2). V. nüms. 1418 y 1419. 

390.-^Los aprovechamientos comunes de las aguas públicas 
^ distinguen en cuanto al uso á que se aplican: 

L En aprovechamientos para el servicio doméstico, agrícola 
y fabril. 

n. Para la pesca. 

ni. Para la navegación y flotación. 

(1) Ley 6, tít. XXXI, Part. HI. 

(2) Ley de 18 de Junio de 1879, arta. 18 y nig. 
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391. — El derecho de propiedad no impide el uso publico de 
las aguas en cuanto satisfacen las primeras necesidades de la 
vida. Es una fecultad que pertenece á todos los hombres, de la 
cual no pueden ser despojados sin violar los derechos de la hu- 
manidad. De aquí los usos inocentes que la ley romemn encierra 
enl^LCondioion salva rerum substantia. 

392.— Según nuestra legislación de.aguás el uso público de 
las qm se utilizan paria el servicio doméstifco^, agrfeoia y fiabril 
se halla limitado: 

I. Porque la extracción debe hacerse siempre á.mano^ sin gé- 
nero alguno de máquina 6 aparato, y sin detener 6l cunsQ del 
agua, ni deteriorar las márgenes del canal ó acequia. 

n. Porque nadie puede penetrar sin licencia del ídueio en 
propiedad ajena en busca de agua. 

ni. Porque puede y debe la autoridad limitar todavía el uso 
público, si redunda en perjuicio del concesionario dedas aguas. 
* IV. Por último, . los aprovechamientos de esta (Claae^se fentieai- 
-den siempre con sujeción á los reglamentos y bancos de policía 
municipal. • , . 

393.— El aprovechamiento de las aguas para la pesca es acce- 
sorio del derecho de propiedad. Así pues, el dueño del cauce ó 
la persona que obtenga su pernaiso, son quienes únicamente 
pueden pescar én las aguas de dominio privado, ó en las conce- 
didas para viveros 6 criaderos de peces sin más restricciones 
quei las leyes y reglamentos de salubridad genial. 

Respecto de las aguas públicas la ley distingue los cauces pú- 
blicos de los canales, acequias y acueductos. ' 

I. En. aquellos todos pueden ipescar, sujetándose á iasdeyesy 
reglamentos de policía de la pesca, y no entorpeciendo el servi- 
cio de la navegación y flotación. 

n. En estos^ aunque sean construidos por concesionarios de 
^guas públicas, tanabien pueden pescar todos, observaiido los 
reglamentos especiales de la pesca, no empleando otras arites 
-que anzuelos, redes ó nasas, ni distrayendo el curso del agua, 
íii deteriorando el canal ó sus márgenes. 

Exceptúa la ley ehcaso de haberse hecho la concesión de las 
aguas públicas con la reserva del derecho exclusivo de pesca ^em 
&vor del concesionario. 

394. — Pertenece al Gobierno, previa formación de expedien- 

AP. I. 19 
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te, declarar por medio de reales decretos qué rios deben con- 
siderarse en todo ó en parte navegables 6 flotables. 

395.— Corresponde á los gobernadores de provincia, previo 
expediente: 

I. Designar los sitios para el embarque y desembarque de pa- 
sajeros y mercadertas, cuando fuere el rio navegable, y los des- 
tinados á la formación de balsas ó almadías, siendo flotables. 

n. Autorizar la flotación en los no declarados flotables duran- 
te las grandes crecidas, ó cbn el auxilio de presas movibles, 
sieilipre que no resulte perjuicio á los riegos é industrias esta- 
blecidas, y afianzando los peticionarios la indemnización compe- 
tente. 

396. — La naregacion de los rios es libre para toda clase de 
embarcaciones nacionales y extranjeras con siyecion á las le- 
yes y reglamentos generales y especiales de este uso público. 

397. — ^No'se permite conducir maderas por los rios flotables, 
sino en las épocas que para cada uno flje el ministro de Fomento. 

398.— Los dueños de las márgenes de un rio no declarado nai- 
vegable ni flotable, ó las personas que obtengan su permiso, 
pueden establecer barcas de paso para el servicio de sus predios 
6 de las industrias á que se dedican (1). V. núms. 1421 y sia, 

399. — Si el agua para el abastecimiento de una población se 
toma directamente de un río cuyojeaudal tenga dueño ó dueños, 
debe preceder la indemnización. Por regla general no procede 
la enajenación forzosa de las aguas de dominio particular para 
el abastecimiento de poblaciones, sino cuando el ministro de 
Fomento la decrete en vista délos estudios que ordene, y resul- 
tando probado qué no hay aguas públicas que racionalmente 
puedan aplicarse á dicho objeto. 

No obstante puede el gobernador de la provincia en épocas 
de extraordinaria sequía acordar la expropiación temporal del 
agua necesaria al abastecimiento de una población, oida la Co- 
misión provincial. V. núms. 1429 y 1430. 

400* — Pueden otorgarse estas concesiones á una empresa par- 
ticular; y si la población no tuviese la dotación regular de los 
veinte litros por habitante, debe fijarse de antemano la tarifa 
de los precios por suministro de agua y tubería. 



(1) Ley d« 18 d^ Janio de ITO, arte, m y aiflr. 
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Estas concesiones no pueden exceder ^ noventa y nueve 
años^ al cabo de los cuales todas las obras> así como la tubería, 
ceden en favor del común de vecinos, con la obligación por par- 
te del Ayuntaiíiiento de respetar los contratos celebrados por la 
empresa con los particulares para el surtido de agua á domici- 
lio (1). V. NÚM. 1431. I 

401. — Cuando las empresas de ferro-carriles necesiten agua 
para su servicio, y las que hubiere estén destinadas á otros apro- 
vechamientos, deberá preceder la expropiación. 

La ley concede á estas empresas la facultad de abrir pozos 
ordinarios en terrenos de dominio público ó del común, y aun 
en los de propiedad particular con permiso de su dueño, 6 del 
gobernador de la provincia, en caso de negativa (2). V. núme- 
ro 1433. 

402. — ^Para construir azudes 6 presas permanentes de fóbrica 
á fin de aprovechar en el riego las aguas pluviales ó los manan- 
tiales discontinuos que corren por los cauces públicos, se requie- 
re la autorización del gobernador de la provincia previo expe- 
diente. 

403. — Es necesaria la del ministro de Fomento ó del goberna- 
dor con arreglo á la ley de Obras públicas, para construir panta- 
nos destinados á recoger dichas aguas; y si estas obras fuesen 
declaradas de pública utilidad, pueden ser expropiados, previa la 
correspondiente indemnización, los que tengan derecho adqui- 
rido al aprovechamiento en su curso inferior de las aguas que 
haya de recoger el pantano, cuando no sea posible conciliar su 
construcción y los riegos establecidos. V. núm. 1436. 

404. — La posesión de veinte anos que la ley respeta en el 
aprovechamiento para el riego de las aguas pluviales que discur- 
ren por ramblas ó barrancos, es aplicable á las que proceden de 
manantiales discontinuos, que sólo fluyen en tiempo de llu- 
vias. (3) V. NÚM. 1437, 

405.— Las empresas de canales de riego gozan de los benefi- 
cios siguientes: 

L «Facultad de abrir canteras, recoger piedra suelta, construir 
hornos de cal, yeso y ladrillo, depositar efectos y establecer ta- 

(1) Ley de 18 da Junio de 1819, arte. \U y Big. 

(2) IbidMarta. ITÍysifir. 

(3) Ibid.,an8. lieysipr. 
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lleres para la elaborujion de materriales en los terrenos conti- 
guos á las obras eón entera libertad, si fuesen de dominio públi- 
co ó de aprovecharñiento común; y si de propiedjad privada, en- 
tendiéndose previamente con el dueño ó su representante por 
medio del alcalde, y afianzando competentemei^te la indemniza- 
ción de los daños y perjuicios que puedan irrog2^rsp.> 

. Lft ley no está cüira. %i es condición necesaria el perpiiso del 
dueño, la mediación del alcalde no tiene objeto, puesixo da ni 
quita fuerza al contrato particular; y si interpone su autoridad 
para suplir aquel consentimiento, deberla expresarse. La obli- 
gación de constituir fianza favorece la segunda interpretación; 
mas tratándose de someter la propiedad privada á una servir 
dumbre legal, no entendemos que debe ampliarse, sino al con- 
trario restringirse el sentido de las palabras del legislador, una 
vez que es dudo«Q, Por otra parte, cuando reina la oscuridad en 
una ley administrativa, la recta interpretación aconseja acudir 
al derecho común, ep cuanto supletorio; y el derecho común no 
autoriza la imposición de semejante- servidumbre contra la vo- 
luntad del propietario. ♦ 

n* De la exención de los derechos que devenguen las trasla- 
ciones de domimo á que diei'e lugar la aplicación de la ley de 
ení^enacian forzosa. 

En Ja exención del impuesto sobre primera traslación de do- 
minio se comparendo la de los terrenos que hayan de regarse. 

Declara la ley de utilidad pública para los efectos de la enaje- 
nación forzosa^ las obras necesarias para el aprovechamiento de 
aguas públicas' én?el riego, siempre que su cantidad exceda de 
doscientos litros por segundo. 

IIL De la exención de toda contribución á los capitales que se 
inviertan en las obras; 

IV. Durante los diez primeros años se computa á los terre- 
nos reducidos á riego la misma renta imponible que se les asig- 
naba en el últiiño amillaramiénto en que fueron consideradas de 
secano, y con arreglo á ella satisfacen las contribuciones é im- 
puestos. , 

V. Los dependientes y operarios de la empresa tieoíen dere- 
cho á las leñas, pastos para los ganados de transporte destina- 
dos á las obras y demás aprovechamientos, como si fuesen ve- 
cinos. 
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VI. Las empresas ó compaaías que tomen á su cargo la cons- 
trucción de pantanos ó canales de riego, además de percibir el 
canon que deben satisfacer los regantes para el pago de intere- 
ses y amortización del capital invertido en las obras, pueden 
obtener por yía de auxilio durante un período de cinco á diez 
años el importe del aumento de contribución que haya de im- 
ponerse á los dueños de las tierras después de los diez primeros 
años de riego. 

De igual beneficio pueden disfrutar las asociacionesf de pro- 
pietarias que lleven á cabo colectivamente la construcción de 
canales y pantanos para el riego de sus tierras (1). V. núm. 1439. 
406: — Dice la ley que tanto en las concesiones colectivas otor- 
gadas á los propietarios, como en las hechas á empresas ó so- 
ciedades, todos los terrenos comprendidos en el plano general 
de los que pueden recibir riego, quedan sujetos, aun cuando 3us 
dueños lo rehusen, al pago del canon ó pensión que se establez- 
ca, luego que sea aceptada por la mayoría de los propietarios, 
computada esta por la extensión de tierras regables que cada 
uno represente. 

Dice más: las empresas tendrán derecho de adquirir los ter- 
renos cuyos dueños rehusen el pago del canon por el valor en 
secano, según la ley y el reglamento de enajenación forzosa. Si 
la empresa no adquiriese las tierras, el propietario que no las 
riegue estará exento de pagar el canon (2). 

407. — En suma, la nueva ley de aguas declara el riego obli- 
gatorio. La intención es buena, pero el medio original y violen- 
to. Sin duda se ha visto en España que algunos dueños de ter- 
renos contiguos á un canal de riego han resistido tomar aguas 
por no obligarse al pago del canon correspondiente con notorio 
quebranto de los intereses de la compañía concesionaria; pero 
¿en qué principio de justicia se funda la obligación de regar? 

Imponerla al labrador por voluntad de la ley, es atentar á un 
tiempo contra la libertad del trabsgo y el derecho de propiedad. 
Las concesiones de obras de riego á empresas ó particulares son 
contratos que se celebran con la administración á todo riesgo y 
ventura, como otros sus semejantes. Cuando estas obras se re- 
putan de utilidad pública, pueden recibir auxilios del Estado, de 

(1) Lejr do 13 de Junio de 18T9, art. 108. 
(2)ia)id.,art.m 



Digitized by VjOOQIC 



150 DERECHO ADVfHISTRATITO ESPAÑOL. 

la provincia ó del municipio, además de los favores que en lu- 
gar oportuno hemos expresado. 

Hasta aquí llegan los justos límites de la autoridad en sus re- 
laciones con el derecho privado. Aplicar la ley de enajenación 
forzosa al dueño de una tierra de secano porque no la hace de 
regadío, es someten un negocio* particular y libre á un criterio 
oficial, establecer un precepto contrario á la letra y al espíritu 
de la Constitución,' y amenazar con una pena grave que no está 
escrita en el Código, á quien comete el delito de no regar. 

La Constitución autoriza la cesión forzosa á favor del Estado 
de la propiedad particular por causa justificada de utilidad pú- 
blica; pero ni el interés colectivo de la agricultura exige que 
rieguen todos los dueños de terrenos inmediatos á un canal des- 
tinado á fertilizar una vega, ni procede la expropiación en be- 
neficio de empresa alguna concesionaria. 

Los jurisconsultos de allende el Pirineo, más fieles á la tra- 
dición romana, profesan la doctrina que el derecho de regar es 
una pura facultad, ó de otro modo, que es potestativo en el pro- 
pietario riberiego hacer ó no hacer uso de las aguas vecinas á 
su heredad. No usar de mi derecho (dicen) es una parte de mi 
derecho. 

Por último, hay una razón suprema que ya hemos indicado á 
propósito del dominio en las aguas subterráneas. Jamas el crite- 
rio de lo útil debe prevalecer sobre el criterio de lo justo, ni el 
respeto al derecho de propiedad deja de representar la utilidad 
pública en mayor grado todavía que la multiplicación de los rie- 
gos, porque poco ó nada importa el agua, si no tenemos el ple- 
no dominio de la tierra que cultivamos. 

408. — La ley impone la obligación de formar una comunidad 
de regantes sometida al régimen de sus ordenanzas, siempre que 
hay aprovechamientos colectivos de aguas públicas para riegos: 

I. Si el número de aquellos llega á veinte, y no bsga de dos- 
cientas el de hectáreas regables. 

U, Cuando á juicio del gobernador de la provincia lo exijan 
los intereses de la agricultura. 

Los regantes cuyas heredades tomen el agua antes ó después 
de la comunidad, no están obligados á entrar en ella, si forman 
por sí solos un coto ó pago sin solución de continuidad. 

409. — Las comunidades de regantes establecen sus ordenan- 
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zas de riego y eligen un sindicato encargado de la ejecución 
de estas y de los acuerdos que tomen. Las ordenanzas deben 
ajustarse á la ley y someterse á la aprobación del Gobierno, 
quien no puede negarla, ni introducir variaciones sin consul- 
ta* del Consejo de Estado. Las antiguas comunidades que has- 
«ta aquí han tenido un régimen especial, continúan como hoy 
existen, á no solicitar modificación la mayoría de los intere- 
sados. 

4l0.-— Los gastos que hiciere la comunidad para la construc^ 
clon de presas y acequias, ó para su conservación, reparación ó 
limpia, son á cargo de los regantes en proporción equitativa; y 
los nuevos regantes deberán contribuir con la cuota adicional que 
les corresponda en pago de los servicios que les prestan las obras 
ya construidas. 

411. — ^Nadie puede ser perjudicado en el disfrute del agua de 
sa dotación y uso por la introducción de cualquiera novedad en 
la cantidad, aprovechamiento ó distribución de las aguas en 
los regadíos hoy existentes y regidos por reglas escritas ó con- 
suetudinarias; pero nadie tampoco tiene derecho á ningún au- 
mento, si se acrecienta el caudal por los esfuerzos de la comuni- 
dad de los regantes ó alguno deellos, á menos que él hubiese 
contribuido á sufragar los gastos. 

412.— -Las atribuciones de los sindicatos de riegos consisten 
en defender los derechos de la comuni/lad> velar por su» intere- 
ses, distribuir las aguas, formar los presupuestos, hacer los re- 
partos, examinar, las cuentas, establecer los tumos rigorosos 
de agua y otras análogas. 

413. — ^Hay también jurados de riego, propietarios y suplen- 
tes, elegidos por la comunidad en número que el reglamento 
de cada sindicato determine. 

414. — Corresponde á los jurados de riego: 

L Conocer de las cuestiones de hecho que se susciten entre 
los regantes. 

n. Imponer á los infractores de las ordenanzas de riego las 
correcciones que establezcan. 

Los procedimientos del jurado son públicos y verbales, y sus 
fallos ejecutivos. 

En donde existan de antiguo jurados de riego continúan con 
su actual ojganizacion^que será respetada, mientras las respec- 
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tivas comunidades no acuerden proponer su reforma al Gobier- 
no (1). 

415. — De tres distintos modos se puede constituir una comuni- 
dad de regantes: por asociación voluntaria, á petición de losin- 
twesados y dé oficio ó por vía de autoridad. El primero merece 
la preferencia, como toda mejora espontánea. En tal caso deb* 
la administración abstenerse de dictar reglamentos que hacen 
innecesarios los pactos ó convenciones de los partícipes en el 
riego. Respetar los derechos adquiridos^ precaver las innunda- 
cionesi, velar por los intereses de la agricultura y la industria y 
ordeniar lo conveniente al régimen y curso de las aguas son iois 
límites de la acción administrativa, cuando no se mira con des- 
confianza ó recelo la iniciativa individual. 

El segundo medio tiene cabida siempre que algunos legantes 
solicitan la formación de una comunidad. Entonces incumbe á la 
admimstracion juzgar si la necesidad ó un interés colectivo exi- 
gen «acceder á esta demanda. Acaso convenga emprender obras 
para la mejor distribución de las aguas y ejercer tína severa po- 
licía, á fin de evitar ios accidentes ó peligros del abandono al 
ciego impulso de la naturaleza no domada por el arte. Aunque 
lo resista el voto de la mayoría, hay derecho en la administm- 
cion para acceder á la petición de la minoría, si los intereses <de 
una y otra son inseparables. 

El último medio es adjaisible cuando la administración reco- 
noce la necesidad sin. excitación de nadie* La comunidad obliga- 
toria se impone por la fuerza de las cosas; pero sólo hasta don- 
de llega la necesidad. Apreciarla y definirla debe ser asunto re- 
servado al Gobierna, á quien pertenece dictar los reglamentos 
de «d«)íinistradoi|i pública, y no propio de una autoridad suiral- 
terna, como son los gobernadores de provinfcia. Fornüada te co- 
munidad, claro está que todos los regantes deben contribuir á 
tes ga«tos comunes en proporción del grado de utilidad que re- 
presente cada uno. V. núms. 1440 y 1441. 

41&.— Las concesiones de canates de navegación no pueden 
exceder de noventa y nueve años. Al espirar este plazo el Es- 
tado entra en el pleno goce de sus derechos de propiedad, así de 
las obras como del material de explotación. Exceptúanse los sal^ 
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tos de agua y los edificios construidos para establecimientos in- 
dustriales que son del pleno y absoluto dominio dé los concesio- 
narios. 

Las empresas pueden en cualquier tiempo reducir los precios 
de tarife poniéndolo en conociíniento del Gobierno y anuncian* 
dolo con tres meses de anticipación. En todo caso pasados los 
diez primeros años de la explotación, y en lo i^cesivo de diez 
en diez, se procede á la revisión de las tariftis. 
417. — ^Los concesionarios están obligados: 
I. A conservar en buen estado las obras. > 
n. A prestar el servicio de explotación qfue hubieren tomado 
á su cargo. 

La falta de cumpliniiento de dichas condiciones al punto' de 
imposibilitarse la navegación, es motivo para declarar la cadu- 
cidad de la éoncesion y anunciar nueva subasta (1). V. núme- 
ros 1442 Y 1443. 

418. — ^Para el establecimiento de barcas de paso ó puentes de 
madera en los ríos no navegables ni flotables por los dueños de 
ambas márgenes con d^tino al servicio público, basta la auto- 
rización del alcalde. ' • 

419. — Es atribución exclusiva del ministro de Fomento con- 
ceder autorización para establecer barcas de paso ó puentes, flo- 
tantes en los rios navegables. 

I. Estas concesiones sólo dan derecho á indemnización del 
valor de la obra, cuando el Gobierno necesite hacer uso de ella 
por el bien general. 

II. No obstan para que el ministro de Fopjento establezca bar- 
cas de paso y puentes flotantes ó fiyos con destino al servicio 
público. 

ni. Cuando este nuevo medio de comunicación dificulte ó im- 
posibilite el uisó dé una baíca 6 puente de propiedad particular, 
se indeumiza al dueño del valor de la obra; y si la propiedad se 
ftmda en títulos de derecho civil, se aplica la ley de enajenación 
forzosa. V. núms. 1444 y 1445. • 

420. — En las autorizaciones qué concedan los gobernadores 
de provincia para establecer éri las márgenes de im rio cualquier 
artificio, máquina ó industria, aparato ó mecanismo flotante. 



(1) Ley de 13 de Junio da 1979, arta. 205 y nig. 

AP. 1. 20 
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además de las circuastancias que la ley anterior de aguas deter- 
mina, debe atenderse á las siguientes: 

I. Si el rio no es navegable ni flotable, que el establecimiento 
industrial no entorpezca el libre curso de las aguas, ni perjudi- 
que á los predios limítrofes, regadíos é industrias establecidas, 
inclusa la de pesca. 

n. Si fuese navegable ó flotable, que quien solicita la autori- 
zación para establecer el aparato ó mecanismo flotante, haya ó 
no haya de transmitir el movimiento á otro fijo jbu la tierra, sea 
dueño de la margen en donde se amarren los barcos, ó acredite 
haber obtenido el permiso de quien lo sea, y no ponga obs- 
táculo al servicio de la navegación ó flotación. 

421. — Las concesiones de aprovechamiento de aguas para 
estableoimientos industriales son perpetuas; mas si en Cualquier 
tiempo las aguas adquiriesen propiedades nocivas á la salud ó á 
la vegetación por causa del uso á que se aplicauj há lugar á de- 
clarar la caducidad de la concesión sin derecho á indemnización 
alguna. 

Los que aprovechen el agua como fu|f7:a motriz en mecanis- 
mos ó establecimientos industriales situados dentro de los rios ó 
en sus riberas ó márgenes, están exentos del pago de contribu- 
eion durante los diez primeros años (1). V. nóms. 1445, 1446 
y 1447. 

422. — Los concesionarios de aguas públicas para riegos, nave- 
gación ó establecimientos industriales pueden, previo expedien- 
te, formar en sus canales ó en los terrenos contiguos que hayan 
adquirido, remansos ó estanques para viveros ó criaderos de 
peces sin licencia de la autoridad. 

423. — Las concesiones especiales para esta clase de aprove- 
chamientos son de la competencia de los gobernadores de pro- 
vincia, y se otorgan á perpetuidad coq. la condición de no causar 
perjuicio á la salud pública, ni á loe aprovechamientos inferiores 
con derechos adquiridos (2). V. nüm. 1449. 

424. — Las aguas concedidas para un aprovechamiento, no se 
pueden aplicar á otro distinto sin la formación de expedienté, 
como si se tratase de una nueva concesión (3). Ninguna conce- 

(1) Ley de 18 de Junio de 1879, arts. 210 y ñig, 

(2) Ibid.,arte.222y8iff. 
(8) Ibid., art. 1S8. 



Digitized byVjOOQlC 



LIBRO nr. M LA VAfERlA ADMUHSTaATIVA. ^55 

sion es válida sino dentro de los límites fajados por la autoridad 
administrativa. Cualquiera variación en el estado legal de los 
lugares^ ó en el modo de tomar el agua ó en los demás acciden- 
tes de la obra equivale á una contravención, si no se hace en 
virtud de autorización competente. Sin embargo esta nueva 
autorización parece superfina en los casos previstos en la ley an- 
terior. La intervención del gobernador de la provincia bastaba 
para impedir que á preteito de un cambio de uso, se cometiese 
una verdadera usurpación. V. nüm. 1453-III. 

425. — ^La administración no es responsable de la &lta ó dis- 
minución del caudal expresado en la concesión, ya proceda de 
error, ya de otra causa (1). 

426. — Sin duda no hay derecho á reclamar indemnización al* 
guna, toda vez que el concesionario se someted las condiciones 
generales que para semejantes actos establece la ley; pero el 
principio que la administración no sea responsable de la falta ó 
disminución de las aguas concedidas, cuando por error ú otra 
causa hay perjuicio de tercero, no se compadece con ías nocior 
nes más vulgares de la justicia. 

La administración debe siempre responder de los errores que 
comete^ lastimando derechos adquiridos en virtud de un contra- 
to. Toda concesión equivale á una ensgenacion de aguas que pa- 
san del dominio público al privado, y tiene la flierza de una do- 
nación irrevocable. Enhorabuena se reserve Ja. administración 
la facultad de anularla sin obligarse á indemnizar al concesio- 
nario, si lo exige el interés general; pero esta cláusula restric- 
tiva no puede aplicarse sin notorio abuso á una concesión que 
resultó vana por error ó cualquiera otra causa. 

No se comprende ni se explica cómo el concesionario que bsgo 
la fe de un contrato levantó una fóbrica á orillas del rio cuyas 
aguas emplea mediante autorización competente para mover una 
rueda hidráulica, sea privado de su propiedad por culpa de la ad- 
ministración, y se le niegue el derecho de pedir el resarcimien- 
to de daños y perjuicios. 

Es cierto que toda nueva concesión, cuando existen aprovecha- 
mientos en uso de un derecho reconocido y valedero, surte los 
efectos de una concesión condicional* También es cierto que el 



(1) L«y de 13 de Junio de 1819, art. 154. 
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Gobierno puede legítimamente reservarse la libre facultad de 
disponer de las aguas concedidas en favor de un servicio público 
ó de un interés general. Así mismo puede sobrevenir un caso 
fortuito, como el cambio natural del curso del rio, que de hecho 
anula la concesión; pero todo esto difiere esencialmente de los 
erroresi de la admínisíracion siempre responsable de sus actos; 
y la ley se aparta dé los principios constitucionales y de la doc- 
trina recibida en el derecho común, absolviendo al autor de la 
ruina del concesionario de toda responsabilidad. 

427.— Son temporales las concesiones de agníSis públicas para 
el abastecimiento de las poblaciones, y las que tienen por obje^ 
to canalizar un rio para hacerlo navegable ó construir un .canal 
de navegación. En ambos casos las concesiones se ajustan á la re- 
gla establecida para las obras públicas en general; es decir, que 
no pueden exceder de noventa y nueve años (!)• V. nxjm. 1457. 

428. — Las concesiones hechas individual ó colectivamente á 
los propietarios para el riego de s^us tierras, son perpetuas; mas 
las otorgadas á empresas ó compañías para regar tierras ajenas 
mediante el pago de un canon, son temporales, y duran á lo más 
noventa y nueve años (2). 

429. — La nueva ley de aguas comprende solamente las ter- 
restres, y por tanto nada dice del permiso para levantar en las 
playas chozas ó barracas de uso no permanente, y de los efectos 
de estas concesiones. V. núms. 1385 y 1458-III. 

La misma ley guarda silencio acerca del plazo dentro del cual 
d^bé darse principio á las labores de exploración de las aguas 
subterráneas, y de la obligación de continuar las que tuvieren 
por objeto abrir pozos artesianos. V. núm. 1458-IV y V. 

Los pormenores relativos al plazo para empezar y concluir 
las obras á que sé obliga el concesionario de las aguas, al depó- 
sito de cierta cantidad en garantía del cumplimiento de las con- 
diciones estipuladas, subasta pública con fianza constituida por 
los licitadores etc. se determinan en la ley general de Obras pú- 
blicas. V. NüM. 1458-VII Y vin. 

430.— La policía de las aguas se extiende á sus cauces natu- 
rales, riberas y zonas de servidumbre (3). 

(1) Ley de 13 de Junio de 1979, arte. 170 y 206. 

(2)Ibid.,art. 188. 

(3) Iliid.,arts.226y221. 
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431 • — La Guardia pivil tiene á su cargo: 

I. Vigilar la conservación de los viveros y plantíos de los ca- 
nales del Estado. 

II. Cuidar de que sin la autorización competente no se hagan 
obras que alteren el curso de los rios, ni se vicien sus aguas ar- 
rojando materias nocivas. 

III. Velar porque no «e causen daños y perjuicios en las pre- 
sas y cauces de los molinos, fábricas y demás artefactos de do- 
minio particular. 

rv. Impedir los robos y distracciones de aguas en los riegos 
de interés privado, auxiliando á los propietarios que soliciten su 
protección, y poniendo á los contraventores á disposición de la 
autoridad local (!)• 

Las providencias dictadas por la administración municipal en 
materia de agUas causan estado, si no se reclama contra ellas 
ante el gobernador de la provincia dentro del plazo de quince 
dias (2). V. NÚM. 1463. 

432. — Compete á los tribunales instituidos para ejercer la ju- 
risdicción contencioso-administrativa, conoceí de los recursos 
contra las providencias de la administración en materia de 
aguas: 

I. Si declaran la caducidad de una concesión hecha á empre- 
sas ó particulares, con siyecion á lo establecido en la ley gene- 
ral de Obras publicas. 

H. Si lastiman derechos adquiridos en virtud de un acto ad- 
ministrativo. 

in. Si imponen á la propiedad particular una servidumbre 
forzosa, <5 alguna limitación ó gravamen en los casos previstos 
en la ley. 

rv. Si deciden cuestiones de resarcimiento de daños y perjui- 
cios á consecuencia de las limitaciones ó gravámenes expresíi- 
dos en el párrafo anterior. ^ 

433. — Compete á los tribunales de la jurisdicción ordinaria 
decidir las cuestiones relativas: 

I.' A la posesión y dominio así de las aguas públicafe como de 
las privadas. 

n. Al dominio de las playas, álveos ó cauces de los rios, y i, 

(1) Real orden de 9 de Agosto de 1876, arte. 80 y sig. 

(2) Ley de 18 de Junio de 1879, art. 251. 
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la posesión y dominio de las riberas, sin perjuicio de la compe- 
tencia dé la administración para demarcar, apear y deslindar lo 
perteneciente al dominio público. 

m. A las servidumbres de aguas y de paso por las márgenes, 
ftindadas en títulos de derecho civil. 

IV. Al derecho de pesca. 

V. A la preferencia del derecho de. aprovechar las aguas plu- 
viales, cuando las disputan entre sí los particulares. 

VI. A igual preferencia, cuando versa la cuestión sobre las de- 
más aguas que discurren por sus cauces naturales, y se fiínda 
en títulos de derecho civil. 

vn. Al resarcimiento de daños y perjuicios ocasionados á ter- 
cero en su propiedad particular, cuya ensúenacion no sea for- 
<zosa: 

I. Por la apertura de pozos ordinarios. 

II. Por la apertura de pozos artesianos y ejecución de obras 
subterráneas. 

III. Por toda clase de aprovechamientos en favor de particula- 
res (1). V. NÚM. 1463. 

CAPITULO VI. 
M^ los eaminos ordinarios. 

434.— Carreteras abandonadas por ciones proviilciales. 

el Estado. 444.— Plan de las carreteras pro- 

435.— Clasificación general. vínciales y ejecución de es- 

436.— De primer orden. tas obras. 

437.— De segundo. 445.— Caminos vecinales. 

438.— De tercero. 446.— Competencia de los Ayunta- 

439.— Plan general de carreteras. mientes. 

440.— Variaciones. 447.— E;jecucion de las obras. 

441.— Construcción. 448.— Concesión de obras públicas 

442.— Presupuestos y ejecución de á particulares. 

las obras. Th49.— Subvenciones ó auxilios de 

443.— Competencia de las Diputa- fondos públicos. 

434.— El Estado va recobrando á medida que lo permiten los 
recursos del Tesoro, y previa la información establecida en el 
reglamento para la ejecución de la nueva ley que rige en la ma- 

(1) Lejr do 18 de Jqbío de 1979, arta. 958 y 8ig. 
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teria, las carreteras que abandonó y entregó á las Diputaciones y 
Ajruntamientos, si forman parte del plan general de las que debe 
construir (1). , . 

435. — Según la legislación vigente las carreteras de cargo del 
Estado se distinguen en carreteras de prin^^r, segundo y tercer 
. orden. 

436.— Son de primer orden: 

I. Las que desde. Madrid se dirigen á las capitales de provin- 
cia y á los puntos más importantes del litoral y de las fronteras. 

n. Las que partiendo de algún ferro-carril ó carretera de pri- 
mer orden conducen á alguno de los puntos designados en el 
párrafo anterior. 

III. Las que enlazan dos ó más ferro-carriles, pasando por un 
pueblo cuyo vecindario no baje de 15,000 almas. 

IV, Las que unen dos ó más carreteras de primer orden, pa- 
sando por alguna capital de provincia ó centro de gran pobla- 
ción ó tráfico, siempre que su vecindario exceda de 20.000 al- 
mas. V. NÚM. 1472. 

437. — Son de segundo érden las expresadas en el nóm. 1473. 

438. — ^Por último se denominan de tercer orden: 

I. Las que sin tener ninguno de los caracteres que constituí 
yen las de primero y segundo, interesan á uno ó más pueblos, 
aunque no pertenezcan á la misma provincia. 

n. Y las que partiendo de un ferro-carril ó de una carretera 
de primer orden terminan en un pueblo cabeza de partido judi- 
cial, ó que tenga vecindario mayor de 10.000 almas, siempre 
que convenga variar la clasificación en la forma establecida por 
la ley para semejantes casos. V. núm, 1474, 

439. — Corresponde al Estado el estudio, construcción, conser- 
yacion y reparación de las carreteras comprendidas en el plan 
general que forma el ministro de Fomento, oido el parecer de 
la Junta consultiva de Cam|ios, Canales y Puertos, y somete á 
la aprobación de las Cortes, 

440. — ^Debe instruirse expediente en el cual sean oidos los 
Ayuntamientos de los pueblos interesados, la Diputación pro- 
vincial, la Junta de Agricultura, Industria y Comercio, el in- 
geniero jefe de la provincia y el gobernador de la misma. 

(l) Ley de 4 de Mayo de 1877, articulo transitorio, y reglamento de 10 de Agosílo de 1877, 
«rt.65. 
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I. Para introducir en el plan xma carretera. 

II. Para variar su itinerario ó dirección por una ó. más pobla- 
ciones distintas de las señaladas en el plan. 

ni. Para variar su clasificación. 

El ministro de Fomento dictará la resolución (jue proceda y se 
publicará en forma de real decreto acordado en Consejo de Mi- 
nistros. 

441.— I. No se da principio á la construcción de carretera al- 
guna sin que precedan su clasificación y la aprobación del cor- 
respondiente proyecto, y sin que haya sido acordada su ejecu- 
ción pOT el Ministerio de Fomento. 

II. Una vez aprobado el proyecto de una carretera, no se pue- 
de modificar su traza horizontal sino en virtud de expediente 
instruido según se expresa en el número anterior. 

III. La aprobación de todo proyecto de carretera con arreglo 
á la ley, lleva implícita la declaración de utilidad públi<^ para 
los efectos de la ensgenacion forzosa. 

442. — ^En el presupuesto general de gastos dé cada año se fijan 
las sumas que deberán aplicarse á las carreteras de primer, se- 
gundo y tercer orden, á fin de promover el desarrollo de nues- 
tro sistema de caminos ordinarios. 

I. Dentro de los créditos legislativos puede el ministro de Fo- 
mento mandar que se haga el estudio de las carreteras que juz- 
gue conveniente emprender, si están comprendidas en el plan 
general, así como el de los anteproyectos. 

II. Debe darse la preferencia á las obras paralizadas por res- 
cisión de contrata ó falta de crédito, y á los trozos ó secciones 
necesarias para terminar las carreteras empezadas. 

EH. A las obras de conservación y reparación se atiende con 
las partidas consignadas para este servicio en el presupuesto de 
gastos del Estado. 

IV. El Gobierno se halla autorizado para establecer impues- 
tos ó arbitrios por el uso de las carreteras del Estado. 

V. Tanto las obras de construcción, como las^de conservación 
y reparación se pueden llevar á cabo por administración ó por 
contrata. Aunque la ley confia en el prudente arbitrio del Go- 
bierno, se inclina al primero de estos dos sistemas, cuando la 
naturaleza de las obras no permite sujetarlas fácilmente á pre- 
supuesto, ó cuando así conviene por circunstancias especia- 
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les que deben hacerse constar en los expedientes respectivos. 

VI. El estudio de los proyectos de carretera:s, la dirección de 
las obras que se ejecuten por administración y la inspección su- ' 
perior de las obras pertenecen al Gobierno por medio del cuer- 
po de ingenieros de Caminos, Canales y Puertos. 

VIL Los contratistas de carreteras son libres de elegir las 
personas que considereq. más aptas para dirigir los trs^ajos; 
pero las obras siempre están "bajo la inspección y vigilancia del 
GíAiemo. . ; 

Vin. Los contratistas de carreteras d^l Estado, sus depen- 
dientes y operarios gozan del beneficio de vecindad en cuanto 
al aprovechamiento de leñas, pastos, aguas y demás disfrutes 
comunes de los pueblos en cuyos término» se halla la obra (1). 
V. NÚMS. 1475, 1476, 1478 T 1479. 

443. — La ley de administración provincial decJara que son de 
la exclusiva competencia de las Diputaciones, entre otras cosas, 
los caminos, los, canales de riego y navegación, y en general 
toda clase de obras públicas de interés para la provincia, sin 
perjuicio de la alta inspección que al Gobierno pertíenece en to- 
dos los ramos de la administración (2). 

Confirma el principio de la tutela administrativa la ley de bar- 
reteras queson de cargo-de las provincias, si bien podría repa- 
rarse una tendencia á sustituir la iniciativa de las Diputaciones 
con la acción directa del poder central. Es un matiz tan delicada 
la intervención legítima y necesaria del Gobierno en los acuerdos 
délas corporaciones populares, que desarma la crítica la dificul- 
tad de resolver la cuestión, cuando úe la teoría se desciende á la 
práctica. 

444. — Según el derecho constituido son de cargo de las pro- 
vincias las carreteras incluidas en el plan que forman las í)ípu- 
taciones, distintas derlas comprendidas en el plan general de las 
del Estado. Los planes de las carreteras provinciales deben so- 
meterse á la aprobación diel Ministerio de Fomento. 

1. No se puede emprender obra alguna de carretera por cuen- 
ta de fondos provinciales, sin que se halle comprendida en el 
plan de la Diputación^ y sin que esta haya consignado la partida 
necesaria en el presupuesto de gastos de la provincia. 

(1) Ley de carreteras de 4 de Mayo de 1911, arts. 1.® y^sigr. 
C2) Ley de 2 de Octubre de 1877, art. 44. 
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11. Para proceder á la ejecución de una obra se requiere la 
aprobación del proyecto respectivo por la Diputación, si no afec- 
ta al dominio público, ó si afecta, por el gobernador de la pro- 
vincia. En ambos casos debe ser oido el ingeniero jefe de la 
misma; y si hay (Jiscordia, se eleva el proyecto al Ministerio de 
Fomento. 

in. Para introducir una obra en el plan debe instruirse expe- 
diente con audiencia de los Ayuntamientos interesados é infor- 
me de la Junta de Agricultura, Industria y Comercio y del inge- 
niero jefe de la provincia. La resolución pertenece al ministro 
de Fomento, oido el parecer de la Junta consultiva de Caminos, 
Canales y Puertos. 

IV. Si la carretera en proyecto interesa á dos ó más provin- 
cias se hace la información en cada una de ellas por separado, y 
se eleva la propuesta al Ministerio de Fomento por las Diputa- 
ciones interesadas. Si no hay acuerdo, :el ministro resuelve sin 
ulterior recurso. 

V. Las Diputaciones ejecutan las obras de construcción de las 
carreteras provinciales por administración ó por contrata lo 
mismo que las del Estado. 

VL Los proyectos, la dirección, inspección y vigilancia de 
las obras de las carreteras provinciales corren á cargo de los in- 
genieros de Caminos, Canales y Puertos ó ayudantes de Obras 
públicas nombrados libremente por las Diputaciones. 

VII. Ninguna carretera provincial se entrega al uso público, 
sino después de inspeccionada y reconocida por el ingeniero jefe 
de la obra. En caso de discordia entre la Diputación y el inge- 
niero, la dirime el gobernador de la provincia, contra cuya re- 
solución procede el recurso de alzada al ministro. 

Vni. Las obras de conservación y reparación se llevan á cabo 
con los créditos consignados para este objeto en el presupuesto 
de la provincia. 

IX. Pueden las Diputaciones provinciales establecer impues- 
tos ó arbitrios, mediante la aprobación superior, por el uso de 
las carreteras de su cargo, destinando sü producto á la conser- 
vación ó reparación de estas líneas y al reintegro de los fondos 
en ellas invertidos (1). 

445. — La legislación perteneciente á los caminos vecinales 

(1) Ley de 4 de Mayo de 1877, arts. 25 y aiff. 
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guarda perfecta analogía con la relativa á las carreteras provin- 
ciales, con la diferencia de suplir la autoridad del gobernador 
al Gobierno en los casos en que la ley requiere la intervención 
del poder central. 

446. — Es de la exclusiva competencia de los Ayuntamientos 
todo género de obras públicas necesarias para cumplir los ser- 
vicios municipales, con sujeción á la legislación especial del 
ramo, y están particularmente obligados á velar sobre la conser- 
vación y reparación de los caminos vecinales (1). 

447. — Son caminos vecinaleé y corren á cargo de los munici- 
pios las carreteras no comprendidas en el plan general de las 
del Estado, ni en los formados por las Diputaciones, que los 
Ayuntamientos acuerdan construir en interés de las respectivas 
localidades. 

I. Los Ayuntamientos acuerdan el plan de los caminos veci- 
nales y clasifican las obras según el orden de preferencia en que 
deben ejecutarse. 

n. El plan se somete á la aprobación del gobernador de la 
provincia; y si contra la resolución de esta autoridad se inter- 
pone alguna reclamación, se remite el expediente íntegro al mi- 
nistro de Fomento que decide sin ulterior recurso. 

ni. A la construcción de todo camino vecinal deben preceder , 
el acuerdo del Ayuntamiento respectivo y un proyecto aprobado 
por el gobernador, si la obra no traspasa los límites de la pro- 
vincia. Si atraviesa el territorio de dos ó más provincias, cor- 
responde la aprobación al ministro de Fomento. 

IV. Para incluir en los planes de caminos costeados con fon- 
dos municipales otros nuevos, se observan trámites análogos á 
los establecidos respecto á las carreteras provinciales. 

V. No puede emprenderse la construcción de un camino ve- 
c¡nal> si no hay crédito consignado al efecto en el presupuesto 
del Ayuntamiento respectivo. 

VI. Los Ayuntamientos son libres de elegir las personas que 
merezcan su confianza para redactar los proyectos y dirigir las 
obras de los caminos vecinales, siempre que tengan algún títu- 
lo profesional como garantía de aptitud, y sin perjuicio de los 
derechos de los directores de caminos vecinales. 



(I) Ley de 3 de Octubre de 1877. %t\, 7). 
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VIL En la ejecución de las obrai^ pueden optar por el método 
de administración ó de contrata, . 

vm. Los gobernadores tienen la facultad de inspeccionar las 
obras por medio de los ingenieros del ramo, y de adoptar las 
providencia? oportunas á fin de que el Ayuntamiento corrija los 
defectos de construcción ó las irregularidades del servicio. 

IX. Antes de entregar un camino vecinal al uso público, debe 
ser reconocido por el ingeniero jefe de la obra. En vista de su 
informe favorable, el Ayuntamiento lo abre. Si hubiese desacuer- 
do entr^ el Ayuntamiento y el ingeniero, resuelve el goberna- 
dor; y en caso de reclamación, el ministro de Fomento dicta la 
resolución definitiva. ' ■ , ■. 

y No se requiere, esta habilitación, cuando se trata de sendas ó 
veredas. 

X. Las obras de conservación y reparación de los caminos 
vecinales deben ajustarse á los créditos consignados para este 
objeto en los presupuestos municipales. También puede utilizar- 
se la prestación personal por vía de auxilio (1). 

XI. Están facultados los Ayuntamientos para establecer im- 
puestos ó arbitrios por el uso, de los caminos ejecutados á su 
costa, con la aprobación superior, y con la condición de apli- 
car su produeto á la conservación ó reparación de dichas lí- 
neas, y al reintegro de los fondos empleados en ellas (2). Véa- 
se NÚM. 1477. ■ ' 

448. — ^Pueden los particulares construir y explotar carreteras 
destinadas al servicio público mediante concesiones para el rein- 
tegro de los capitales invertidos, sin subvención del Estado, de 
las Diputaciones ó de los Ayuntamientos. 

I. Si la carretera objeto de la concesión fuese de las compren- 
didas en los planes de las del Estado, de las provincias ó de los 
municipios, debe preceder un proyecto que forma el peticiona- 
rio con arreglo á lo dispuesto en la ley general de Obras públi- 
cas. El proyecto se somete á la aprobacioí» del ministro de Fo- 
mento, á quien pertenece otorgar en su caso la concesión en 
virtud de Real decreto acordado en Consejo de jninistros. 

II. Si la carretera estuviese comprendida en los plaaes refe- 
ridos, debe el peticionario solicitar del- ministro de Fomento la 

(1) Ley de 2 de Octubre de 1877, art. '79. 

(2) Ley de 4 de Mayo de 18T7, arto. 86 y sig. 
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autorización competente para liacer ios estudios. Formado el 
proyecto y aprobado en la forma arriba dicha, s^¿)re la infor- 
mación de utilidad pública, según determina la |[P general de 
Obras públicas, y sí procede, se otorga la concesión como en el 
caso anterior, 

ni. Esta concesión implica la declaración de utilidad pública 
para los efectos de la ley de enajenación forzosa. 

IV. Las concesiones del dominio público necesarias para la 
ejecución de esta clase de obras, se otorgan por el Gobierno ó 
sus delegados (1). 

449, — I. El Estado puede auxiliar á las Diputaciones, contri- 
buyendo á la construcción de las carreteras provinciales con una 
cantidad que no exceda de la cuarta parte del importe del pre- 
supuesto. La concesión y fijación de este auxilio deben ser obje- 
to de una ley. 

n. Las Diputaciones pueden auxiliar al Estado en la construc- 
ción de las obras en que las provincias se hallen interesadas. 
Los acuerdos de las Diputaciones deben expresar la cantidad, la 
forma y los plazos en que satisfarán la cantidad ofrecida, la cual, 
una vez aceptada, se considera gasto obligatorio de la adminis- 
tr*acion provincial. 

ni. Pueden así mismo las Diputaciones auxiliar á los Ayun- 
tamientos, y estos á las Diputaciones en igual forma. 

IV. También pueden el Estado, las Diputaciones y los Ayun- 
tamientos auxiliar á los particulares que se propongan ejecutar 
obras de esta clase con las cantidades que estimen convenientes, 
no excediendo de la tercera parte del importe total del presu- 
puesto. 

Si la subvención procede del Estado, debe ser objeto *de una 
ley (2). 

CAPITULO VIL 
De. las «bras piibliea«. 

450.— CJasificacion. . Fomento. 

451.— Proyectos. 454.— Planes generales. 

452.— Obras del Estado. 455!— Trámites que preceden á la 
453. — Atribuciones del ministro de ejecución. 

(1) Ley de 4 de Mayo de 1877, arte. 46 y B\g, 

(2) Ibid. , art* 50 y sifiT. y reglamento de 10 de Agosto del mismo año. 
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456.— Inclusión de una obra en los 
planes aprobados. 

457.<^Ck>nsigi^j|||ki del crédito ne- 
cesario.^JF 

458.— Ejecución de las obras. 

459.— Beneficios que la ley otorga 
á los contratistas. 

460.— Obras provinciales. 

461.— Competencia de la adminis- 
tración provincial. 

462.— Planes de las obras y su eje- 
cución. 

463.— Obras municipales. 

464.— Competencia de la adminis- 
tración municipal. 

465.— Atribuciones de los Ayunta- 
mientos. 

466.— Construcción de obras pú- 
blicas por los particulares. 

467.— Procedimiento para obtener 
la concesión. 

468.— Formas distintas de la cour 
cesión. 

469. — Autoridades que pueden 
otorgarla. 

470.— Caducidad. 

471.— Autoridades á quienes com- 
pete la declaración. 



472.— Sus efectos.. 

473. — Enajenación de las obras. 

474. — Vigilancia áe la autoridad 
sobre la construcción y ex- 
plotación. 

475.— Subasta pública. 

476. — Subvención ó auxilio de fon- 
dos públicos. 

477.— Tramitación de los expe- 
dientes y obligaciones de los 
concesionarios. 

478. — Cesión de alguna parte del 
dominio publicó. 

479.— Casos diversos. 

480. — Competencia del Gobierno. 

481.— Declaración de utilidad pú- 
blica. 

482.— Sus efectos. 

483.— Autoridad competente. 

484.— Recursos contra la declara- 
ción. 

485.— Competencia de los tribuna- 
les administrativos en mate- 
ria de obras públicas. 

486. — Competencia de los tribuna- 
les ordinarios. 

487.— Crítica de la nueva ley. 



450. — Son obras públicas todas las^e general uso y aprove- 
chanaiento, y las construcciones destinadas á servicios que se ha- 
llen á cargo del Estado, de las provincias ó de los pueblos, á 
saber: 

I. Los caminos así ordinarios como de hierro, los puertos y 
faros, los grandes canales de riego y navegación, y los traba- 
jos relativos al régimen, aprovechamiento y policía de las aguas, 
encauzamiento de los ríos, desecación de lagunas y pantanos y 
saneamiento de terrenos. 

n. Los edificios públicos destinados á servicios que dependen 
del Ministerio de Fomento. 

Los destinados á otros servicios dependen del respectivo Mi- 
nisterio. 

451. — El ex^en y aprobación de los proyectos de obras pú- 
blicas, la vigilancia mientras se construyen, su conservación, 
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USO y policía son atribuciones propias de la administración cen- 
tral, provincial ó municipal. Esta intervención se extiende á las 
que ejecutan y explotan por su cuenta los particulares ó las com- 
pañías concesionarias. 

452.— Son de cargo del Estado: 

I. Las carreteras incluidas en el plan general de las que deben 
construirse con los recursos del Tesoro. 

n. El encauzamiento y habilitación de los rios principales. 

ni. Los puertos de comercio de interés general, los de refu- 
gio y los militares. ^ 

IV. El alumbrado y valizamiento marítimos. 

V. El desagüe de los grandes pantanos, lagunas y albuferas 
pertenecientes al Estado. 

VI. La construcción, conservación y explotación de los ferro- 
carriles de grande interés nacional, que no deben entr^arse á 
compañías ó particulares.. 

vn. Los demás caminos de hierro de interés general en cuan- 
to concierne á las concesiones, examen y aprobación délos pro- 
yectos y vigilancia sobre su construcción y explotación. 

453.'*^Las atribuciones del ministro de Fomento en materia 
de obras públicas abrazan: 

I. Todo lo relativo á los proyectos, construcción, conserva- 
ción, reparación y policía de las carreteras del Estado. 

n. Lo concerniente al modo y forma de constituir las socie- 
dades ó compañías que soliciten concesiones de ferro-carriles de 
interés general, al otorgamiento de estas concesiones y privile- 
gios de los concesionarios, al examen y aprobación de los pro- 
yectos y al servicio de inspección sobre la construcción, conser- 
vación, explotación y policía de dichas líneas. 

ni. Todo lo que se refiere á la construcción y explotación de 
los ferro-carriles de alto interés público que según leyes espe- 
ciales no deben entregarse á compañías ó particulares. 

IV. Los canales de riego y navegación á cargo del Estado en 
cuanto á la formación de proyectos, á los trabajos de construc- 
ción, consei*vacion y mejora, y á la parte técnica de la distribu- 
ción del agua y policía de la navegación. 

V. El régimen y policía de las aguas públicas de los rios, tor- 
rentes, lagop, arroyos y canales de escorrentía artificial, los tra- 
bajos relativos á la navegación y flotación fluvial, á la defensa 
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de las márgenes de los rios y vegas expuestas á corrosiones é 
inundaciones, las derivaciones de aguas públicas, saneamiento 
de terrenos pantanosos y la policía técnica de la navegación in- 
terior. 

VI. Los trabajos de construcción, conservación y reparación 
de los puertos.de cargo del Estado y su policía técnica. 

VII. Los faros y toda clase de señales marítimas y el valiza- 
miento de las costas. 

Vni. Todo lo concerniente á la construcción, ampliación, me- 
jora y conservación de los edificios públicos destinados á ser- 
vicios que defienden del Ministerio de Fomento, y á las cons- 
trucciones que teagsm el carácter de monumentos históricos ó 
artísticos. 

IX. La inspecdoü de las obras públicas que corren á cargo de 
las provincias ó los municipios. 

454. — El ministro de Fomento forma los planes generales 
de las obras públicas que hayan de ser costeadas pbr el Estado, 
y presenta á las Cortes los respectivos proyectos de ley deter- 
minándolas y clasificándolas por el orden de su preferencia. 

455.— Para emprender el Gobierno una obra pública se re- 
quiere: 

I. Formación y aprobación por el ministro de Fomento del 
respectivo proyecto. ^ 

n. Inclusión de la obra proyectada en el plan general de las 
que haya de ejecutar al Estado. 

ni. Consignación del crédito correspondiente en la ley de 
presupuestos ó en otra especial. 

Todo proyecto debe constar de los documentos siguientes: 

I. Memoria explicativa. 

n. Planoj^ 

in. Pliego de condiciones facultativas. 

IV. Presupuesto de las obras, así como de las expropiaciones, 
agotamientos que exy an las fundaciones, si las obras son hidráu- 
licas, y demás gastos accesorios. V. núm. 1494. 

El estudio délos proyectos corresponde al cuerpo de ingenie- 
ros de Caminos, Canales y Puertos, y su aprobación definitiva 
al ministro de Fomento, oida la Junta consultiva del ramo. 

45ft. — Aunque por regla general no se puede emprender obra 
alguna que no esté incluida en los planes de las del Estado, to- 
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davía se exceptúa el caso de aquella ó aquellas cuya ejecución 
parezca conveniente ajuicio del Gobierno. 

A dichas obras debe preceder un ante-proyecto acompañado 
de una información sobre la necesidad ó conveniencia de la 
obra, en la cual sean oidos: 

I. Los particulares á quienes interese, previo anuncio en los 
Boletines Oficiales^ para que acudan al Gobierno dé la provincia, 
y aleguen sus razones en pro ó en contra durante un plazo no 
menor de treinta dias. 

n. Los Ajruntamientos y Diputaciones iilteresadas. 

IH. Las Juntas de Agricultura, Industria y Comercio de las 
mismas provincias. 

IV. Las autoridades militares y de la Marina, y las Juntas 
provinciales de Sanidad en los casos especiales en que proceda. 

V. Los ingenieros encargados del servicio, y los respectivos 
jefes de las provincias. 

VI. El gobernador que al remitir el expediente al Ministerio, 
debe dar su dictamen. 

VIL Y por último^ la Junta consultiva de Caminos, Canales y 
Puertos que informai 

Cumplidos estos trámiites, el ministro resuelve, y si se decide 
por la ejecución de la obra, presenta á las Cortes el proyecto de 
ley necesario. 

457. —Cuando para una obra pública no se haya consignado, en 
los presupuestos el crédito correspondiente, es preciso que el 
Gobierno se halle autorizado para emprenderla en virtud de una 
ley especial. 

Exceptúanse: 

I. Las de mera reparación, cuyo gasto se satis&ce con los 
créditos que anualmente se consignan y aplican á la conserva- 
ción de todas las obras existentes de cargo del Estado. 

n. Las de reconocida urgencia, así califieadas por el Consejo 
de Ministros, previo informe de la Junta consultiva de Caminos, 
Canales y Puertos, y oído el Consejo de Estado en pleno. 

458. — Las demás reglas* tocantes á la ejecución de las obras 
públicas pertenecientes al Estado son casi las mismas que rigen 
en punto á las carreteras de igual ciase; por lo cual bastará in- 
dicarlas y notar las variantes. 

I. Dentro de los créditos legislativos puede el Gobierno dispo- 
AP. I. 22 

Digitized by VjOOQIC 



170 BBREGHO ABMINISTHATIVO ESPASoL. 

ner el estudio de las obras públicas que juzgue más convenientes. 

II. Puede el Gobierno establecer impuestos ó arbitrios por las 
obras públicas que ejecute ó haya ejecutado con fondos genera- 
les, salvos los derechos adquiridos y dando cuenta á las Cortes. ' 

in. Así mismo puede ejecutar las obras del Estado por admi- 
nistración ó por contrata. 

IV. Al contratar las obras públicas, puede el Gobierno optar 
entre los medios siguientes: 

I. Obligarse á pagar el importe de las obras que se vayan 
ejecutando en los plazos y en la forma que se determinen en 
cada contrato, y según las condiciones generales á que se ajus- 
ta este servicio. 

II. Otorgar á los contratistas el derecho de disfrutar por tiem- 
po determinado del producto de los arbitrios que se establezcan 
sobre el aprovechamiento de las obras. 

III. Combinar ambos medios. 

V. Si las obras ejecutadas por el Estado fueren objeto de ex- 
plotación retribuida, se deberá verificar por contrata mediante 
subasta pública, excepto en los casos en que por circunstancias 
especiales resuelva el Gobierno tomarla á su cargo. Esta declara- 
ción se hace en real decreto expedido .por el Ministerio de Fo- 
mento, previo inforiile de la Junta consultiva de Caminos, Ca- 
nales y Puertos, y oida la Sección de Fomento del Consejo de 
Estado. 

Los precios que se fijen por razón del uso y explotación de di- 
chas obras, no pueden exceder de la tarifa con arreglo á la cual 
se hubiere hecho la adjudicación; pero sí rebajarse, si los adju- 
dicatarios lo tienen por conveniente, siy otándose alas condicio- 
nes estipuladas. 

VI. En los pliegos de condiciones de cada contrata se com- 
prenden los servicios gratuitoa que deben pr^estar los acyudicata- 
rios, y las tarifas especiales de los demás servicios públicos re- 
tribuidos. 

Vil. El estudio de los proyectos, la dirección de las obras que 
se ejecutan por administración y la vigilancia de las que se.cons- 
truyen por contrata y son de cargo del Estado, pertenecen al 
cuerpo de ingenieros de Caminos, Canales y Puertos, según las 
reglas establecidas en la ley de carreteras. 

Exceptúanse las construcciones civiles, cuyo estudio, direc- 
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cion y vigilancia corren á cargo de arquitectos con título nom- 
brados por el Ministerio á que las obras correspondan. 

VIII. Los contratistas de las obras del Estado gozan de la li- 
bertad én cuanto á la elección de personas que diryan los traba- 
jos, y disfrutan de los beneficios que en la ley de carreteras se 
expresan (1). V. núms* 1490 y sia. 

459. — Entre los beneficios que la ley dispensa á los contratis- 
tas se cuenta el derecho de explotar las canteras, y extraer los 
materiales que se encuentren en lo$ terrenos del Estado ó del 
común de los pueblos sin indemnización, comprendidas las de- 
hesas boyales, pero no las leñas que pueden utilizar previa la 
correspondiente indemnización, siempre que la corta no redun- 
de en perjuicio de los pastos reservados para el aprovechamien- 
to de los ganados (2). V. küm. 1496. 

460. — Son de cargo de las provincias: 

I. Los caminos incluidos en el plan de ios que deben cons- 
truirse con fondos provinciales. ; 

n. Los puertos de sus respectivos territorios que no siendo 
de cargo del Estado, ofrezcan mayor interés que el puramente 
local. 

ni. El saneamiento de lagunas, pantanos y terrenos cenago- 
sos en que se interese la provincia, y no sean de los pertenecien- 
tes al Estado. 

461. — Corresponden á la administración provincial según su 
ley orgánica: 

I. Las vías de comunicación que deben correr á cargo de las 
provincias, así como las que han de ser costeadas en su totali- 
dad con fondos provinciales, en lo relativo á su estudio, con^ 
truccion, conservación, reparación y policía. 

n. Los canales de navegación y riego declamados de interés 
puramente provincial, y la parte técnica de la distribución del 
agua y policía de la navegación. 

m. El saneamiento de lagunas y terrenos pantanosos, decla- 
rados de interés exclusivo de las provincias. 

IV. La construcción y mejora de los edificios de carácter pro- 
vincial destinados á servicios públicos dependientes del Minis- 

(1) Leyes de 29 de Diciembre de Un6 y 13 de Abril de 1877, arte. 1, 4, 8, 9, 20 y sig. y re 
glamento de 6 de Julio del mismo aüo, arti. 6 y ñ\^, 

(2) Real orden de H» 4e Héjo de 1978^ 
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terio de Fomento, y la conservación de los monumentos histó- 
ricos y artísticos (1). 

462. — Las Diputaciones forman los planes de ^stas obras y las 
clasifican por el orden de su preferencia. Los planes deben ser 
aprobados por el ministro de Fomento. 

Ninguna obra provincial puede emprenderse sin que concur- 
ran tres circunstancias, á saber : 

L Proyecto aprobado con anterioridad por la Diputación, pre- 
vio informe del ingeniero jefe de la provincia, ó del arquitecto 
provincial, si lo hubiere, tratándose de una construcción civil. 

n. Inclusión de dicha obra en los planes de la Diputación. 

Exceptúanse los casos de reconocida urgencia, previa una ley 
especial ó una declaración del ministro de Fomento. 

in. Consignación en el presupuesto de gastos de la provincia 
del crédito necesario. 

La declaración de urgencia autoriza pai*a incluir en el presu- 
puesto la partida correspondiente á la ejecución de la obra. 

IV. El estudio de las que se proyecten, su ejecución, sea por 
administración ó sea por contrata, la libre dirección de los tra- 
bajos encomendados á los contratistas y los de conservación y 
reparación á cargo de las provincias, todo se ajusta á las re- 
glas establecidas para las del Estado. Sin embargo conviene ad- 
vertir: 

I. Que los arbitrios acordados por las Diputaciones por el uso 
y aprovechamiento de las obras provinciales, deben ser aproba- 
dos por el Gobierno. 

u. Que en los proyectos, la dirección y vigilancia de estas 
obras intervienen los ingenieros de Caminos, Canales y Puertos. 

Exceptúanse las construcciones civiles que dirigen los arqui- 
tectos con título profesional, y los caminos vecinales costeados 
por las Diputaciones que. pueden encomendarse á los directores 
de esta clase de obras. 

^ ni. Tiene er Gobierno la facultad de inspeccionar las obras 
provinciales cuando lo juzgue conveniente, y debe hacerlo por 
lo menos después de terminadas, y antes de entregarlas al uso 
público (2). V. NÚMS. 1510 Y 1511, 

463. — Son de cargo de los municipios: 

(1) Ley da 2 de Octubre de 1877, art. 44. 

(2) Ley da 18 de Abril de isn, arts. 5, 10, 16, 84 y sig. 
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I. La construcción y conservación de los caminos vecinales 
incluidos en el plan de los que deben construirse con fondos mu- 
nicipales. 

n. El abastecimiento de aguas para el uso de las poblaciones. 

in. La desecación de las lagunas y terrenos insalubres que 
interese á uno ó más pueblos. 

IV. Los puertos de interés meramente local. 

464. —Pertenecen á la administración municipal con arreglo 
á su ley orgánica: 

L La construcción, conservación y reparación de los caminos 
vecinales costeados por los Ayuntamientos, ó que deben correr 
á cargo de los mismos según la ley. 

U. El abastecimiento de aguas para el uso de las poblaciones, 
en lo tocante á la construcción de las obras, ó á la concesión de 
las mismas á empresas particulares. 

lU. La desecación de lagunas ó terrenos insalubres, declara- 
da de interés puramente local. 

IV. La construcción y conservación de los puertos de interés 
local. - 

V. La construcción y mejora de los edificios destinados á ser- 
vicios que dependen del Ministerio de Fomento, y la conserva- 
ción de los monumentos artísticos ó históricos (1). 

465. — Tan viciosa es la economía de la ley, que obliga á mo- 
lestas y enfadosas repeticiones. Abreviando, pues, la exposición 
de la doctrina, haíemos notar: 

I. Que los Ayuntamientos, en el ejercicio de sus atribuciones, 
forman los planes de las obras públicas de su cargo y los some- 
ten á la aprobación del gobernador; y si contra lo acordado por 
esta autoridad se interpone alguna reclamación, debe remitirse 
el expediente íntegro al Ministerio de Fomento para su resolu-r, 
cion definitiva. 

n. Que Ios-proyectos de obras municipales, el modo de ejecu- 
ción, su dirección y vigilancia, la inspección, los trabajos de 
conservación y reparación, el establecimiento de arbitrios etc. 
se ajustan á las mismas reglas que rigen para las provinciales. 

Exceptúanse de la inspección del Gobierno las simples habili- 
taciones de caminos y veredas vecinales. 



(1) Ley de 2 do Octubre de 18T7, art. 72. 
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ni. Que para calificar los casos de reconocida urgencia se re- 
quiere una declaración previa del gobernador, oida la Diputación 
provincial. 

IV. Y finalmente, la formación y aprobación de un proyecto 
de obra municipal llevan consigo la declaración de utilidad pú- 
blica, lo mismo que si fuese provincial ó del Estado (1). Véase 

NÓMS. 1512 Y SIG. 

466. — La nueva ley de Obras públicas no pretende que todas 
sean promovidas y ejecutadas por la administración en sus dife- 
rentes grados. Lejos de perpetuar el sistema del absolutismo 
gubernamental reprobado por la escuela de Kant, para quien las 
funciones del Estado deben limitarse á mantener los principios 
del derecho, ó como dicen otros, la seguridad interior y ex- 
terior, única condición legítima y necesaria al bien general, ad- 
mite la intervención de la actividad libre ó de la industria pri- 
vada. 

Es verdad que no confia en la iniciativa individual tanto como 
los discípulos fieles á la doctrina del aquel célebre maestro; pero 
no es menos cierto que los particulares y las compañías pue- 
den emprender cualesquiera obras de interés privado, coú tal 
que no ocupen parte alguna del dominio público ó del Estado, ni 
lo modifiquen ó alteren, ni exijan la enajenación forzosa, sal- 
vos los reglamentos de policía y salubridad. 

Hay más: pueden también los particulares ó compañías cons- 
truir y explotar obras públicas destinadas al uso común en vir- 
tud de concesiones que el Gobierno les otorgue, y principal- 
mente: 

I. Carreteras y ferro-carriles en general. 

II. Puertos. 

III. Canales de riego y navegación. * 

IV. Desecación de lagunas y pantanos. 

V. Saneamiento de terrenos insalubres. ♦ 
467. — ^Los particulares ó compañías, en semejantes casos, 

deben: 

I. Formar el proyecto de la obra con todos los datos necesa- 
rios para comprender su objeto y calcular las ventajas quede su 
construcción reportarán los intereses generales. 



(1) Ley de 13 de Abril de 18T7, am. 6, U, 18, 44 y ñ\g. 
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El peticionario puede solicitar del Gobierno ó de las corpora- 
ciones á quienes corresponda, esto es, de las Diputaciones ó los 
Ayuntamientos, autorización para hacer los estudios preparato- 
rios del proyecto. 

Los efectos de la autorización consisten: 

I. En podet reclamar la protección y auxUio de las autori- 
dades. 

n. En la facultad de entrar en propiedad sgena á fin de hacer 
los estudios, previo >el permiso del dueño, administrador ó colo- 
no que resida en las cercanías; y si reside lejos, ó niega la li- 
cencia, con la del alcalde que debe concederla mediante fianza 
que asegure el pago inmediato de la cantidad suficiente á la in- 
demnización de los daños y perjuicios regulados por im cálculo 
prudencial. 

n. Solicitar la concesión del Ministerio de Fomento ó de la 
corporación respectiva* El interesado debe acompañar á su soli- 
citud el proyecto, y además un documento que acredite ha- 
ber depositado en garantía el 1 por 100 del presupuesto de la 
obra (1). 

468. — ^De tres distintas maneras pueden ser estas concesiones, 
á saber: 

I. Sin subvención ni ocupación constante del dominio público. 

II. Con subvención ó auxilio de fondos públicos. 

ni. Y con ocupación constante de una parte del dominio pú- 
blico ó del Estado. 

469.— 'El Gobierno, las Diputaciones ó los Ayuntamientos otor- 
gan las concesiones de la primera clase, según la naturaleza de 
las obras que se proyectan; mas si destruyen los planes de las 
que son de cargo del Estado, se necesita una ley y un real de- 
creto expedido por el Ministerio de Fomento, si destruyen los 
formados por aquellas corporaciones populares* 

I. Si es el Gobierno quien debe otorgar la concesión, procura 
ilustrar su juicio con el dictamen de la Junta consultiva de Ca- 
minos, Canales y Puertos, ó el de la Academia de S. Femando, 
según los casos. 

II. Si pertenece á una Diputación ó Ayuntamiento, se abre 
una información verbal en la que son oidos los particulares in- 

(l) Ley de 18 de Abril de 1877, arte. *?, 52 y uig. 
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teresados, se consulta á las corporaciones y funcionarios com- 
petentes, y se pide informe al ingeniero jefe y al gobernador de 
la provincia. 

ni. Toda concesión se otorga, á lo más, por noventa y nueve 
años, á no ser que la índole de la obra exija un plazo mayor, 
para lo cual se requiere una ley. 

Vencido el plazo, la obra cede en beneficio del Estado, de la 
provincia 6 del municipio. 

rv. Toda concesión se entiende otorgada sin perjuicio de ter- 
cero, y dejando á salvo los intereses particulares. 

La frase es oscura y redundante. Tal ven querría decir la ley 
los derechos particulares, porque en efecto puede haber lesión 
por diversas causas (1). 

V. No puede concederse ninguna obra pública solicitada por 
una empresa ó particular, sin que se publique su petición en la 
Gaceta y el Boletín Oficial de la provincia respectiyaj señalando 
un plazo de treinta dias para la admisión de las proposiciones 
más ventajosas. 

VI. Si se presenta más de una petición, se da la preferencia 
á la que ofrezca mejores condiciones; y si es el Gobierno quien 
debe otorgar la concesión, antes de resolver la cuestión de prefe- 
rencia, consulta á la Sección de Fomento del Consejo de Estado. 

Vn. Cuando las peticiones son iguales, se acyudica la obra 
mediante pública subasta. La licitación versará en primer tér- * 
mino sobre rebaja en las tarifas de la explotación, y en caso de 
igualdad sobre la del tiempo que haya de durar la concesión. 

VIH. Por regla general son cláusulas de toda concesión de 
obras públicas á compañías ó particulares : 

I. La cantidad que deb^ depositar el concesionario en garan- 
tía de sus compromisos, la cual fija la ley en el importe del 3 al 
5 por 100 del presupuesto de la obra. El plazo para constituir el 
depósito es nn mes, á partir de la fecha del otorgamiento de la 
concesión. 

Está fianza subsiste mientras el concesionario no justifique ha-^ 
ber ejecutadg obras por un valor equivalente á la tercera parte 
de las comprendidas en la concesión. 

(l) En efecto, es un yerro de copia ó de imprenta, se^an se manifiesta en el art. 28 del 
Reglamento de 6 de Julio de 1877 que dice asi: «Además habrá de prevenirse que la con- 
cesión se otorga sin perjuicio de tercero, y salvo los derechos particulares». 
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' II. Los plazos en que se hayan de empezar y terminar los tua- 
bajos.. 

iii. Las condiciones para el establecimiento y uso de las obras 
según sú clase y con arreglo á las leyes. 

IV. Los casos de caducidad y sus consecuencias*.. 

470.— Procede la declaración de caducidad: 

L Guando se pide subvención, si las obras concedidas son de 
¡tal naturaleza que no la consienten. : 

Sin embargo, todavía puede la empresa recibir auxilios de 
fondos públicos, pero solamente en virtud de una ley; y en tal 
caso la subvención no cede en favor del concesionario, sino de 
la obra misma que se saca á pública subasta como todas las sub- 
vencionadas. 

n. Si el concesionario falta á cualquiera de la cláusulas espe- 
ciales ó condiciones particulares de la concesión. 

jQL Si no atiende, como debe, á la conservación de las obras 
durante el período de la explotación. 

IV. Y si está no se ajusta á las reglas estipuladas y consenti- 
das, que tienen la fuerza de toda condición resolutoria de un 
contrato. - * 

471. — La declaración de caducidad corresponde al Gobierno 6 
á la corporación que haya otorgado la ^concesión, previo expe- 
diente instruido con audiencia del interesado. 

472.— Los efectos de la caducidad son: 

L Si no se hubiere dado principio á las obras, romper todas 
la? obligaciones contraidas entre la administración y el conce- 
sionario. 

n. Si estuviesen ya empezadas y no fuesen bastantes para cu- 
brir la fianza, sacarlas á subasta por término de tres meses, sir- 
viendo de tipo el importe de los terrenos adquiridos, de las obras 
ejecutadas y de los materiales existentes. La nueva óoncesion se 
adjudica al mejor postor, . 

in. A falta de licitadores, se sacan de líuevo á subasta las 
obras ejecutadas por espacio de un mes bajo el mismo tipo; y si 
tampoco se presentai^en á la segunda, el Estado, Ja provincia ó 
el pueblo que hubiesen otorgado la concesión, se incautan de 
ellas, sin que ejl^concesiouarip tenga derecho á intentar recla- 
mación alguna, pues todos los suyos han caducados 

IV. La pérdida de la cantidad constituida en, depósito, así en 

AP. I. * 23 
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Iqs casos anteriores, como en el de proceder la declaración de 
caducidad por faltas imputables al concesionario. 

La pérdida de la fianza cede en beneficio de la administración 
general, provincial ó municipal, según la clase de las obras, ob- 
jeto de la concesión. 

473. — Todo concesionario puede enajenar las obras concedi- 
das á tercera persona, previa autorización del Gobierno ó de la 
corporación correspondiente, y con las mismas condiciones y 
garantías estipuladas al hacer la concesión. 

474. — El Grobierno y las corporaciones de quienes proceda la 
concesión, tienen el derecho de vigilar por medio de sus agen- 
tes facultativos los trabajos para que se guarden y cumplan las 
condiciones establecidas, así como los reglamentos tocantes á la 
explotación. 

475. — ^Ninguna obra para cuya explotación sea necesario ocu* 
par otra perteneciente al Estado, á una provincia ó un municipio 
puede concederse sino en licitación pública. Al peticionario re- 
serva la ley el derecho de tanteo; y si la concesión no recayese 
en él, está obligado el concesionario á satisfacerle el importe del 
proyecto con arreglo á tasación pericial anunciada antes de la 
subasta (1). 

476.-— El segundo modo de interesar á los particulares ó com- 
pañías en la construcción de obras públicas, consiste en conce- 
derlas mediante subvención, es decir, otorgando cualquier auxi- 
lio directo ó indirecto de fondos públicos, inclusa la franquicia 
de los derechos de aduana á la introducción del material proce- 
dente del extranjero. 

Esta franquicia debe siempre ser objeto de una ley. 

477. — Las reglas que se observan en la tramitación de los ex- 
pedientes relativos á semejantes concesiones, tienen mucho de 
común con las expresadas respecto á las que se solicitan sin sub- 
vención alguna; lo cual nos dispensa de entrar en pormenores 
acerca de la formación de los proyectos, garantía de las proposi- 
ciones, información de utilidad pública, vigilancia de la admi- 
nistración etc. La ley repite estos y otros preceptos, como si no 
hubiese sido harto mejor establecer principios generales aplica^ 
bles á toda clase de obras públicas, y luego exponer lo que es 
propio y particular de cada una. 

(1) Ley de 13 de Abril de 1877^rts. 54 y siar.' 
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Corrigiendo/ pues, el método según lo exige el criterio de la 
ciencia, nos limitaremos á notar las principales variantes.' 

L Es la primera que las concesiones subvencionadas, ya por el 
Eátadp, ya por las Diputaciones ó los Ayuntamientos, se sacan 
á pública subasta, adjudicándose el remate al mejor postor. 

El anuncio debe preceder tres meses al acto, y el tipo ha de 
ser el máximum. de subsidio Ó subvención á la obra proyectada. 

n. No se expide el título de la concesión mientras el rema- 
tante no acredite haber depositado en garantía de sus obligacio- 
nes el' 5 por 100 del importe del presupuesto de las obras. 

Si deja transcurrir quince dias sin prestar esta fianza, la ad- 
judicación no produce efecto, y se abre nueva subasta por tér- 
mino de cuarenta dias.' 

La fianza no se devuelve, mientras las obras no se hallen con- 
cluidas y en disposición de ser explotadas. 

ni. Las concesiones subvencionadas son siempre temporales, 
y no pueden exceder de noventa y nueve años. 

IV. El servicio de vigilancia se extiende á la parte económi- 
ca y mercantil de la empresa concesionaria, y á que el abono de 
los auxilios ó de la subvención sea proporcional al desarrollo de 
las obras. 

V. No se puede introducir variación alguna en el proyecto 
que ha servido de base á una concesión subvencionada sin auto- 
rización del Gobierno ó de la corporación que la haya otorgado. 

. La autorización del Grobierno, si es el Estado quien subven- 
ciona las obras, no procede sino después de oir á la corporación 
respectiva y al Consejo de Estado en pleno. 

VI. Si á consecuencia de la variación ó modificación del pro- 
yecto se disminuye el coste de la obra, se rebaja proporcional- 
ménte la subvención; mas si se aumenta, no por eso se aumen- 
tan los. auxilios otorgados en la ley de concesión, á no ser que 
así lo disponga otra especial. 

vn. Caducan estas concesiones si el concesionario no da prin- 
cipio á los trabajos ó no los termina en los plazos estipulados. 

Exceptúanse los ca^os de fuerza mayor justificados en virtud 
de una información según determinan los reglamentos, pues 
por tales causas se puede conceder una próroga limitada al tiem- 
po necesario para concluir las obras. Al fin de la próroga cadu- 
ca la concesión, si no se cumple lo pactado. 



Digitized by VjOOQIC 



180 DERECHO AOHIIUSTRATIVO ESPAÑOL. 

Corresponde al Gobierno, oído el Consejo de Estado, conce- 
der la próroga, cuando la subvención proviene de fondos gene- 
rales. 

VIH. También caducan las concesiones cuando por culpa de 
la empresa se interrumpe el servicio público de ima obra sub- 
vencionada. 

El Gobierno, la Diputación ó el Ayuntamiento adoptatn las 
providencias convenientes para restablecer el servicio por cuen- 
ta del concesionario^! y si en el término de seis meses no justi- 
fica que cuenta con los medios necesarios para continuar lía ex- 
plotación, ó no la cede á otra persona ó empresa con-laaütori- 
zácion debida, se declara caducada la concesión. 

IX. Las declaraciones de caducidad pronunciadas por el Go* 
bierno, las Diputaciones ó los Ayuntamientos, pueden ser im- 
pugnadas por la vía contenciosa, entablando el recurso dentro 
de los seis meáes siguientes á la notificación administrativa. 

X. Declarada déffinitivamente la caducidad de una concesión, 
se sacan á subasta las obras ejecutadas por término de tres me- 
ses. El tipo es el iinporte> según tasación, de ios terrenos adqui- 
ridos, de las obras hechas y de los materiales de construcción y 
explotación existentes, deducidas las cantidades entregadas por 
Vía de subsidio al concesionario en cualquiera clase de valores. 

Si á la subasta no acude licitador alguno, se anuncia la segun- 
da por término' de dos meses bajo el tipo de las dos terceras 
partes de la tasación; y si también queda desierta, se anuncia la 
tercera y última por plazo de un mes y sin tipo fijo, 

XI. Adjudicadas las obras al mejor postor, deposita en ga- 
rantía el 5 por loó de las que falten, y el nuevo concesionario se 
subroga al antiguo en todos sus derechos y obligaciones. 

XII. Si á nadie Se adjudican por falta de licitadores, el Esta- 
do, la provincia ó el municipio se incautan de las obraspara 
continuarlas, si lo juzgan conveniente, por medio de otra- con- 
cesión, sin que el primer concesionario tenga derecho á recla- 
mar indemnización alguna (1)-. 

' 478.— El tercer modo de auxiliar á los particulares ó compa- 
ñías que se proponen construir obras de utilidad común, es con- 
cederles una parte del dominio público ó del Estado, lo cual 
equivale á prestar un verdadero auxilio á la empresa. 

(1) LeydelBde Abrilde 187'7,arts.'74y'8i¿. • >. 
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La ocupación de la parte del dominio público necesaria :á la 
ejecución de las obras puede ser temporal ó permanente, y pue- 
de suceder que esta parte 'se»halle afecta á <5Íertos usos ó apro- 
vechamientos públicos, ó sin aplicación alguna y libre de toda 
servidumbre. 

479. — ^En suma, en la concesic«i de obras que afecten; el do* 
minio público, deben distinguirse los casos sigtiiéntes: 

I. Si la obra proyectada no disminuye ni entorpece el uso ó 
disfrute general de la parte del dominio público á que afecta. 

I. Debe el peticionario presentar solicitud en la Dirección del 
ramo acompañada de una memoria explicativa, planos, presur 
puesto aproximado y tarifas de la explotación, 

II. El Gobierno pide informes, investiga los derecho» estable*- 
cidos eñ aquella parte del dominio público, y compara las venta- 
jas é inconvenientes de la obra en su relación con los intereses 
generales. 

iii. Antes de resolver procura ilustrarse con los dictáme- 
nes de la Diputación, del ingeniero jefe, del gobernador de 
la provincia y de la Junta consultiva de Caminos, Canales, y 
Puertos. 

IV. Si lo estima conveniente y la obra no altera los planes del 
Estado, otorga la concesión por medio de un real decreto. En 
la concesión, además de las condiciones ordinarias, se estipula 
el precio que el concesionario há de satisfacer por la parte del 
dominio público que se propone utilizar.- > • 

n. Si la obra menoscaba ó entorpece el uso ó aprovechamien*- 
to' general, Se abre una información como en el caso anterior, y 
siendo favorable la resolución del Gobierno, se adjudica la con- 
cesión mediante subasta pública, sirviendo de base el proyecto 
aprobado. 

I. Las proposiciones habrán de referirse en primer término á 
la rebaja de las tarifas de explotación de la obra, y en segundo 
lugar á la mejora del precio de la parte del dominio público cuya 
cesión se solicita. 

ti. Cuando son dos ó más las peticiones relativas á la misma 
obra, el Gobierno prefiere el proyecto que ofrece mayores ven- 
tajas, y en igualdad de condiciones al primero por el orden de 
sü presentación. 

III. El tiempo hábil para hacer proposiciones és un plazo de 
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treinta dias contados desde la fecha de la publicación de la pri 
mera solicitud. 

IV. Si entre las proposiciones presentadas no hay ninguna co- 
nocidamente preferible, ó siempre que el Gobierno lo juzgue 
conveniente á los intereses generales, se saca á pública subasta 
y se adjudica la concesión al mejor postor. . 

V. La basé de la subasta es el primer proyecto con las modi- 
ficaciones introducidas por la autoridad superior; y si no fuefrp 
aceptado, se acudirá al segundo, y así sucesivamente. 

VI. Pueden mostrarse licita^ores, además délos autores de 
los proyectos presentados, otras personas cualesquiera con. tal 
que hayan consignado en garantía el medio por 100 del presu- 
puesto de las obras. 

in. Si se trata de la ocupación permanente de una parte del 
dominix) público en que no existan usos ni aprovechamientos ge- 
nerales, se observan los trámites arriba dichos de memoria, pla- 
nos, presupuesto, tarifes, información y consultas. 

El Gobierno otorga la concesión por medio de una real or- 
den, oida »la Junta consultiva de Caminos, Canales y Puertos, 
con la advertencia. que siendo varios los proyectos, debe prece- 
der un examen comparativo á fin de dar la preferencia al más 
ventsgoso. En igualdad de circunstancias el primero será el pre- 
ferido. 

IV. Si la obra que se intenta exige la ocupación temporal de 
una parte del dominio público destinada á un general aprove^ 
chamiento, ó altera las servidumbres establecidas en propie- 
dad privada y en beneficio del mismo dominio, basta una soli- 
citud al gobernador de la provincia que otorga la concesión 
oyendo al ingeniero jefe, mediante las condiciones para el dis- 
frute. 

Contra la resolución del gobernador queda al interesado el 
recurso de alzada al ministro delFomento, á quien corresponde 
así mismo hacer la concesión en el segundo caso, si la ocupa- 
ción ha de ser permanente. Esta autorización siempre deja á sal- 
vo los derechos de propiedad particular. 

Pueden hacerse concesiones de una parte del dominio público 
para ejecutar obras destinadas al ejercicio de una industria pri- 
vada. El particular ó compañía que la obtenga adquiere en vir- 
tud de este título la facultad de construirlas y utilizarlas sin más 
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limitación que las reglas de policía y seguridad, y el régimen 
del dominio público, 

480. — Corresponde al Gobierno por el Ministerio de Fomento: 

I. Conceder á particulares ó compañías la autorización nece- 
saria para ocupar una patte del dominio del Estado con el obje- 
to de emprender una obra destinada al uso público ó de utilidad 
privada. 

Estás concesiones se hacen mediante pública subasta. La lici- 
tación versa sobre la cantidad que deberá satisfacer el concesio- 
nario por razón del dominio que pretende, y en la adjudicación 
se observan las formalidades prescritas para la venta de las fin- 
cas del Estado. 

n. Conceder igual autorización cuando la construcción ó ex- 
plotación de Una obra de la misma clase altere servidumbres es- 
tablecidas en dominios del Estado (1). 

481.— La declaración de utilidad pública es un requisito esen- 
cial que debe preceder á la ejecución destinada al uso común, 
sea quien quiera el que la emprenda; y es llano que no procede 
si la obra tiene por objeto el uso particular. 

Exceptúanse de la regla general : 

L Las obras costeadas por el Estado. 

n. Las incluidas en los planes generales, provinciales y mu- 
nicipales. 

UI. Todas las autorizadas por una ley especial. 

482.— La declaración de utilidad pública produce los efectos 
siguientes : 

L El beneficio de vecindad para los constructores y sus de- 
pendientes, ó sea la participación en los aprovechamientos co- 
munes de los pueblos en cuyos términos radiquen las obras. 

U, La aplicación de la ley de enajenación forzosa á la propie- 
dad particular. 

ni. La exención del impuesto de derechos reales y transmi- 
sión de bienes por traslaciones de dominio á consecuencia de 
la aplicación de dicha ley. 

IV. Y por último, la de otros cualesquiera impuestos tempo- 
. rales ó permanentes, siempre que así lo determine una ley es- 
pecial. " 

(1) Ley de 18 de Abril de 1877, «rt. 94 y uig,, y reglamaoto de 6 de Jallo del miamo «ño, 
arte. 122 y aig. 
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483. — Compete hacer la declaración de utilidad publica : 

I. Al poder legislativo, si la obra, á juicio del Gobierno, es de 
importancia, y para construirla se requiere la aplipacion de la 
ley de ensijenacion forzosa, 

n. Al ministro de Fomento, si se tr^ta de obras que deben 
costearse con fondos generales, ó de obras provinciales ó muni- 
cipales que abarquen más de una provincia. 

m. A loi? gobernadores respectivos, si las obras provinciales 
ó municipales se hallan enclavadas en el territorio sometido á su 
autoridad. ,_ 

Si no se solicita la aplicación de la ley de ensgenacion forzo- 
sa, pertenece la declaración de utilidad pública: 

I. Al ministro de Fomento, cuando la obra sea de cargo del 
Estado, ó siendo provincial, se extienda á más de una pro- 
vincia. 

n. A la Diputación, si la obra es provincial, y no traspasa los 
límites de la provincia, ó siendo municipal, comprende términos 
de dos ó más pueblos. 

ni. Al Ayuntamiento, si la obra es municipal, y se encierra 
en el término de un solo pueblo. 

El particular ó compañía que pretenda la declaracioA de uti- 
lidad pública en favor de .una obra, debe acompañar á'su peti- 
ción un proyecto para poder format* juicio de ella, de su objer 
to, de la propiedad privada que necesita ocupar, y de las ven- 
tfigas que de su construcción reportarán los intereses gene- 
rales. 

Antes de dictarla resolución conveniente se abre una infor- 
mación en la cual son oidos los interesados en la ensúenacion 
forzosa, los Ayuntamientos, las Diputaciones, los gobernadores, 
los ingenieros jefes de las provincias, y si las obras ftiesen del 
Estado, la Junta consultiva de Caminos, Canales y Puertos, se- 
gún determinan los reglamentos para cada caso. 

484,'-t7Contra las resoluciones declarando una obra de utilidad 
pública cabe el recurso por la vía gubernativa, y en último tér* 
mino procede la vía contenciosa. 

Los capitales extranjeros invertidos en obras públicas y en la 
adquisición de terrenos necesarios para ejecutarlas, están exen- 
tos de represalias, confiscaciones y embargos por causa de 
guerra. 
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. La nueva ley de obraa piiblicas ao ía valida le» idereehos ad- 
quiridos con anterioridad á su publicación (1). :; • * ; 

485.T-Pertenece á la jum^tooion contenciosoHadministrativa 
conocer de los recursos contra las .providencias^ de la'a4ininis- 
tracion: . . . ; ■ \ .•• » ^ • ^i- '. /• :■'■■■. .n .i;::-!.'- "r-r ..i 
; . I.. : Cuando declara la caducidad *de> una .GOxKsepion 4e obra pu- 
blica hecha. á particulares áejompaSaasi . í : - »; » • • » 
,11.. Guando con resoluciones que causan, estadoi^i lastima dere- 
chos adquiridos. , ^ .: .; i ' .: . '(< ' 

486. — Compete á los tribunales- dé justiéiá conocer: i ^ - 
: . I.. De las cuíe^tiones que ae suspiten entre la administración y 
los particulares $Qbre el dominio piíblioo^ y privado, y las servi- 
dumbres fundadas en títulos de derecho 'Civih • • 

II* De las que se promuevan »enfcr^ los particulares sembré el 
. dep9chp preferente en el dQminí6 publico^ éuahdo la preferencia 
se fundeion títulos de carácter cíviL <,. : ^. * . . . ' / 

. ni. De las relativas :í daños y pérjwicio& ódaáioaad'os á ter- 
ceras personap en sus derechos: de propiedad,tícuya en2(jéna- 
cion no sea forzosa, por el establecimiento ó uso de la» obras 
concedidas^ ó poc otras .causas tiepeadientes^ ^de las -concesio- 

. 487. — La nueva ley de. .Oirás pTp)liqa& era nina necesidad para 
poner termina á la confusión. qua<:eíi esta» materia reinaba, y 
para asentar la concordia entria<fiicíha ley«y la»de administra- 
ción provincial y mu aicipaL ;. :/ ' 

Si el pensiamiento de reforman la, legislación ántea?ior ■ mere^ 
alabanjsa^ nodejai^ de.pfreü^er motíVios fundados á la «arítiéa^dos 
medios de llevarlo á cabo. .r.-i 5. r» 

En efecto, si bien se analiza, puede observarse la falta de or- 
den y buena disposición, de lasXíWt^s>en que se divide; vicio 
leve según algunos q[ue hacen gs^la de estimar en poco las cues- 
tiones de forma, pero* grave segiíú otros en cuanto perjudica 
á la cl?iridad. , ,.. ,. .. ..^-^.a , , 

Hubiera 5Íd.Q,pref(?rü)lp. exponer. ^en prime^.jlugarlMi.regtoB 
comunes á todas las ohms públicas, reíundieiidO'enr-esta'ley'Ife 
de carreteras/ y luégO' por separado lo particular* á cada clasié^ 

(1) Ley de 13 de A.brii de lÍ87r, arte. lii^ sig. y regrlamento'da 6 Üo julio del váleme s^(^i 

(2) Ley de 13 d0 ¿MiX de. iSTIk arta. 120 y aigr. .. . . j > • : 

AP. I. 24 
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evitando répetidonés inútiles de un mismo precepto de obser- 
vancia general. ^ . 

También habría convenido may^r sencillez en los trámites de 
los expedientes gubehiativps que son por demás prolijos y em- 
barazosos, dificultando la acción del Gobierno y la cooperación 
de la induírtría prívada. Nada más justo que la administración 
resuelva las cuestiones de interés público con p leño conocimien- 
to de causa; pero sin. tantos rodeos que entorpecen el despacho 
de los negocios y estorban hacer el bien, cuando el procedi- 
miento se dilata con la multitud ^de formalidades. 

Ofrece así mismo algún reparo la intervención excesiva del 
cuerpo de ingenieros de Caminos, Canales y Puertos en mate- 
ria de obras públicas>»cuya institución debe encerrarse en sus 
límites natuirales. Son de «uscompetencia las cuestiones faculta- 
tivas en las cuales tienen ¡los ingenieros y la Junta consultiva 
voz y voto autorizado ; mas las administrativas que se ro^an con 
los ijiterea^ del Estado y los derechos particulares, pertenecen 
á otro orden muy¡dísíinl^, y requiei^en estudios profundos y es- 
peciales. 

De, íesta confusión de.atribuciones ha nacido. el poco respeto 
de la ley al derecho de propiedad. Las declaraciones de utilidad 
pública siempre graves, porque llevan consigo la aplicación de 
la ley de enajenación feraosa, no están rodeadas de garantías 
suficientes, ni se usan con la. prudencia necesaria. Los ingenie- 
ros, más versados en la geometría que en la ciencia del gobier- 
no, pfofesán un amor entrañable á la línea recta, que suele ser 
una tentación peligrosa ai^ en la política como en la admiñis* 
tracioñ. 

- :^ • CAPITULO vm. 

' . / De lb|i eamlnos de hierro. 

I *' •' '♦'' •'.'.. 

488.— Clasificación. 495.— Construcción por el Estado. 

489.^Lineá^ de 'áei»vi6ió general. = 496.— Declaración de servicio pú- 

490.— Plan general. blico. 

491,.— Coinstrucción. | . . 497.— Casos de fuerza mayor. , 
492.— Subvenciones á ías empre- 498.— Prórogas. 

sas particulares. , .499.. — Caducidad» , 

493.— Subasta píiblíca^ 500.— Ocupación de terrenos de 

494.— Concesiones. dominio particular. 
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501,— Explotacipn. , ' da los^ caminos de hieppo por 

602.— Inspección del Gobierno. \ €¡mpr.esa. 

503.— Reconocimienjbo de las 509.— Intervención del Gobierno, 

obras. Sltí.— Tranivias. 

504.— Policía de los caminos de 511.— Coiícewoñ por el Gobierno, 

hierro. ^ 512.— -Atpibaciones de « los góbér- 

505.— Reglas especiales. H : : nadOres. . 

506.— Delitos y faltas relatiya^ á &13.— Pe las piputapiones provin- 
la conservación y seguridad cíales., 

*de las vía¿ férreas. 5Í4.— De los Ayuntamientos. 

507.— Vigilancia de la Guardia Ci- 515.— Subasta pública. ' * 

vil. ' • 516;'-*Observácíaa; : r . 

508.— Construcción y explotación . - :,.,,.>.: 

- 488. — ^La nueva ley aprobando el plan generala de ferró-car^ 
riles sometido por el Gobierno al exámea de las Górtes, los cla- 
sifica en líneas de servicio gpneral y de; servicio particular, sin 
establecer diferencia eía tro. las fde primer-y segundo (Jrd^paj . - < . 
489.— 4Son de servicio general las líneasique ^e eatregánalí 
uso público para la circulación de viajeros y. transporte de/.n>er-' 
cadepífus, y de servicien, particular las destinadas á 1$ exclusiva 
explotacíQU de cierto rafiotode la industria ó al uso privado*. ^ 

. La ley las clasifica, y eonsidecaj de; servicio general: 

I. Todas Jas que fornaan la xed de ca»Mnos ide híerroieonstrui-. 
dos, en vía de ejecución ó en proyecto. : • ; ; í: í 

II, Las que en la sucesiva seíinclujyan en fel plangeB^-raL: 
ni. Las que tienen por objeto explotar cuéntóaS carboaaíferas ó > 

alguna Daína importante, si 9írti;clásiflcadas como línea64e ser- 
vicio general por una ley, previa: información pericial que prac- 
tica el Ministerio de Fomento, oyendo á la Junta superior faeul-^ 
tativa de Minería acerca á^ la importancia del criadero. 

490. — ^El plan general de ferro-Kíarriles aprobado por las Cor- 
tea, no. puede ser alterado ni modificado . áino en virtud de. 
una ley. , < . ... , r: 

Todas las líneas de servicio gemaral pertenecen al dominia 
público y se reputan obras de utilidad púWicaí^ «iéndote» por 
tanto aplicable la ley de ensgenacidn forzosa (1). V. núms; 1532 

491 .-^La construcción de una. línea de servicio, general por 

(f) Ley de 2 de Julio de 1810, ley de 23 de Noviembre de 1877, arts. 1.^ y Big. y roglamea- 
to do '24 de Mayo de IW, urts, l.«> y sig. ' . J . i /. . 
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particülairies'ó compañía^ no es hoy una empresa que la ley aban- 
dona á la industria privada. El único título hábil para construir- 
la es una concesión en forma de ley, la cual fija las condiciones 
con, que debe otorgarsQ, ; 

•492.— Pueden: estas 'empresas recibir^ixilios de fondos públi- 
cos de varios modos; á^saber: w 

I. Aplicándolos á la ejecución de úlia parte de las obleas. 

n. Entre^aiido á, l&s emprppas una parte del capital invertido 
en períodos det^mina4os, ... ,i . . .- 

in. Permitiéndoles -el aprovechamiento de obras ejecutadas 
para el uso público, compatibles cd!n el dé lo^s ferro-carriles. 

IV. Concediéndoles exención de los derechos de aduana por el 
material de construcción y <$¿plotaetdn que introduzcan en el rei- 
no,: con arreglóla las leyes' de presupuestos ú otras cualesquiera. 

La do concesión determina 1« proporción en que elEstado> las 
provinoiate ■•y ldsspueblo.simin(ediataménte interesados en la conis- 
tíuccíon de latíneadteben contribuir á la* subvención otorgada. 
V. KÚMS. 4564: T sia. i> ' j 

4^3. — Fijíádcv poí* ia ley' eP siiixillo que» ha de recibir la etíipre- 
sa consírttctoraj se saca Ift-ctíndesíotí á pública subasta ^t tér- 
mino de tres meses y m adjudica al mejof postor. SirVe de tipo 
párate licitación y €4' rájate lá subvención señalada!, á enyá re- 
baja deben referirse las propuestas de obías ^construidas, entre- 
ga de'xiiMi»'parte'dél ícapitelv mejora de tarifas y tíeínpo de la 
concesie® por el'óirden expuesto.* .'' i • • 

494^— Ei concesionario está obligíadoá satisfacer ^í importe 
de loq estudios del proyecto objeto de la 'concesión según tasa- 
ción ánteriof:- ■ ' í • ' ' 

Las garantías de lás'proposíoionesqiie se presenten en el acto 
dé la subasta, ásícomode las obligaciones que se contraen me- 
díante* la» adjudicación idel remate; las- consecuencias de toda va- 
riación del proyecto aprobado; la vigilancia y reconocimiento 
deiós'tmbájos etc. sfe' acomódemelas regias comunes á las obras 
públicas. rV.wjMB. 4B43 V'Sró.** ' ^' • =s ' '' 

' Láis coflcesibneá delineas rde 'servicio general nd J>ueden ex- 
ceder del plazo de noventa y nueve años. Al expirar el término 
de la concesión^ recobra >el Estado la línea con todas stís depen- 
dencias, y entra en el pleno goce de sus derechos á la explota- 
ción. V. num. 4547. ;/ . 
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Ninguna concesión de ferrocarriles constituye monopolio en 
favor de particulares ó óompañías; de suerte que cualquiera con- 
cesión ulterior de caminos, canales, ferro-carriles ú obras de 
návégácíoh en la misma comarca ú otra contigua ó distante es 
potestativa,^ y no da derecho á reclamar indemnización dé daños 
y perjuicio^ por los priÁiefosconcesionaíios (l).'V. ntjMs. 1537 
Y sm. •• '' '* ■'*•''■■■•: , ' ' 

495. — Cuando el Gobierno estime conveniente construir con 
fondos públicos pí^ línea de las incluidas en el plan general de 
caminos d¿ hierro, débé pí*eáéntár á las Cortes un proyecto dé 
ley con loa documentos que éñotro líigar se expresan, exceptó 
la información relativa á la titííidad áé la obra. V. núm. 1^41. 

496.— ^Si un particular ó compañía solicita la declaraéión de 
servició público én feívor de una línea férrea qué intenta cons* 
truir, deb^ dií^igirsé al' Ministerio de Fomento, acompañando á 
sti pétióibn uniá Inemória y uñ jplano y perfil general dé la línea. 
Entonces el Gobierno manda abrir una información en la cual se 
oye á las Diputaciones y Ajruñtamiéntos interesados en la cons- 
tlruccion, á las corporaciones y flinciohariós que puedan ilustrar- 
le, y á la Junta consultiva de Caminos; Canales y Puertos. ReU* 
nidos estos dátds y noticias, forína su juicio, y sierido favorable, 
presenta á las Cbrtes el proyecto de ley para que la nueva línea 
se incluya en el plan' de las de servicio general. 

Si son dos ó más las peticiones con diferentes proyectos, la 
información se extiende á todos, á fin de que lar declaración de 
interés general recaiga en el más ventajoso (2). V. núm. 1542. 

497.— Son casos dé fuerza mayor: 

I. Las inundaciones y Crecidas extraordinarias de los rios. 

n. Los incendios producidos por la electricidad atmosférica. 

in. Las epidemias. 

IV. Los terremotos. ' 

V. Los hundimientos y resbalamientos de los terrenos én que 
se hayan establecido ó deban establecerse las obras, así como 
los desprendimientos de grandes bloques ó masas de las monta- 
ñas, ó ahides extraordinarios dé las nieves. = ' 

VI. Los destrozos causados en tiempo de guerra por las fuer- 

(1) Ley de 23 de Noviembre de 1877, arts. 9 y sig. y reglamento de 24de Mftyo d^ 1938, 
arte. 15 y sig. , , , . . • . I •* 

(2); Ley de 23 de Noviembre de 1817, arte. *5Í5 y sig. ' 
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zas beligerantes, ó los ocasionados por conmociones populares. 

Vn. Los robos tumultuosos y las demoliciones violentas. 

498. — En semejantes casos, antes de otorgar la próroga, debe 
instruirse expediente en el cual sea oido el Consto de Estado 
en pleno. La próroga nunca puede exceder del tiempo señalado 
en la concesión para ejecutar las obras. Tencido el nuevo plazo 
caduca la concesión, si no se cumplen las condiciones impuestas 
al otorgarla, . ... 

499.— También caduca la concesión cuando la compañía con- 
cesionari^i se disuelve por decisión admiiustrativa ó judicial, ó 
es depls^rada legalmente eiji estado de quiebra. V^ núh* 1548. 

En los casos 4o caducidad por disolución ó quiebra, el Ministe- 
rio de Fomento se incauta de las obras y del material fijo y mó- 
vil, y nombra un Consejo que se; encargue de la explotación, en 
el cual deben estar representados los intereses de los accionis- 
tas, de los obligacionistas y de los acreedores de la empresa ca,- 
ducada. , : 

I. Si al hacer la declaración de caducidad no se hubiere dado 
principio á las obras., la administración queda desligada de todo 
compromiso <5on elconcesionario. 

\ n. Si se hubiesen ejecutado todas las obras ó alguna p^rte, se 
sacan á pública subasta y se adjudican al mejor postor. 

El nuevo concesionario satisface al primitivo el importe .del 
remate. 

ni. El tipo de la subasta debe ser la cantidad á que asciendan 
según tasación los gastos del proyecto, los terrenos comprados, 
las obras ejecutadas y los materiales de construcción y explota- 
ción existentes, deducidos los abonos hechos y entregados al 
concesionario en terrenos, obras, nietálico ú otra clase de va- 
lores. 

La tasación se verifica por los ingenieros de Caminos, Cana- 
les y Puertos que el ministro de Fomento designe, y los peritos 
nombrados por el concesionario. 

En el caso de discordia los ingenieros y loi? peritos redactan., 
por separado una memoria, haciendo constar los hechos en que 
se funda la disidencia, y resuelve. la cuestión el ministro de Fo- 
mento, previo el dictamen de^ la Junta consultiva de Caminos, 
Canales y Puertos. 

IV. Resultando desierta la subasta, se anuucia la segunda por 
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término de dos ftieses, bajo el tipo de las dos terceras partes de 
la tasación. 

V. Si' tampoco á esta acudiesen licitadores, se procede á la 
tercera y última por el plazo de un mes y sin' tipo fijo. 
^ VI. Si no litíbíére lugar á ac^udicar las obras, en ninguna de 
las tres s^ibastas, se incauta dé ellas el Estado para continuarlas, 
si' lo juzga conveniente, sin que el primitivo cóncesionarto ten- 
ga derecho á reclamar indemnización. 

* Vn. Adjudicado el ferro-carril al mejor postor, debe dar én 
garantía el 5 ó el 3 por 100 del valor de las obras que faltan, se- 
gún que la empresa sea ó no sea subvencionada con arreglo á la 
concesión. El nuevo concesionario sucede al antiguo en todos 
sus derechos y obligaciones (1). V. núms. 1551 y4552. 

500. — La facultad que la ley otorga á Iks empresas concesio- 
narias de ocupar los terrenos contiguos á la línea en construc- 
ción para depositar materiales y establecer talleres, se entiende 
cuando son del dominio público; mas si fueren de propiedad par- 
ticular, de una provincia ó un municipio, será preciso que á la 
ocupación preceda la avenencia de las partes, y á falta de inútiió 
concierto, se aplica la ley de enajenación forzosa. V. núm. 1556. 

501. — Es potestativo en el Gobierno reservársela explotación 
de los caminos de hierro del Estado, ó confiarla á empresas que 
contraten este servicio en pública subasta. La opción entré am- 
bos medios depende del juicio quflforme acerca de lo que más 
conviene al bien general (2). V. núm. 1570. 

502. — La inspección que el Gobierno ejerce en lo's ferro*car- 
rilés se divide en dos parte», á saber, lá técnica ó fecultativa y 
la administrativa ó mercantil. 

La facultativa se refiere á lá constructíioil y conservación en 
buen estado de la vía y sus obras accesorias y explotación téc^ 
nica, ó al material y tracción, y se halla á cargo de ingenieros 
de Caminos, Canales y Puertos, é ingenieros mecánicos como 
auxiliares. • ' 

La administración tiene por objeto la vigilancia sobre la ex- 
plotación comercial, las relaciones entre el público y las empre- 
sas explotadoras y la seguridad de la circulación en caso /de 

(1) Ley de 23 de NoTiembre de 18T7, arts. 32 y aig, y reglamento de 24 de Mayo de 1978, 
artckSSysifir. 

(2) Ley de 23 de Noviembre de 1977, arte. 45 y Big. 
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atentado contra los trenes ó alteración del orden pjiiblico (1,). 
V. NÚM. 1572. 

503.— El acta del reóonocimiento 4^ las obraq y nfateriaj de 
un camino de hierro antes de abrir la vía al tránsito, públípo, 
debe extenderse por los ingenierps. del Gobierno, encargados de 
la inspección. En vista del dictamen pericial y del informe del 
gobernador de la provincia, el minisjtro concede ó niega la auto- 
rización necesaria para que el ferro-carril en todo ó en parte, se 
ponga en explotación (2). V. núm. Ip73. 

504. — Son aplicables á los cawnosde hierro las leyes y re- 
glamentos tocantes á las carreteras que tienen por objeto: ^ 

I. La conservación de cunetas, taludes,, murps, obras de fá- 
brica ó de <5ualquiera otpaxlase. 

n. Las servidumbres para la conservación de la vía impues- 
tas á las heredades inmediatas. 

. III. Las impuesjtas á las mismas heredades respeqtO: á las ali- 
ne?(ciQnes, construcciones, .aperturas de ^zanjas, libr^. curso de 
las aguas, plantaciones, poda de árboles, expjotacion de njiíjas, 
terreros, escoriales^ canteras etc. . , ; . >. . . 

La zona de estas.pervidumbres, esde veinte metros á. cada 
lado de la vía. ... ; i 

IV. Las prohibiciones que tienden á evit§ir toda clase, de daño 
enla.misma. , 

V. La da poner objetos coil^ntes ó salientes qi^e ofrjBzcan pe- 
ligro ó incomodidad á los viajeros ó causen. perjuicio á la vía. 

VJ. La de establecer acopiQ de materiales, piedras, tierra, 
abpnos, frutos ó cualquier; otro objeto que entorpezí^. el libre 
tránsito. , , , , ., .; , 

, 5p5;.— Entre las disppsiciofies especiales rel^Lt^y^gfs.á lí, conser- 
vación de los, paminps da hierro, sie cuentan: . ; , 

I. Que en ,^oda Jla^ extensión, del f^rro-car^ il lao ; gejperpaita la 
entrada ni el apacentapaieinto de ganado., . -.^ . . 

n. En una zona de tres metros á uno y otro lado del jferro-iqarr; 
ril no se puede construir fachadas con s^b^rtujfas y salida? so- 
bre el camino, sino solamente muros d pared^s.de cerca.; 

La,s construcciones anteriores á la,promulgacipn de esta ley 
ó al establecimiento del camino de hierro pueden ser reparadas 

(1) Regrlámento de 24 de Mayo de 1878, arta. 60 y aig. . , ,u- 

(2) Reglamento de 24 de Mayo de 1878, art. 34. r, . 
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Ó conservadas en el estado que tuvieren, pero no reedificadas. 
Si hubiere necesidad de demolerlas para el mejor servicio de la 
vía, debe aplicarse la ley de enajenación forzosa. 

in. Dentro de la zona de los veinte metros arriba dicha, no* 
es lícito construir edificios cubiertos con cañizo ú otras materias 
combustibles, si la explotación del ferro-carril se hace por me- 
dio de locomotoras. , » 

IV. No se permite formar acopios de los materiales expresa- 
dos en el párrafo V á menor distancia de cinco metros á cada 
lado del ferro-carril, sino son inflamables, y de veinte, si lo son. 

Exceptúanse: 

I. Los depósitos de materias incombustibles que no excedan 
de la altura del camino, en el caso en que vaya en terraplén. 

II. Los temporales de^^materias destinadas al abono y cultivo 
de las tierras y de las cosechas durante la recolección; pero en 
caso de incendio los dueños no tienen derecho á reclamar in- 
demnización. 

V. Los gobernadores de provincia, oyendo á los ingeniero» 
del Gobierno y de las empresas, pueden autorizar el acopio de 
materiales no inflamables; pero esta autorización es revocable, 
á su voluntad. , 

No se extienden las facultades del gqj^rnador hasta autorizar 
el acopio de material^ inflamables. 

VL Los caminos de hierro deben estar cerrados en toda su 
extensión por ambos lados. 

Vn. Guando Iqs ferro-carriles crucen otros caminos á nivel, 
debe haber barreras que estarán ordinariamente cerradas, y que 
sólo se abrirán para dar paso á los carruajes y gamadós. 

506.— De las faltas y deKtos especiales contra la 'oenservaciojí 
y seguridad dé losférró-carriies conoce la jurisdicción oMina- 
ria con exclusión dé todo fuero; Cuando la peña impuesta sea 
una multa, corresponde imponerla y exigirla á los jueces itíuai- 
cipales (1). : ' 

507.— Pertenece iá la Guardia Civil: . 

1. Vigilar para qué no se ejecute en las líneas férreas de m 
demarcación, ni en sus obras accesorias acto alguno que pue(Ja 
comprometer la seguridad ó conservación de. la vía y del telé- 
grafo afecto á su servicio* 

(1) Ley de 28 de Noviembre de 18T7. 
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n. No permitir que penetren en la vía ni en sus taludes y des- 
montes, ni repasen la línea divisoria de las propiedades conti- 
guas personas extrañas at servicio de dicha línea, ni tampoco 
reses ó ganados de cualquiera clase. 

ni. Prestar auxilio á los viajeros y custodiar las mercaderías 
en caso de siniestro. 

IV. Hallarse presente, siempre que lo permita el servicio, al 
tiempo de cruzar el tren en marcha los pasos de nivel, para evi- 
tar cualquier accidente, y dar parte á la autoridad si la barrera 
no estuviese cerrada, 6 el vigilante no se hallase en su puesto. 

Debe la Guardia Civil detener á los presuntos autores de cual- 
quier infracción de los reglamentos de policía de los caminos de 
hierro, y entregarlos á la autoridad 6 tribunal competente (1). 
V. NÚMS. 1573 Y 1574. 

508.-r-Los particulares 6 compañías que intenten construir y 
explotar un ferro-carril de uso privado, deben solicitar autoriza- 
ción del Gobierno que la concederá ó negará según juzgue con- 
veniente, sometiendo el examen del proyecto á la Junta consul- 
tiva de Caminos, Canales y Puertos. Guando se pida la ocupa- 
ción de una parte del dominio público, la concesión no podrá 
exceder de noventa y nueve años, salvo si otra cosa se dispusie- 
re en una ley. ♦> 

509. — La intervención del Gobierno se limita $ procurar la 
observancia de los reglamentos de seguridad y salubridad ge- 
neral, siempre que las obras no afecten al dominio público, ni 
exijan la enajenación forzosa. 

Verdaderamente no hay razón para proteger á los particulares 
ó compañías que acometen empresas de esta clase í su riesgo y 
ventura hasta el extremo íie concederles terrenos del Estado ó 
autorizarlas para hacer uso de la ley de ensgenacion forzosa. 
Sin embargo disfrutan de ambos beneflcips cuando el ferro- 
carril: se consideríi de tal importancia que se iguala con los des- 
tinados al servicio público. 

Esta excepción se funda en el principio que se reputan equi- 
valentes al bien común los intereses colectivos de la agricultu- 
ra, la. industria ó el comercio; pero no debe estimarse menos el 
interés colectivo que se cifrjaen el.respeto al derecho depropie- 



(l) Real 6rcleD de 9 de Asfosto de 1976. 



Digitized by VjOOQIC 



UBEU iV. pK LÁ'lUlfiálÁ ADttl^fótfiATiYA. 195 

dad. Lá Constitución no impone esté sacrificio al propietario 
sino por causa justificada de utilidad pública; y es sabido que en 
bueña doctrina no cabe íiíterprétacion amplia y extensa de leyes 
odiosas (1). • 'I 

510.— Son los tramvías según la ley i ferro-carriles 4^0 se ea- 
tablecen sobre vías públicasi Su Verdadera utilidaid consiste en 
facilitar la comunicación entre Una ciudad populosa y los barrios 
ó arrabales distantes que de ella dependen. 

511.— Para ^^onstruii» un tramvía se requiere autorización ad- 
ministrativa, previa la presentación de una memoria descripti- 
. va, un plano general, pliego de condiciones facultativas, presu- 
puesto de las obras y tarifa da ios^ precios de la explotación. 

Pertenece al ministro 4ft Fomento hacer las concesiones: 

I. Cuando el tramvía haya de ocupar una carretera del Estado. 

II. Si hubiere de ocüiiar una carretera provincial. 

ni. Si hubiere de ocupar en parte una carretera del Estado, y 
en parte una provincial, ó un caiaiinp municipal ó vía urbana. 

rv. O bien una carretera provincia! y 'un camino municipal 6 
vía urbana. 

V. Y por último, siempre que la tracción se haya de verifi- 
car por un motor distinto de la fuerza animal, cualquiera que 
sea la vía pública que se pretenda ocupar. 

512.— Corresponde á los gobernadores, oyeiido á los ingenie- 
ros jefes de las provincias, aprobar los proyectos de tramvías, 
cuando hubieren de establecerse en toda su longitud sobre ca- 
minos municipales ó vías urbanas pertenecientes á varios mu- 
nicipio» 

513.— Es atribución propia de las Diputaciones autorizar el 
establecimiento de tramvías sobre carretéí*as á cargo exclusivo 
de la provincia, ó sobre carainps vecinales de dos ó más muni- 
cipios dentro de la misma. 

514. — Es atribución propia de'^los Ayuntamientos autorizar el 
establecimiento de los tramvías que hayan de ocupar caminos 
que estén á cargo de un solo municipio; mas si fueren 'pura- 
mente urbanos, deberá preceder la aprobación del Gobierno. . 

515. — Las concesiones de tramvías son objeto de pública su- 
basta ^que versa sobre el tipo de las tarifas máximas 6 el plazo 



(l) Coost., arl. 10 y ley de 39 de Noviembre de 1877, &rjtei* 62 y eig* 
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de la 6xplotacio¿,'!la mal en ningún ca^p puede exceder de se- 
senta anos (1). V.küm- 1582.. 

516.— No d€ga de sorprender qií^e la ley, tan minuciosa de or- 
dinario, y tan solícita por robustecer la autoridad del Aojbierno 
.en todo lo relativo á la policía de seguridad^ se abstenga de fijar 
el ancho de la tía uribana uecésario.para establecer tramvías que 
hayan de circular por el interior de las poblaciones. Explica el 
silencio de la ley la confianza en el recto criterio de los Ayun- 
tamientos; mas la experiencia acredita que con esta cautela se 
habrían evitado algunos graves abusos, 

CAPITULO IX. 
De los puertos. 

517.— Clasiñcacion. 518.— Inspección de las obras. 

517, — Al exponer la doctrina tocante á las obras públicas ad- 
vertimos que la ley clasifica los puertos del modo siguiente: 

I. Los de comercio é interés general, de refugio y militares, 
puyas obras corren por cuenta del Estado. 

n. Los que no perteneciendo á ^sta clase, ofrecen mayor in- 
terés comercial que el de su propia localidacj y 9on de cargo de 
las respectivas prpyincias. 

III. Los de interés puramente local que costean los munici- 
pios, y. NüM. 1585. ... 

518. — La inspección de las obr^s de todo puertp eij donde se 
haya establecido una Junta para ejecutarlas y administrar los 
fondos .4^stinados á este objeto, jQorresponde al ingeniero jefe 
de la provincia (2)t.V.NÍJM. 1&88. 

CAPITULO (*). 
Del ensanche de las poblaciones. 

519.-T-Obpas de ensanche. ,^ 522.— Declaración de utilidad pú- 

520. — Nueva legislación. blica. 

521.— Atribuciones del Gobierno. 523.~Valuacion de los terrenos. 

(1) Ley de 23 de Noviembre de Í81% arts. 69 y ñig. y reglamento de 24 de Mayo de 1878, 
arts. "ÍS y siif. 

(2) InstruccionMe 80 de Noviembre de 1815. 

( * ) Bste capitulo no tiene equivalente en la obra á. que el Apéndice m refiere, por lo 
cual no lleva número correlativo. 
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524.— Recurso de alzada. 528.— Intervención de las empre- 
525. — ^Medios que concede la ley á sas ó particulares. 

los Ayuntamientos. 529.— Comisión municipal de en- 
526.— Ejecución de las obras. sanche. 

527.— Enajenación forzosa. 

619. — ^Hemos dicho en lugar oportuno que era atribución de 
loS' Ayuntamientos cuidar de la apertura y alineación de las ca- 
lles y plazas, del arreglo y ornato de la vía pública, de la como- 
didad é higiene del vecindario, y en general promover el desar- 
rollo y fomento de los intereses morales y materiales de los 
pueblos. 

Una de las megoras más importantes en el dia, no pocas veces 
necesaria, es el ensanche de las poblaciones. 

Hasta ahora las obras de esta clase, aparte de su calificación 
de utilidad pública para los efectos de la ley dé enajenación for- 
zosa, "se reglan por la orgánica de administración municipal. 
V. NÚM. 623. 

520.— Hoy existe una ley en cuya virtud el Gobierno intervie- 
ne en las obras de. ensanche, limitando la competencia exclusi- 
va de los Ayuntamientos, conforme á la cláusula que estas cor- 
poraciones populares deben sgustar sus acuerdos á la legislación 
especial de Obras públicas (1). 

521. — Corresponde al Gobierno, oyendo á los Ayuntamientos, 
resolver las solicitudes de ensanche de una población, y apro- 
bar el plano general de las obras, el cual no se puede variar 
sin oirlos de nuevo, así como á los propietarios á quienes in- 
terese. 

Es potestativo en el Gobierno dividir la zona general del en- 
sanche en dos ó tres zonas parciales. 

522. — La ley vigente declara de utilidad pública las obras de 
ensanche de las poblaciones en lo que se refiere á calles, plazas, 
mercados y paseos. 

523. — ^El gobernador de la provincia regula el valor de los ter- 
renos de dominio particular necesarios para llevar á cabo las 
obras, siempre que no haya conformidad entre el propietario y 
el Ayuntamiento. 

En el expediente de valuación deben constar: 

( l ) Ley municipal dé 2 áe Octabre do 1877, art. 72. 
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I. Los dictámenes de dos peritos, uno nombrado por el Ayun- 
tamiento y otro por el propietario. 

n. La cuota de la contribución territorial, si se trata de edi- 
ficio3. 

in. La última escritura de compra del solar ó de la finca. 

IV. Y los demás datos que el gobernador estime oportunos, 
especialmente los relativos al valoi^ de la propiedad en los años 
precedentes más próximos, dentro deja zona en donde se halla 
enclavada la que debe ser enajenada, y en las colindantes. 

El gobernador publica en el Boletín Oficial de la provincia su 
resolución motivada y consentida por las partes, en cuyo caso es 
ejecutiva. Si no la consienten, se consigna en la Caja general de 
Depósitos la cantidad sobre que versa la diferencia. . 

524. — Contra la resolución del gobernador procede el recurso 
de alzada ante el Gobierno, y apurados los trámites de la vía 
gubernativa, puede él interesado hacer uso de su derecho por 
la contenciosa. 

525. — Para atender á las obras de ensanche, además déla 
suma que los Ayuntamientos consignen en sus respectivos pre- 
supuestos como gasto voluntario, les concede la ley: 

L El importe de la contribución territorial y recargos muni- 
cipales ordinarios que durante veinticinco ,años deba satisfacer 
la propiedad comprendida en la zona del ensanche, deducida la 
cantidad que por igual concepto haya ingresado en el Tesoro 
público el año económico anterior; es decir, que el Tesoro pú- 
blico renuncia por espacio de veinticinco años al aumento de la 
contribución territorial á consecuencia del mayor valor de la 
propiedad urbana. 

n. Un recargo extraordinario sobre el cupo de la misma con- 
tribución que satisfagan los edificios comprendidos en la zona 
del ensanche, sin exceder del 4 por 100 de la riqueza imponible. 

En ningún caso se puede imponer este recargo por más de 
veinticinco años contados desde la publicación de la ley de en- 
sanche en cuanto á los edificios entonces existentes, y respecto 
de los construidos ó que se construyan con posterioridad, desde 
el dia en que el propietario deba pagar la cuota al Tesoro con 
arreglo á las leyes. 

in. Un empréstito levantado sobre la base de los ingresos ex- 
presados en los párrafos anteriores, con la autorización del Go- 
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bierno. Los ingresas deben aplicarse exclusivamente al pago de 
los intereses y amortización del capital. 

526. — Conforme se va tenninando la construcción de Jas ca-^ 
lies y las plazas con sus alcantarillas, aceras y empedrado y es- 
tableciendo el alumbrado público, los Ayuntamientos se hacen 
cargo de todo, y desde entonces los gastos de conservación for- 
man parte del presupuesto municipal. 

I. Las empresas ó particulares que cedan al Ayuntamiento 
los terrenos necesarios para el ensanche, costeen los desmon- 
tes, construyanlas alcantarillas ó las aceras, ó establezcan el 
alumbrado etc. obtienen én recompensa la condonación del 
importe de la contribución territorial y recargos municipales de 
que arriba se trata, por el tiempo y en la forma que el Ayunta- 
miento determine y apruebe el Gobierno. 

n. Los propietarios ó empresas que sin costear las obras, ce- 
dan en propiedad á los Ayuntamientos los terrenos necesarios 
para la vía pública, quedan exentos del recargo extraordinario 
sobre el cupo de la contribución territorial que afecta á los edi- 
ficios enclavados en la zona del ensanche, si la cesión equivale 
á la quinta parte del solar con frente á la vía que el Ayunta- 
miento hubiese acordado abrir al servicio público, ó si pagan 
según tasación pericial el número de pies suficiente á completar 
dicha quinta parte, cuando sea menor la porción que el Ayun- 
tamiento haya de tomar. 

EL Igual derecho, en cuanto á sus edificios, tienen los pro- 
pietarios que hubiesen ya construido, si abonan al Ayuntamien- 
to la cantidad que resulte capitalizando á razón del 10 por 100 ^ 
el importe del recargo municipal extraordinario. 

527. — Si acuerda el Ayuntamiento la apertura de una plaza, 
calle ó paseo, tiene derecho á exigir la enajenación de la totali- 
dad de la finca ó fincas que hayan de levantar fachada sobre la 
nueva vía, cuyos dueños se nieguen á ceder la quinta parte para 
el servicio público, ó á pagar su precio en la forma establecida 
para éste caso. 

528.^— Pueden los Ayuntamientos traspasar su derecho á cual- 
quiera empresa ó particular que se obligue á ceder dicha quinta 
parte, ó á satisfacer la cantidad necesaria para que se haga efec- 
tiva la cesión. , • 

529. — Los Ayuntamientos deben nombrar uña Comisión es- 
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pecial compuesta de cinco ó siete concejales que bajo la.presi- 
dencia del alcalde entienda en todos los asuntos relativos al en- 
sanche. Sus acuerdos se someten al examen del Ayuntamiento, 
y á la aprobación de la autoridad superior que corresponda se- 
gún la ley de administración municipal (!)• 

CAPITULO X. 
De los cMitrat*» de «tervleios y obras puUieas. 

530:— Los contratistas únicos res- cion. 

ponsables á la administra- 531.— Rescisión de las contratas. 

530.— Los contratistas de obras públicas tienen la facultad de 
ejecutar las que son de su cargo por medio de ajustes parciales 
ó destajos, y de adoptar cualesquiera otros sistemas ó procedi- 
mientos que mejor les parezcan, subsistiendo siempre el princi- 
pio que son los únicos obligados y responsables á la administra- 
ción, la cual es de todo punto ajena á los pactos que celebren, 
sea con los operarios que trabajan á jornal, sea con los destajis- 
tas ó con los proveedores de materiales (2). V. núm. 1600. 

531. — ^No se da curso á ninguna solicitud de rescisión de con- 
trata de obras públicas que se funde en la demora de pago, 
mientras los interesados no acrediten que á la fecha de sus ex- 
posiciones han invertido en obras ó materiales acopiados la par- 
te del presupuesto correspondiente al plazo de ejecución que les 
señalan sus contratas (3). y. núm. 1607. 

CAPITULO XII. 
De los iMildíos. 

532.— Protección a las colonias agrícolas. 

532. — ^Están exentas las colonias agrícolas del impuesto de 
consumos, y de toda contribución que no se halle expresamente 
determinada en la ley de población rural (4). V. nüm. 1625. 

(1) Ley de 22 de Diciembre de 187^ y reglamento de 12 de Febrero de 1811, y ley de 2 de 
Octubre de 1^, art. 8^. 

(2) Real orden de 9 de Julio de 1878. 

(3) Real orden de 11 de Enero de 1816. 

(4) Orden de' 10 de Diciembre de 1813, y real orden de 21 de Abril de 1815. 



Digitized by VjOOQIC 



LIBRO It. DTÉ LJk ]IÍt£IIU AimiMldtRAiTlVA. 301 

CAPITULO xni. 

De los montes. 

533.--Repoblacion. ' de los monteé. 

534.— Obligaciones de los pueblos.^ 536.— La Guardia Civil encargada 

535.— Sociedades para el fomento : de la policía de los montes. 

533. — Ordena la ley próóédér á lá repoblación de tos claros, 
calveros y rasos de los montes públicos exceptuados de la ensge- 
nacion, y de los yermos, arenales y demás terrenos inútiles para 
el cultivo agrario. 

Los medios que pueden emplearse al efecto son la disemina- 
ción natural, la siembi*a de asiento y la plantación. Los ingenie- 
ros de los distritos forestales deben hacer los estudios conve- 
nientes y proponer el medio preferible según las condiciones 
propias de cada comarca. 

Así mismo deben los ingenieros procurar que los terrenos 
destinados á viveros sean del dominio del Estado, y en donde 
no los haya, designar el monte ó terreno público indispensable 
para establecerlos, los cuales se <^onceden gratuitamente por el 
tiempo necesario. 

También proponen la construcción de las sequerías que re- 
quiera la siembra de asiento en loa montea y de los viveros, cui- 
dando de adquirir semillas en buenas condiciones vegetativas y 
económicas de la industria particular. • 

534.— Los pueblos contribuyen á los gastóTS de repoblación y 
mejora de los ttiontes públicos con el 10 por 100 á6 todos los 
aprovechamientos que disfrutan, aunque tengan derecho á ellos 
sin precio ó interés alguno. Exceptúanse los gratuitos de pasto 
y bellota de las dehesas boyales. 

Los capataces dé cultivos, á las órdenes inmediata^ y bajo lá 
dirección de los ingenieros dé Montes, concurren por áu parte 
á las labores de repoblación natural y artificial y demás actos del 
servicio. 

535. — Puede el ministro de Fomento, de acuerdo con el Con- 
sejo de Ministros, autorizar la creación de una ó varias socieda- 
des protegidas por el Estado, cuyo ot^eto sea el fomento, la re- 
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población y la mejora de toda clase de montes (1). V. núm. 1658. 
536.— El cuerpo de Guardia Civil desempeña hoy el servicio 
de seguridad y policía rural y forestar en todo el reino, en reem- 
plazo de los sobreguardas y guardas de Montes, excepto en las 
islas Canarias en donde subsiste la forma anterior de guardería 
por razones particulares (2). V. núms. 1694 y 1695. 

CAPITULO xm. 

De las n|pB 



537.— Registro-denuncia de perte- 539.— Toma de posesión de una 

nencia minera. mina. 

538.— Adjudicación de demasías. 

537.— A partir de la fecha de la solicitud de acogimiento á la 
nueva legislación, no se da curso á ninguna solicitud de registro- 
denuncia de concesión minera otorgada con arreglo á la ante- 
rior (3). V. NtÍTM. 1722. 

538. — Cualquier espacio franco comprendido entre dos ó más 
minas que no reúna la medida legal para constituir concesión 
minera, ó que no se preste á la división en pertenencias, ni tam- 
poco á formar parte de otra concesión con terreno franco fuera 
de aquellas, hállese ó no completamente cerrado, debe otorgar- 
se como demasía al primero de los dueños de las minas limítro- 
fes que lo solicite, y por renuncia de estos, á quien quiera que 
lo pida (4). V. NÚM. 1734. 

539.-^Segun la legislación anterior á la reforma de 1868 era 
requisito indispensable la toma de posesión para adquirir los de- 
rechos subsiguientes á toda concesión minera. Desde aquel mo- 
mento se contaba el término dentro del cual debía poblarse la 
mina y darse principio á su labor. V. núm. 1744. 

No se desprendía el Estado en absoluto de su dominio, ni el 
minero, aun recogido el título de propiedad, dejaba de estar bajo 
la dependencia directa del Gobierno. 

La nueva legislación reconoce que las concesiones mineras 

(1) Ley de U de JnUo é instraocion de 10 de Airosto de 1877, y regrUmento de IH dé Ene- 
ro de 1818. 

(2) Ley de 1 de Julio y real orden de 28 de Setiembre de 187(L. 

(3) Real orden de 25 de Mayo de 1877. 

(4) Real orden de 14 de M ar«o de 1877. 
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son perpetuas é incondicionales, y constituyen nna propiedad 
privada independiente del Estado, sin más limitación que el pago 
del canon establecido. 

Sigúese de aquí que de las concesiones nace una propiedad 
particular; y como éí acto material de la posesión no perfeccio- 
na el derecho, ni determina la extensión de la pertenencia, y 
sólo sij^ve para que la transmisión de la propiedad cause estado 
con relación á cualquier otro colindante ó poseedor anterior, lo 
cual ya se consigue por medio de la demarcación y el amojona- 
miento que preceden á la expedición del título, resulta que en la 
entrega de este título va envuelta la posesión civilísima, ó sea la 
que se adquiere por ministerio de la ley, sin necesidad de aquel 
acto. 

En suma, la toma de posesión nada añade á la subsistencia y 
perpetuidad de los derechos del concesionario de una mina en 
las pertenencias que abraza, siendo puramente potestativo en 
ellos ejercitar todos los actos que estimen convenientes para so- 
lemnizar la posesión conforme al derecho común (1). V. nume- 
ro 1750. 

CAPITULO XV, 
De los bienes naelonales. 

540.— Deudores morosos. 

540. — Los deudores morosos por compra de bienes nacionales 
son compelidos al pago de los plazos de que se hallan en ^cu- 
bierto por la vía del apremio, y en último caso se procecRl la 
venta de la finca en quiebra (2). V. nüm. 1787. 



CAPITULO xvn. 

De los bienes de eor|M»raelon. 

• 541.— Bienes comunales. 542.— Su enajenación. 

541. — Los terrenos de aprovechamiento común son el patri- 
monio de los pobres. 

(l) ReAl orden de 8 de Abril de 1816. 
(3) Ley de 13 de Junio de 1818, 
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Los bienes comunales pierden este carácter desda que algún 
vecino, en virtud de concesión administrativa ú otro título cual- 
quiera, obtiene la menor preferencia en su disfrute ó aprovecha- 
miento (1). V, NüM. 1797. 

542.— Las ensgenaciones y permutas de los bienes de los mu- 
nicipios se ajustan á las reglas siguientes: 

L Es facultad exclusiva de los Ayuntamientos vender los 
efectos inútiles y los terrenos sobrantes de la vía pública que 
pasan al dominio particular. 

n. Necesitan la aprobación del gobernador, oyendo á la Co- 
misión provincial, los contratos relativos álos edificios munici^ 
paleis inútiles para el servicio á que estaban destinadas y á los 
créditos particulares en favor de los pueblos. 

ni. Para la validez de todos los relativos á los demás bienes 
inmuebles del municipio, derechos reales y títulos de la deuda 
pública, se requiere la aprobación del Gobierno, previo informe 
del gobernador, oyendo á la Comisión provincial (2). 



CAPITULO XJX. 
De la caía y pesca, 

543.— Clasificación de los anima- 549.— Tiempo de veda. 

les. 550.— Prohibiciones. 

544.— Propiedad de los domestica 551.— Caza mayor, . 

. dos. 55^,— Animales dañinos. 

545.— Aprehensión de los fierofe ó 553,— -Batidas generales ó monte- 



«ilvajes. rías, 

bs 



546.-50bsérvaciones. 554.— Recompensas á los cazado- 
547.— Derecho de cazar, res de animales dañinos. ' 

548. —La caza en terrenos de pro- 555.— Policía de la caza. 

piedad particular. 556.— Pesca de los moluscos. 

543. — La nueva ley de caia distingué loé animales en las tres 
clases siguientes: 

I. Fieros ó salvajes. — Los que vagan libremente, y no pue- 
den 9er cogidos sino por la fuerza. 

n. Amansados ó domesticados. — Los queriendo por $u í^líu- 

(1) Real decreto de 15 áó Noviembre de 1870. 

(2) Ley de 2 de Octubre de 1877, art. 85. 
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raleza fieros ó salvajes, se ocupan y redue^ ^\ dominio del 
Jionabre. , 

' m. Mansos ó domésticos. — Los que nacen, y m crían ordin^- 
riapíenteb^jo el poder di^l hombre, y le pertemeo^n á título de 
dominio; de suerte que si huyen ó se extravían, tiene su 4ueiao 
derecho á reclamarlos del detentador, pagándole losgastoede 
la alimentación, . 

544.— Los animales amansstíos ó domesticados son propiedad 
de quien los sometió, á su señorío, mientras no pierden la cos- 
tumbre de ir y tornar á la casa de su dueño, como dice la ley de 
Partida (1); mas si recobran la primitiva libertad, pertenecen 
al primero que los ocupa. 

545. — Los fieros ó salvajes « pasan á poder de los hon^breis por 
la caza». Es la baza « todo arte ó medio de perseguir ó. de apre- 
hender, para reducirlos á propiedad particular, los animales fie-r 
ros ó amansados que hayan dejado de pertenecer á su dueño 
por haber recobrado su primitiva libertad» (2). . 

546. — La precedente doctrina en cuanto á la clasificación de 
los animales y. al modo de adquirir, conservar y perder su do- 
minio es cQnfoírme al derecho común, por lo cual pudiera haber^- 
ae excusado. En los demás; puntos que la ley comprende sq ofre- 
cen algunos reparos. 

Al decir que son É^nimales fieros 6 salvajes los que vagan ü-r 
bremente y no pueden ser cogidos sino por la ftierza, se 4a unji 
fttísa ideade-laicaza excluyendo la astucia que el hombre emplea 
en las redes, trampas^ cepos .y toda suerte de armadijos. La ley 
se contradice cuando poco más adelante define la caza arte ó 
medio de perseguir ó de aprehender los animales fieros, porque 
arte supone ingenio,: es decir, industria, y no fuerza. 

Tampocoyostá bim definir la ca¿a medio de perseguir ó de 
aprehenderlos animales salvsges. Cazar, en rigor .de defecho^ 
es apreheUider el animal que se persigue; es la ocupaieio» de una 
cosa sin dueño (reí nullim)\ ó'el actode apoderarse de ella con 
ánimo de someterla á su dominio. 

Tampoco es feliz Ja expresión cazar los animales amansados, 
pues desde que recobran su primitiva libertad ó se tornan á la 
selva, según las palabras del rey Sabio, se hacen fieros, y 

(1) Ley 22, tít. XXVUI, Part. HI. 

(2) Ley de 10 de Enero de 1819, arta. l.« y sig. 
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en nada se distinguen de los cjue nunca flieron domesticados- 

547. — C^ar es una consecuencia del derecho de propiedad. 
La ley reconoce este principio, no t)bstante que en offa parte 
diga: «el derecho de cazar corresponde átodo el que se halle 
provisto de las correspondientes licencias deiisd de escopeta y 
caza» (1). ' . 

Nó: el derecho de cazar no radica en la escopeta, ni en la li- 
cencia de la autoridad, como se infiere del texto legal/ ciñéndo- 
se el lector á la letra, ¿á caza es un producto del monte, como 
las leñas del bosque, los frutos de la tierra. Si el monte es de 
propiedad particular, el dereého de cazar corresponde exclusi- 
vamente al dueño, tenga ó no tenga escopeta y licencia de la 
autoridad, límites que al ejercicio de aquel derecho tal vez po- 
nen las leyes ó los reglamentos por razonjBS de orden público ú 
otras causas. \ 

Si el terreno pertenece al Estado, puede cazar quien quiera, 
pues la ley lo permite, que es una forma de consentimiento ge- 
neral. 

También es lícito cazar en los terrenos de los pueblos que no 
se hallen vedados por quien corresponda (dice la ley) ; y en esto 
se aparta del principio que el derecho de cazar se deriva de la 
propiedad. En efecto, los bienes de los pueblos suyos son á títu- 
lo de dominio, y por eso la ley los reserva para el uso exclusivo 
de los vecinos. Tal es el origen de los aprovechamientos comu- 
nes ó comunidad de montes, pastos, riegos y otros derechos, en- 
tre los cuales debe contarse él de caaar en terrenos concejiles. 
Así establecia la legislación anterior á la vigente que en los 
móntfes de los pueblos sólo pudiesen cazar los vecinols; y así 
también declaró el Gobierno, conformándose con el dictamen 
de las Secciones reunidas de Fomento y Hacienda del Consejo 
de Estado que los pueblos pueden arrendar el aprovechamiento 
de la caza de sus dehesas boyales (2); enlodo lo cual hay filia- 
ción rigorosa de doctrina, y no la hay en admitir en los bienes 
comunales la caza libre. .... 

548. — ^Nádie puede cazar en terrenos de propiedad particular 
sino su dueño, ó la persona ó personas á quienes diere permiso 
por escrito. 



(1) Ley de 10 de Eaero de 1979, art. 8. 

(2) Reel orden de 2d de Junio de 1877. 
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La ley contradice este principio, cuando más adelante distin- 
guen los terrenos cercados y materialmente acotados ó amojo- 
nados de los abiertos. En los primeros nadie puede cazar sin 
permiso por escrito del dueño, cuyo requisito solamente se exi- 
ge en cuanto á los segundos, mientras no estén levantadas las 
'Cosechas (1). 

Sígnese de aquí qui8 ¿ no se necesita licencia, ó basta la licen- 
cia verbal para cazar en terrenos abiertos de propiedad particu- 
lar, no obstante que según lo reconoce la ley de caza, se consi- 
* deran cerradas y acotadas todas las dehesas, heredstdes y demás 
tierras de cualquiera clase pertenecientes al dominio pr/vado. 

Pues si las leyes no distinguen de terreno» abiertos ó cerrados 
para los efectos del dominio, como así es verdad, ¿en qué nuevo 
principio se funda la prohibición absoluta de cazar en unos y la 
libertad relativa de cazar en otrosí-No causar daño á los frutos 
pendientes no es criterio para resolver la cuestión legal. 

I. El propietario, al conceder licencia para caaar en sus tier- 
ras, puede imponer las condiciones que juzgue convenientes, 
no siendo contrarias á la ley; y 3i ninguna estipula, se sobre- 
entiende que la concede con las que la misma ley establece y 
determina. 

n. Si una finca pertenece á diferentes dueños, cada propieta- 
rio tiene derecho á cazar por sí, ó en su lugar la persona que le 
represente; mas no podrá conceder permiso á otra persona al- 
guna sin el consentimiento de los condueños que reúnan al me- 
nos las dos terceras partes de la propiedad. 

ni. El derecho de cazar en una finca arrendada pertenece al 
propietario, salvo si otra cosa se hubiere pactado. 

IV. Así mismo tienen este derecho el enfiteuta y el usufruc- 
tuario. 

V. Cuando la finca está en administración ó en depósito judi- 
cial ó voluntario, al administrador ó depositario corresponde 
conceder el permiso de cazar. 

VI. El cazador que usando de su derecho hiere una pieza de 
caza menor que entra ó cae en propiedad ajena, no puede pasar 
á cogerla sin permiso del dueño, si la propiedad está material- 
mente cerrada con seto, tapia ó vallado; pero el dueño tiene el 



(1) Ley de 10 d« Enero de 1819, trts. 9 y 15. 
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deber de entregar la pieza herida ó muerta, si s^ la reclaman. 
Si la heredad no estuviere materialmente cercada, el cazador 
podrá penetrar en ella para recogerla, siendo responsable de los 
daños que cause. .-^ 

549 .—-El tiempo de la veda es vario. En las provincias de Ala- 
va, Avila, Burgos, Coruua, Guipúzcoa, Huesca, Leo» y Logro- 
ño, LugO) Madrid, Navarra, Orense, Oviedoy Palentóa> Ponteve- 
dra, Salamfanc», Santander, Segovia, Soria> Yalladalid y Zamo- 
ra está prohibido ca^ar desde el 1/ de Marzo hastaigüal dia de 
Setiembre. En las demás del reino, inclusas las Baleare» y las' 
Canarias, desdeel 15 de Febrero hasta. el 15 de Agosto. 

I. En las albuferas y lagunas se pueden- cazar la^ ánades sil- 
vestres hasta el 31 de Marzo.* 

n. Así mismo está permitido cázai* las palomas bravets^ las 
tórtolas y las codornices desde 1.** de -Agosto, en lo« predios en 
•que se haya levantado la cosecha.. 

A las palomas domésticas ajenas no es lícito: tiraü.áiaietior 
distancia de un kilómetro de la población ó de. los palomares, 
pero sin atraerlas con señuelo, cimbeles ú otro engaño* Los al- 
caldes deben dictar las providencias oportunas para que estén 
cerrados los palomares en ciertas épocas del año, á flíi de que 
las palomas sueltas no causen perjuicios á la agricultura. 

ni. No es lícito cazar las aves insectívoras en tieínpo algu-^ 
no. La ley cuida de advertir que un reglamento especial deter* 
minará cuáles sean, y entonces resolverá el Gobierno la dificui- 
tad que se ofrece al clasificar las que son á la vez insectívoras y 
frugívoras. 

IV. No rige la veda para los dueños particulares que pueden 
cazar en cualquier época del año en las tierras destinadas á ve- 
dados de caza, siempre que estén realmente cercadas, y no usen 
reclamos ni otros engaños á distancia de 500 metros de las co- 
lindantes, á no ser que los dueños de estas los aatorioen por es- 
crito. , 
560.^*^E8tá formalmente prohibido: ?: 

I. Cazar la perdiz con reclaiao, excepto en el caso anteviop. 
!!• Cazar con hurón, lazo, percha, red, liga ú otro artiíkiaj 
salvo los pájaros que no sean insectívoros, y en loa vedadoi? dje 
caza. 
Los arrendatarios de montes, y los que se dediquen á la in- 
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dustria de la saca de conejos, pueden servirse de hurones, pre- 
via licencia del gobernador de la provincia, cuya autoridad man- • 
dará llevar un registro de las que conceda. De estsí licencia debe 
tomar razón el Ayuntamiento del domicilio. , 

El dueño de monte, soto ó dehesíi puede aprovechar todos los 
conejos qué haya en su propiedad en tiempo de Veda, y emplear 
cualquier medio de matarlos, y venderlos desde el 1."^ de Julio en 
adelante con licencia por escrito de la autoridad local; pero 
desde esta fecha hasta que termine la época de la veda, no puede 
conducir por la vía pública los conejos muertos sin permiso del 
alcalde del distrito municipal en que radiquen las tierras en don- 
de fueron cazados.* 

ni. Formar cuadrillas para perseguir las perdices á la carre- 
ra, sea á pié, sea á caballo. 

IV. Cazar en los dias de nieve y fortuna, es decir, de borras- 
ca ó tempestad. 

V. Cazar de noche con luz artificial. 

VI. Cazar con armas de fuego á menor distancia de un kiló- 
metro de la última casa de toda población. 

VII. Cazar con galgos en las tierras labrantías desde la se- 
mentera hasta la recolección, y en los viñedos desde el brote 
hasta la vendimia. 

Para cazar de esta suerte es preciso obtener una licencia es- 
pecial del gobernador de 1?l provincia. 

551. — Hay veda para la caza mayor, como para la menor. 

El cazador que hiere una res, tiene derecho á ella mientras 
sólo ó con perros la persiga; y si uno ó más cazadores solos,'ó 
con gus perros levantasen una ó más reses sin llegar á herij^las, 
y sobreviniendo otro ú otros cazadores, matasen alguna durante 
su carrera, el matador y sus compañeros tendrán igual derecho 
' á la pieza muerta que los que la levantaron y persiguieron. 

552. — La caza de animales dañinos es libre en los terrenos del 
Estado, en los pertenecientes á los pueblos y en los trasjéros (sic) 
de propiedad particular no cercados ó amojonados. En los cer- 
cados, sean de los pueblos, sean de los particulares, no está per- 
mitida sin licencia por escrito de los dueños ó arrendatarios. 

Pueden emplearse trampas, lazos, redes y to'da clase de arti- 
ficios á fin de lograr la extinción de los animales dañinos, nó 
traspasando cada dueño ó arrendatario ios límites de su propie- 

AF. I. 27 
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dad, ni armándolos en los caminos, sendas ó veredas de la finca. 

553.-^Tambien pueden los alcaldes, previa autorización del 
gobernador de la provincia, ordenar batidas generales 6 dispo- 
ner el envenenamiento de los animales dañinos; pero deben 
anunciar el acuerdo por medio de bandos repetidos durante tres 
días en el pueblo en cuyo término municipal se haya de ejecu- 
tar y en los colindantes, adoptar las precauciones necesarias 
para que no corran p^Mgro las personas ni se cause daño á la 
propiedad, y asociarse con expertos que designan las autorida- 
des administrativas. Asi mismo están obligados los alcaldes á 
poner en conocimiento del gobernador el resultado de la bati- 
da ó envenenamiento con las observaciones que juzguen opor- 
tunas. ' 

554. — Los alcaldes (dice la ley, y mejor diria, los Ayunta- 
mientos) estimularán la persecución de las fieras y animales da- 
ñinos, ofreciendo recompensas pecuniarias á los que acrediten 
haberlos muerto, para lo cual incluirán en el presupuesto muni- 
cipal, como gasto obligatorio, una partida suficiente. 

555. — La policía de la caza exige la fiel observancia de cier- 
tas reglas de interés público, entre las cuales merecen ser cono- 
cidas las siguientes: 

I. Nadie puede cazar sin doble licencia de uso de escopeta y 
de caza expedida por "el gobernador de la provincia. 

Estas licencias duran un año, en ningún caso son gratuitas, y 
se conceden con sujeción á las leyes y reglamentos. 

Sin embargo, continúan los capitanes generales de distrito go- 
zando la facultad de otorgar gratis licencias intransferibles de 
cazará los militares en activo servicio, á los retirados con ^nel- 
do y á los condecorados con Iji cruz de San Fernando, cuyas cir- 
cunstancias deben acreditarse en la misma licencia, á la que 
acompañará siempre la cédula personal. 

n* Los dueños ó an'endatarios de cotos destinados á la cria 
de la caza pueden poner guardas jurados. 

ni. Las declaraciones de los guardas jurados tienen fuerza 
de prueba plena, salvo siempre la justificación en contrario. 

IV. Está prohibida la venta de la caza viva ó muerta duran- 
te la veda. 

V. Las denuncias por infracciones de la ley de caza se sus- 
tancian en juicio verbal en el plazo máximo de ocho días. 
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^VI. Toda sentencia condenatoria lleva consigo la pérdida del 
arma ú objeto con que el infractor se proponía cazar. 

VIL Los padres, representantes legales y amos de los infrac- 
tores son responsables civil y subsidiariamente de las infraccio- 
nes que cometan sus hijos, criados ó personas constituidas bajo 
su potestad. ... 

Vni. La acción para perseguir á I03 infractores es pública y 
prescribe á los dos meses (1). V. nóms. 1803 t 1804. 

556. — La nueva industria llamada piscicultura, ó sea el arte 
de repoblar de peces y mariscos las aguas dulces ó salobres di- 
rigiendo y fomentando su rejiroducción, exige la observancia 
de ciertas reglas aconsejadas por la ciencia y experiencia; y de 
aquí la ordenanza relativa á la pesca de los moluscos y sobre to- 
do de las ostras. 

El Gobierno declaró que son del dominio nacional y uso pu- 
blico todos los bancos y criaderos naturales de mariscos que só 
hallan en las playas, rias,. esteros y mares del litoral y no per- 
tenezcan en el dia á dominio particular, reseryándose la facultad 
de designar los que hayan de servir para la propagación, y los 
que puedan destinarse á lá extracción para el consumo. 

En los bancos y criaderos de la primera clase no se permi- 
te la extracción del marisco y su inmediata aplicación al uso 
común. 

I. JBay tiempo de veda para la pesca y venta de la ostra y de- 
más mariscos, que (kra desde 1.** de Mayo hasta 1."* de Octubre, 
excepto la de los mejillones que empieza en 1.** de Enero y aca- 
ba en I.*' de Julio. 

II. Durante la veda no se consiente la pesca con artes de ar- 
rastre y fisga á menor distancia de 500 metros de los límites de 
los bancos y criaderos, y en los reservados para la reproducción 
en ningún tiempo. 

IIL Está prohibida la pesca de mariscos á flote durante las ho-, 
ras de la noche. 

IV. Las autoridades competentes no deben permitir que la 
extracción de los mariscos en general adquipra proporciones 
tales que inspire fundados temores de rápida despoblacif n de 
los criaderos, y por tanto pueden suspender y modificar preven- 
tivamente la pesca, dando cuenta al Gobierno. 

(1) L«y de 10 do Knero de 18*79. 
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V. Este, por su parte, puede decretar la suspensión de la 
pesca de la ostra y demás mariscos en cualquier época del año, 
cuando previo informe ó aviso de las Comisiones provinciales 
de pesca lo juzgue conveniente, á fin de evitar que los criaderos 
se agoten. 

Las autoridades de Marina, auxiliadas por los cabos guarda- 
pescas, velan sobre la fiel observancia del reglamento para pro- 
teger y fomentar la ostricultura (1). V. núm. 1806. 

CAPITULO XX. 
De la propiedad inteleetaaL 

557.— Propiedad literaria. 569.— Título de propiedad. 

558.— Legislación antigua. 570.— Inscripción de las obras en 
559.'?-Leyes posteriores. el registro. 

560.— Ley de propiedad intelec- 571.— Caducidad. 

tual. 572.— Personas responsables de la 
561.— ¿Debe ser perpetua? defraudación de los dere- 

562.— Qontroversia. ^ • chos de la propiedad intelec- 

563. — Opinión del autor. tual. 

564.— Esencia de la propiedad in- 573.— Circunstancias agravantes, 

telectual. 574.— Jurisdicción competente. 

565. — Personas que gozan de este 575.— Protección de las autorida- 

derecho. des administrativas. 

566.— Cómo se transmite. 576.— Tránsito de la legislación 
567.— Otras personas á quienes al- anterior a la vigente. ' 

canzan los beneficios de la 577.— Convmios de propiedad in- 

ley. telectual. 

568.— Aclaraciones. 

557. — No se ha cerrado todavía la controversia sobre la natu- 
leza y límites de la propiedad literaria, que unos quieren tempo- 
ral y otros perpetua; y poco se adelantará en este camino, por 
más congresos que se celebren, mientras prevalezca el voto de 
los literatos en vez del criterio de los jurisconsultos. Antes que 
el interés de los autores debe consultarse la razón del derecho. 

La Asamblea Nacional francesa dijo: «La más sagrada, la más 
legítiAa, la más digna de respeto, y si puede decirse así, la más 
personal de todas las propiedades, es la obra, fruto del pensa- 

(1) Rtal decreto da 18 de Enero de 1878. 
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miento de su autor, y sin embargo es una propiedad totalmente 
distinta de las demás propiedades». Desde entonces la propiedad 
literaria que durante la monarquía no conoció otro origen que 
una concesión de la autoridad real, existió en Francia como un 
derecho. 

558. — En España fué Felipe III quien dio los primeros pasos 
para constituir la propiedad literaria, pues aunque la ley la líama 
privilegio, todavía se acerca al derecho en cuanto no solamente 
lG|p)ncede á los autores, siüo que lo hace extensivo á sus here- 
deros. Son demasiado notables las palabras de la ley para guar- 
dar silencio. «He venido en declarar (dice) que los privilegios 
concedidos á los autores no se extingan por su muerte,, sino 
que pasen á sus herederos, como no sean comunidades ó manos 
muertas, y que á estos herederos se les continúe el privilegio 
mientras lo soliciten, por la atención que merecen aquellos li- 
teratos que después de haber ilustrado á su patria, no dejan más 
patrimonio á sus familias que el honrado caudal de sus propias 
obras, y el estímulo de imitar su buen ejemplo» (1). 

559. — Leyes posteriores confirmaron y ampliaron el privile- 
gio de imprimir y reimprimir las obras escritas por individuos 
de las Academias, Universidades y otras corporaciones doctas, 
y deslindaron los derechos de los traductores de una misma 
obra. (2). 

560.— Las Cortes de Cádiz siguieron en esto, como én otras 
cosasj el ejemplo de la Asamblea Nacional, y consagraron de un 
modo explícito el derecho de propiedad literaria. Más tarde fué 
de nuevo reconocida la propiedad de los autores de obras origi- 
nales durante toda su vida, transmisible á sus herederos por es- 
pacio de diez años (3). 

Por último, el derecho de propiedad literaria adquirió mayor 
extensión y firmeza en virtud de una ley hecha en Cortes (4), á 
la cual siguió la vigente que en parte la confirma, y en parte la 
reforma (5). ^ 

La primera novedad que se advierte es la sustitución del nom- 
bre propiedad literaria con el de propiedacl intelectual. 

(1) Leye3 24 y 25, tít. XVI, lib. VIII, Nov. Rccop. 

(2) Ley 16 y nota 28, tít. XVI, lib. VIII, Nov. Secop. 
(8) Real decreto de 4 de Enero de 1834. 

(4) Ley de 10 de Junio de 184T 
15) Ley de 10 de Enero de 1879. 
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Aquel no era fiel expresión de la idea^ pues se aplicaba indis- 
tintamente á todas las obras del ingenio, fuesen producto de las 
ciencias, de las letras ó de las artes; pero este tampoco es feliz, 
porque si propiedad territorial significa propiedad de la tierra, 
propiedad intelectual querrá decir propiedad del entendimiento, 
cosa por su naturaleza incapaz de apropiación.' 
. 561. — La bien ó mal llamada propiedad intelectual se rige por 
el derecho común, sin más excepciones que las determinadas en 
la ley. Lo principal consiste en que la propiedad territorial üm^ 
el carácter de perpetua ó transmisible á título de sucesión Wi 
tiempo limitado, entretanto que la intelectual dura más ó me- 
nos, gero en fin se extingue. 

Esta diferencia en perjuicio de las personas á quienes asiste el 
derecho de propiedad en las obras del espíritu, fué y aun es re- 
ciamente combatida; y sin embargo todavía prevalece el criterio 
legal opuesto á la perpetuidad. Las razones en pro y en contra 
son poderosas; bien que parece inclinarse la balanza á una ma- 
yor duración. 

562.— Dicen los adversarios de la propiedad perpetua que 
cuando la inteligencia por sí sola es el instrumento del trabajo, 
como sucede en el libro, sin duda la idea se fija en un objeto 
material al que imprimen forma los medios de publicación, sub- 
sistiendo sin embargo el carácter de producto intelectual. De 
aquí se sigue que la transmisión del derecho de propiedad carece 
de una de las condiciones que justifican la traslación del domi- 
nio de la tierra, á saber, la continuación por el heredero del tra- 
bajo, origen de la propiedad primitiva. El libro es por su natu* 
raleza íntima una obra del entendimiento, esencialmente perso- 
nal con relación á su autor; y por tanto, en cesando de vivir, 
rompe todos los vínculos entre el productor y la cosa producida. 

El genio (prosiguen) es el único propietario de sus obras. Esta 
propiedad se halla exclusivamente vinculada en la persona, por 
cuya razón no es transmisible ni enajenable á título perpetuo. El 
hombre de genio trabaja para la sociedad, para la humanidad, 
para todas las elevadas inteligencias y todas las generaciones 
futuras: estos son sus herederos legítimos. Las obras del genio, 
después que se apaga aquella luz, caen lógicamente en el do- 
minio público, porque desde que se conciben se destinan á la 
utilidad pública. 
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Sin duda puede y debe la sociedad extender el derecho ex- 
clusivo de publicación á la familia del autor; puede y debe re- 
compensar en el hijo los servicios del padre; pero esto no impli- 
ca el reconocimiento de un derecho de sucesión derivado del 
principio de la propiedad intelectual. 

No se falta á la igualdad admitiendo que la propiedad terri- 
torial sea perpetuamente transmisible á título de sucesión ó con- 
trato, y no lo sea la ^propiedad intelectual, porque la igualdad 
ante la ley se modiftca según lo pide la naturaleza de las cosas. 
La sustancia de un libro tan sólo puede pertenecer al hombre 
que lo escribió, pues la relación entre la obra y el autor e& pu- 
ramente personal, y por lo mismo no pasa á la cabeza de su he- 
redero. 

La doctrina absoluta en esta cuestión fundamental de dere- 
cho, materialízalas producciones del espíritu, sometiéndolas á 
los principios por que se rige la propiedad común : es una doc- 
trina incompatible con el espiritualismo de la ciencia moderna. 

563. — ^Estos y otros argumentos que pudieran exponerse para 
combatir la idea de la propiedad intelectual perpetua, van más 
allá de la intención de los impugnadores. En primar lugar la 
teoría de los economistas que atribuyen el origen de la propie- 
4|IÜad al trabajo, no está fuera de controversia. Otros reconocen 
• su principio en la extensión de la personalidad hnmana á las 
cosas que cada uno crea ó de que se apodera sin ofensa dé nadie 
como necesarias ó útiles á su existencia; en cuyo caso cuanto 
más personal sea la propiedad, mayores derechos deberá tener 
el propietario. 

Si la continuación del trabajo por el heredero es el único títu- 
lo que justifica la traslación del dominio mediante la sucesión ó 
el contrato, mal podrá defenderse cómo legítima la propiedad 
del hijo perezoso que vive de sus rentas, ó convierte en campos 
incultos las tierras de labor heredadas de su padre. 

Si la propiedad intelectual es esencialmente personal y la 
muerte rompe todo vínculo entre el autor y la obra parto de su 
ingenio ¿en qué principio ó razón de derecho se funda la ex- 
cepción que la sociedad puede y debe hacer en favor de la fami- 
lia del que la escribió y publicó, siquiera goce de este beneficio 
por tiempo limitado? 

Si la sustancia de un libro pertenece exclusivamente á su 
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autor y se identifica con él al extremo de constituir una relación 
puramente personal, no debe la ley admitir derecho alguno de 
sucesión, una vez que la propiedad intelectual es por su natura- 
leza intransmisible é inajenable; y, si lo admite, puede alargar 
el plazo, prorogarlo, y de grado en grado llegar á la duración 
indefinida 6 la propiedad perpetua. 

El espiritualismó de la ciencia moderna no repugna, como se 
supone, la asimilación de la propiedad intelectual y la material. 
Todas las obras del hombre son producto de su inteligencia y su 
trabajo. En el libro predomina la inteligencia, y el trabajo en 
las artes manuales; pero en ambos casos las fuerzas del espíritu 
y las del cuerpo se confunden en un solo impulso. 

El inventor y constructor de una máquina ingeniosa más se 
parece al autor que al oficial mecánico; y aunque según la ley 
sea esta propiedad material, á nadie se le ocurrió hasta ahora 
combatirla, so color de que materializa los productos espirituales. 
. Por lo demás la cuestión de la propiedad literaria temporal ó 
perpetua, bajo el punto de vista de la utilidad de los autores, y 
sobre todo de sus familias, no es de tan grande importancia 
como se presume é imagina. Mientras vive el autor puede mo- 
dificar y corregir su obra y mantenerla al nivel de la ciencia. 
En cesando de vivir, cesa también el trabajo de continua medi-jg 
tacion y perfección sucesiva. La ciencia progresa y la obra se 
queda rezagada. Raro es el libro que sobrevive á su autor algu- 
nos años, y rarísimo el predestinado en nuestra inquieta edad á 
sobrevivirle un ;siglo. 

564. — La ley vigente no define la propiedad intelectual, aun- 
que bien se entiende que consiste en el derecho exclusivo de 
reproducir las obras del ingenio, sean científicas, sean literarias 
ó artísticas, que se dieren á luz por cualquier medio. 

565. — Gozan de este derecho : 

L Los autores respecto de sus obras, durante su vida, y se 
transmite á sus herederos testamentarios ó legatarios por el tér- 
mino de ochenta años. 

I. También es transmisible por actos entre vivosj en cuyo 
caso corresponde á los adquirentes durante la vida del autor y 
ochenta años después de su fallecimiento, si no deja herederos 
forzosos. 

n. Si los hubiere, el derecho de los adquirentes terminará 



Google 



Digitized by V^jOOQ 



LIBRO I?. PE U BIATERIA ABMWfSTRATlVA. 217 

veinticiaco años después de la muerte del autor, pasando la pro- 
piedad á los referidos herederos forzosos qtie la disfrutarán cin* 
cuenta^ y cinoo. ^ i 

II, A los traductores respecto de su traducción, si la obra ori- 
ginal es extraiyera, y no lo impiden los convenios internacio- 
nales, ó sí siendo española, ha caido en el dominio público, ó se 
ha obtenida el permiso del auíor. : ) * 

,. I. Si la traducción $e publica por primera vez en país e:ttrán- 
jero, con el oual haya convenios sobre ¡propiedad intelectual, se 
resuelven las cuestiones que ocurran con arreglo iá lo estipulado, 
y. si no. existe convenio^ conforme á^ lo; est^J^lecido en la ley. 

n, . L?i propiedad délas traducciones áé obras extranjeras dura 
tanto tiempo c(?moi la. de ;las originales í^l la nación eñ donde se 
publicaron, siempre que las leyes da aquel, país,: á falta de con- 
venios, otorguen á 1<3?S propieitarios españoles una completa re- 
ciprocidad. ' , 

m. BI traductor; de tina obra que ha entrado: -en el dominio 
público adquiere solamente la propiedad de su traducción^, y por 
tanto ijo puede oponerse^ que. otros la traduzcan de nuevo. 

IV. Lo mismo debe entenderse, aunque Ja ley no lo declare,, 
del traductor de una ohira publicada en nación eitraüjera, con 
cuyo Íür(>]á0paQ sm medié convenio /so^re propiedad inteltectuaL 

ni. Á los que refunden, copian, extractan, compendian ó re^ 
producen obra^ origiiíaieg re&pecto^e sus trabajos, con tal que 
siendo españolas, lo hayan hecho ódn permiso de los propie- 
tarios., ;!.M •. ! :■■•,:.:>[. ; •.' ■*. -■ . /' .» - ' 

t. Nadie- puedot reproducir obras ajenas .an permiso de su 
propietario, ni, aun para anotarlas, adicionarlas 6 mejorar lá 
edición; mai^-puede ;aialqlttiem publioar como de su exclusiva 
pi!Qpiedad:COmentariosi,:crítieas'y notas referentes:. á ellas^ in- 
cluyéndoselo la parte del texto üecésapia á su objeto.. - 

II. Si la obra es musical, la prohibición se extiende ala publi^ 
cacion total ó parcial vde las melodías con acompañamiento ó sin 
él,, transportado/ó arreglado á otros instrumentos, ó con distin- 
ta letr^, ó en otra forma que no sea la publicada por el autor. . 

IV. A los editores de obraa inéditas qne no tengan dueño co^ 
nocido ó de otras cualesqitóera, también inéditas, de autores co- 
nocidos que hayan llegado á ser del dominio, públicp. 

No ea necesaria la ^publicación de; las obras para que la ley 

AP. I 28 
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ampárela propiedad inteiectoal. Así, pues, nadre tiene derecho 
de publicar sinpermi$o del autor una producción científica, lite- 
raria ó artística que se haya, estenografiado, anotado ó cbpiado 
durante su lectura, ejecución p exposición pública 6 píi^ivada, ni 
tampoco las explicaciones orales.' ' » . . • ' » • 

V. -A los der©cho4iabieaaté8 de los eipresados^ ya sea poí^ hé* 
rencia, ya por otro título cualquietrk trafslatiwde dómiéio. ' 

566.-?--Queda advertido que la propiedad iíiíeléctual'esi trans- 
misible por contrato, tefltamenta úotro' título hátt)it conforme al 
derecho comuay sin más límitadones que las contenitias en lá 
ley. Una de estás e$ que la ^ajenación de toda obra de arte nó 
implica la del depecho de» reprodtrccioñ^ ni 4e' exposición púí>li- 
ca, él: cual queda- siempre reservado al autor ó^feu derecho ha- 
biente, salvo pacto ^n CQntrario. ' 

567.-^Tambien alcanzaa ios beáeflicíos de* la ley de proj^íedad 
intelectual : 

I. A los autores de mapas, planos ó dteeBos denitíflcos.- 
; U. A los compositores db música. í' • '^ 

ni. A los autores :de obras de arte^ respecto á su reproducción 
por cualquier. medio. .; ; ■ < l.■'^^ .1 

: IV. Alos derecho^habienÍGS de Iqs expresadosi 

V. Al Estado y ¡sus; corporaciones, y alas provincias^ y faiuni- 

CipioSl" ' ■■ ..:•..• !^- ' ••!•;•• f . .'■ 

VI. A los institutos científicos, literawosy' artísticos Ó rte 
otra dase legalmente establecid-osJ . ', ^ • 

568. — Como ampliación de la ley y declaración de las dudas 
que pudieran suscitarse airdefinir en cíeortos casos generales los 
derechos de <prepiedad intelectual^ rigen las> r^las siguientes: 

I. Los propietarios dei obras extratEderaS'lo son* tambienién Es-^ 
paña con siyecioniá las leyes de sn nación respectiva, siempre 
que á los propí^^ios españoles se les conceda completa rédi- 
pi^oeü^ad. 

Los extranjeros cuya legislación reconozca á los ei^añolesel 
derecho de propiedad intelectual en los; términos establecidos en 
la ley vigente, gozan en España de los mismos derechos que sus 
naturales sin necesidad de tratado ni gestión diplomática, bas- 
tando para, obtener ^ste beneficio dedia?air la acción privada' ante 
el juez competente. • ' ' 

n. Es lícito insertar en los periódicos (S en otras obras en que 
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convenga citaurlas, comentarlas, cititiearlas é copiarlas á la? letra 
las leyes, así como los decretos, órdenes, r^lamentosy demás 
disppsiciQííei^ qu^ emanen de los poderes públicos; pero no pu- 
blicar sueltos q^íos .documentos oficiales, ni formando colección 
sin permiso exprj?soi.d^l Gobierno. 

in. Los discursos parlamenten os son propiedad del autor^ sin 
cuyo'permiso ó el de ^uderecbo-^habienta. no pueden:. ser reim- 
presos, salvo en el Diario, de las sesione^ áeí respectivo Cuerpo 
ColegisJítdor ó.en los pei^ódicQSrpolíticos. • 

IV. Los editores de obras. an(5^imas ó seudónimas tienen en 
ellas loB.piismosder^cho^ que Ios-autores ó traductores en las 
suyaS; mientras jxo se pruebe ea forma; legfil quién sea su ver- 
dadero autor ó traductor. Si, se prueba, el autor ó traductor ó, sus 
dereqhorbabi^ntes-su^tituyen^ips editores ¡en la ¡propied^id.. -j 

V* ,Se consideran obras postarías para los efectos de la ley de 
propiedad intelectual,. ademán de la9, no publicadas en vida; del 
autor, las que hubiere 4ado á luz, si á su fallecimiento Jas dejó 
refundidas, adicionadas ^^ anot^as ó corregidaSf.de suerte qae 
merezcan reputarse obras nuevas. En oasp de contradicción ainte 
los tribunales, debe preceder al fallo dictamen pericial^t. 

VL El autor ó traduclQi^i de, divers?is obras cienjtíflcas, litera- 
rias ó artísticas puede publica^rlas to4as ó sílgunas fprmando co- 
lección, aunque. las haya enajenado, .parcialmente, , 

I. El autor, de discursos leídos en. las, Reales Academias ú 
otra corporación, puede publicarlos en colección ó por separado. 

,11. De ijgual facultad go¡?an los académicos con respecto á los 
demás escritos redactados cpn- anuencia ó por encargo de la Aca-^ 
demia, excepto los que pertenezcan al cuerpo- indefinidamente,, 
como destinados á la enseñanza propia de su instituto. 

rVII. Los propietario^ de periócUcos pueden asegurar su pro-« 
piedad, y asimilarlos á las producciones literarias; para el goce 
de los beneficios de la ley, cumpliendo las formalidades del re^ 
gistro, según diremos en su lugar. 

1. El autor ó traductor de artículos insertos en publicaciones 
perifSdicas ó sus derecho-habie^tes, C0nsei:van el de reprodu- 
cirlos formando colección conjipl^ta ó inco^npleta, salvo pacto en 
contrario. 

H. Los periódicos pueden reproducir los artículos ó telegrgt- 
mas que otros hubieren publicado, excepto si eí primero que los 
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inserta prohibe su reproducción, y en todo caso deben aquellos 
indicar el original de donde se copian. . > : 

Vin. No está permitido ejecutar en teatro, sitio público ó so- 
ciedad de cualquier modo constituida, siempre qué medie retri- 
bución pecuniaria, ninguna composición dramática 6 musical éú 
todo ó en parte, sin permiso del propietario. 

i: Los propietarios de esta clase de obras ó sus derecho-ha- 
bientes pueden estipular libremente los derechos de representa- 
ción al conceder su permiso. Si dé antetnano no los fijatí, sólo' 
pueden reclamar los que detertúíúen los i^églamentos. ' 

11. Los derechos de representación de las obras 'lírico-dramá- 
ticas se dividen por 'jíartes iguales entre el autor del libreto y el 
compositor, salvo pacto en contrarío. 

ili. El autor de un libreto ú otra obra cualquiera puesta éri mú- 
sica y ejecutada en público es dueño de imprimir y vender la 
producción literaria separadamente de la música, así como él 
compositor puede hacer lo mismo de la parte musical. 

IV. Si el autor de un libreto prohibiese en absoluto la Repre- 
sentación de su obra, el compositor adquiere la libertad de apli- 
carla á otra. ^ .. : 

V. Nadie puede hacer, vender ni alquíláír copia alguna dé las 
obras dramáticas 6 musicales que deis][)ues de estrenadas eh pú- 
blico no se hayan impreso sin permiso del propietario. ' 

VI. Las empresas, sociedades ó particulares (jue aniíhcién la 
representación en público de una obra dramática ó musical cam- 
biando su título, suprimiendo, alterando ó adicionando alguno 
dé sus pasajes sin p¡érmisó del autor, se reputan defraudadores' 
de los derechos de propiedad intelectual. ' ' 

569. — ^La inscripción de lias obras científicas, literarias y artís- 
ticas en el registro es el medio de optar á los beneficios de la 
ley, y el cei'tificado que se expide á los autores ¿u vérdadefó tí- 
tulo de propiedad. 

570. — Lleva el Ministerio dé Fomento un registró general, 
én que se anotan las inscripciones que deben hacerse en todas 
las Bibliotecas provinciales y en los Institutos de segundsi ense- 
ñanza, á falta de Bibliotecas. Los gobernadores remiten á la Di- 
rección general de Instrucción pública cada seis meses un esta- 
do de las inscripciones verificadas y de sus ülterioi'es Vicisi- 
tudes. * 
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Los propietarios de obras biéntíflcas, literarias ó artísticas, si 
desean poner su propiedad bajo la protección de la ley, deben 
presentar tres ejemplares. Entregado uno de estos en la Biblio- 
teca ó el Instituto, el jefe del establecimiento da recibo y expidei 
el certificado de la inscripción, con cuyos documentos acude el 
interesado al Gobierno civil, en donde presenta los otros dos 
con destino 'al MiMsterio de Fomentó y á la Biblioteca Na- 
cional. 

El término para verificar la inscripción ei un año á contar 
desdela publicación -de la obra; pero goza el propietario de los 
beneficios de la ley desde el dia en que empezó á publicarse, y 
solamente los pierde si no cumple los requisitos y no llena las 
formalidades del registro dentro del plazo legalv 

Los autores están escentos de todo impuesto, contribución ó 
gravámien por razón del registro. 

I. Guando una obra dramática ó musical se haya representado 
eíi público, pero no impreso, basta para inscribirla la entrega de 
Uñ soló ejemplar manuscrito dé la parte ííteraria y otro de igual 
clasé'de las melodías con sü bajo correspondiente en la parte mu- 
sical. 

n. Los cuadros, las estatuas, los altos y bajos relieves, los mo- 
delos de arquitectura y topografía, y en general las obras del 
arte pictórico, escultural ó plástico están exentas del depósito y 
registro. 

571.— Supuesto que la propiedad intelectual no es perpetua; 
que la inscripción es necesaria para gozar de los beneficios de 
la ley, y que el espíritu es favorecer á los autores sin constituir 
un derecho absoluto que obste al progreso de las ciencias, las 
letras y las artes, caduca y éaeñ las obras en el dominio público: 

I. Al expirar el tiempo de su duración ordinaria. 

n. Cuando el propietario deja de inscribirla dentro del plazo 
legal. 

' Toda obra ño "inscrita en el registro durante diez años conta* 
dos desde el dia en que terminó su derecho á insoribirlaj, puede 
ser reimpresa por el Estado, por las corporaciones científicas ó 
por los particulares. Sin embargo, la obra no pasa definitiva y 
absolutamente al dominio público hasta un año más después de 
los diez, sin que el autor ó su derecho-habiente la inscriban. Si 
utilizan esta próroga, revive la propiedad. 
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ni. Cuando el propietario no publica de nuevo la obra por es- 
pacio de veinte años. 

En tal caso pueden el Estado, las corporaciones científicas y 
los particulares reproducirlas sin alterarlas, y 9ia que uiadie ten- 
ga la facultad de oponerse á que otro las reproduzca, a 

Para que la obra ceda en el dominio público es necesaria la 
denuncia en el registro de la propiedad, seguida de excitación 
por el Gobierno al propietario á fin de que la reimprima dentro 
de un año, ^ 

No cae una obra en el dominio publico, aunque pas^n veinte 
años sin reproducirla: 

I. Cuando, siendo dramática, Ifrico-dramática ó musical, des- 
pués de representada en público y depositada en el registro la 
copia manuscrita, no haya sido impresa ^or su dueño. . 

II. Cuando después de impresa y puesta en circulación pasan 
veinte años sin que vuelva á imprimirse, con tal que acredite 
su dueño que durante este período ha tenido ejemplares de venta.. 

Ni la faltado inscripción, ni la de publicación producen los 
efectos de la caducidad, si el autor de la obra, antes que se. cum- 
plan los plazos fijados en la ley, manifiesta su firme voluntad de 
que no vea la luz pública. 

572.-nSon responsables de la defraudación de JLos derechos de 
la propiedad intelectual en primer lugar el autor, y subsidiaria- 
mente el editor y el impresor, salva la prueba de inculpabilidad. 
. Los defraudadores, además de la responsabilidad criminal en. 
que incurren, pierden todos los ejemplares ilegalmente publica-v 
dos que deben entregarse al dueño de la obra. 

Esta disposición es aplicable: 

I. A los que reproduzcan en España las obras de propiedad 
particular impresas en español por la primera vez en el ex- 
tranjero, 

n. A los que falsifiquen el título ó la portada de una obra, ó 
estampen en ella haberse hecho la edición en España^ si se hizo 
en país extranjero. 

UI. A los que imiten el título de manera que induzca á con- 
fundir el falso con el verdadero, según eljprudente juicio de los 
tribunales. tu - 

IV. A los que importen del extranjero obras en que se haya 
cometido la defraudación, eludiendo el pago de los derechos de 
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aduana, din perj-uicio dé* la responsabilidad fiscal qiie corres- 
ponda. 

V. Y á los que de cualquiera de los modos expresados perju- 
diquen álbs autores extranjeros, cuando entre España y la na- 
ción á que pertenecen haya reciprocidad; 

573.-^Califica lá ley de circunstancias agravantes: 

I. Variar el título de la obra 6 alterar su texto para publi- 
carla. 

II. Reproducirla en *el extraiy ero, si después se introduce en 
España, y aun más si se varia el título ó altera el texto-. 

574. — Los tribunales ordinarios son los competentes para re- 
solver las cuestiones de propiedad intelectual y apliicar las penas 
á los defraudadoras. 

575.^— Los gobernadores en lais capitales de provincia, y los 
alcaldes en los demás pueblos^ deben decretar á instancia del 
¡írópietario dé una obra dramática ó musicalla suspensión de 
sus répresentadoñes 6 el depositó del prodiicto de las entradas 
en cuanto baste á proteger los derechos de propiedad. Si el j^ro*- 
ducto fuese insuficiente, podrá el interesado deducir la acción 
que le corresponda ante los tribunales de justicia. 

576. — Los beneficios de. la iey.alcanísan, salvo el respeto de- 
bido á los derechos adquiridos: 

I. A los autores de obras cornénzadas á publicar desde el dia 
de su prpínulgacion. 

Ji., A JLps de obras que en .dicho dia no hayan caído en el dor 
minio público. 

, jp. A los autores y tr?iductores de aquellas que aun siendo ya 
del dominio público, pretendan recobrarlas, y á sus herederos y 
derecho-habientes. 

Para recobrar la propiedad intelectual extinguida dbn arreglo 
á la legislación anterioir y optar al beüeñcio de la mayor dura- 
ción, deben los interesados cuiiplir las formalidades del registro. 

Loa herederos dentro del cuarto grado de los autores de obras 
que hayan pasado aí dominio público, pueden reóóbrar la pro- 
piedad intelectual por el tiempo que falte hs^sta completar los 
ochenta anos que otorga la nueva ley, si llenan por su parte los 
requisitos qué exige; pero deberán indemnizar á los editores de 
dichas obras impresas por su cuenta, estimando á juicio de pe- 
ritos el valor de los ejemplares existentes é inscritos en el re- 
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gistro^ dentro ée los dos meses siguientes ^ la promulgación de 
la misma. 

577. — Finalmente la ley impuro aj Gobierna la obligación de 
denunciar los convenios de propiedad literaria celebrados con 
Francia, Inglaterra, Bélgica, GerdQna .Portugal y los. Países- 
Bajos, y de procurar que se, ajusten otros con cuantas. naciones 
sea posible, con sigeoion á la bases siguientes: 

I. Completa reciprocidad de derechos entre las partes con- 
tratantes. . ; . 

n. Condición de tratarle mutuamente, como á la nacipn más 
favorecida. . . : . 

in. Todo ^utor ó su derecho-habiente que asegure su propie- 
dad en una de las dos naciones convenidas, lo tendrá así mismo 
asegurado en la otra sin necesidad de. nuevas formalifiade?. 

IVv ProhibicioQ en cada país de iínprimir, vender> importar y 
exportar obras escritas en idioma^ ó dialectos usuales en el ¡otrQ, 
salvo con permiso del propietario.de la obra original (1)-, V, nÚt 
MEROS 1811 YSia. 

- CAPITULO XII. 
Dé lá agrieBitIlnl.' 
578.T-Escuela general de Agricultura. . . I 

578. — La Escuela superior de ingenieros agrónomos fué trans- 
formada y convertida en Escuela general de Agricultura con el . 
objeto de dar la enseñanza completa que se requiere para ejer- 
cer las profesiones de ingeniero agrónomo, perito agrícola y^- 
pataz' y obrero agrícola (2). V. núm. 1819. ' ' 

' CAPITULO iXII. '' ' ' 

lié la i^luiuiería. 

579.—Orígen de la Mesta. 583.— Su carácter. ^. . 

580.— Cabana española. 584.— Servidumbres piecuariás. 

581.— Asociación general de gana- 585.— Protección y defensa de las 
deros. • vías y servidumbres pecua- 

582.r-Su objeto. rías. 

(1) Leydel0deBn«rod«1879. ' , , 

(2) Reaídecr0tode21deBtoerod6l878. '^ . ' 
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586 — Su deslinde, conservación y i, rias y ajwrevaderos. 

restablecimiento. , 588.— Derecho de pasto en las tier- 

587.— Arbolado de las vías pecua- raa comunídes. 

579.— Suena en las Cortes por la primera vez el nombre de 
la Mesta en las de Madrid de 1339 (1): El origen debe buscarse 
en las costumbres de los árabes. Mesta llamaban á ios inver- 
naderos 6 pastos de invierno que procuraban á sus rebaños 
trashumantes en los campos abrigados del poniente ó medio- 
día (2). V, núm. 1831.; 

580. — Forman la cabana española todos los ganados criados ó 
recriados en la Península de las cinco especies de lanar, cabrío, 
caballar, vacuno y de cerda> cualquiera que sea su raza,.y sin dis- 
tinción de estante, transterminante y trashumante. 

581. — La Asociación general de ganaderos se compone de to- 
dos los del reino sea la que. fuere la especie de ganado que 
crien y el sistema de pastoreo. Sigúese de aquí que la Asociación 
ponstituye un gremio, no voluntario, sino forzoso; y podria con 
razón ponerse en duda si tiene el Gobierno autoridad para tan- 
to, y aun se podria dudar si la ley debería haaerlo. 
. 582.— El objeto de esta corporación es defender los derechos 
colectivos de la ganadería, procurar el fomento y mejora de las 
razas y velar sobre la fiel observancia de las leyes y disposicio- 
nes gubernativas tocantes al ramo, y principalmente las rela- 
tivas: 

I. A la conservación de los caminos pastoriles y demás servi- 
dumbres pecuarias. 

n. A la sanidad de los ganados. . 

m. A la extinción de los animales dañinos. 

IV. A la importación del ganado extranjero y exportación 
del indígena. 
. V. A las contribuciones sobre la ganadería. 

VI. • Al apacentamiento délos rebaños y adehesamientode tier- 
ras particulares en montes del Estado ó terrenos fronteriaos. 

Vn. Y por último, á la especial protección debida á los reba- 
ños que van de camino. . 

(1) Pet. 82. V. Colección de las Cortes de León y Castilla, tom. I, péig. 473. 
(3) Conde, Historia de loa ¿trabes de Bspaña, tom. I, cap. LXXIV. V. Historia de la eeo- 
nomtapolUiea en BspmfUtiiam. I, ^ffu^isn 7^1, 

AP. I. 29 
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583. — La Asociación general de ganaderos tiene carácter ad- 
ministrativo en cuanto representa los intereses colectivos de un 
ramo tan importante de la riqueza pública. En su consecuencia 
obra como delegada del Gobierno al dirigirse á las autoridades 
y jefes de la administración reclamando su aoxilio.en favor de 
los derechos é intereses de la clase, y la representa en las con- 
tiendas que acerca de unos y otros se promueven entre los par- 
ticulares. 

Es un retroceso á los privilegios del antiguo Concejo de la 
Mesta, difícil de conciliar con el espíritu de las leyes modernas, 
porque la delegación del Gobierno supone ejercicio de autori- 
dad, así como intervenir en las contiendas arguye sino jurisdic- 
ción, por lo menos mayor peso en la balanza de la justicia^ cuan- 
do se ventila una causa que á título. de intereses colectivos de la 
ganadería, hace suya la comunidad; 

Todos los ganaderos tienen derecho á disfrutar de los benefi- 
cios de la Asociación sin preferencias ni privilegios, y están obli- 
gados á conllevar las cargas que iiñpone su sostenimiento. 

Debe la Asociación responder á las consultas que se le hicie- 
ren sobre asuntos pecuarios; de suerte que en cierto modo viene 
á ser un consejo especial en materia de ganadería (1). V. núme* 
ROS 1835 Y 1836. 

584.r-Las servidumJ)res pecuarias establecidas en beneficio 
de la cabana son: . 

I. Las cañadas ó vías pastoriles que cruzan varias provincias, 
cuya anchura mide 75 metros. 1 

II. Los cordeles ó vías pastoriles que. afluyen á las cañadas ó 
ponen en comunicación dos provincias limítrofes, y tienen de 
ancho la mitad de las cañadas. 

in. Las veredas, vías pastoriles para facilitar la comunicación 
entre varias comarcas de una misma provincia, de anchura in- 
determinada, aunque generalmente no pasan de 20,83 metros. 

ly. Las coladas ó vías pastoriles que median entre varias fin- 
cas de un término de extensión incierta. ' 

V. Los abrevaderos que tampoco tienen medida í^a. 

VI. Los pasos ó la servidumbre á que están sujetas algunas 
fincas, para que crucen por ellas los ganados, alzados los Ifrutos. 

(1) Real dtorsto de 8 de Marzo de 1877, y teg\waénUí de UgvmX ibeka. 
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' Esta servidumbre, en tanto será legítima, en cuanto se ftinde 
en un verdadero título hábil, p^ra constituirla^ y no en el mero 
uso ó costumbre. V. núm. 1823-lV, 

585. — Las vías y sepvidtfmbfes pecuarias están bajo el cuida- 
do y vigilancia de los delegados de la Asociación y de la Guar- 
dia Civil encargada de i>roteger á los pastores en sus viajes con 
los ganados. ^ 

586.— Corresponde á los alcaldes el deslinde, conservación y 
restablecimiento de las vías y servidumbres pecuarias, bien pro- 
cediendo en virtud de su propia iniciativa, bien á consecuencia 
de reclamación ó 'denuncia de los visitadores de la ganadería y 
cañadas, del personal del ramo de Montes ó de los guardas ru- 
rales. . ' 

De las providencias de los alcaldes pueden alzarse los intere- 
sados ante el gobernador. < 

Los expedientes relativos á deslindes siguen hasta su termi- 
nación los trámites de tos réciüísosi por la vía contenciosa. 
' En rigor el recurso contencioso-administrativo en semejantes 
casos es improceclente, porgue si la Asociación general de Ga- 
naderos está bajóla tutela del Gobie^no^ y si en todas las ges- 
tiones á favor de los derechos é inteíésés dé :1a clase procede 
como delegada de su autoridad, litigar la Asociación con la ad- 
ministración equivale á litigar la administración consigo misma. 

587. — El arbolado que se crie en las vías pecuarias y en los 
abrevaderos pertenece al Estado y está bajo la inspección i del 
cuypo de ingenieros de Monteé. Los pastores, sin embargo, 
tienen derecho á tomar la leña rodada para encender lumbre y 
cortar palos para fijar redes d\irante sus viajes (1). 

588. — No así tienen ahora- el derecho de pasto en las tierras 
comunes, porque áegun la ley municipal vigente sólo á los ve- 
cinos pertenecen los aprovechamientos vecinales (2). V. núme- 
ro 1387. : . 

(1) Real decreto de 3 de Marzo de 1877, arts. 6 y sig*. y reglamento de igaal fecha. 

(2) Real orden de 6 de Febrero de 1,875 y ley de 2 de Octubre de 1817, art. 1^. 
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CAPITULO xini. 

. De la polleía. r^trai. 

589.— Servicio de segurida4 y po- 597.r-I^a phyUoxera tasiatrix. 

licía rural. 598,— Medios preventivos. 

590.— Deberes de la Guardia Civil. fc99.— Medios autorizados para lo- 

591.— Otros dieberes. grar su destrucción. 

592*T-Guardas particulares jura- 600.— Participación de los propie- 

dos. , tarios. 

593.— Extinción de la langosta. 601.— Comisiones de defensa con- 

594.— Junta municipai de ext^n- tra la invasión déla /)/i^¿/o- 

cíon. ' xéra. 

595.— Sus facultades y obligado- 602.— Epizootias. 

nes. 603.— Aislamiento de las reses en- 

596.— Prestación personal. fermas. 

589. — El Cuerpo de Guardias Civiles desempeña hoy por com- 
pleto el servicio de segtiridad y policía rural y forestal en todo 
el reino, sin perjuicio de la libertad que tienen los propietarios 
de nombrar por su parte guardas jurados y no jurados (1). 

590. — La Guardia €ivil, como encargada de prestar el servi- 
cio dé la guardería rural, debe dar parte á los alcaldes: 

I. De todo delito ó falta conlra la seguridad personal ó la pro- 
piedad. 

Ili De todo acto por el cual, aimque no se cause daño á la pro- 
piedad rural, se atente contra los derechos del propietario, Ifen 
sea invadiéndola, bien tomando ó disponiendo de alguna cosa, 
cualquiera que sea, comprendida en las heredades ajenas sin 
permiso de su dueño . 

m. De toda infracción del Código penal, de los reglamentos 
ó bandos de policía rural, de las leyes y ordenanzas de caza y 
pesca, de las de montes y plantíos, de las de aguas y de las re- 
lativas á la policía de los caminos generales, provinciales y mu- 
nicipales. 

591. — ^Así mismo debe la Guardia Civil poner en noticia de la 
autoridad local : 

!• Todo lo que pueda contribuir á la averiguación de los deli- 

(1) Ley de 1 de Jallo de 1816, art. L« 
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tos cuyos indicios descubran en el desempeño de su servicio, y 
epi general auxiliar á la policía judicial. 

II. La aparición entre los ganados de cualquier enferme- 
dad contagiosa, advirtiéndolo sin demora á los dueños ó mayo- 
tales de los demás que se hallen en las inmediaciones, y dispo- 
niendo lo necesario para aislar las reses ó los rebaños enfermos. 

ni. La aparición ó proximidad de la langosta, dejando señala- 
do el paraje! en donde se posare para aovar. 

IV. Cualquier incendio de edificios, mieses ó arbolados. 

V. Y en general, todo acontecimiento que reclame la inter- 
vención de las autoridades. 

La Guardia Civil que advierta algún daño ó intrusión en las 
propiedades o algún delito ó falta, debe procurar la detención 
del culpado, seguir ó descubrir las huellas ó los indicios del he- 
cho, y ocupar los objetos que puedan considerarse como cuer- 
po del delito. 

Si ocurriese algún daño tal como incendio, distracción de 
aguas, invasión de ganado ú otros accidentes, debe esforzarse 
para atajar el daño con la brevedad posible, obligando á que le 
presten su cooperación, no sólo los guardas particulares inme- 
diatos ú otros empleados rurales ó foréstales que tengan carác- 
ter público, sino también los mismos dañadores (1). 

5924— Para ser guarda particular jurado se requiere: 

L Que el propietario, colono ó, arrendatario le proponga al 
alcalde del pueblo en donde radiquen las fincas que debe cus- 
todiar. 

II. Que el propuesto goce de buena fama y opinión, y no haya 
sido nunca procesado, y si lo hubiese sido, que haya recaído sen- 
tencia absolutoria con pronunciamientos favorables. 

ni. Que no haya sido^despedMo del cargo de guarda munici- 
pal, ni privado del de guarda particular jurado: • 

L Por no haber hecho las denuncias que debia. 

II. Por haber hecho denuncias falsas. 

in. Por no dar los partes prevenidos. 

IV. Por recibir gratificaciones ó regalos. 

V. Por exigir multas ó cometer cualquier otra exacción. 

VI. Por &ltar al respetó á las autoridades ó desobedecer inde-^ 
bidamente sus órdenes. 

(1) Real 6rdon de 9 de Agosto de 1816. 
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VII. Por no prestar la protección que debía á las personas ó 
la propiedad. 

vm. Por algún otro acto ú omisión que infiera nota desfavo- 
rable á su moralidad: 

IV. Antes de su nombramiento el alcalde pide informes al 
párroco de la feligresía en donde el pretendiente se halle avecin- 
dado, y al comandante de la Guardia Civil de la provincia. 

V. El nombrado presta juramento de desempeñar fielmente 
su cargo en manos del alcalde y en presencia del secretario del 
Ayuntamiento. 

VI. El alcalde le expide un título del cual da copia al coman- 
dante de la Guardia Civil. 

Cuando el alcalde se niegue á extender el nombramiento, y 
el propietario considere infundada la negativa, podrá recurrir 
en queja al gobernador de la provincia. 

La ratificación bajo juramento de las denuncias de los guar- 
das jurados, hace fe, salva la prueba en contrario, si el hecho 
que la provoca no merece otra calificación que la de falta con 
arreglo al Código penal (1). V. núms. 1842 y sia. 

593. — Entre las plagas (^el campo merece particular atención 
la langosta, que suele infestar nuestras provincias del centro y 
mediodía. < : 

Los reglamentos que antes de ahora regían para procurar- su 
extinción, fueron sustituidos con una ley, y no sin causa, por- 
que los medios de perseguir y exterminar este iniíecto destruc- 
tor de las míeses afectan más ó menos al derecho de propiedad. 

594.— Así que llegue á noticia de la autoridad municipal la 
aparición de la langosta en el término de su jurisdicción, debe 
constituir una Junta de extinción, y dar parte del éuceso al go- 
bernador que debe formar otra Tanáloga en la capital de la pro- 
vincia. - 

595. — La junta municipal pide á los propietarios ó colonos 
una relación de las hectáreas infestadas, manda practicar reco* 
nocimientos en los terrenos denunciados, comprueba la exacti- 
tud de los antecedentes y publica por medio de edictos los aco- 
tamientos ya marcados, á fin de que los dueños ó sus represen- 
tantes manifiesten su asentimiento ú oposición en un plazo 
breve. 

[l) Real orden de 9 de Agfosio de 18f76. 
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Oídos los interesados^ la Junta municipal decide de plano si el 
terreno en cuestión debe ó no clasificarse como infestado, de 
cuya decisión pueden aquellos alzarse y acudir á la .provincial 
que resuelve motivando su acuerdo y sin ulterior recurso. . 

Hechos los acotamientos, la Junta municipal notifica al pro- 
pietario si opta por proceder á la destrucción de la langosta por 
sí misma, ó porque la Junta emplee los medios necesarios al 
efecto dentro de su finca. Los medios son varios según la cali- 
d ad de los terrenos y el estado del insecto. 

596. — Autoriza la ley el uso de la prestación personal en la 
forma admitida para las obras públicas, si bien la hace extensiva 
á las edades de 16 á 60 años, y la limita á tres jornales que no 
pueden exigirse sino á razón de uno por cada semana. 

Se reputan propietarios para los efectos de esta ley: 

I. El Estado, por los baldíos. 

n. Los Ayuntamientos, por sus bienes propios y comunes, 
veredas y demás lugares en que aparezca la langosta. 

ni. Las empresas de ferro-carriles, las cuales están obligadas 
á destruir á su costa y en el tiempo que determinen las Juntas de 
extinción, la ao vacien que se encuentre en la zona de su pro- 
piedad (1). V. NÚM. 1848. 

597.— Otra de las plagas del campo más terrible aun que la 
langosta, es la phillocoera vastatrico que amenaza qon la des- 
trucción completa de los viñedos. La ciencia pugna por descubrir 
un medio eficaz de combatir el peligro de esta invasión, oponien- 
do el exterminio á la prodigiosa fecundidad del insecto; pero 
hasta ahora han sido impotentes todos los esfuerzos de los hom- 
bres doctos ó peritos en la viticultura, porque no han logrado 
todavía arrancar este secreto á la naturaleza. 

598. — Entre tanto cuidan los Gobiernos de adoptar precaucio- 
nes que son meros paliativos del mal, á falta de remedios cono- 
cidos. Una ley eiH>Gcial autoriza al nuestro para prohibir la in- 
troducción en el territorio de la Península y sus islas adyacen- 
tes de sarmientos, barbados y púas de todos los residuos déla 
vid, troncos, raices, hojas, tutores y cuanto haya servido para 
su cultivo, así como toda clase de árboles, arbustos y cuales- 
quiera plantas vivas sin distinción de procedencias. La pro- 



(l) Ley de 10 de Enero, y reglameAto de 21 de Julio de 1979.. 
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hibicion se limita al tiempo que las circunstancias aconsejen, 

599. — Comprobada la aparición de la philoxera en una comar- 
ca, queda desde luego prohibido el envío á otras de las cepas, 
sarmientos y demás objetos que arriba se expresan. 

Para destruir un foco philoxérico se procede de orden de la 
autoridad al arranque de todas las cepas muertas ó atacadas, y de 
todas las sanas que haya en el radio de veinte metros, medida 
la distancia desde la última de las enfermas. Debe también re- 
moverse la tierra hasta donde se juzgue necesario para des- 
cubrir y quemar las raíces, y desinfectado el suelo, no se per- 
mite hacer nuevas plantaciones de vid mientras subsista el pe- 
ligro. Puede el propietario destinar el terreno á otro género de 
cultivo; pero siempre bajo la inspección y^vigilancia de la Comi- 
sión encargada de la destrucción del insecto. 

600. — ^El dueño de una viña atacada por la philoxera puede 
verificar por sí y á sus expensas las operaciones del arranque y 
desinfección, si así lo reclama de la Comisión provincial de de- 
fensa, dentro de tres dias después de declarada la invasión, con 
la condición de emprender inmediatamente los trabajos, y de 
someterse á las instrucciones de dicha Comisión. Vencido el pla- 
zo, se procede de oficio á las indicadas operaciones. 

I. No ofrece la ley indemnización algunn por las vides muer- 
tas ó enfermas que se arranquen. 

n. Por las que se destruyan dentro de la zona' de los veinte 
metros establecida para aislar la plaga, se abona al propietario 
el valor de la cosecha pendiente y de la inmediata. 

in. También há lugar á la indemnización del valor de cual- 
quiera planta ó cosecha que sea necesario destruir ó peijudicar 
para ejecutar aquellos trabajos. . 

IV. Por las vides destruidas en las colonias agrícolas no hay 
derecho á reclamar indemnización. 

601. — Una Comisión central de defensa contra lá philoxera, 
representada por Comisiones en todas las provincias vitícolas 
del reino, auxilia la acción del Gobierno y de los gobernadores 
en la aplicación de los medios de combatir esta plaga, y en la 
resolución, según los preceptos de la justicia y las reglas de la 
equidad, de las cuestiones que se susciten y sean rels^vas á la 
materia (1). V. nüm. 1848. 

(l) Ley de 30 de Jallo do UT». 
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602. — Guando acomete al ganado alguna enfermedad conta- 
giosa, los duelos ó pastores deben dar parte al alcalde del tér- 
mino jurisdiccional en que pasta« El alcalde en el mismo dia 
convoca á la Junta de ganaderos para que acuerde los medios 
convenientes á fin de evitar el contagio ; y si los ganaderos no 
concurren, adopta por sí las providencias oportunas, oido el pa- 
recer del veterinario del pueblo^^ si lo hubiere. 

603.— Si se acordase el aislamiento de las reses enfermas, los 
ganaderos deben observar las precauciones que establezcan en- 
tre sí; y en el caso de señalar al ganado tierra, los convenidos 
quedan obligados á someterse á las reglas del adehesamiento. 

Señalada la tierra al ganado enfermo, no pueden entrar en la 
dehesa rebaños sanos, á no ser para permanecer dentro. Si hay 
varios abrevaderos, se destina uno al uso exclusivo de los reba- 
ños contagiados; y si hubiere uno sólo, se les íya la hora y el 
punto por donde han de llegar al abrevadero y retirarse.» 
^ Si la enfermedad contagiosa se declara yendo ei ganado de ca- 
mino, no se le inquieta durante su marcha; pero irá delante un 
pastor para informar á los alcaldes, á fin de que estos avisen á 
los ganaderos y alejen sus rebaños de la vía destinada al trán- 
sito de los enfermos, sin perjuicio de adoptar las demás pre- 
cauciones que parezcan convenientes (1). V. nüm. 1849. 

CAPITULO XXV. 
De la propiedad industrial. 

604.— Privilegios de invención. hacen tie la patente. 

605.— legislación anterior. 613.— Práctica de la invención. 

606.— Legislación vigente. 614.— Declaración de nulidad de 

607.— Patentes de invención. las patentes. 

608.— Derechos que confiere. 615.— Caducidad. 

609.— Duración del privilegio. 616.— Usurpación de patentes. 

610.— Procedimiento para obtener . 617.— Atribuciones del ministro 

una patente de invención. de Fomento. 

611.— Certificados de adición. 618.— Reglas del procedimiento. 

612.— Cesión de los derechos que 619.— Crítica. 

604.— Disputan los economistas si el privilegio de invención 
constituye una verdadera propiedad industrial, ó simplemente 

(1) Reglameuto para el régimen de la Asociaeien ireneral de (fanaderoe, de 3 de Marzo 
de 1877, arta. 82 y nig. 

AP. I. 30 
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úñ derecho de prioridad qué lá ley i^éconoce durante cierta tiem- 
po á título dé récoíQpénSa debida al áutot*. Énfre la& dos opi- 
niones extremas (jue la propiedad industrial séa completa, ex- 
clusiva y pét*pétua, 6 que fee destieM^ todo monopolio como 
opuesto al principio de la libertad del trabajo, prevaleció en la 
práctica él sistétná de conceder un privilegio tetíaporál. 

En Inglaterra datan del áñó 1623. iFíanciá los admitió eh 1791. 
La Asiamblea Nacional consideró ípie toda idea nueva cuya ma- 
nifestación ó desarrollo pueden ser útiles i la sociedad, pérte^ 
nece priínitivámente á quien la concibió, y que el respeto á 
los derechos del hombre exige que todo descubrimiento indus- 
trial sea propiedad del inventor. Moderó la Asamblea la aplica- 
ción de este principio en interés de lá sociedad; tle suerte que 
Uü qtorgó el goce pleno y absoluto dé la nueva propiedad, sino 
limitado del modo y por el tiempo determinado por lá ley, procu- 
rando lisí conciliar los derechos del individuo y los de ía sociedad. 

Aceptaron la solución los Estadoá-Ünidos, Rusia, Prusia, Ho-* 
landa. Bélgica, Austria y toda la Alemania. España siguió él 
ejemplo de las naciones más cultas de Europa en 1826. 

605. — Según la legislación anterior habiá tres clases de pa- 
tentes, de invención, de perfección y de introducción. Hoy las 
tres se refunden en la primera, á la «cual tiene derecho todo es- 
pañol ó extranjero que pretenda establecer ó haya establecido 
en los dominios de España ^na industria nueva. Concedida por 
el Gobierno la patéate, adquiere un título legítimo á la exclusi- 
va explotación de su industria durante cierto número de años. 

606.— Son objeto de lafe patentes: 

I. Las máquinas, aparatos, instrumentos, procedimientos ú 
operaciones mecánicas ó químicas que en todo ó en parte sean 
de propia invención y nuevos, ó que sin reunir estas cx)xidicio- 
nes, no se hallen establecidos ni practicados del mismo modo y 
forma «én bs dominios españoles. 

n. Los productos Ó resultados industriales nuevos ó cono- 
cidos, siempre que su explotación equivalga al establecimiento 
de un ramo de la industria en la Península, islas adyacentes ó 
provincias ultramarinas. 

Se considera nuevo lo que no es conocido, m se halla estable- 
cido ó practicado en los dominios españoles ni en el extranjero. 

No son objeto de las patentes: 
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I. El resultado ó producto de las m^ijuia^ts^ ap^r?ita^j ii^stru- 
mentos, procedimientos ú operaciones de.gue trata el núme- 
ro I anterior, á no ser que estén comprendidos en e\ i^uo^. II. 

II. El uso de los piTpductos naturales. 

in. Los principÍQS 6 descubrimientos científicos, mientras 
permaAe^can en la esfer?t de lo especulativo, e^to e^, no aplicán- 
dose á máquina, aparato, instrumento, procé^imienlio u opera- 
ción mecánica 6 químics^ de carácter industrial- 

IV. Lae preparaciones ^farmacéuticas ó los medicamentos de 
toda cl?ise. 

V. Los planas ó combinaciones dQ crédito ó de Hamend?. 
607, — Ninguna patente puede recaer sino en un, solo objeto 

industrial. Las relativas á prodii(5tps 6 resúlt?idos no impidepi 
sin embargo que se concedan otras por máquinas, aparatos etc. 
aplicados á obtener los mismos productos ó resultados. 

Las patentes de invención se pueden otorgar á un solo indi- 
viduo, á varioip ó una sociedad, sean nacionale?, sean extranje- 
ros. Los derechos que de las patentes se derivan ó del expedien^ 
te incoado para obtenerlas, se pueden transmitir en todo (5 en 
parte por cualquiera de los medios hábiles según las leyes para 
la traslación de la propiedad particular. 

608,-^ Las patentes se expiden siin previo examen de m nove- 
dad y utilidad, y por tanto no se consideran como una declaración 
ó calificaaion de que es nuevo (5 utü el olgetp en que recaen. El 
Gobierno, al concederlas, no contrae ninguna responsabilidad: 
el únipo responsable es el interesado. 

609. — Su duración varia según los casos. 

I. Si versan sobre objetos de propia inyeQcipn y nuevos du- 
ran veinte años. 

II. Si el olgeto no es de propia invención, ó siéndolo, no se 
reputa nuevo, dura cinco anos improrogables. 

III. No obstante se concede por diez cuando el otjjeto es de 
propia invención, aunque el inventor baya obtenido patente en 
una ó más naciones extranjeras, siempre que la^solicite m í¡spana 
antes de dos años contados desde la fepha 48 la patente primitiva. 

Para hacer usp de toda patente 4ebe el interesado pagar ^ 
Tesoro público una cuota anual y progresiva cuyo mínimum es 
de 10 pesetas y de 200 el máximum. El pago es anti^ipít4o y no 
cabe di^peo^a. 
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610.— El procedimiento que debe seguirse para obtener una 
patente de invención exige: 

I. Solicitud al ministro de Fomento. — La solicitud se presenta 
en la secretaría del Gobierno civil por el interesado ó su poder- 
habiente, expresando el objeto único de la patente, si dicho ob- 
jeto eso no de invención propia y nuevo, y las señas del domi- 
cilio de la persona que la suscribe. 

En esta solicitud no se admiten condiciones, reservas ni res- 
tricciones. 

II. Memoria descriptiva de la máquina, aparato, procedimien- 
to, operación mecánica 6 química que motiva la patente.— La 
memoria debe estar escrita en castellano sin abreviaturas ni 
enmiendas y en pliegos foliados con numeración correlativa, y 
entregarse por duplicado. 

Al pié de la memoria se extiende una nota en la que se ex- 
presa clara, distinta y únicamente cuál es la parte, pieza, movi- 
miento, mecanismo, operación, procedimiento ó materia objeto 
de la patente. 

Tampoco admite la memoria condiciones, restricciones ni re- 
servas. 

ni. Dibujos, muestras 6 modelos que el interesado considere 
necesarios para la inteligencia de la memoria, todo por du- 
plicado. 

IV. El papel de pagos correspondiente á la cuota de 4a prime- 
ra anualidad. 

V. índice firmado de todos los documentos y objetos entre- 
gados. 

VI. El secretario del Gobierno civil anota en un registro es- 
pecial el dia, la hora y el minuto de la presentación, firma al 
pié del índice con el interesado y le expide recibo. En seguida 
cierra y sella la caja ó pliego que contiene los dos ejemplares de 
la memoria y de los dibujos, muestras ó modelos. 

La nota del registro de presentación es el punto de partida 
para declarar el derecho de prioridad. 

vn. Dentro de un plazo que no puede exceder de cinco dias • 
contados desde la fecha de la presentación, deben los goberna- 
dores remitir la solicitud acompañada de todos los documentos 
y objetos al director del Conservatorio de Artes de Madrid. 

VIH. El secretario del Conservatorio examina el contenido 
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de la csga ó pliego, confronta los ejemplares duplicados y revi- 
sa la documentación. Si advierte defectos, lo hace constar en el 
expediente para que los subsanen los interesados ó sus poder-ha- 
bientes en el plazo de dos meses contados desde la fecha de la 
presentación de la solicitud en el Gobierno de provincia, si per- 
tenece á la Península ó islas Baleares, de cuatro si á las Cana- 
rias Ó las Antillas, y de ocho si á las Filipinas. 

Estos plazos son ihiprorpgables; y si dentro de ellos no se sub- 
sanan los vicios del expediente, se considera no hecha la peti- 
ción. 

IX. El director del Conservatorio informa acerca de los extre- 
mos contenidos en la solicitud, y concluye proponiendo si pro- 
cede ó no conceder la patente. 

X. La resolución favorable del ministro se comunica al di- 
rector del Conservatorio, quien cuida de publicarla por medio 
de la Gaceta. El interesado ó su representante debe satisfacer 
los derechos de expedición dentro de un mes, y no lo haciendo, 
queda sin curso y sin efecto el expediente. 

XI. Acreditado el pago, el ministro despacha la patente que 
remite al Conservatorio, de la cual toma razón el director. Cum- 
plido este requisito, comunica el resultado al gobernador de la 
provincia en donde fué presentada la solicitud, para la debida 
anotación en el registro. 

XU. La patente lleva este encabezamiento: «Patente de in- 
vención sin la garantía del Gobierno en cuanto á la novedad, 
conveniencia ó utilidad del objeto sobre que recae». 

Xin. El registro especial de patentes que lleva la secretaría 
del Conservatorio de Artes está abierto al público, y los datos 
que contiene hacen fe enjuicio. 

611.— Los certificados de adición significan un cambio ó me- 
jora que el poseedor de una patente ó su derecho-habiente ú otra 
persona introduce en la invención. El poseedor de la patente go- 
za de preferencia respecto de cualquier otro que solicite certifi- 
cado de adición durante el tiempo de la concesión primitiva. 

Los certificados de adición se reputan accesorios de la paten- 
te principal, se expiden con las mismas formalidades, producen 
iguales efectos y duran tanto como aquella. % 

612. — La cesión total ó parcial del derecho que confiere una 
patente de invención ó cettiflcado de adición á título gratuito ú 



Digitized by VjOOQIC 



238 BERBGUü ADAÍ1N18TRAT1V0 fil^FAÑOL. 

oneroso y cualquier otro acto que modifique el derecho primiti- 
vo, debe hacerse por medio de instrumento público en el cual 
conste que el cederte es el verdadero dueño según las anota- 
ciones del registro, y que ha satisfecho laís cuotas á que está 
obligado por la ley. 

Ningún acto de cesión ó modificación del derecho de patente 
perjudica á tercero sino se toma razón de él en la secretaría del 
Gobierno de provincia en donde se inició el' expediente de con- 
cesión ó adición. 

Los gobernadores respectivos deben remitir al director del 
Conservatorio de Artes dentro de los cinco dias siguientes al 
del registro, copia certificada del acto ó contrato de cesión ó 
modificación, y de la diligencia que acredite haberse registrado 
en la secretaría. 

El secretario del Conservatorio toma razón del acto ó contra- 
to en el registro especial de patentes, y el director lo hace pu- 
blicar en la Gaceta. 

613.— El poseedor de ima patente está obligado á justificar 
ante el director del Conservatorio de Artes dentro de dos años 
contados desde la fecha de la concesión, que ha puesto en prác- 
tica la invención estableciendo una industria nueva en los do- 
minios españoles. El plazo no puede prorogarse sino en virtud 
de una ley mediante justa causa, y cuando más, por seis meses, 

614.— Procede la declaración de nulidad de las patentes: 

I. Cuando se prueba que no son ciertos los extremos de in- 
vención y novedad, de no hallarse establecido ó practicado del 
mismo modo y forma en los dominios españoles, ó cualquiera 
otra circunstancia que se haya alegado como fundamento de la 
solicitud. 

II. Cuando resulte que el objeto de la patente cede en menos- 
cabo de las buenas costumbres, va contra las leyes ó pone en 
peligro el orden ó la seguridad pública. 

in. Si el uso que se hace de la patente es distinto del objeto 
para que se ha solicitado y obtenido. 

IV. Si se demuestra que la memoria descriptiva es iíisuflcien- 
te para comprender y ejecutar la invención, ó incompleta en 
jjuanto á los medios de ponerla en práctica. 

615. — Caducan las patentes: 

I. Transcurrido el tiempo de la concesión. 
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U. Cuando el poseedor deja de satisfacer la anualidad cor- 
respondiente antes de empezar cada uno de los años de su du- 
racioQ. 

m. Si el objeto de la patente no se ha puesto en práctica en 
los dominios espa^ñoies dentro del plazo de dos años, ó dos años 
y seis meses» en el caso de próroga^ 

IV* Si el poseedor íia interrampido ei ejercicio de su derecho 
durante un año y un dia, salvo impedimento de fuerza mayor. 

616*— *Lá usurpación de patentes es un atentado contra la 
propiedad industrial que la ley castiga con una multa de 200 á 
2.000 pesetas, y en caso de reincidencia con otra mayor que 
puede llegar hasta 4.000. 

Son usurpadores aquellos que conociendo la existencia del pri- 
vilegio no respetan el derecho del legítimo poseedor febricando 
ó egecutando por los mismos medios el cajete de la patente. 

Son r^ncidentes los que habiendo sido condenados por usur- 
padores en los cinco primeros años anteriores, incurren de nue- 
vo en el propio delito. 

Son cátnplices los que á sabiendas contribuyen á la fabrica- 
ción, cjjecucion y venta 6 expendiciott de los productos obteni- 
dos con menoscabo del privilegio q-ue la patente confiere. 

La complicidad se castiga con una multa de 50 á 200 pesetas, 
y de 201 á 2.000 en caso de reincidencia. 

Todos ios productos de la nsnrpacion se entregan al cooicesio- 
nario de la patente, además de la indetmnizacion de daños y 
peijuicios á que hubiere tuga^ . 

617.-^]lorrespofi(leal ministro de Fomento: 

I. Declarar la cadiicidad de las patentes en los casos expresa- 
do en el núm. 615, párrafos I, n y IIL 

n. Contra la resolución definitiva del ministro cabe el recur- 
so por la vía contendosa, haciendo el interesado uso de su de- 
recho en el plato de treinta dias. 

Es de la exdusivá competencia de los tribunales oniinarios: 

I. Conocer de todas las acciones civiles y criminales relativas 
á las patentes de invención, siguiendo los trimites ordinarios. 

n. Dedarar la caducidad de las patentes en -el caso previsto 
en el núm. «61^5, párrafo IV. 

618.— Añade la ley como reglas del procedimiento : 

I. Que la acción para que los tribunales declaren k nulidad 
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de una patente ó su caducidad en el caso á que se refiere el pár- 
rafo anterior, sólo procede á instancia de parte. 

II. Sin embargo, en toda reclamación judicial ,de esta claset 
debe interponer su oficio el ministerio fiscal. 

in. Y por excepción puede el ministerio fiscal pedir la anu- 
lación de una patente, cuando el privilegio compromete el orden 
6 la seguridad pública, ofende las buenas costumbres ó se opone 
á las leyes. 

IV. Declafeda judicialmente la nulidad ó caducidad de una 
patente de invención, el tribunal debe comunicar la sentencia 
que haya causado ejecutoria al Conservatorio de Artes para que 
se tome nota de ella en el registro, y se publique en la Gaceta. 
Los gobernadores reproducen estas declaraciones de nulidad ó 
caducidad en los Boletines Oficiales , y mandan hacer en los re- 
gistros de patentes que llevan las secretarías de los Gobiernos 
de provincia las respectivas anotaciones (1). V. núms. 1872 
Y sig. 

619. — Coinciden la legislación anterior y la vigente en varios 
puntos esenciales, como la concesión de patentes sin previo 
examen de la utilidad ó novedad del objeto, la condición de ex- 
pedirse sin garantía del Gobierno y la competencia de la juris- 
dicción ordinaria para resolver todas las cuestiones de propie- 
dad y sus incidencias. 

En algo importante difieren, como en refundir las tres clases 
de patentes, á saber, de invención, perfección é introducción en 
la única de invención y eí certificado de adición, en la duración 
del privilegio y sobre todo en las formalidades demasiado proli- 
jas que se exigen* para expedirlas, ó para ced«r y transmitir los 
derechos inherentes á la propiedad industrial. 

Aunque el régimen preventivo repugna á la naturaleza de la 
legislación de patentes, todavía parece preferible negar la con- 
cesión cuando la industria es ilícita, á otorgarla sin el menor 
reparo, salvo el recurso de pedir su nulidad , si se advierte que 
afecta al orden ó la seguridad pública, las buenas costumbres ó 
las leyes del país (2). 

El empleo de la flischina, el petróleo, la dinamita y otras sus- 
tancias nocivas á la salud ó peligrosas de uso frecuente en nues- 

(1) Ley do 90 de Julio de 18T8. ' . 

(3) Ibid.,an.48. ' 
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tros dias, puede dar origen á diversos aparatos, procedimientos 
ú operaciones mecánicas ó químicas, cuyos efectos sean visible- 
mente perjudiciales y tal vez funestos. La declaración de nuli- 
dad de la patente precave algunos niales, pero no los remedia 
todos, Por eso hallamos más razonable negar la patente de in- 
vención, si la industria no es lícita, á cerrar los ojos y conce- 
derla y revocarla, cuando la práctica demuestre lo que de ante- 
mano podia y debia saberse. . 



CAPITULO xxvni. 

De laslHBlsas de eomercio. 

. ' ■ ■ • • ■ . . ■ 

620.— Operaciones de efectos, pú- 621,— Su fuerza civil de obligar, 
blicos en la bolsa. 

620. — Juzgó necesario él Gobierno poner nuevas limitaciones 
á la libertad de contratación y más severos correctivos á los 
abusos que con menoscabo de la probidad mercantil, del crédito 
nacional y de los contratantes de buena fé se repetían en la bol- 
sa. Las operaciones de efectos públicos á plazo (dijo), que son las 
que en mayor número se hacen en la bolsa, y también las más 
ocasionadas á quiebras y desastres, no se hallan siyetas á otro 
precepto legal sino el de que han de verificarse con la interven- 
ción de los agentes de cambio. 

621. — De aquí el principio que estas operaciones tengan fuer- 
za civil de obligar, el auntórito dé la fianza de los agentes, su 
mayor responsabilidad^ nuevos requisitos para la validez legal 
de las pólizas y mayor amplitud a la acción de los especuladores 
perjudicados á causado operaciones fallidas, para que puedan ob- 
tener el resarcimiento de daños por medio de un juicio. 

Esta materia confina con el derecho mercantil^ de suerte que 
basta con indicarla al exponer la doctrina administrativa (1). 
V. NÚM. 1397. 

(1) Rieal deerato de 12 de Marzo y i^efflamento de 6 de Abril de 1815. 
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CAPITULO XXX. 
De los pesos y las medidas. 

622.—EI servicio de los pesos y ^ 623.--Nuevas providenciáis relati- 
medidas depende de la ái-^ vas al planteamiento del sis- 

reccioi^ del Instituto Geo» tema métrico decimal, 

gráfico. 

622. — La dirección general del Instituto Geográfico es hoy la 
encargada del servicio 4? lo? p^íi^Qs y paedidas antes encomen- 
dado á la de Obras públicas, Comercio y Minas. Así pues, de 
aquella dirección depende en la actualidad la Comisión perma- 
nente de pesos y medidas (1). V. nüm. 1950. 

623.-^El Gobierno restableció en. toda su fuerza y vigor las 
disposiciones relativas al planteamiento del sistema métrico de- 
cimal ampliando los plazos que en ellas se fijan hasta el I."" de 
Julio de 1880, el cual es improrogáble. 

Desde la fecha indicada será obligatorio para todos los habi- 
tantes de los dominios españoles de la Península, islas adyacen- 
tes y posesiones de la vecina costa de AMca el uso de los pesos 
y medidas ajustadas al sistema métrico decimal, y quedará pro- 
hibido el de los antiguos, aunque sean transformados (2). Véa- 
se NÚM. 1951. 

CAPITULO XXXI. 
lie la mofieda. 

624.— Moneda de oro. 626.— Inspección de las Casas de 

^5.— Su peso y ley* Moneda. 

624.— La tendencia general de los pueblos de Europa á prefe- 
rir el oro para patrón único del sistema monetario, inclinó el 
ánimo de nuestro Gobierno á disponer la acuñación de la mone- 
da de este metal por algún tiempo suspendida, limitando la fkr 
bricacion de la de plata, como si se preparase á desmonetizarla. 

(1) Real ddcreto de 20 de Diciembre de 18^8. 

(2) Reales decretos de 19 de Janio de 1867, 1*7 de Jvuio de 1868 y 24 de Marco de 1871, re»> 
tabletidoH por el de 14 de Febrero de 1879. 
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6á5. — Estableciendo ó conííríiiáiídQ tíísposibiótlfes anteriores, 
<Jí*denó que las monedas de oro dé 25 pesetas dé valor se ajusta- 
sen á la ley de 900 milésimas y al peso de 8'06,451 gramos, de- 
terminado por el decreto dé 21 de Marzo de 187i, en proporción 
exacta con eí qtíe á otras moñédias del mismo inetál había fijado 
él de 19 de Octubre de lá68. , 

El Gobierno añadió ijüe cuando juzgase qué habia suficiente 
cantidad de móiieda de oro eü circulación, determinaría la fecha 
desde la cual dejaría de ser obligatorio adihittr en' bada pagó 
más de 150 pesetas eñ plata (1). V. iíúms. 1968 y 1969. 

626. — La Inspección general de las Casas de Moneda abarca 
todas las operaciones de la fabricábion, así como todos los por- 
menores de carácter administrativo qae í*esponden á este servi- 
cio (2). V. NÚM. 1791. 



DB LOS DERECHOS DB hk AnMINISTRA.QIQN tíON BBSPBCTO Á. LAS COSAS. 

CAPITULO L 
Úe láié iBÓntriDaélónes. 

627,— Cuestión de nombre. 635.— Impuesto sobre la ricjuéza 
628.— Contribuciones directas .^ . minera. 

indirectas. 636.— Rifas. 

629.— Nuevo amillaramiento. 637.— Arbitrios y recargos. 

630.— Pago de lá contribución. 638.— Su administración. 

631.— Encabezamiento de la in- 639.— Impuestos municipales. 

diistrial y de comercio. 640.— Recaudación y custodia de 
632.— Cédulas personales. las rentad y arbitrios de los 

633.— Impuesto sobre las trajsla- municipios. 

clones de dominio. 641.— Contadores de fondos muni- 
034.— Excepciones. cípales. 

627.— Auhqne suelen usai*se indistintamente las palabras im- 
puesto y contribución, todavía los éscritói'es políticos más es- 
crupulosos prefieren la una á la otra. Dicen que impuesto se acer- 
ca á tributo, y contribución á carga que supone el libre consen- 

(1) Real decretó de !20 de A.^sio dé 18116. 

(2) Otrreto ák 1 'At "kiwo de 18Í15. ' 
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timiento de quien la soporta. Sin dar demasiada importancia á 
la cuestión de nombre, es lo cierto, que el derecho de consenti* 
el gravamen debe asociarse, en cuanto fuere posible, á la idea 
principal como una tjondicion necesaria de todo régimen políti- 
co fundado en el principio de la libertad. V. núm. 1975. 

628. — Seria impropio de este lugar discurrir sobre la natura- 
leza de las contribuciones directas é indirectas y compararlas 
entre sí; materia dé que tratan todos los libros de economía po- 
lítica. En la administración prevalece distinto criterio, porque 
si la ciencia aspira á la contribución directa, la necesidad impo- 
ne las indirectas, resultando que todas las naciones cultas y bien 
gobernadas admiten y practican xjüOl sistema tributario mixto, 
porque no basta á conllevar las cargas públicas una sola flien- 
te de ingresos. V. núm. 1978. 

629. — Cediendo el Gobierno al clamor general contra la ri- 
queza oculta, y al más fundado que Ja contribución territorial se 
reparte con desigualdad^^ acordó, h^cer un nuevo amillaramien- 
to, operación difícil y de éxito muy dudoso. La estadística de la 
riqueza inmueble será siempre inexacta, á pesar dé todos los ri- 
gores del fisco, si adopta por base las relaciones juraias ó no 
juradas de los contribuyentes. La íncertidumbre de los datos que 
los particulares suministran á lai administración sube de punto 
allí en donde la propiedad territorial está muy dividida y subdi- 
vidida, y el dominio directo y el útil se hallan comunmente se- 
parados. Esta conflision de derechos no permite deslindar con 
claridad el producto líquido de cada partícipe en la renta, base 
de la igualación de las cuotas, para que sea verdad el precepto 
que todo español está obligado á contribuir en proporción de 
sus haberes á los gastos del Estado, de la provincia y del mu- 
nicipio (1). V. Nt5rM. 1981. 

630. — El pago de la contribución de inmuebles, cultivo y ga- 
nadería se verifica por trimestres, entendiéndose vencido el pla- 
zo el dia primero del segundo mes (2). 

631. — Es obligatorio el encabezamiento de la contribución in- 
dustrial y de comercio en los pueblos de la Península é islas adya- 



(1) Const., art. 3, reglamentos de 19 de Setiembre de 1816 y 10 de Diciembre de 187B, 
real decreto de esta fecha, orgfánico y expresivo de las obligraciones y íácultaáes de la Sec^ 
clon central y Comisiones proyinciales de Bstadisticá de la riqueza territorial. 

(2) Real decreto d9 ^ de Mayo de 1845, art. 5*7, y real orden dQ 38 de Mayo de 1846. 
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centes, á excepción de las capitales de provincia, de las pobla- 
ciones que en la ley de presupuestos para el año económico de . 
1877 á 1878 se expresan, y de las demás en que la administra- 
ción directa por la Hacienda sojuzgue conveniente (1). V. núme- 
ro 1986. 

La cobranza de la contribución industrial y de comercio se 
ajusta á los mismos plazos que para la territorial se hallan esta- 
blecidos (2). , 

632. — Están sujetos al impuesto de cédula personal todos los 
españoles y extranjeros mayores de catorce años, domiciliados 
en España, exceptuando: 

I. Las clases de tropa del Ejército y Armada, cualquiera que 
sea su instituto. 

n. Los acogidos en los asilos de beneficencia, y los mendigos 
que por causa no dependiente de su voluntad no hayan encon- 
trado acogi4a en dichos establecimientos. 

in. Las religiosas profesas que viven en clausura, y las her- 
manas de la Caridad. 

IV. Los penados: durante el tiempo de su reclusión (3). 

Los Ayuntamientos, las Diputaciones y demás corporaciones 
de carácter público, no tienen obligación de exhibir cédula per- 
sonal cuando presenten cualquiera instancia acerca de los inte- 
reses colectivos que por la ley les están encomendados, ni tam- 
poco los presidentes de las mismas corporaciones cuando ges- 
tionen como tales (4). V. núm. 1987. 

633. — Los derechos, que gravan la propiedad mueble ó inmue- 
ble cuando pasa de una á otra mano á título de sucesión heredi- 
taria ó testamentaria deben ser muy moderados. Los subidos ha- 
cen buena la falsa doctrina que la propiedad no tiene más sólido 
fundamento que la voluntad del legislador, lo cual vale tanto 
como atribuir su origen á una concesión puramente arbitraria. 

Si esta doctrina fuese verdadera, podría el estado imponer 
una dbntribucion más 6 menos crecida, porque siempre signifi- 
caría la retención de una parte de la riqueza que cambia de due- 

(1) Ley de presnpnestos de 11 de Julio de 1877 y real decreto de 27 dd Julio del mismo 
año. 

(2) Real decreto de 23 de Mayo, é instmccion provisional de 5 de Setiembre de 1845. 

(3) Leyes de presupuestos de 21 de Julio de 1876 y 11 de Julio de 1877, é instrucción de 
21 de Julio del mismo ano. 

(4) Real órdea de 23 de Marzo de 1875. 
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ño por ün acto de tolerancia. Por fortuna no es así. La sucesión 
hereditaria ó testamentaria es el efecto natural ó el legítimo 
ejercicio del derecho de propiedad; por cuya razón el impuesto 
sobre las traslaciones de dominio, principalmente en cuanto á 
las sucesiones directas, debe reducirse á los límites de uíia mera 
contribución, y no revestir las apariencias de un despojo. 

634.-^Exime la ley del pago de esta contribución : 

I. Los contratos de transmisión de los templos destinados ál 
culto católico. 

n. Los de adquisición de terrenos que el Estado, las Diputa- 
ciones ó los Ayuntamientos hicieren para el ensanché de las 
vías públicas. 

ni. Los actos de traspaso del derecho de explotación y los de 
transmisión de los ferro-cárriles y canales de riego, siempre que 
deban revertir al Estado, concluido el plazo de las concesiones. 

IV. Las de aprovechamiento de aguas qué otorgue el Gobier- 
no, y los contratos que respecto á las mismas celebren el Esta- 
do, l^s provincias ó los municipios (1). V. núm. 1988. 

635.— En lugar del impuesto extraordinario sobre los produc- 
tos líquidos de la riqueza minera, se estableció el 1 por 100 del 
producto bruto de esta riqueza. Se entiende por producto bruto 
de una mina el valor íntegro que tengan á la boca de la misma 
los minerales extraídos sin deducción de los gastos de laboreo, 
acarreo y demás que ocurran hasta su exportación ó benefi- 
cio (2). V. ntjm. 1997. 

636. — Las rifas, si están autorizadas, forman parte de la renta 
de Loterías por el descuento que se les pmpone. Únicamente se 
permiten y son legales las rifas cuyos premios se satisfagan en 
metálico y cuyos sorteos se sometan al de la Lotería Nacional. 
Las que no reúnen dichas condiciones están prohibidas. 

Exceptúanse : 

I. Las que para objetos benéficos ó arbitrios municipales cuen- 
ten más de treinta años de existencia, si pagan sus premfos en 
metálico y contribuyen al Estado con el descuento que de sus 
ganancias deben satisfacer. 



(1) Leyes de 26 de Diciembre de 1812, 21 de Julio de 1S76, art. 12 y U de Julio de 1877, 
art. 15. 

(2) Decreto de 2 de Octubre de 1813, ley de 21 de Julio de .1816, art. 18, é iistrucclon de 
U de Abril de 1873, 
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IL las de cdgetos donados á los establecimientos de benefl- 
cencia. 

Están exentas de toda contribución las rifas destinadas á sqs^ 
tener hospicios ú otros asilos que socorran diariamente 500 po- 
bres por lo menos, siempre que acrediten^no percibir auxilio al* 
guno permanente de fondos generales, provinciales ó munici- 
pales, y que los gastos de administración de la rifa no exceden 
del 6 por 100 de la suma total de los ingresos (1). V. núm. 1997. 

637. — ^El derecho constituido en materia de arbitrios y recar- 
gos para nivelar los presupuestos provinciales y municipales, se 
deriva de tres principios que la Constitución conssigra, á saber: 

I. Nadie está obligado á pagar contribución que nq esté vo- 
tada por las Cortes, ó por las corporaciones ^egalmente autori- 
zadas para imponerla; de suerte que el voto de las Diputaciones 
y Ayuntamientos ai acordar en uso dejsus facultades arbitrios y 
recargos, es el verdadero título de leigitimidad. 

n. Todo español está obligado á contribuir en proporción de. 
sus haberes para los gastos del Estaco, de la provincia y del 
municipio; de donde se infiere que la obligación tiene un límite 
cierto en la justicia, ó sea en la igualdad relativa ó proporcio-, 
nal del gravamen. 

ni. Los impuestos provinciales y municipales no deben ha- 
llarse nunca en oposición con el sistema tributario del Estado; 
precepto que satisface una necesidad política,., económica y ad- 
ministrativa al mismo tiempo (2). 

638.— La administración de los recargos y arbitrios que im- 
ponen las Diputaciones corre unida á la de los demás fondos 
provinciales. Estas corporaciones por regla general nombran y 
separan libremente ásus empleados; perp restablecida la ley 
que organizó el servicio de cuenta y razoa é intervención de 
dichos fondos, no es ya potestativo en las Diputaciones nom^ 
brar y separar á los cointadores, ni para ejercer semejantes car- 
gos se requieren otras circunstancias que las determinadas en 
la ley especial de nuevo vigente (3). V. núms. 2000 y 2001. 

La ordenación de pagos corresponde al presidente de la Di- 

(1) Ley de 11 de JaUo de 1877, art. 60 y real orden de 80 de Julio del mamo año. 

(2) ConBt.,art8.8y84. 

(8) Ley y reglamento de ÜOde Setiembre de 18(6, y leyen de 20 de Agosto de 1870, art. '75, 
y 2 de Oetabre de 1877, art. "76, 
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putacíon ó quien haga sus veces, mientras se halle reunida, y 
cuando no lo esté, al vice-presidente de la Comisión provin- 
cial (1). V. núm. 2005. 
639. — Los impuestos municipales consisten : 

I. En arbitrios sobre ciertos servicios, obras 6 industrias. 

II. En el producto de algunos aprovechamientos vecinales, 
ni. En el de las multas é indemnizaciones de que hablaremos 

en su lugar. 

IV. En derechos sobre artículos de comer, beber y arder. 

V. Y por último, suple la cortedad de los arbitrios un repar- 
timiento general entre los vecinos y hacendados en proporción 
de los medios ó facultades de cada uno. 

Los Ayuntamientos de poblaciones mayores de 200.000 habi- 
tantes, si renuncian al repartimiento general, pueden acudir á 
otros impuestos, recargos ó arbitrios distintos de los expresa- 
dos mediante la aprobación del Gobierno, quien, para conceder- 
la,' debe oir al Consejo de Estado (2). V. núm. 2006. 

640.— Los Ayuntamientos nombran y separan libremente á 
los depositarios y agentes encargados de la recaudación de las 
rentas y arbitrios del municipio. Sin embargo forman excepción 
de la regla los contadores de fondos municipales i quienes cor- 
responde la intervención. 

641. — En las poblaciones cuyo presupuesto de gastos no He 
gue á 100.000 pesetas el nombramiento de contador es potesta- 
tivo, y si no hubiere funcionario de esta clase, un regidor ele- 
gido por el Ayuntamiento será el interventor. Eú las poblaciones 
de mayor presupuesto debe haber contador nombrado por el 
Ayuntamiento entre los aprobados en oposición pública confor- 
me á reglamento: • 

La separación de los coíjtadores municipales así nombrados 
no procede sino por causa grave y previo expediente guberna- 
tivo en él cual se justifique. Aun así puede e! interesado alzarse 
del acuerdo ante el gobernador á quien compete resolver la 
cuestión, oyendo ala Comisión provincial (3). núm. 2007. 

(1) Ley de 2 de Octubre de 1877, art. '^ 

(2) Ibid., art. 138. • 
(8) Ibid.,árts. I56yl57. 
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CAHTÜLO 11. 
Pe la adminislraeion de la Haelenda púMIea. 

Q42;— IKe^ocjos oontenoiosos del Estado. 

642.— La cUre^ccio» 4.^ todos los negocios coftteíicipsos del 
Estado que se ventilen ante los tribunales ordinarios, corre?- 
poude á la Asesoría general del Ministerio de Hacienda ,(1). 
V. NÚM. 2017. 

CAHTÜLO IIL 
De la eonlabllida^. 

648.— Presupuostos generales del 655.— Cuentas. 

iBstado. 656.— Repartimiento genial. 

644.— Tribunal de Cuentas. 657.— Utilidad imponible. 

645,— Condiciones para ser minis- 658. — Evaluación. 

tro de este Tribunal. 659.— Impuesto, de consuipos. ' 

646.— Minifiítros togados. 660.— Distribución de la cantidad 

647.— Nombramiento, cesación y entre los pueblos. 

jubilación del presidente y 661.— Presupuestos municipales. 

los ministros. 662.^Anulacion de los créditos no 

ft48.— Fiscal. , invertidos. 

649.— 'Jurisdicción del Tribunal de 663.— Período de ampliación. 

Cuentas. 664.— Presupuestos extraordiná- 

650.— Recursos contra sus fallos. rios. 

651.— Presupuestos provinciales. 665.— Deudas de los pueblos. 

652.— Recaudación y administra- 666.— Administración de los foin- 

ciondelosfondos.províncía- dos municipales. 

les. 667.— Cuentas. 

653.— Distribución é inversión. 668.— Su aprobación. 
654.— Estados trimestrales. 

643.— Todos los años debe el Grobierno presentar á las Car tes 
el presupuesto general de gastos del Estado para el año siguien- 
te, y el plan de contribuciones y medios para satisfacerlos; y si 
no pudiesen ser votados antes del primer dia del año económi- 
co á que corresponden, regirán los del anterior, siempre que ha- 
yan sido votados por las Cortes y sancionada la ley por la Co- 
rona (2). V.núm. 2088. 

(1) Reales decretos de 14 de Asroste de 1816 y 11 de Knero de 1877. 

(2) Const., art. 85. 

▲P. I. 32 
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Mucho tiempo y trabago se ahorraría, si en vez de un examen 
general de los presupuestos que todos los años se repite, se li- 
mitase la discusión á las reformas que. convenga introducir; de 
suerte que fuesen cada año objeto de estudio las partidas varia- 
bles, pasando por alto las de carácter permanente. V. núm. 2040. 

644. — El Tribunal de Cuentas se compone del presidente y 
nueve ministros, de los cuales tres deben ser letrados, y un 
fiscal. 

Para ser nombrado presidente se requiere haber sido minis- 
tro de la Corona, presidente del mismo Tribunal, consejero de 
Estado por espacio de dos años, ministro ó fiscal del Tribunal 
Supremo durante igual tiempo. 

645. — Para ser ministro se exige: 

I. Ser ó haber sido senador ó diputado á Cortes en cuatro le- 
gislaturas y tener título de licenciado en Derecho ó Adminis- 
tración con ocho años de ejercicio en la abogacía, ó de servicios 
en la administración del Estado. 

n. Haber ejercido ya el cargo de ministro del propio Tribu- 
nal en virtud de nombramiento ajustado á las leyes (1). 

ni. Haber desempeñado durante dos años puesto de jefe su- 
perior de Administración 6 su equivalente en los cuerpos admi- 
nistrativos del Ejército ó la Armada, contando por lo menos 
quince años de servicio efectivo en cualquiera de las carreras 
civiles ó militares del Estado. 

IV. O en fin, ser, ó haber sido jefe de Administración de pri- 
mera clase dos años por lo menos, contando veinte años de ser- 
vicio en cualquiera de las carreras del Estado. 

646. — Para ser ministro togado se necesita, además de los 
quince años de servicio que se expresa en el párrafo HI: 

I. Haber sido por espacio de dos años, á lo menos, regente ó 
presidente de Audiencia fuera de Madrid, presidente de Sala ó 
fiscal de la de Madrid, teniente fiscal del Tribunal Supremo, ase- 
sor general de Hacienda 6 fiscal del mismo Tribunal de Cuentas. 

n. Ser ministro de dicho Tribunal, si el nombrado reúne la 
circunstancia de letrado. 

Las mismas condiciones se requieren para ser nombrado fis- 
cal, y además haber desempeñado durante seis años cargos de 



(l) Ley de 25 de Afiroato de 1851, y proTi«»ional de 85 de Junio de 1910. 
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la carrera judicial, de la fiscal ó de letrado de la admiaistracioh 
económica, ó haber ejercido por igual tiempo la abogacía. 
1^47. — ^Los nombramientos de presidente, ministros y fiscal se 
hacen por real decreto acordado en Consejo de Ministros y re- 
frendado por su presidente. 

Las mismas formalidades se observan para la cesación y jubi-* 
laciondel presidente y ministros: masía ínamoviíidad, garantía 
de la independencia en el ejercicio de toda jurisdicción, reclama 
la previa instrucción de expediente en el cual sean oidos el in- 
teresado, el presidente del Tribunal y el Consejo de Estado. 

Son causas justas para la cesación ó jubilación : 

I. Haber sido el presidente ó los ministros del Tribunal con- 
denados por sentencia firme á pena correccional ó aflictiva. 

II. Cometer falta grave en el desempeño de los deberes pro- 
pios del cargo, ó desatenderlos por ignorancia inexcusable ó 
negligencia notoria. 

in. Negar la obediencia debida ó promover desavenencias 
graves é inmotivadas con sus compañeros. 

IV. Observar una conducta que no le permita continuar desem- 
peñando con prestigio las funciones correspondientes á su cargo. 

Si el presidente ó los ministros del Tribunal de Cuentes fue- 
sen suspendidos, destituidos ó jubilados sin expresión de moti- 
vo, ó por otras causas, ó en otra forma distinte de la que la ley 
determina, pueden obtener la reparación del agravio por la vía 
contenciosa. 

No obstante lo esteblecido tiene el Gobierno faculted para ju- 
bilar al presidente y ministros del Tribunal á su instancia ó 
moUt proprio sin necesidad de los trámites expresados, cuando 
hayan cumplido setenta años déledad, ó se inutilicen para el 
servicio. 

648.— El cargo de fiscales amovible (1). V. núms. 2048 y 2049. 

649. — Siendo el Tribunal de Cuentes supremo en el uso de su 
particuter jurisdicción, no procede recurso alguno contra sus 
cgecutorias, salvas las fecultedes de las Cortes en cuanto á la 
aprobación definitiva de las correspondientes al ejercicio de cad?i 
presupuesto (2)« 

(1) Ley de 8 de Julio de 1877. 

(2\ Ley orgánica del Tribanal de Cneatas de 25 de Janio de 1810, art. 2, y ley de admi- 
nistración y contabilidad de la Hacienda de igaal feclia, arta. 61 y IB. 
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650; — Esto no excluye los recursos de aclaración^ revisión y 
casación ante el mismo Tribunal en los casos que la ley orgáni- 
ca determina. H 

I. Hay lugar sá recurso de stotaracion contra toda decisión 
definitiva ante la Sala que la dictó, siempre que fuere oscura ó 
ambigua en sus cláus^ulas. 

n. Hay lugar al recurso de reyision ante la misma Ssdia con*- 
tra las resoluciones definitivas: 

I. Cuando después de haber recaído decisión definitiva sobre 
una cuenta, haya el interesado obtenido nuevos documentos que 
justifiquen las partidas desechatias. 

n. Guando por el examen de otras cuentas se descubran en 
las que fueron objeto de una decisión definitiva errores trascen- 
dentales, omisiones de cargos, dobles datas ó falsas apikacionea 
de lo5 fondos públicos. 

Pueden promover este recurso los interesados, ó el fiscal, en 
virtud de denuncia que están obligados á iniciar los conta- 
dores (1). 

ni. Por último, puede intentarse el de casación y súplica ante 
el Tribunal en pleno, cuando en la decisión ejecutoriada huMere 
infracción manifiesta de disposiciones legales, ó cuando en la 
tramitación del juicio se hubieren violado las formas sustanciales 
de la actuación establecidas por la ley (2). V. ntjm. 2054. 

651. — Las Diputaciones provinciales redactan, discuten y 
aprueban su presupuesto ordinario dentro de los quince primeros 
dias del mes de Abril, y el adicional en todo el de Febrero. El 
dia 20 de Abril lo remiten al Ministerio de la Gobernación para 
que el Gobierno examine el presupuesto aprobado y corrija las 
extralimitaciones legales; si Its hubiere, é impida que el interés 
local se sobreponga á los generales. Si el dia 15 de Junio no hu- 
biese sido devuelto el presupuesto á la Diputación, empezará á 
regir desde el 1."* de Julio el formado y votado sin modificación 
alguna. V. núm. 2059. 

Sin perjuicio de las facultades que á las Diputaciones C(mcede 
lá ley respecto á carreteras provinciales, el presupuesto en esta 
parte debe ajustarse á lo que establece la legislación especial de 
Obras públicas. V. núm. 2057. 

(1) Lsy orgriniea del Tribanal de Cueotas áe 25 de Janió de 1810, M'M. 4fí y 47. 

(2) Ley de 25 de Junio de 1910, artis.iK) y 49 y 8ifir*i y re^rlam^iste de 6 dé ItoTiemlire de 1871. 
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652. — La recaudación y administración de los fondos provin- 
ciales están á cargo de las respectivas Diputaciones, para lo cual 
nombra con entera libertad el depositario y demás agentes y 
empleados que son responsables de su gestión á estas corpora- 
ciones, como la Diputación es civilmente responsable á la pror 
vincia en caso de negligencia ú omisión probada, sin perjuicio 
^ de los derechos que contra aquellos pueda ejercitar. 

653.— Las Diputaciones acuerdan mensualmente la distribu- 
ción é inversión de los fondos provinciales con arreglo al pre- 
supuesto. La intervención corresponde al contador y la ordena- 
ción de pagos al presidente de la Diputación ó al vice-presidente 
de la Comisión provincial, según los casos. V. núm. 638. 

654. — Deben las Diputaciones publicar al principio de cada 
trimestre un estado de la recaudación é inversión de los fondos 
provinciales durante el anterior, y estar de manifiesto en la se- 
cretaría todo el año (1). V. núm. 2060. 

655. — El depositario de los fondos provinciales rinde en el 
mes de Julio de cada año la cuenta general documentada que 
comprende los doce meses del ejercicio anterior, y otra con 
igual documentación en el mes de Octubre relativa á los tres 
meses de ampliación del presupuesto. 

El gobernador presenta ambas cuentas á la Diputación que las 
examina, y con su informe ó censura pasan al Tribunal de las 
del Reino por conducto del Ministerio de la Gobernación, sien- 
. do de advertir: 

L Que el gobernador debe someter estas cuentas al examen de 
la Diputación provincial todos los años el 20 de Octubre. 

II. Que dicha autoridad no debe concurrir á las sesiones de la 
Diputación en que se hayan de examinar y censurar las cuen- 
tas (2). 

656. — El repartimiento general debe comprender i todos los 
vecinos del distrito municipal, siendo para este efecto conside- 
rados como tales los hacendados forasteros con casa abierta y 
labor ó industria por su cuenta. 

' Tanto unos como otros contribuyen solamente por las utilida- 
des que perciban en el pueblo, sea cual fuere su naturaleza; y á 

(1) Ley de 2 de Octubre de 1877, arta. 78 y nig, 

(3) Ley de 30 de Setiembre de 1865, «rt. 49, reglamento de ifr«al fechan acto. 135 y si^., y 
ley de 2 de Octubr* de 1877, avia. 84. 
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los hacendados forasteros sia casa abierta, no se les impone sino 
con relación á las dos terceras partes de dichas utilidades (1). 
V. NÚM. 2070. 

657.— Para filiar la utilidad imponible de cada contribuyente se 
deben observar las reglas que siguen : 

I. Á los propietarios de fincas urbanas se les valúa como uti- 
lidad imponible el importe de las rentas que por este concepto 
perciban, ó las que pudieran percibir, si las fincas están ocu- 
padas por ellos mismos ó por personas que no les paguen 
renta. 

n. A los dueños de fincas rústicas que labren por sí mismos, 
ó en su caso, á los colonos, arrendatarios ó aparceros, se les im- 
puta una suma igual á vez y media el importe de la renta que 
produzca la finca, ó que podría producir, según los tipos medios 
del pueblo, si estuviese arrendada. 

in. Cuando los propietarios de las fincas rústicas ó urbanas no 
sean vecinos del término municipal, se les rebaja de la utilidad 
imponible un quinto de la suma á que según las bases anteriores 
debiera ascender. 

TV. A los que disfruten sueldos, pensiones, censos ó intereses 
de cualquiera clase ó procedencia, se les valúa como utilidad lí- 
quida el importe de estas sumas. 

V. A los comerciantes, industriales y demás comprendidos 
en las tarifas de la contribución industrial, se les valúa la utili- 
dad imponible en proporción de la cuota que por este concepto 
satisfagan al Estado, no bsgando de 5, ni subiendo de 20 veces 
el importe de la misma cuota con arreglo á las escalas que se- 
gún la naturaleza de cada industria determine el Gobierno. 

VI. Los jornaleros 6 braceros, y en general todos los que vi- 
ven de un salario eventual, contribuyen en razón de la tercera 
parte de la suma á que según costumbre de cada localidad pue- 
de alcanzar por término medio su haber durante el año.^ 

VIL Cuando no fuere posible conocer la utilidad imponible de 
algún vecino, se hace la evaluación considerando los signos ex- 
teriores de la riqueza, como el valor del mueblaje, el alquiler de 
la habitación, el número de criados y otros análogos. 

Vni. De la utilidad valuada á cada vecino ó hacendado se de- 

(1) Ley de 23 de Febrero de 1810, art. 11, reglamento de 20 de Abril del mismo año, ar- 
ticulo 39 y reales órdenes da 81 de Bnero de VSTX y 6 de Setiembre de 197d. 



Digitized by VjOOQIC 



LIBRO iV. BE LA MATERIA ADBnNISTRATIVA. 255 

duce siempre el importe de la contribución directa que pague al 
Estado. 

658. — Los mismos contribuyentes reunidos en secciones co- 
mo exige la ley para constituir la Junta municipal de que se da 
noticia en el núm. 589^ determinan la utilidad imponible. 

I. Cada sección forma una relación de todos sus indiyiduos 
señalando á cada uno la utilidad correspondiente. 

n. Los individuos de cada sección designados por la suer- 
te procediendo como síndicos y agregados al Ayuntamiento 
examinan y comprueban estas relaciones, deciden las recla- 
maciones á que dieren lugar y fijan la cantidad total impo- 
nible. 

La ley no declara el número de síndicos; mas por analogía de- 
be entenderse que habrá de ser igual al de concejales, como su- 
cede en la Junta municipal después de la última reforma. 

III. Esta Junta de evaluación reparte á cada sección la canti- 
dad con que debe contribuir, sea un tanto por 100 de la utilidad 
valuada, sea una cuota ^ja por categorías. 

IV. Los síndicos de cada sección verifican y comunican el re- 
partimiento á los individuos que la componen. 

V. El Ayuntamiento decide las reclamaciones á que diere lu- 
gar el repartimiento. 

VI. Todas las operaciones de evaluación y repartimiento se 
publican en la forma ordinaria, y además se comunican por la 
secretaría del Ayuntamiento á los interesados que lo soliciten. 

vn. Contra las decisiones del Ayuntamiento y de la Junta 
cabe el recurso de agravio ante la Diputación provincial, debien- 
do entablarse dentro de los quince dias siguientes á la publica- 
ción de los acuerdos, sin que obste para el pago de la cuota re- 
partida. 

Vin. Tanto estas reclamaciones como las que se intenten 
contra las operaciones de cada sección, deben fundarse en he- 



• 



chos concretos, precisos y determinados, aduciendo las i|mebas 
necesarias. ™ 

IX. El repartimiento se hace extensivo á un tanto por 100 
adicional para gastos de distribución, cobranza y partidas falli- 
das, que no puede exceder del 6 por 100 de la cuota total. 

X. Exime la ley de este recargo á los contribuyentes que sa- 
tis&cen con anticipación sus cuotas por trimestres, semestres ó 
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anualidades. En los casos segundo y tercero se les abona el tan 
to por 100 anual que se fije por razón del anticipo. 

XI. Los propietarios y los colonos, arrendatarios, aparceros 
ó inquilinos quedan en libertad de arreglar por medio de con- 
tractos particulares la proporción en que haya de distribuirse en- 
tre ellos la cuota repartida, considerando las utilidades de la fin- 
ca. A falta de contrato, autoriza la ley á los inquilinos para re- 
tener el importe total de la renta en el acto de pagarla, y los 
dos tercios de la cuota, si fueren arrendatarios, colonos ó apar- 
ceros (1). V. NÚMS. 2071, 2072, 2074 Y 2075. 

659. — ^Los impuestos sobre artículos de comer, beber y arder 
deben ajustarse á las bases siguientes: 

I. El Ayuntamiento y asociados reunidos en junta determinan 
las especies que han de ser objeto del impuesto de txwisumos, 
así como las tarifas para su exacción y la forma de la cobranza. 

r. Las tarifas no pueden exceder del 25 por 100 del precio 
medio del artículo en la localidad respectiva, según sudase. 

II. El Ajnintamiento y asociados constituyen la Junta muni- 
cipal de que se hace mérito en el núm. 589. 

II. El acuerdo del Ayuntamiento y vocales asociados es ■eje- 
cutivo , sin perjuicio de los recursos á que haya lugar, y sal- 
vas la inspección y atribuciones del gobernador, según lluego di- 
remos. 

in. Los impuestos de consumos sólo pueden recaer en frutos 
ó bebidas que se consuman en cada pueblo, y de ningún modo 
se permiten los que embarazan el tráfico, circulación y venta sean 
cuales fueren los nombres con que se intente establecerlos, tales 
como derechos de piso ó tránsito, venta, alcabala ú otro seme- 
jante. 

IV. En los pueblos en donde haya aduana, pueden ser objeto 
del impuesto de consumos los artículos exti*anjeros una vez na- 
cionalizados por el pago de los derechos de arancel, pero siempre 
dent|||de los límites de la ley, y sobre el valor que tengan en 
la plm, deducido el importe de aquellos derechos (2). V. nó-^ 
MERO 2072. 

'660. — Las Diputaciones distribuy^i entre todos los pueblos de 
la provincia la cantidad necesaria á cubrir los gastos de la a*- 

(l)'.Mj4e.2 de Octubre de 1877, art. 1138. 
(2) Ibid.,«rt. 199. 
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mini^tracion provincial, cuando los recursos propios de la pro- 
vincia fueren insuficientes. V. núms. 2058 y 2073. 

661. — Los Ayuntamientos deben comunicar al gobernador el 
dia 15 de Marzo el presupuesto aprobado para el solo efecto de 
corregir las extrialimitaciones legales, si las hubiere. V. nú- 
mero 2077. 

I. Concede la ley recurso de aleada al Gobierno contra los 
acuerdos del gobernador, acudiendo las Juntas muilicipales al 
superior gerárquico en el plazo de ocho dias. 

El Gobierno resuelve en el de sesenta lo que estima justo, 
oyendo al Consejo de Estado; y si llegado el 15 de Junio no hu- 
biese dictado resolución alguna, rigen los presupuestos aproba* 
dos por las Juntas. 

n. Así mismo concede la ley recurso de alzada ante el gober- 
nador contra los acuerdos de las Juntas por infracción de la ley 
municipal, salvo lo ordenado en contrario por la misma, y sólo 
en la parte en que consista la infracción (1). V. nüm. 2078. 

662. — Terminado el año económico quedan anulados todos los 
créditos abiertos y no invertidos durante su ejercicio, lo mismo 
que en los presupuestos provinciales y en los generales del 
Esta4o. 

663.— ^El período. de ampliaci(m se cuenta desde el I."* de Ju- 
lio hasta ei 31 de Diciembre; es decir que comprende los seis 
meses siguientes al ejercicio del presupuesto. Durante este pe- 
ríodo se t^minan las operaciones de cobranza de los arbitrios 
aprobados, y las de liquidación y pago de los servicios realiza- 
dos en el año económico. Las resultas deben ser objeto de un 
presupuesto adioipnal, previas las liquida<fiones que han de darse 
por concluidas dentro del mjes siguiente. 
. No es» lícito aplicar al pago y cumphmiento de servicios lí 
obligaciones permanentes los recursos procedentes de arbitrios 
de carácter eventual y transitorio. 

. 664.-rCu)ando para (íubrir atenciones imprevistas, ó por sa- 
tisfacer algvma deuda> ó por cualquiera otra causa ó razón impor- 
tante no determinada en el presupuesto ordinario, fueren insu- 
ficientes Iqs recursos consignados en él, los Ayuntamientos for- 
marán un presupuesto extraordinario siguiendo los miónos trá- 
mites que para el ordinario establece la ley. 



(L) Ley de 2 de Octubre de 1877, art. 150. . 

AP. I. 33 
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665. — Las deudas de los pueblos no aseguradas con prenda ó 
hipoteca, no son exígibles por la vía del apremio. 

I. Cuando un pueblo fuere condenado al pago de una canti- 
dad, procederá el Ayuntamiento en la misma forma que en igual 
caso las Diputaciones provinciales. V. nüm. 2062. 

II. Y si los recursos del pueblo no fuesen bastantes á cubrir 
sus deudas, ó no pareciese al Ayuntamiento posible aumentar 
las cuotas impuestas á los vecinos, y los acreedores no se con- 
formasen con los medios que se les propongan para satisfacer las 
sumas que se les adeudan, se remite el expediente á la Diputa- 
ción provincial á fin de que, oyendo á los interesados, resuelva 
lo conveniente para que se realice el pago; 'pero siempre sin 
perjuicio de la competencia de los jueces y tribunales ordinarios 
en todas las cuestiones relativas á la legitimidad y prelacion de 
los créditos (1). V. núm. 2079. 

666. — La administración de los fondos municipales, como la 
de los provinciales, se divide en tres partes, á saber, recauda- 
ción, inversión é intervención. 

L Los Ayuntamientos recaudan y custodian los fondos que in^ 
gresan en sus arcas, valiéndose de agentes y delegados que 
nombran y separan á su voluntad. Los agentes de la recauda- 
ción, así como los depositarios de los caudales, son responsa- 
bles de su gestión al Ayuntamiento que pone en ellos su con- 
üanza, y los individuos del Ayuntamiento lo son •civilmente 
ante el municipio en caso de negligencia ú omisión pfobada, 
sin perjuicio de los derechos que contra aquellos puedan ejer- 
citar. 

Sin la libertad de nombrar y separar á los agentes y delega- 
dos, no se concebiría la responsabilidad de los concejales. 

El cargo de depositario de los fondos municipales es retribuido 
y lleva consigo la prestación de fianza; mas si no hubiese en un 
pueblo persona que quiera aceptarlo, el Ayuntamiento puede 
declararlo concejil y obligatorio. En tal caso se releva al de- 
positario de toda fianza, y son de cuenta del municipio los gas- 
tos que ocasione la custodia de los caudales. = 

n. La inversión debe ser conforme alpresupuesto. Los Ayun- 
tamientos acuerdan mensualmente la distribución de los fondóis 



(1) Ley de 2 de Octubre de 1877, arta. 141 y sig. 
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Ó la aplicación de ios ingresos á los gastos corrientes. La oride- 
nacion de Ids pagos corresponde al alcalde. 

ni. La intervención pertenece al contador de fondos miimcí- 
pales en donde lo hay, y en su defecto, al regidor que hiciere 
sus veces. 

667. — Formadas las cuentas dé cada ejercicio por el contador 
ó el concejal intervei^tor y censuradas por el síndico, la Junta 
municipal se reúne bajo la presidencia del alcalde en la casa del 
Ayuntamiento el primer dia útil del segundo trimestre del año 
económico, que corresponde al mes de Octubre. Nombra una 
comisión de su seno para que las examine y proponga su dic- 
tamen dentro de quince dias. Durante este plazo Cualquier veci- 
no tiene derecho á pedirlas y revisarlas en la secretaría del 
Ayuntamiento en donde deben estar de manifiesto, y á formular 
por escrito sus observaciones, que se comunican á la Junta. 

Las sesiones que la Junta municipal dedique á la discusión del 
dictamen relativo á las cuentas, deben ser presididas por el vo- 
cal que la misma elija. V. núm. 2080. 

Acordado el dictáale^ definitivo por mayoría absoluta, lo sus- 
criben todos ios concurrentes, sea cual fuere su opinión parti- 
cular, bien que pueden salvarla por medio de ün voto escrito, 
que original se une al expediente haciéndolo constar así en 
el ajíjta. ^ 

668. — La aprobación de las cuentas municipales corresponde: 

L Al gobernador, oida la Comisión provincial, cuando los 
gastos no exceden de 100.000 pesetas. - . 

II. Al Tribunal de Cuentas, previo informe del gobernador y 
de la Comisión provincial, en los demás casos. V. núm. 2081. 

Deben los Ayuntamientos publicar al principio de cada trimes- 
tre un estado de la, recaudación é inversión de sus fondos duran- 
te el anterior; y si hacen obras públicas por administración, 
deben publicar semanalmente nota de ios gastos causados en 
materiales, jornales y demás pormenores. 

Todo el año, en los dias y horas útiles, puede cualquier veci- 
no, y especialmente todo vocal asociado de la Junta municipal, 
consultar las cuentas y examinar los documentos originales con 
que se justifican, tomar apuntes y sacar copias. V. núm. 2082. 

Los Ayuntamientos están obligados á remitir á los gober- 
nadores una copia íntegra certificada por el secretario con 
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el V/ B.** del alcalde, de los presupuestos y cuentas definitiva- 
mente aprobadas, con las actas literales de la Junta muni- 
cipal (1). 

CAPITULO IV. 
De las servldiiiiibres páblleas. 

669.— Servidumbres establecidas renos contiguos á obras pú- 

para la conservación de los blicas. 

ferro-carriles. i 678. — ^Procedimiento. 

670,— Servidumbres forzosas de 679.— Cuándo hay lugar á la ocu- 

abrevadero y saca de agua. pación. 

671,— Imposición de la forzosa de 680.— Excepciones. 

acueducto. 681.— Ocupación temporal para 
672.— Autoridades competentes. hacer los estudios de una 

673.— Formación del expediente. obra pública. 

674.— Servidumbre perpetua de 682.— Indemnización. 

acueducto. 683.— Tasación. 
675.— Temporal. . 684.— Explotación permanente de 
676.— Derechos del dueño del pre- canteras para el servicio de 

dio sirviente. las obras públicas: 

677.— Ocupación temporal de ter- 

669. — Son aplicables á los ferro-carriles las leyes y reglam;en- 
tos relativos á las carreteras que tienen por objeto entre otras 
cosas: 

I. Las servidumbres para la conservación de la vía á que es- 
tán sujetas las heredades inmediatas. ' 

II. Las servidumbres impuestas á las mismas heredades res- 
pecto á las alineaciones, construcciones de todas clases, apertu- 
ras de zanjas, libre curso de las aguas, plantaciones, poda de 
árboles, explotación de minas, terreros, escoriales, canteras etc. 

La zona propia de estas servidumbres se extiende á 20 metros 
á cada lado de la vía (2). V. núm. 2088. 

670.---iSolamente en favor de alguna población ó caserío pue- 
den imponerse las servidumbres forzosas de abrevadero 'y saca 
de agua, mediando causa justificada de utilidad pública y previa 
la correspondiente indemnización. 

(1) Ley de 2 de Octabre de 18Ti, arts. 151 y sig. 

(2) Ley de 28 de Noviembre de 1877, art. 1.» 
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No pei^mite la ley sujeitar á -este gravamen los pozos ordina- 
rios, las cisferaas ó aljibes, los terrenos ceréados con pared, ni 
ios edificios. 

Las serviduiübres referidas obligan al dueño del predio sir- 
viente á dar paso á las personas y ganados hasta el punto en 
que se hace uso del derecho correlativo al gravamen. 

I. Al establecer la servidumbre debe la autoridad fijar la an- 
chura de la vía ó senda que conduzca al abrevadero 6 al sitio 
destinado á la saca del agua. 

n. El dueño del predio sirviente puede variar la dirección de 
la vía ó senda, pero no su entrada ni anchura, ni perjudicar en 
modo alguno á los que hubieren de hacer uso de la servidumbre. 

Las de saca de agua y abrevadero se constituyen y extinguen 
de igual manera que la de acueducto (1). V. núms. 673 y 67 i. 

671. — ^Procede la imposición de la servidumbre forzosa de 
acueducto en uno de dos casos, á saber: 

L Para la conducción de aguas destinadas á un servicio públi* 
co que no exija la expropiación de terrenos. 

n. Para objetos de interés privado que muchas veces repre- 
sentan un interés colectivo de la agricultura, de la industria ^tc. 

En el priiúer caso son autoridades competentes para conceder 
el permiso de establecerla los alcaldes, los gobernadores ó el Go- 
bierno. V. núm. 2111. * 

672. — ^En el segundo es el gobernador quien decreta la impo- 
sición de la servidumbre. Los que se consideren agraviados con 
la resolución del gobernador, podrán interponer recurso de al- 
zíada ante el ministro de Fomento en el plazo de treinta dias, y 
apurados los trámites de la vía gubernativa, hacer uso de su de- 
recho por la contenciosa. V. núm. 2108. 

673.— En todo caso al decreto de constitución de la servidum- 
bre debe preceder expediente justificativo de la utilidad, instrui- 
do con audiencia de los dueños de los predios que hayan de su- 
frir el gravamen, y de las provincias ó municipios en que radi- ^ 
quen, en cuanto la resolución pueda afectar los intereses de unos 
ú otros ó los del Estado (2). V. núm. 2112. 

674.-^Se considera perpetua para los efectos de la ley, la ser- 
vidumbre forzosa de acueducto cuya duración excede de seis años. 

(1) Ley de 18 'de Janio de 1879, arte. 107 y sig. • 

(2) Ibid.,arts. 75y8ig. 
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675.— La servidumbre temporal implica el abono previo al 
dueño del predio sirviente de la cantidad equivalente á la doble 
renta que corresponda al terreno que se le ocupa, multiplicada 
por el número de anos que haya de durar el gravamen, con la 
adición del importe de los daños y desperfectos para el resto de 
la finca, inclusos los que procedan de su fraccionamiento por in- 
terposición de la acequia. 

La perpetua exige el abono previo del valor del terreno ocu- 
pado y el de los daños ó perjuicios que se ocasionen al resto die 
la finca (1). V. NÚM. 2113. « 

676.-^Nadie sino el dueño del predio sirviente pueda cons- 
truir, edificio ni puente sobre acueducto ó acequia sgena. Nadie 
tampoco puede derivar agua, ni aprovecharse de los productos 
de ella, ni de los de sus márgenes, ni utilizar la fuerza de la cor- 
riente sin expreso consentimiento del dueño. 

La servidumbre de acueducto no obsta para que el dueño del 
predio sirviente pueda cerrarlo y cercarlo, ni para edificar sobre 
el acueducto mismo, con tal que este no experimente perjuicio, 
ni se imposibiliten las limpias y mondas necesarias. 
. Antes de emprender estas labores debe el dueño del acueduc- 
to dar aviso anticipado al del predio sirviente, su administrador 
ó arrendatario; y si para la limpieza ó monda fuere preciso de- 
moler parte de algún edificio, el coste de la reparación será del 
cargo de quien haya edificado sobre el acueducto, y no hubiere 
dejado los correspondientes boquetes ó aberturas para aquel serr 
vicio (2). V. NüM. 2117. 

677. — Ampliando la nueva ley de enajenación fprzosa el de- 
recho antes constituid 3 acerca de la ocupación temporal de los 
terrenos de propiedad particular para facilitar la ejecución de las 
obras públicas, establece el principio que la declaración de utili- 
dad pública confiere á la administración, así como á las corpo- 
raciones ó personas que la subroguen en sus derechos, d: de im- 
poner este gravamen, siempre que sea necesario. 

678.— El procedimiento que debe seguirse, es el mismo que 
se observa al hacer la declaración de utilidad pública, advirtien- 
do que la resolución del gobernador, cuando le compete dictarla, 
tiene fuerza ejecutiva; por lo cual puede haber lugar al justipre- 

( 1 ) 1.6/ de 13 de Junio dQ 1819, arts. 81 y 8á. 

(2) Ibid.,art«. DOyeifir. ^ 
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cío y llevarse á. efecto la ocupación, sin perjuicio de las diligen- 
cias ulteriores. ^ 

Si se trata de una iflnca con cuyo dueño se hayan practicado 
diligencias anteriores, se omite la publicidad de las notificación 
nes por medio del Boletín Oficial, entendiéndose la autoridad 
con el propietario por conducto del. alcalde. 

679.—-Procede la ocupación temporal:. 

I. Para hacer estudios ó emprender operaciones facultativas 
de corta duración, con el objeto de recoger datos conducentes á 
formar el proyecto ó facilitar el replanteo de una obra. 

II. Para extraer materiales de toda clase necesarios á la eje- 
cución de una obra, ya se hallen diseminados en la propiedad, 
ya deban ser objeto de una explotación regular. 

ni. Para situar estaciones, talleres, almacenes ó depósitos de 
materiales, abrir caminos provisionales, y en fin obtener otros 
cualesquiera servicios que requieran las obras previamente de- 
claradas de utilidad pública en construcción, así como en los ca- 
sos de conservación ó reparación ordinarias. 

680. — Están exceptuados de la ocupación temporal é imposi- 
ción dé las servidumbres consiguientes las fincas urbanas; y si 
alguna vez fuese necesario franquear la entrada en un edificio 
para el servicio de una obra pública, es de rigor obtener el con- 
sentimiento expreso del propietario. 

681.— El funcionario ó el particular autori?:ado para hacer los 
estudios de una obra pública, deben ir provistos por el goberna- 
dor déla provincia de una credencial para los alcaldes de los 
pueblos en cuyos términos han de realizar sus trabajos, á fin de 
que les presten todos los auxilios convenientes, y en particu- 
lar el de procurarles el permiso de los propietarios respectivos 
para que la comisión encargada de los estudios pase por sus 
fincas. 

682. — Los perjuicios que con estas operaciones puedan irro- 
garse ala propiedad privada deben ser abonados eh el acto 
mediante tasación de dos prácticos, nombrado el uno por el jefe 
de los estudios y el otro por el propietario, y en caso de discor- 
dia según regulación del alcalde ó de la persona en quien haya' 
delegado sus facultades. 

Si hubiere resistencia injustificada, el alcalde lo pondrá en co- 
nocimiento del gobernador á fin de que dicte la resolución que 
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proceda dentro de las atribuciones que le corresponden en ma- 
teria de obras públicas (1). 

A instancia de parte y previa la justiñcacíon que estime 
conveniente, puede el gobernador retirar la. autorización con- 
cedida, y exigir la responsabilidad á que haya lugar por los 
abusos. 

, En la mayor parte de los casos de ocupación temporal no es 
posible fijar de antemano Ja duración ni la extensión del grava- 
men, xii por tanto reducir á una cantidad cierta los perjuicios 
que con ocasión de la obra proyectada ó en vía de ^ecucion se 
irrogarán al propietario. Rodeando la dificultad de la indemniza- 
ción previa que la Constitución exige al limitar el derecho de 
propiedad por respeto al bien público, autoriíia la ley al gober- 
nador para que decrete la ocupación temporal y cuide de que se 
lleve á efecto en virtud de convenio entre la administración y 
el propietario, ^ando jla cantidad que deberá depositarse para 
responder en su dia del abono correspondiente. A &ltade acuier- 
do, la cantidad que se constituye en> depósito se regula por la 
hoja de tasación presentada por el perito del propietario, quien 
tiene el derecho de percibir el interés anual del 4 por 100 por 
todo el tiempo que tarde en percibir el importe de la indemni- 
zación. , 

683. — ^En las tasaciones con motivo de toda ocupación tempo- 
ral de una finca sin preceder el abono de daños y perjuicios, de- 
ben observarse las reglas siguientes: 

' I. Antes de empezar la ocupación se hará constar el estado 
de la finca con relación á cualquiera circunstancia que pneda» in- 
ducir á dudas sobre la valoración de los daños y perjuicios, como 
debe haberse en los casos de expropiación. 

n. Sólo se tomarán en cuenta el valor de las rentas vencidas 
que el propietario deje de percibir durante la ocupación, y los 
perjuicios causados á la finca, ó los gastos que ori^ne restituir- 
la á su anterior estado de producción. 

in. Nunca deberá llegar la tasación de los perjuicios de una 
ocupación de^una finca á la suma á que asciende el valor de la 
finca misma. 

. IV. Si pareciere á la administración excesiva la cantidad, po- 

(l| L«y deÍ»diB Abril de 187); art. 119 y refitUmenti) áé 6'd6 Jiilio de 1877, art. 16D. 
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drá optar .por la expropiación de la flaca, isiempre que su im- 
porte no exceda en una mitad de aquella. 

V. Los frutos pendientes y los abonos empleados en una fin- 
ca cuyo valor no se haya temdo presente antes de la ocupación, 
se regulan y pagan en,, él ajSo de verificarla, mediante tiasacion 
sumaria de dos prácticos nombrados uno por cada parte y ter- 
cero en discordia, que será el alcalde ó un delegado suyo, como 
se dijo á propósito de la tasación de perjuicios al hacer los es- 
tudios de una obra pública. 

I. El importe de los frutos y abonos no puede exceder del 
3 por 100 que se haya señalado á la finca en el expediente de 
expropiación. 

II. Todas las diligencias se entienden con los arrendatarios ó 
cultivadores de la finca, cuya designación hace el alcalde según 
lo que resulte de los registros municipales. 

VI. No se abona el valor de los materiales recogidos ¡en una 
finca ó arrancados de canteras en ella contenidas, sino en el caso 
de hallarse recogidos y apilados por el dueño en época anterior 
á la notificación de su necesidad para los usos de la administra- 
ción, ó de estar abiertas y en explotación con anterioridad a di- 
cha época, acreditando que necesita aquellos ó los productos de 
estas para su uso. 

Fuera del caso expresado, no procede el abono del material 
que se extraiga de una finca sino acreditando el propietario: 

I. Que los materiales tienen un valor conocido en el mercado. 

II. Y que ha satisfecho la contribución de subsidio correspon- 
diente á la industria que en virtud de esta explotación ejerce, 
en el trimestre anterior al en que fué declarada la necesidad de 
la ocupación, 

III. Así pues^ no basta para declarar procedente el aboao de 
los materiales que en algún tiempo hayan podido utilizarjse con 
permiso deljJueño ó mediante una retribución cualquiera. 

IV. Tampoco se toman en cuenta las reclamaciones á título, de 
presuntos beneficios por efecto de arriendps de las fincas para 
plantear determinadas industrias, con tal que no se hallan ya 
establecidas según las condiciones de anterioridad arriba €\x- 
presadas. 

684. — Cuando la conservación ó reparación de una obra pú- 
blica exijan en todo ó en parte la explotación permanente ^e una 

AP. 1. 34 
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cantera, há lugar por causa legítima á la expropiación (1). Véase 
NÚMS. 2d20 Y 2121. 

CAPITUm V. 
De la expropiación. 

685.— Legislación anterior. ríos y contratistas de obras 

686.— Reforma. públicas. 

687.— Expropiación. 696.— Declaración de utilidad pú- 

688.— Obras de utilidad pública. blica. 

689.— Trámites de la enajenación 697.— Casos de excepción. 

forzosa. 698.— Ocupación del inmueble. 

690.— Diligencias preliminares. 699. — Expediente de enajenación 
691.— Excepciones de la regla. forzosa. 

692.— Qawi si las personas intere- 700.— Observaciones. 

sadas no pueden enajenar? 701.— Indemnización. 

693.— Traslaciones de dominio. 702.— Toma de posesión del ter- 
694,— Rentas y contribuciones de reno. 

los bienes expropiados. 703.— Mejoras urbanas y ensan- 
695.— Derechos de los concesiona- che de las poblaciones. 

685.— Según la letra y el espíritu de la Constitución de 1869, 
la protección y defensa de los derechos civiles ó de carácter pu- 
ramente privado, cuando padecían menoscabo á causa de algún 
acto de la administración pública, estaban encomendadas á los 
tribunales de justicia. 

A este impulso obedeció la reforma del derecho constituido 
en materia tan grave y delicada, como lo es por su naturaleza 
la enajenación forzosa. De aquí la intervención del juez ordina- 
rio, al punto que la administración no podia perturbar á nadie 
en la posesión de sus bienes inmuebles, siquiera invocase la ra- 
zón de la utilidad pública, sino después del auto de desahucio (2). 

686. — Las vicisitudes de la política trascendieron á otras es- 
feras del Gobierno y penetraron en multitud de pormenores. La 
Constitución de 1876 declara que nadie podrá ser privado de su 
propiedad sino por autoridad competente y por causa justificada 
de utilidad pública, previa siempre la correspondiente indemni- 
zación. Si no precediere este requisito (añade), los jueces ampa- 
rarán, y en su caso reintegrarán en la posesión al expropiado (3). 

(1) Ley de 10 de Enero de WT9, arts. 55 y si;. 

(2) Ley de 14 de Jalio 4e 1888 y decreto de 12 de Ai^osto de 1869. 
13) Art. 10. 
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Descartada la necesidad del mandamiento judicial que no se 
dictaba sin la previa indemnización regulada por el juez con in- 
tervención del interesado, pareció al Gobierno oportuno volver 
al antiguo procedimiento, pcfrque (düo) la instrucción de dos ex- 
pedientes, gubernativo el uno y el otro judicial, entorpece en la 
práctica de un modo extraordinario el desarrollo de los medios 
indispensables para el fomento de las obras públicas. Tal fué el 
criterio que prevaleció al derogar el decreto-ley de 12 de Agos- 
o de 1869, restableciendo en toda su fuerza y vigor la legisla- 
don que sobre enajenación forzosa por causa de utilidad públi- 
ca regia antes de aquella reforma (1). 

Esta disposición de carácter reglamentario no podia subsistir 
sino como un modo de concertar provisionalmente los intereses 
púklicos y los derechos de la propiedad particular, porque cues- 
tiones de tal magnitud y trascendencia reclaman la intervención 
de la potestad legislativa. En efecto, cesó pronto el régimen in- 
terino con la promulgación de una nueva ley mal llamada de ex- 
propiación forzosa por causa de utilidad pública (2). 

687. — Aunque en rigor de derecho expropiación es el acto de 
quitar á uno la propiedad dé una cosa que le pertenece, to- 
davía el uso común autoriza el empleo de esta voz para signifi- 
car la cesión total ó parcial de iina cosa inmueble que la ley exi- 
ge á fin de ejecutad cierta obra pública. Así pues, bien podría 
pasar el título ley de expropiación por causa de utilidad pública 
sin el aditamento de forzosa, evitando el pleonasmo, porque en 
realidad ninguna expropiación es voluntaria. Sin embargo, lo 
mejor hubiera sido decir ley de enajenación forzosa, porque la 
palabra expropiación excita la idea de un despojo, y no lo hay 
cuando á la ]^i vacien de la propiedad precede la indemnización. 

No faltará quien nos tache de nimiamente escrupulosos en 
materia tan leve; pero á nuestro juicio importa que el lenguaje 
y estilo de las leyes sean tales, que cada idea respondanatural- 
mente al término propio para expresarla. V. núm. 2122. 

688. — Son obras de utilidad pública, y por tanto causa legítima 
de exigir la enajenación de la propiedad inmueble, las que tie- 
nen por objeto directo proporcionar al Estado, á una ó más pro- 
vincias ó á uno ó más pueblos cualesquiera usos ó mejoras que 

(1) Real decreto de 8 de Febrero de 1S77. 
i2) Ley de 10 de Enero de 1979. 
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cedan en bien general, ya sean ejecutadas plor cuenta del Estado, 
de las provincias ó de los pueblos, ya por compañías ó empre- 
sas particulares debidamente autorizadas (1). V. núm. 2123. 

689. — No se puede llevar á efecto la expropiación sin que pre- 
cedan los requisitos y se observen los trámites establecidos en 
la ley. V. núm. 2125. 

La persona que fuere privada dé su propiedad no guardando 
la administración las formas debidas, podrá acogerse á la pro- 
tección de los tribunales de justicia, utilizando los interdictos de 
retener y recobrar para que los jueces amparen en la posesioi 
al que la tiene, ó reintegren en la que le pertenece al despojado* 

090. — Las diligencias preliminares de la expropiación se ea- 
tienden con las personas que según el Registro de la propiedad 
ó el padrón dé la riqueza aparecen dueños ó tienen inscrita la 
posesión de la finca. 

691 • — Sin embargo, esta regla general padece algunas excep- 
ciones, pues las diligencias se entienden con el promotor fiscal 
del partido en el que se halle situada la propiedad: 

L Si el propietario por razón de la edad ó poi: otra causa es- 
tuviese incapacitado para contratar, y no tuviese curador ó per- 
sona que le represente. 

IL Guando no sea conocido el dueño ó se ignore su paradero. 

Después de publicado en el Boletín Oficial de la provincia y 
en la Gaceta de Madrid el acuerdo relativo á la expropiación de 
la finca, si el dueño nada expone por sí ó por medio de apode- 
rado en el plazo de cincuenta dias, la ley presume la voluntad 
de confiar su representación* al ministerio fiscal. 

EL Si la propiedad fuere litigiosa. |^ 

692. — Las personas que con arreglo -al derecho común no 
pueden enajenar sin permiso de la autoridad judicial los bie- 
nes que administran, están autorizadas para ello en virtud de la 
ley de expropiación, sin perjuicio de las cautelas necesarias para 
asegurar los intereses de los menores ó en general de sus re- 
presentados. Por eso prohibe la ley entregar á dichas personas 
las cantidades que estos deben percibir por víai de indemnización, 
las cuales deben consignarse en poder de la autoridad judicial. 

693.— -Las traslaciones de dominio por cualquier título que 



(1) Ley de 10 de Buaro de 1819, art. 2. 



Digitized by VjOOQIC 



LIBRO lY. DE U MATEIllA ADMlMtiTUA'nVA. 260 

sea, no entorpecen el curso de los expedientes de expropiación, 
pues cada nuevo dueño se considera subrogado en loís derechos 
del anterior. 

694. — Las rentas y contribuciones correspondientes á los bie- 
nes expropiados se admiten durante el año siguiente, á la fecha 
de la enajenación como prueba de la aptitud legal del expropia- 
do para el ejercicio de los derechos civiles ó políticos que pue- 
dan pertenecerle. 

695. — Los concesionarios y contratistas de obras públicas de- 
bidamente autorizados para hacer uso de la ley de enajenación 
forzosa, se subrogan en todos los dereóhos y obligaciones ^e la 
administración en cuanto á la ocupación temporal, aprovecha- 
miento de materiales y expropiación (1). 

696. — La declaración de utilidad pública compete: # 

1. Al poder legislativo, ó debe ser objeto de una ley, cuando la 
obra ha de ser costeada en todo ó en parte por el Estado, ó por 
lo menos cuando lo exija su importancia á juicio del Gobierno. 

n. Al Gobierno, si la obra en proyecto interesa á varias pro- 
vincias, ó ha de ser costeada ó auxiliada con fondos generales, 
para cuya distribución se halle autorizado por la ley. 

III. Al gobernador de la provincia, oyendo á la Diputación, si 
la obra fuese de carácter provincial. 

IV. A los Ayuntamientos respectivos, si las obras son muni- 
cipales. 

697.— Están exceptuadas de la formal declaración de utilidad 
pública: 

I. Las comprendidas en los planes generales de las que deben 
ser costeadas por el Estado. 

II. Las incluidas en los planes provinciales y municipales (2). 
ni. Todas aquellas cuya ejecución haya sido autorizada por 

una ley particular, ó estén designadas en las especifiles de Fer- 
ro-carriles, Carreteras, Aguas, Puertos etc. 

En estos tres casos la cuestión de utilidad pública está prejuz- 
gada y resuelta por la potestad legislativa; de suerte que toda 
declaración seria innecesaria. 

IV. Las de policía urbana, y singularmente las de ensanche y 
reforma interior de las poblaciones. 

(i) Ley de 10 de Enero de 1819, arta. 4 y sig. 
(J) Ley de 18 de Abril de 1877, arts. 20, 34 y 44. 
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Además de las autoridades á quieaes incumbe ejecutar la obra, 
pueden promover el expediente de declaración de utilidad pú- 
blica los particulares, las corporaciones y las empresas legal- 
mente constituidas. 

Los trámites de este primer período de la instrucción del ex- 
pediente general de enajenación forzosa, srin: 

I. Presentación á la autoridad competente del proyecto com- 
pleto y por duplicado de la obra que se trata de emprender y lle- 
var á cabo, con la explicación necesaria, no sólo para formar 
idea clara de ella, sino taidbien para poner de manifiesto las 
ventajas que ha de reportar el público, así como los recursos 
aplicables á los gastos. 

n. La autoridad anuncia la pretensión por medio de los pe- 
riódicos ofl^ales de los pueblos á quienes interesa la obra, y de 
comunicaciones dirigidas á las demás autoridades, á fin de que 
estas y los particulares produzcan las reclamaciones que consi- 
deren oportunas dentro del plazo de ocho dias, si la obra afecta 
á un solo Ayuntamiento, de veinte, si á una provincia, y de 
treinta, si se extiende á varias. En este caso deben insertarse los 
anuncios también en la Gaceta de Madrid. 

nL Declaración de utilidad pública pronunciada por la autori- 
dad competente (1). V. nüm. 2127. 

698. — ^El segundo período comprende las diligencias que se 
practican para acreditar la necesidad de la ocupación total ó 
parcial del inmueble. 

L La persona ó corporación autorizada para construir la obra 
declarada de utilidad pública, presenta en el Gobierno de la pro- 
vincia una relación nominal de los interesados en la expropia- 
ción con arreglo al proyecto aprobado, haciendo constar el nú- 
mero, clase y situación de las fincas que han de ser en todo ó en 
parte ocupadas, así como los nombres de sus dueños, colonos ó 
arrendatarios con la separación debida por términos munici- 
pales. 

n. El gobernador dentro de tercero dia, remite esta relación 
á cada alcalde en la parte que le corresponde para su compro- 
bación por medio del padrón de la riqueza ó del Registro de la 
propiedad, y hechas las rectificaciones convenientes, la devuel- 

(1) Ley de 10 de Enero de 1879, arta. 10 y eig. 
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ve á la autoridad superior en ua plazo que no exceda de quince 
dias. 

ni. El gobernador manda insertar la relación nominal recti- 
ficada en el Boletín Oficial de la provincia, y señala un plazo no 
menor de quince dias ni mayor de treinta, pafa que las perso- 
nas ó corporaciones interesadas expongan sus razones contra la 
ocupación que se intenta, absteniéndose de impugnar la utilidad 
de la obra, cuestión resuelta en virtud de la declaración que cau- 
• só estado. 

IV. La misma autoridad, oida la Comisión provincial, decide 
dentro de los quince dias siguientes si es necesaria la ocupa- 
ción. 

V. Contra la resolución del gobernador <^uede el interesado 
alzarse ante el ministro, ejercitando su derecho dentro de los 
ocho dias siguientes al de la notificación administrativa. El mi- 
nistro debe resolver dentro de los treinta dias siguientes al del 
registro de entrada del expediente en forma de real decreto. 

VI. Apurados los trámites del procedimiento gubernativo, 
cabe el recurso por la vía contenciosa. 

VII. Definitivamente declarada la necesidad de la ocupación, 
se^rocede á í^ar las fincas que en todo ó en parte deben sey ex- 
propiadas y á determinar su valor. 

VIH. Al efecto el gobernador de cada provincia de las intere- 
sadas en la obra, anuncia por medio del Boletín Oficial, y ade- 
más manda notificar personal ó individualmente á los propieta- 
rios contenidos en la relación nominal rectificada, señalándoles 
ocho dias de plazo para que comparezcan ante los alcaldes res- 
pectivos y Sagan la designación del perito que á cada uno debe 
representar en el acto de la valuación. 

Si no fueren habidos, se observarán en la notificación las mis- 
mas formalidades que para la citación y emplazamiento previe- 
ne la ley de Enjuiciamiento civil (1). 

También se debe dirigir al representante de la administración, 
ó de la corporación que^haya de costear las obras. 

IX. Ei nombramiento de peritos ante el alcalde debe hacerse 
p or las mismas personas que constan en la relación nominal, ó 
por quienes tengan poder general 6 especial para represen- 
tarlas. 

(1) Arta. 328 y 8ir. ^ 
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X. Los peritos han áe poseer título facultativo que les habi- 
lite para intervenir en la clase de operaciones que se les enco- 
mienden, y acreditar el ejercicio de su profesión por espacio al 
menos de un año. 

Los nombramientos que no reunajx estas circunstancias serán 
nul09^ entendiéndose que los propietarios que los hubieren he- 
cho, así como los que dejen de hacerlo, se conforman con el 
perito (designado por la administración, por la corporación ó la 
persona autorizada para construir las obras. 

XL El ingeniero ó persona facultativa que represente al Go- 
bierno recibe del gobernador un certificado en el cual consten 
los nombramientos de peritos, y señala á estos el dia en que 
han de empezar la^ operaciones de medición, cuidando de reco- 
ger los datos necesarios para Qjar el justiprecio. 

Los datos se hacen constar en una relación detallada de las 
fincas que deben ser expropiadas, determinando su situación, 
calidad, cabida^ linderos, clase de terreno, renta que producen, 
contribución que por ellas se paga etc. 

Así mismo se debfe expresar gi la expropiación alcanza á 
toda la finca ó á una parte de ella, é indicarse si en vista de las 
circunstancias seria más conveniente la expropiación total | la 
conservación del resto en ifavor del propietario, cuyo perito 
tiene voto resolutivo en la cuestión. 

xn. Los documentos anteriores firmados de comuní acuerdo 
por todos los peritos que correspondan á cada obra ó trozo ó 
término municipal, se remiten por el ingeniero ó persona facul* 
tativa al gobernador con su informe, añadiendo las observacio- 
nes oportunas acerca del comportamiento de los peritos. 

Xin. Los gastos ocasionados en estas operaciones^ inclusos 
los honorarios de todos los peritos, son de cuenta de la admi- 
nistración, ó de quien la represente durante este período. 

XIV. No se toman en cuenta para valuar el importe de la in- 
demnización las construcciones, plantaciones, mejoras y labores 
que no sean de reconocida necesidad, realizadas después de la 
fecha en que se ultimen las diligencias preparatorias de la ocu- 
pación (i)* y. NUM. 2128. 

699.-T-rCompi:ende el tercer periodo de la tramitación del ex- 

(1) Ley de 10 de Enero de 1819, arts. 14 y tíg, 
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Podiente 46 en^enacion for^sa las diligenpJL^is relativ^i^ al jus- 
tiprecio. 

I. Deslindada ya y conocida con toda certexiá la ^Q^^pajcte 
4e flnoa sujolsi á ja e^^propi^cion, la admiuis^rjacipjjL procur^i ad- 
quiridla por convenio cqn el 4u6ño, á quien el gpJl:)eriiador djrige 
una hoja de aprecio extq^da por el perito .^e }a qai^ina^ consig- 
nando como partida aleada la cantidad que^^e haya desabonar al 
propietario |)pr todojs coíiceptos y libre de tpd^ Qlase,de gastos. 

n. El dueino, en el término de quincje dias, acepta ó rehusa 
lisa y llanamente, considerándose nula laacepljacipn pondicional. 

ni. A9epta4a incondicia^almente la propuesta, adquierp la ' 
administración el derecho de ocupar Jpda la finca ó la parte de 
ella determinada en la hoja de apre^cip, p^'éyio ^1 pago de su 
valor, 

# 'IV. Si el dneño rehusa, debp presentar. oti;a hoja <}^ tasación 
suscrita por su perito, estimando el valor 4e la ftnQSL según crea 
justo, dentro del plazo que se le otorga pai:a resolver. 

V. El representante de la administración .reíaíí? al goberna- . 
dor otra hoja análoga suscrita por sji perjitp tan pronto como le 
haya sido notificada la disidencia ^el pf Qpjie.tario. 

Los derechas que devenguen los per|.to;s spn á cargo de cada 
parte, asrcomo^^l papel sallado de las hojas, de .tasación. 

VI. En caso de conformidad, §e éntiejnde fijado de copiun ^ 
aauerdo el jnstiprepip. 

Vn. Si hay discordia, ;^e reunpn los.per^tps de ambas pactes 
,en un téi;iniíio qne nP pnede pasar de ocho diaspax'a poner^^ de 
íacuerdp ; y si ^eja^en v^cer ei^te plazo. sin manifestar que les- 
tán conformes, se entiende que la.avenenpia no espQ§ÍÍ)le, y si- 
^e la tramitacipn. 

Vjn, El gpÍ^pr;niador oficia al juez de primera instanpia dpi 
partido paca qpe de^iigne nn tprwr perito que 4irima )a flíapor- 
íiía, y el jvwz, dentro (Je los ocho dias siguientes al recibp de la 
comunicación y 1)9^0 su xespon.sabilidad, lo nombr^ -de .oficio, 
x?pnsigna ^ aceptación y jia p^arti^ipa al gojpiern^dpr ^ipi adiRitir 
reclamación alguna. ^ 

jyX. ,Entrp taftto que,pl4í^ez,tiace,pl nom^íami^nto flel ppjjito, 
jw^da unir al eispfi^íen^ : ' . 

I. Los títulps de pertenencia de las fincas ¡que la ¡adminfjat^- 
cion haya creiijo <?pnveniente írp9lainar, 4p J®^ interesados. 
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n. Las instancias de los propietarios á la Hacienda pública 
respecto á la imposición de la contribución territorial en los 
tres años anteriores. 

lii. Certificación de la riqueza imponible graduada á cada fin- 
ca para la distribución de la contribución territorial, y de la cuo- 
ta que le haya cabido á su dueño durante los tres últimos años. 

IV. Certificado del registrador de la propiedad en que conste 
el precio del inmueble que se trata de expropiar, si hubiese dado 
origen á algún acto traslativo de dominio en los diez años últi- 
mos, y si no, el de ensgenacion en los doce meses anteriores de 
otras fincas inmediatas ó no inmediatas que por su naturaleza 
y situación sean análogas. 

X, Reunidos todos estos antecedentes y los demás que el go- 
bernador juzgue oportunos, el perito tercero emite su dictamen 
en un plazo que no puede exceder de treinta dias. La tasacíoit 
debe encerrarse siempre en los límites fijados por los peritos de 
la administración y del propietario. 

XL El gobernador, en vista de las declaraciones de los peri- 
tos y demás datos aportados al expediente y oyendo á la Comi- 
sión provincial, dicta en el término de treinta dias resolución 
motivada determinando la cantidad en que estima la indemni- 
zación. Esta cantidad ha de estar contenida entre el máximum y 
el mínimum fiados por los peritos. 

Xn. La resolución del gobernador se publica en el Boletín 
Ofidaly una vez consentida por las partes. 

Xni. Luego que la resolución del gobernador haya causado 
estado se lleva á efecto por el*procedimiento que determinan la 
ley de Contabilidad y las especiales. 

XIV. Contra la anterior resolución pueden los interesados 
acudir al Gobierno dentro de treinta dias contados desde la no- 
tificación administrativa. El Gobierno, 6 sea el ministro á quien 
corresponda, puede reclamar el expediente en el mismo plazo y 
revisar el acuerdo del gobernador, á quien se debe comunicar la 
real orden confirmando ó reformando su providencia en otro 
plazo igual. 

XV. La real orden con que termina la instrucción del expe- 
diente gubernativo, puede ser impugnada por la vía contencio- 
sa, haciendo el interesado uso de su derecho dentro de los dos 
moses siguientes á la notificación administrativa. 
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Prociede este recurso por vicio sustancial eu el procedimien- 
to, ó por lesión del derecho particular, estimando el valor del 
terreno sujeto á la expropiación en una suma inferior en la sex- 
ta parte, <5uando menos, del verdadero y justo precio (1). Véa- 
se NÚMS. 2129 Y 2130. 

700.— Ofrece este tercer período del expediente de ensijena- 
cion forzosa dos reparos de importancia. 

Es el primero que el gobernador fija en definitiva el tanto de 
la indemnización dentro de ciertos límites que la ley somete á su 
arbitraje. Si la cuestión es pericial, no hay temeridad en negar- 
le la competencia. Además el perito tercero nombrado por el 
juez significa la intervención de un poder independiente á quien 
corresponde velar por la defensa^ de los derechos civiles. 

Consiste el segundo reparo en negar la ley el recurso por la 
vía contenciosa á los interesados, si la lesión no llega á la sex- 
ta parte del verdadero y justo precio; á cuyo propósito ocurre 
preguntar, ¿cuál es el verdadero y justo precio? ¿quién lo fija? 
¿cómo se determina? Y no siendo conocida la cantidad que lo 
representa ¿hay alguna regla de aritmética para calcular su sex- 
ta parte? 

Ño es esto lo más grave. La Gonstitucioi^Proteje la propie- 
dad, toda la propiedad de los españoles. El precepto que nadie 
puede ser privado de ella sino por causa justificada de utilidad 
pública y previa indemnización es absoluto^ Ahora bien, en 
virtud de la nueva ley de enagenacion forzosa, la sexta parte de 
nuestra propiedad carece de las garantías contra una adminis- 
tración que por exceso de celo pediera incíinarse á lo arbitrario. 
Y no se diga que es leve la cuantía, pues lo poco y lo mucho 
son ideas relativas; pero aun concediendo la pequenez del gra- 
vamen, queda siempre en pié la cuestión del principio. 

701. — El cuarto y último período de la tramitación contiene 
las diligencias del pago y toma de posesión del terreno, á saber: 

I. El pago debe hacerse precisamente en metálico ante el al- 
calde del pueblo en cuyo término se hallen situadas las fincas. 
A este fin se les remite la lista de los interesados con la antici- 
pación suficiente para que puedan concurrir el dia y la hora que 
se les designe á la Casa consistorial. 



(l) Ley de 10 de Enero de 1919, arte. 26 y nig. 
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n. Cuida él alcalde dé que el representante de la administra- 
ción ó de quien ejerce sus derechos entregue las óanfidades ano- 
tadas en cada hoja de justiprecio bajo recibo autorizado con el 
sello de la alcaldía. 

Si algún interesado no sabe firmar, flrmsl á su ruego oCro de 
los presentes, y en este caso, así como en el dé no ser posible la 
sustitución, el alcalde autoriza el acto con su V,** B.' 

ni. El alcalde debe suspender el pago de las cantidades cor- 
respondientes, aunque estén consignadas en las respectivas ho- 
jas de justiprecio : 

I. Si algún propietario ise niega á percibir la cantidad que le 
fué reconocida por vía de indemnización. 

n. Si sobre el derecho dé percibir dicha cantidad poi* la ex- 
propiación de una ó más fincas, se suscita litigio. 

III. Cuando sobré lá liquidación de las cargas reales que les 
afectan, no hay acuerdo entre los interesados. 

El alcalde lo hace constar todo en un acta, en la cual deben 
inscribirse los nombres de los propietarios que á pesar de la ci- 
tación expresa no hayan aóudido al llamamiento, y la remite al 
gobernador tan Mentó como termine el pago. 
• IV. Debe el goWrnador ordenar el depósito de las cantidades 
en los casos ya referidos, y además siempre que del examen dé 
los títulos de propiedad resulte gravamen de restitución. A su 
autoridad han d# acudir los interesados cuando les convenga 
realizarlas. 

V. Siempre que há*lugar á la enajenación forzosa, además de 
satisfacer al expropiado el precib íntegro de la finca según tasa- 
ción con arreglo á la ley, se le abona un 3 por 100 como precio 
de afección. 

VI. Ultimadas las operaciones de expropiación de un trozo de 
obra ó término municipal, la persona encargada de llevarla á 
cabo remite al Gobierno copia autorizada de todas las hojas de 
valuación, á fin de que en las oficinas y en el Registro de la pro- 
piedad se tome razón dé las transmisiones de dominio. 

VII. No se pueden utilizar los interdictos de retener ó reco- 
brar so pretexto de que se ha ocupado mayor supei*flcie de una 
finca que la señalada en el expediente de expropiación. 

Si las necesidades de la obra exigen una ocupación más exten- 
sa, se amplia la tasación al terminadla ó én el acto que lo récla- 
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me el propieíario al respecto de los precios conseatidos, si el 
exceso no excede de la quinta parte de la superficie contenida en 
el expediente. Si traspasa este límite, el aumento debe ser objeto 
de una nueva expropiación, sin c|;ue por eso se interrumpa el 
curso de los trabajos. En tal caso la nueva tasación se habrá de 
referir ál terreno que se haya ocupado ó deba ocuparse, y de 
ningún modo á los perjuicios que ya se tomaron en cuenta en el 
expediente primitivo. 

VIII. Si no se llevase la obra á ejecución, 6 si después de eje- 
cutada resultase alguna parcela sobrante, ó quedasen las fincas 
sin aplicación por haberse cumplido *el objeto de la -enajenación 
forzosa, el dueño primitivo tiene derecho á recobrar lo expro- 
piado devolviendo la suma percibida ó la parte que en justa pro- 
porción corresponda á la parcela, á ménes que esta porción sea 
de las que, no siendo indispensables para la obra, fueron cedidas 
por conveniencia del propietario. 

La ley otorga á los interesados el plazo de un fties para hacer 
uso de este derecho de reversión, á contar desde el día en que 
la administración les notifique la no ejecución ó desaparición de 
la obra que motivó la expropiación. 

IX. Se entiende por parcela en las fincas urbanas toda por- 
ción sobrante por efecto de la expropiación, mayor de tres me- 
tros é insuficiente para edificar según las ordenanzas municipa- 
les, y en las rústicas la de corta extensión, y ajuicio de peritos, 
de difícil y costoso aprovechamiento. 

702. — ^Ni auto de desahucio, ni la menor diligencia ju(J¿cial se 
requiere para que la administración entre de lleno en la pose- 
sión de la propiedad particular objeto de la enajenación forzosa. 
El procedimiento puramente gubernativo es sin duda más llano 
y expedito que puede serlo cuando admite la discusión solemne 
y los trámites dilatorios de la jurisdicción ordinaria; pero tam- 
bién exige gran respeto y sólidas garantías el derecho de pro- 
piedad. 

No olvidemos que la ley de enajenación forzosa se funda en 
un principio socialista, más peligroso hoy que nunca, ante las 
impetuosas corrientes de un siglo de profunda discordia sobre 
los derechos del individuo y del Estado, y la conservación ó re- 
forma del orden social (1). V. nóms. 2131 y 2132, 

( 1) Ley de 10 de Enero de 1979, arU. 26 y slg. 
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703. — Las mejoras de toda clase de los grandes centros de po- 
blación, no se pueden obtener sin menoscabo de la propiedad 
urbana. Reglas particulares determinan el modo de aplicar la ley 
de enajenación forzosa para facilitar las obras de ensanche, sa- 
neamiento y ornato de las poblaciones. 

I. Deben los Ayuntamientos de las que cuenten 50.000 habi- 
tantes por lo menos, levantar planos totales ó parciales de las 
obras que proyecten dentro de su recinto en beneficio de la cir- 
culación interior, del ornato ó de la salud pública. 

En los planos deberán fijar con toda precisión las calles, pla- 
zas y alineaciones y los teri:enos ó solares necesarios á la ejecu- 
ción de las obras. 

n. Instruido el expediente de expropiación con arreglo á la 
ley, lo remitirán al Ministerio del que dependan las construccio- 
nes civiles, á fin de que recaiga la declaración de utilidad públi- 
ca de la obra. 

Así dice la ley, aunque en otra parte exceptúa de la formali- 
dad de la declaración de utilidad pública todas las de policía ur- 
bana y reforma interior de las poblaciones. No acertamos á in- 
terpretar el texto de suerte que se disipe la oscuridad ó desapa- 
rezca la contradicion (1). V. núms. 527 y 697. 

ni. Están sujetas en su totalidad -á la expropiación para los 
efectos indicados, no sólo las fincas que ocupen el terreno indis- 
pensable al desahogo de la vía pública, sino también las que en 
todo ó en parte se hallen emplazadas dentro de las dos zonas 
lateralgs y paralelas á la vía, no pudiendo sin embargo exceder 
de veinte metros el fondo ó latitud de dichas zonas. 

IV. Así mismo es aplicable la enajenación forzosa á las fincas 
que tengan fachadas ó luces directas sobre las mismas, cuando 
para la regularizacion ó formación de manzanas convenga de- 
moler algún patio, calle ó trozo de ella, si los propietarios no 
consienten la privación. 

V. El valor que tenian las fincas antes de la aprobación del 
proyecto de las obras, será el regulador del precio que repre- 
senta la indemnización. 

VI. En las expropiaciones de esta naturaleza se incluyen los 
censos, dominios y toda clase de gravámenes y servidumbres 



(l) Ley de 10 tl« Enero do 18T9, arta. 11 y 46. 
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que directa ó indirectamente afecten á la propiedad; de modo 
que llevada á cabo la expropiación se extinguen las cargas, y 
no pueden revivir en los nuevos solares que se formen, aunque 
el terreno sea en todo ó en parte el mismo de la finca ó fincas 
expropiadas. 

^Vn. Pueden los Ayuntamientos contratar empréstitos para 
atender á los gastos de estas obras declaradas de utilidad públi- 
ca, guardando la forma prevenida en las leyes. 

VIH. Además de la exención de los derechos reales por tras- 
laciones de dominio que ía ley general de Obras públicas conce- 
de á los particulares cuando precede la declaración de pública 
utilidad, gozan los Ajnmtamientos de igual beneficio al ensgenar 
los solares que resulten de la expropiación (1). 

IX. Es potestativo en los Ayuntamientos ejecutar estas obras 
por sí ó por medio de compañías concesionarias, previa la auto- 
rización del Gobierno, llevando cuenta separada de todo lo rela- 
tivo á las mismas. 

X. En cuanto á la ejecución de los proyectos de esta clase de 
obras deben los Ayuntamientos ajustarse á la ley de enajena- 
ción forzosa, y respecto á las parcelas á las que rigen en la 
materia (2). 

(1) Ley de 13 de Abril de 1877, art. 115. 

(2) Leyes de 11 y 29 de Janio de 1801, y 10 de Enero de 1879, arU. 45 ^ slg. 
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DE LA JURISDICCIÓN ADMINISTRATIVA. 



CAPITULO ni- 

Oe la JariadiecioB adminisirativa. 

704.--iDevo)ucion de la jurisdíc- tribunales de su órfleu. 

cion administrativa á los 

704. — Andando los tiempos, fué derogado el decreto que su- 
primió la jurisdicción contencioso-administrativa y los tribuna- 
les que la ejercían (1), y restituida al Consejo de Estado, resta- 
bleciendo la Sección de lo contencioso. Las Comisiones provin- 
ciales ejercen interinamente la jurisdicción administrativa de 
primera instancia en sustitución de los extinguidos Consejos de 
provincia (2). 

CAPITULO VI. 
De loB trflimiales administrativos de priniera instaneia. 

?05.— Las Comisiones provincia- trativos de primer grado, 

les son tribunales adminis- 

705. — Las Comisiones provinciales actúan como tribunales 
del orden contencioso-administrativo en los asuntos que deter- 
minan las leyes (3). 

En tal concepto oyen y fallan, cuando pasan á ser contencio- 
sas, las cuestiones relativas al cumplimiento, inteligencia, res- 
cisión y efectos de los contratos y remates celebrados con los 
Ayuntamientos para toda especie de servicios y obras públi- 
cas (4). V. NüM, 2172. 



(1) Decreto de 13 de Octubre de 1868. 

(2) Decreto de 20 de Enero de 1815 y ley de 30 de Diciembre de 1976. 
(8i Ley de 25 de Setiembre de 1868, arte. 88 y 84. 

(4) Ley de 2 de Octabre de 1877, art. 66. 
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CAPITULO vm. 

Peí trÜHltuil mptAior en el «Meo iMiniíiltfbratlYe. 

706.— Jurisdicción especial del tribunal de Cuentas, 

706. — Hemos dicho en otro lugar que el Tribunal die Cuentas 
pertenece á la categoría de los supremos, por lo cual contra sus 
ejecutorías no admite la ley recurso alguno, salvas las faculta- 
des de las Cortes para los efectos que allí se determinan. V. nú- 
meros 6i8 y 6i9. . . 

Entiéndase pues corregida la doctrina que en el cuerpo de 
esta obra se contiene al núm. 2191-in. 

CAPITULO IX. 
Del proeedimieBte aaCe las ComisioBes proviaelales. 

707.'~Quién representa á laadmi- se ventilan ante las Comi* 

nistracion en los juicios que siones provinciales? 

707. — En los juicios ante las Comisiones provinciales repre- 
sentan por ahora y mientras otra cosa no se determine : 

I. A la administración general del Estado un abogado fiscal 
en las capitales donde hay audiencia, y en las que no tienen 
tribunal superior un promotor fiscal. 

n. A la provincia un diputado provincial ó el letrado á quien 
diere su poder. 

ni. A los Ayuntamientos un letrado de su elección (1). 

CAPITULO X. 
IM ¡Mroeedimieate «ate el f^oaseje de Batado. 

708.— Cuándo se entiende apurada la vía gubernativa. 
708. — ^No se entiende apurada la vía gubernativa, sino cuando 



(1) KmI decreto de 11 de Enero de 1877. 

AP. I. 36 
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una real orden ha puesto término al procedimiento, á menos 
que la administración demore por más de seis meses la resolu- 
ción final, en cuyo caso queda libre la acción de los tribunales 
ordinarios, St el particular interesado acredita én autos el 
transcurso de este plazo (1). V. núm. 2246. 

(l) órdea de M de Bnero de W5. 
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